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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete Bennett.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor Mario Labbé Araneda.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 17ª, 18ª y 19ª, ordinarias, en 6, 7 y 13 de mayo, respectivamente; 20ª, especial,  en 14 de mayo, y 21ª, ordinaria, en 15 de mayo, todas del año en curso,  que no han sido observadas.

El acta de la sesión 22ª, ordinaria, en 20 de mayo del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto que introduce modificaciones en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (boletín N° 5.872-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo inicia un proyecto que establece una nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con los ocho siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, en lo concerniente al salario base (boletín N° 5.433-13).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías (boletín N° 5.343-01).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, aprobatorio del texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (boletín N° 5.648-05).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín Nº 2.949-05).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletines Nos 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



8.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



Con los seis siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los asuntos que se señalan a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados (boletín N° 4.968-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de monumentos en memoria de las víctimas de la masacre de la Escuela Santa María, de Iquique (boletín N° 4.766-24).



3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (boletín N° 5.738-10).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales, a fin de incluir el maltrato hacia el adulto mayor en la legislación (boletines Nos S 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18 y 4.167-18, refundidos).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05).



6.- Proyecto, en trámite de comisión mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con el proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (boletín Nº 3.878-17).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del directorio de Televisión Nacional de Chile a la señora Marcia Scantlebury Elizalde y a los señores José Antonio Galilea Vidaurre y Cristian Leay Morán, por un período de ocho años (boletín N° S 1.075-05) (Véase en los Anexos, documento 3) (con la urgencia a que se refiere el N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).



--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.



Tres de la Excelentísima Corte Suprema, con los que comunica su parecer sobre las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, originado en moción de los Honorables señores Pérez Varela, Chadwick y Longueira, que modifica la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, en lo relativo a los matrimonios celebrados ante entidades religiosas (boletín N° 5.815-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Ominami, que modifica diversos cuerpos legales en materia de reconocimiento de la paternidad (boletín N° 5.816-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Vásquez, que establece una forma alternativa de cumplimiento del beneficio de la reclusión nocturna (boletín N° 5.814-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de las sentencias dictadas respecto de los siguientes proyectos de ley: el que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13) y el que crea cargos en la Dirección del Servicio Electoral en la Región de Arica y Parinacota y dicta norma relativa a partidos políticos en nuevas Regiones (boletín N° 5.867-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el tercero remite copia autorizada de la sentencia recaída en el requerimiento de inconstitucionalidad planteado con relación al otorgamiento de un préstamo del BancoEstado al sistema de transporte público de Santiago.



--Se toma conocimiento.



Con los dos últimos remite copias autorizadas de los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de la segunda frase del inciso primero del artículo 171 del Código Sanitario y del inciso segundo del artículo 387 del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Romero, relativo a irregularidades en la entrega de aportes en dinero por el Instituto Nacional de Deportes a organizaciones deportivas de la Quinta Región.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor García, referido a la conveniencia de que el señor Secretario General de la OEA se abstenga de participar en la política interna chilena mientras ostente ese cargo.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, respecto de la ratificación del Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Romero, atinente a la instalación de una malla medianera en la pasarela peatonal ubicada a la altura de Viveros Hijuelas, comuna de Hijuelas.



Seis de la señora Ministra de Salud:



Con los tres primeros responde igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a la situación que afectó a un menor en el Hospital de Los Ángeles; a la construcción del nuevo Hospital Penco-Lirquén y a información sanitaria asociada a la erradicación de diversas poblaciones de la comuna de Hualpén.



Con el cuarto contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Chadwick, tocante a la investigación sobre la actuación del personal del SAMU de Rancagua en el caso de la menor Anyela Cruz.



Con el quinto da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Honorable señora Alvear, acerca de la evolución del sistema de libre elección en FONASA.



Con el sexto responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, referente a la implementación de un programa de tenencia responsable de mascotas.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con los que contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable señor Horvath, referidos a soluciones sanitarias deficientes en la localidad de Puerto Gala y a proyectos de pavimentación de caminos de la zona austral.



Del señor Ministro de Minería, con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable señora Matthei, concerniente al cobro por flete que efectúa ENAMI a los mineros de la provincia de Choapa.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Horvath, respecto de la participación de Chile en el evento “All Energy 08”.



Dos del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre la posibilidad de dotar de señal de telefonía celular a diversas localidades de la Región de Aisén.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Allamand, en relación con los problemas de comunicación vía celular que afectan a la localidad de Quilacahuín, comuna de San Pablo.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Allamand, en cuanto a la contaminación del agua potable en la localidad de Quilacahuín, comuna de San Pablo.



Del señor Director del Instituto Nacional de Deportes, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, acerca de la viabilidad de instalar una oficina provincial en la comuna de Osorno.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Coloma, atinente a los hechos relacionados con el embarazo de una adolescente en el Centro de Internación Provisoria de San Miguel, Séptima Región.



Del señor Director Nacional del Servicio de Capacitación y Empleo, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, tocante a los recursos destinados a la capacitación de conductores con licencia A-3 en Concepción.



Del señor Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Normalización, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, sobre la votación de nuestro país ante la Organización Internacional para la Estandarización (ISO) con relación a la propuesta de convertir el formato Office Open XML en norma internacional.



Del señor Comisionado Presidencial para Asuntos Indígenas, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Frei, respecto de la instalación de la Oficina de CONADI en la Región de Los Ríos, con sede en Valdivia.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, relativo a la dotación de vehículos y motos para la comuna de Vilcún, Novena Región.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, referido al subsidio al consumo de energía eléctrica en la localidad de Selva Oscura, comuna de Victoria.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Agricultura de La Araucanía, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, en cuanto a las condiciones en que desarrollan su actividad los pequeños y medianos empresarios panaderos de la provincia de Malleco.



De la Oficina de Enlace del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el que remite copia de la Declaración Congresal aprobada por el Honorable Congreso de la República de Bolivia, en la que se solidariza con el pueblo de Chile ante los daños producidos por la erupción del volcán Chaitén.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo entre Chile y los Estados Unidos Mexicanos para el otorgamiento recíproco de permisos de trabajo a favor de los dependientes de agentes diplomáticos y funcionarios consulares acreditados en el otro país (boletín N° 5.607-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre Chile y Guatemala sobre reciprocidad en el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de misiones diplomáticas y consulares (boletín N° 5.608-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletines Nos 3.345-07 y 3.959-07, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, aprobatorio del texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (boletín N° 5.648-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señor Pérez Varela y señora Matthei, que sustituye el artículo 119 del Código de Aguas (boletín N° 5.818-09) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para Tabla.

Moción



Del Honorable señor Longueira, con la que inicia un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado, a fin de crear la Comisión de Equidad Social (boletín N° S 1.073-09) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables señores Prokurica y Horvath, mediante la cual inician un proyecto de ley que establece un fondo de fomento al cultivo de algas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción del Honorable señor Longueira, con la cual da inicio a un proyecto de ley que crea el Consejo Consultivo de Trabajo y Equidad Social.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables señores Horvath, Ávila, Bianchi, Muñoz Aburto, Navarro y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de medidas destinadas a evitar distorsiones en la fijación de las tarifas eléctricas (boletín N° S 1.074-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables señores Horvath y Zaldívar, con el que proponen medidas especiales para los trabajadores de plantas pesqueras que han quedado cesantes a raíz del cierre de empresas en la Región de Aisén (boletín Nº S 1.076-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable señor Ávila, para ausentarse del país a partir del día 25 de mayo de 2008.



--Se accede.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.


MINUTO DE SILENCIO POR FALLECIMIENTO DE


GENERAL DIRECTOR DE CARABINEROS Y DE PARTE DE SU COMITIVA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se guardará un minuto de silencio como homenaje póstumo por el sensible fallecimiento del General Director de Carabineros de Chile señor José Alejandro Bernales Ramírez y de su esposa, de los oficiales que lo acompañaban y de la esposa de uno de ellos.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

)-------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo exponer dos asuntos.



El primero se relaciona con la moción que presentamos junto con el Honorable señor Prokurica a fin de establecer un fondo de fomento para la reconstitución de las algas en nuestro suelo marino, lo cual constituiría una suerte de decreto ley Nº 701, pero en versión marítima.



Quiero pedir el apoyo de la Sala para que se oficie al Gobierno a fin de que respalde la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no se formulan objeciones, se procederá en esa forma.



--Así se acuerda.

El señor HORVATH.- En segundo lugar, el proyecto de acuerdo que presentamos con usted, señor Presidente, y del cual se acaba de dar cuenta se refiere, en realidad, a las consecuencias del sismo que afectó al fiordo de Aisén, fenómeno en virtud del cual han quedado paralizadas por más de un año las concesiones y la actividad en el sector, habiéndose cerrado una de las plantas que mayor trabajo daban en la Undécima Región. Por lo tanto, se trata de un hecho vinculado, entre otros factores, pero preponderantemente, a una zona de catástrofe.



Pido, entonces, que ese texto se vote hoy, si es posible, sin que pase a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, trámite que impediría verlo antes de la próxima semana.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, después de leer el informe del Consejo Asesor Presidencial Trabajo y Equidad, conocido como “Comisión Meller”, entidad cuya formación dispuso la Primera Mandataria, presenté dos mociones.



La primera apunta a crear en el Senado la Comisión de Equidad Social, con el fin de que trabaje permanentemente en un seguimiento de lo propuesto en dicho informe. Fue declarada admisible.



La segunda, que recoge algo planteado por el mencionado estudio: el establecimiento del Consejo Consultivo de Trabajo y Equidad Social, fue declarada inadmisible.



Ante esta última resolución, quiero pedir dos cosas, señor Presidente. Por una parte, que se oficie al Ejecutivo para que apoye el proyecto de ley correspondiente. Y, por la otra, también me gustaría requerir la preparación de un informe sobre cómo nos ha ido con esta clase de solicitudes; porque la verdad es que se ha hecho una costumbre que los Senadores las formulemos cada vez que, en forma muy rigurosa, la Mesa declara la inadmisibilidad de una iniciativa.



Creo que la Mesa y los Comités deberían ponerse de acuerdo, a lo mejor, para que las bancadas priorizaran algunas mociones y la primera le pidiese al Gobierno que respaldara aquellas de mayor interés para el Senado.



En realidad, temo, sin conocer un estudio como el que acabo de plantear, que el resultado es bastante pobre.



Pienso que no deja de ser más bien un “saludo a la bandera” lo que hemos pedido hoy algunos Senadores, al igual que lo sucedido en otras ocasiones similares.



Por lo tanto, estimo que este tipo de solicitud debiera perfeccionarse con algún grado de conversación con el Ejecutivo, de manera que ojalá algunas mociones que presentamos entren efectivamente a la discusión parlamentaria con su apoyo.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Para lo primero que pidió Su Señoría, se dará curso al oficio si no existen objeciones.



--Así se acuerda.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En cuanto a la segunda parte de su intervención, señor Senador, cabe recordar que hacemos lo que corresponde y que solo es posible actuar según lo dispuesto por la Constitución. No hay otra forma de proceder.



Pero me parece, más allá de cualquier consideración, que debería contarse con un mecanismo como el que Su Señoría plantea. Desde ya, acogemos su propuesta. Veremos cómo es posible lograr una voluntad expedita del Ejecutivo en tal sentido. Se puede conversar sobre el asunto y estudiar cómo traducir la idea en algo concreto.



Sin perjuicio de ello, la Secretaría elaborará el informe requerido, a fin de que se disponga de un buen seguimiento. Y eso mismo puede fundar nuestro accionar frente al Ejecutivo.



A continuación se dará cuenta de los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités acordaron en forma unánime lo siguiente:



1) Rendir homenaje en memoria del fallecido General Director de Carabineros señor José Bernales el miércoles 9 de julio próximo, al inicio de la hora de Incidentes;



2) Autorizar a la Comisión de Vivienda y Urbanismo para discutir tanto en general cuanto en particular, en el trámite de primer informe, la iniciativa que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales, y



3.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la presente sesión el proyecto signado con el número 5, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, quiero aprovechar la ocasión para recordar a mis Honorables colegas que la Comisión de Minería y Energía ha convocado para mañana, en conjunto con la de Hacienda, a una reunión donde tendremos la oportunidad de escuchar la cuenta pública del Vicepresidente de la ENAP. Como se trata un tema particularmente sensible en los últimos días, quedan invitados.

El señor SABAG.- ¿A qué hora?

El señor GÓMEZ.- ¿Dónde?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A las 11:30, en este mismo lugar.

V. ORDEN DEL DÍA


MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES EN MATERIA DE PLANIFICACIÓN URBANA

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Corresponde continuar la discusión general del proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de planificación urbana, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5719-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo, sesión 19ª, en 13 de mayo de 2008.


Discusión:



Sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008 (queda pendiente su discusión general).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar, señores Senadores, que en la sesión del 20 de mayo último se inició el debate en general.



Asimismo, es del caso señalar que la Comisión de Vivienda y Urbanismo aprobó la idea de legislar en esta materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Naranjo, Orpis y Sabag.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del primer informe.



El proyecto contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requiere 21 votos conformes.



Por último, hago presente que se encuentran inscritos para hacer uso de la palabra, en este mismo orden, los Senadores señores Naranjo, Horvath, Muñoz Barra, Navarro, Cantero, señora Alvear, señores Ominami, Sabag, Vásquez y Ruiz-Esquide.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo ha pedido autorización para que ingresen a la Sala el señor Eduardo Bresciani, Jefe de la División de Desarrollo Urbano de esa Secretaría de Estado, y la señora Jeannette Tapia, asesora de la misma Cartera.



¿Habría acuerdo?

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay acuerdo.



La señora Ministra también ha solicitado intervenir -y está en su derecho de hacerlo- en forma previa a la participación de los señores Senadores, a fin de precisar un punto que no quedó debidamente aclarado en su exposición anterior.



Por tanto, le doy la palabra.

La señora POBLETE (Ministra de Vivienda y Urbanismo).- Gracias, señor Presidente. Solo ocuparé un minuto en mi intervención.



En la sesión del pasado 20 de mayo tuve la oportunidad de exponer los principales contenidos y objetivos del proyecto que reforma la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana, el que, por cierto, esperamos analizar en profundidad durante su discusión particular.



Antes de que Sus Señorías inicien la ronda de intervenciones, deseo recalcar que el Ministerio que dirijo tiene la convicción más absoluta de que debatir la presente iniciativa en el Parlamento es de la mayor importancia. Este es el espacio natural y constitucional donde deben plantearse las discrepancias e introducirse los perfeccionamientos relacionados con el texto propuesto.



Tenemos hoy la oportunidad histórica de discutir por primera vez en el Congreso, con actores muy relevantes, un proyecto de ley que ayudará a construir mejores ciudades.



La iniciativa que Sus Señorías analizarán a continuación está siendo complementada con otras, como la que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y establece un plan regional de ordenamiento territorial; el mensaje ingresó a trámite legislativo y se dio cuenta de él en la presente sesión.



Soy una convencida de que el debate amplio y democrático enriquecerá esta propuesta y nos permitirá contar con una ley actualizada al Chile del siglo XXI, es decir, con un marco regulatorio moderno que será clave para el desarrollo de nuestras ciudades y de nuestro país.



Es todo lo que deseaba agregar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- En mi condición de Presidente de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, me corresponde informar al Honorable Senado el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana.

DIAGNÓSTICO


La presente iniciativa forma parte de la denominada   “Agenda de Ciudades”, que está orientada a dotar a nuestras ciudades y a sus comunas de mayores poderes, recursos e instrumentos de gestión urbana para otorgar una mejor calidad de vida a sus habitantes. Para ello se contemplan modificaciones en cuatro ámbitos: reforma urbana, planificación urbana, mejoramiento urbano y recuperación de barrios.



El nuevo escenario urbanístico se caracteriza por alto dinamismo del sector privado, creciente descentralización y mayores demandas de participación ciudadana. Estos elementos requieren una innovación legal en tres materias claves: la planificación urbana, la integración social y el impacto del desarrollo urbano. La iniciativa en discusión corresponde a la primera de ellas.



Cabe destacar que el marco regulatorio del desarrollo urbano, contenido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, no ha tenido modificaciones significativas en los últimos cuarenta años y ha mostrado debilidades para resolver en forma eficiente y participativa las nuevas tendencias y demandas.



En efecto, desde la promulgación de la primera Ley General de Construcción y Urbanismo, en 1931, hasta su más reciente adaptación mediante el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, que es el texto que actualmente rige, nuestras ciudades, comunas y barrios han experimentado grandes cambios, tanto en su desarrollo territorial como en las formas de gobierno y en las demandas ciudadanas. Por ende, el proyecto en estudio surge de la necesidad de dar una respuesta eficiente a la nueva realidad urbanística, que se caracteriza por los siguientes aspectos:



a) El sostenido aumento de la población urbana, por sobre el 17 por ciento en la última década; 



b) La creciente descentralización político-administrativa en la gestión urbana;



c) El incremento de la construcción inmobiliaria e infraestructuras en el territorio; 



d) La demanda de las personas por mayor participación y transparencia en las decisiones que las afectan;



e) La concentración territorial de los sectores sociales más vulnerables y el deterioro urbano de las zonas interiores donde se localizan, situaciones preocupantes, que han hecho que la segregación social urbana genere una tendencia que pone en entredicho la convivencia en las principales ciudades del país;



f) El fuerte aumento en las áreas rurales de construcciones complementarias al desarrollo de los sectores productivos, exportadores y asociados al turismo, y



g) La incorporación sostenida de nuevas áreas urbanizadas a las ciudades, con una tasa de 29 por ciento en la última década, y tendencia a incrementar este porcentaje.



Esta nueva realidad, señor Presidente, obliga a introducir reformas legales que perfeccionen los instrumentos de planificación urbana.

OBJETIVOS



La iniciativa en discusión persigue los siguientes objetivos:



-Incrementar y mejorar la participación ciudadana;



-Ampliar los espacios de concertación entre la inversión urbana pública y privada;



-Fortalecer las capacidades locales de planificación y recuperación de espacios públicos, infraestructuras y barrios;



-Facilitar los procesos de actualización de los planes reguladores;



-Permitir compensaciones y condicionamientos que garanticen proyectos urbanos más sustentables;



-Acoger la diversidad de barrios y ciudades con tipos de planes a escala de sus realidades, y



-Racionalizar la construcción en áreas rurales.



1) En primer término, la iniciativa propone mecanismos que faciliten la participación de la ciudadanía en la etapa de elaboración de todos los instrumentos de planificación urbana. Para ese efecto, se obliga a los organismos del Estado y a las empresas de servicios públicos a proporcionar la información necesaria. De esta forma, los ciudadanos tendrán acceso libre a los antecedentes que conformen un proyecto de plan regulador, desde el inicio hasta su total tramitación.



2) También se incorpora a la ciudadanía con la elaboración de un nuevo instrumento denominado “Esquema Director”, el cual definirá la “imagen objetivo” del desarrollo futuro de la comuna, intercomuna o ciudad, y permitirá la discusión sobre los principios básicos a implementar, en términos asequibles, e incluso didácticos, para sus habitantes.



3) El proyecto de ley perfecciona los procesos de actualización y planificación a escala de barrios y sectores en los planes reguladores intercomunales y comunales mediante la incorporación de instrumentos menores para la planificación  de áreas o lugares específicos o para hacer ajustes que faciliten o aclaren la aplicación de las normas. Además, se introduce un procedimiento simplificado de ajustes menores a un plan regulador intercomunal y comunal. Y, finalmente, se crean los planos de detalle para fijar con exactitud las características físicas de los espacios públicos, así como las delimitaciones de las distintas áreas y zonas establecidas en los instrumentos de planificación urbana, evitando las interpretaciones casuísticas.



4) También se incorpora el mecanismo de Desarrollo Urbano Condicionado, modalidad de tipo flexible orientada a promover el crecimiento urbano mediante el cumplimiento de estándares de diseño, de integración social o de obras de mitigación ambiental y urbanística. Tal instrumento se crea con la finalidad de resolver algunos impactos negativos del desarrollo urbano. Permite a la comunidad compartir los beneficios de los proyectos por medio de compensaciones en obras o equipamientos de uso público, además de otorgar mayor flexibilidad a los planos reguladores para acoger el crecimiento de la ciudad.



5) Por otra parte, se propone incorporar a la legislación chilena dos figuras: la transferencia de derechos de construcción y los contratos de asociación.



Los derechos de construcción transables están destinados a los predios e inmuebles a los cuales el plan regulador les ha establecido algún gravamen, como áreas verdes, terrenos que se encuentran legalmente protegidos, inmuebles declarados de conservación histórica, monumentos nacionales o áreas afectas a utilidad pública de cualquier tipo, a las cuales se les asignan normas urbanísticas especiales o similares a las de las zonas inmediatamente colindantes. Tales reglas pueden ser transferidas a proyectos susceptibles de aplicarse en áreas donde el plan regulador comunal admite un mayor nivel de desarrollo urbano, denominadas “áreas de recepción”. Asimismo, se establece la forma de valorización y traspaso de estos derechos.



En segundo término, los Contratos de Asociación constituyen un mecanismo de transferencia de derechos de construcción aplicables solo entre predios colindantes, orientado a posibilitar la óptima distribución de la edificación en un determinado sector, de forma de crear espacios urbanos mejor diseñados entre diversos propietarios sin tener que recurrir a la fusión de predios y a la creación de megaproyectos urbanos. Tal medida evita también la tendencia a generar inmuebles aislados entre proyectos inmobiliarios que quedan sin uso o afectados negativamente.



6) Respecto de la subdivisión y de la construcción en el área rural, la modernización de la planificación urbana implica la limitación de las actuales facultades discrecionales de aprobación de proyectos urbanos y subdivisiones al margen de todo plan y de la participación ciudadana, en particular con relación al uso del suelo rural.



De este modo, el proyecto de ley en discusión propone restringir definitivamente la urbanización fuera de los límites urbanos, por lo que se propone modificar parcialmente el decreto ley N° 3.516, de 1980, sobre predios rústicos, comúnmente llamados “parcelas de agrado”. Se plantea reemplazar sus normas por nuevas disposiciones de subdivisión rural, las que establecen una subdivisión mínima de dos hectáreas, certificadas por la oficina del Servicio Agrícola y Ganadero respectiva, contemplando algunas excepciones básicas.



7) Sobre la edificación en el área rural, la iniciativa contiene normas aplicables a las construcciones que son indispensables para satisfacer las necesidades de los sectores rurales. Se señala que estas deben cumplir con los requisitos de urbanización que disponga la Ordenanza General y se fijan superficies máximas que pueden destinarse a fines habitacionales o a suplir los requerimientos habitacionales de los propietarios de los predios y de sus trabajadores, así como los relativos a subsidios habitacionales en el área rural.



8) En cuanto a la división y urbanización del suelo urbano, para perfeccionar los procesos respectivos y para materializar tanto las obras de urbanización necesarias como el acceso de todo lote resultante a un espacio de uso público, la iniciativa contiene cuatro casos distintos de división y urbanización del suelo. Distingue los predios de propietarios que están obligados a ceder y ejecutar obras de urbanización en su interior de aquellos en los cuales no resulta atendible dicha obligación, por corresponder a espacios públicos en su calidad de bienes nacionales de uso público que se encuentran fuera del predio que se divide. En este último caso, la ejecución de las obras de urbanización corresponderá al Estado.



9) Por otra parte, considerando la progresiva tendencia de deterioro urbano en múltiples ciudades y la concentración territorial de los sectores sociales más vulnerables, se fortalece la intervención del Estado en la recuperación de barrios y de las zonas interiores más degradadas de las ciudades.


10) Finalmente, el proyecto de ley perfecciona las actuales facultades municipales y regionales de saneamiento de las zonas o poblaciones deterioradas o insalubres al permitir declarar la condición de utilidad pública e intervenir inmuebles urbanos y conjuntos de viviendas económicas o parte de estos, cuando, por sus condiciones de menoscabo, sea necesaria la formulación de proyectos integrales de regeneración y recuperación urbana. Así, se posibilita la integración a la ciudad y a sus comunidades.

OBSERVACIONES


Señor Presidente, durante la discusión general del proyecto fueron escuchadas diversas organizaciones: el Colegio de Arquitectos, la Facultad de Arquitectura de la Universidad de Chile, la Cámara Chilena de la Construcción, la Asociación de Desarrolladores Inmobiliarios A.G., dos Premios Nacionales de Arquitectura, la Fundación Defendamos la Ciudad, el Observatorio de Ciudades de la Universidad Católica, el Instituto Libertad y Desarrollo, la Red Ciudadana por Ñuñoa y la Fundación Jaime Guzmán. 



Se consultó, además, la opinión por escrito de los siguientes organismos públicos: Ministerios de Educación, de Agricultura, de Obras Públicas, y de Transportes y Telecomunicaciones; Superintendencia de Servicios Sanitarios y Asociación Chilena de Municipalidades. 



Todos los invitados coincidieron, en general, en la necesidad de legislar sobre esta materia. No obstante, realizaron algunos alcances. 



Las principales observaciones que se efectuaron son las siguientes:



-Demanda de una planificación nacional en concordancia con las escalas intercomunales, comunales y del resto de los instrumentos existentes y propuestos, y su coordinación con los organismos tanto públicos como privados.



-Valoración de la participación temprana de la ciudadanía en la elaboración de la planificación urbana y necesidad de mayor especificidad sobre las vías de participación, las organizaciones involucradas y el sistema de registro de las opiniones vertidas.



-Acogida de los nuevos instrumentos, como el Esquema Director y la Imagen Objetivo. Sin embargo, se requiere una mayor precisión en su definición y sus alcances, y procurar mayor lógica y coherencia administrativa entre los procedimientos, mecanismos y organismos que participan en su elaboración.



-Necesidad de mayor detalle de la figura del Desarrollo Urbano Condicionado, sobre todo en el área rural, y su concordancia con otros instrumentos existentes, de forma de evitar la discrecionalidad.



-En cuanto a los Derechos de Construcción Transables y a los Contratos de Asociación, definir las formas y alcances de ellos para asegurar su funcionamiento, aplicación y efectividad.



-Mayor fundamentación, en cuanto al suelo rural, sobre el tamaño predial dispuesto (dos hectáreas) y su aplicación de manera uniforme en todo el territorio.



-Necesidad de compatibilizar la institucionalidad existente, tanto a nivel regional como municipal, a fin de que tenga la capacidad requerida para aplicar esta nueva normativa.



-Y tramitar separadamente algunos asuntos, como el de la planificación territorial, y otorgar mayor urgencia a otros, como el desarrollo condicionado. Respecto de ellos, el Ejecutivo manifestó su apoyo, tanto para detectar e identificar los tópicos que precisen un tratamiento particular como para darles el trámite legislativo correspondiente.



Finalmente, cabe tener presente que el proyecto de ley fue aprobado solo en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, de manera de brindar a Sus Señorías la oportunidad de proponer enmiendas que complementen, enriquezcan y perfeccionen la iniciativa con ocasión del segundo informe.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar a la Sala la enorme trascendencia del proyecto en debate, por cuanto sus efectos pueden incidir, para bien o para mal, en muchos aspectos claves de nuestra sociedad. Por ello, en la discusión particular deberemos ser absolutamente prolijos en cuanto a los alcances de sus disposiciones.



Lo anterior no lo digo como una crítica a la persona de la Ministra o de la Subsecretaria, sino teniendo a la vista el historial del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y, en particular, del SERVIU.



Cuando se discute una ley de planificación urbana, uno espera entrar a analizar lo que significa un plan, un modelo o un proyecto de esa naturaleza. Para ello, cabe tener presentes todos los factores y a todos los actores; incluir la sistematización de las actuaciones e intenciones, tanto públicas como privadas, y ser capaces de anticiparse para dirigirla, encauzarla, en determinados objetivos de bien común.



En este caso, se debe considerar el desarrollo armónico de la ciudad. Además, la planificación ha de tener una amplitud susceptible de adaptarse a situaciones y antecedentes nuevos -sobre todo en un país tan vertiginosamente dinámico como el nuestro- y a variaciones culturales, sin perder el objetivo del bien común y el de cada uno de los chilenos.



Es decir, en la planificación urbana hay que pensar, anticiparse, actuar en red y sintonizados, con una dosis de razón. Pero también abrir espacios para la intuición y la creatividad.



Si se analiza el tema en debate desde el punto de vista de la institucionalidad y de la legislación, y también desde una perspectiva histórica en nuestro país, los elementos de planificación que señalo no se han dado.



La población urbana de Chile, según datos del Instituto Nacional de Estadísticas, crece rápidamente. De acuerdo con los resultados de los últimos censos, el 86,6 por ciento de la población es urbana, y el 13,4, rural. 



Sin embargo, debido a las condiciones de vida del sector urbano -pido a las señoras Senadoras y señores Senadores que observen el gráfico proyectado en la pantalla-, en nuestro país tenemos algunos récords no precisamente halagüeños.


[image: image1.emf]Santiago (Chile)

Río de Janeiro (Brasil)

París (Francia)

Manchester (Inglaterra)

Groninger (Holanda)

Mainz (Alemania)

Bangalore (India)

Atenas (Grecia)

Berlín (Alemania)

Ankara (Turquía)

Seattle (EE.UU.)

Verona (Italia)

Ibadan (Nigeria)

Nagasaki (Japón)

Shangai (China)

PROMEDIO GLOBAL

10 20 30 40 50 60 0

PORCENTAJE DE PACIENTES EN CONSULTORIOS DE ATENCION 

PRIMARIA CON SÍNTOMAS DE DESORDEN SICOLÓGICO 




En el mundo, Santiago de Chile es la ciudad con el mayor porcentaje de pacientes en consultorios de atención primaria con síntomas de desorden sicológico. Y eso merece ser tenido en cuenta, pues deriva de las condiciones en que se vive ahí.



Este dato lo obtuvimos del Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización de Chile (CONAREDE).



Si se analiza la proporción de parques, tanto los del sector urbano como los colindantes, las áreas verdes de nuestro país son mínimas. En Santiago hay un promedio de 3 metros cuadrados por persona, en circunstancias de que la Organización Mundial de la Salud recomienda al menos 9.
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Observemos ahora los dos mapas que aparecen en la imagen en pantalla. Chile, normalmente se nos muestra como el plano que está a la izquierda. Pero, si hacemos una proporcionalidad -y hemos alterado a propósito el mapa de la derecha- considerando la dimensión de superficie según la población que tenemos en nuestro país, la Región Metropolitana se agranda exageradamente y el resto de las Regiones prácticamente desaparece.



Ese es el Chile que nosotros debemos enfrentar. 



La Ley General de Urbanismo y Construcciones -como se ha señalado- nunca fue discutida en el Parlamento. La primera normativa sobre tal materia se dictó bajo la presidencia del General Carlos Ibáñez del Campo, en 1931; y la que nos rige en la actualidad data de 1975. 



Al respecto, cabe preguntarse si las modificaciones a dicho cuerpo legal vigente nos llevan en la línea de los objetivos armonizadores o en los del desorden, por así decirlo. 



Ahora, nos encontramos en el tercer intento de modificar esa normativa en el Congreso. Entonces, habría que averiguar por qué fracasaron los dos anteriores proyectos de ley. Sobre el particular, tengo presente el caso del entonces Director del Servicio Agrícola y Ganadero don Leopoldo Sánchez, que dejó su cargo por haberse opuesto a una expansión urbana y no dar su beneplácito para cambiar el uso del suelo. 



Por tanto, en la cuestión hay intereses fuertemente encontrados. 



Rescatemos el punto importante. Aquí se trata de establecer un plan maestro o “esquema director” -como se quiera llamar- que vaya en la línea de la planificación participativa que he señalado. 



Además, se debe consagrar la participación ciudadana, pero más vinculante, pues la de hoy es muy formal. Se publica en el Diario Oficial u otro medio de comunicación lo referente a una reunión; a ella concurren 50 de los 50 mil posiblemente afectados o beneficiados; sólo dos hacen uso de la palabra, y con ello se estima haber cumplido con la participación ciudadana. 



En verdad, eso solo produce frustración en la comunidad. 



También se debe tener presente la historia de los SERVIU. No estamos hablando del actual. De ahí que es posible apreciar el mismo tipo de edificios desde Arica hasta Magallanes. Podemos ver la descomposición de ciudades por los planes públicos, cuando tienen su identidad, y se llenan de casas de lata o pareadas, sin sitio. Hay plazas de armas que se han transformado en viviendas sociales; se edifican casas como “trencitos”, donde las personas ni siquiera pueden pasar al patio trasero, o se incendian conjuntos de ellas con facilidad. 



Y no me estoy refiriendo a la actual Ministra de Vivienda y Urbanismo, que está tratando de realizar bien las cosas, lo cual me consta, sino que lo digo desde un punto de vista histórico. 



Por otro lado, las municipalidades no lo hacen mejor. En realidad, a veces, echan abajo lo poco y bueno que queda en las ciudades para satisfacer algunas soluciones -entre comillas- habitacionales. 



Así es como se han creado verdaderos guetos en muchas ciudades.



El caso de los deudores habitacionales ya reviste carácter de crónico. Más de 180 mil personas están endeudadas por sus casas, a pesar de haber cancelado dos o tres veces su precio. En definitiva, se trata de un tema de equidad. 



Además, las juntas de vecinos no coinciden con los barrios complicando el desarrollo de estos. 



Finalmente, se abre la puerta para una gran especulación que deja, desde luego, sin considerar los factores sociales y ambientales. 



Entonces, tenemos que lograr armonizar tal libertad con los derechos comunes y públicos para los casos señalados sobre el cambio de uso del suelo, de las subdivisiones de terrenos.



Chile ostenta el récord de las regularizaciones. Cada cierto tiempo se regularizan loteos, así como construcciones y ampliaciones de viviendas que no son los que corresponde. La realidad es más dinámica que las normas y procedimientos. 



Algo no camina en relación con dicha materia en nuestro país.



Por lo tanto, debe coordinarse -lo que no es un tema menor- todo lo relativo a los municipios, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, al SERVIU, al medio ambiente, a las áreas de riesgo, al ordenamiento territorial tanto urbano como rural, a los gobiernos regionales, a los profesionales, a las universidades. Y eso tiene que estar garantizado en el proyecto que nos ocupa. 



Lo mismo ocurre con otras Secretarías de Estado, como la de Transportes o la de Obras Públicas, Cartera esta última que ha dividido en dos barrios completos con las vías concesionadas, de lo cual los árboles son mudos testigos, pues en silencio prácticamente van desapareciendo como claro ejemplo del intento por tratar de sobrevivir en las ciudades. 



También resulta determinante que las modificaciones a los planes reguladores específicos no sigan el trámite completo correspondiente a las de un plano regulador general, porque, en el fondo, una vez aprobadas habrán dejado de estar vigentes. Hay que hacer las cosas mucho más regionalizadas, para no llegar a la situación que estamos mostrando en la Sala con antecedentes y gráficos. 



En el caso del transporte urbano, que es un tema no menor en materia de planificación, no hemos logrado armonizar lo relativo a los peatones, ciclistas, automovilistas y el transporte público. El Transantiago, aparte de su error de concepción, significó perder una gran oportunidad para volver al sistema eléctrico de transporte, como en Europa, donde han sabido valorar y mantener los tranvías y los trolebuses, los cuales  no solo no contaminan, sino que además son “amigables” desde el punto de vista urbano y de la calidad de vida de sus habitantes. 



Todo lo referente a la eficiencia en el transporte, los tiempos de traslado, la energía utilizada y la calidad de esta son elementos que deben configurar la planificación urbana, sobre todo si el 86 por ciento de la población vive en las condiciones descritas. 



Por cierto que también corresponde ocuparse del tema de la seguridad ciudadana. 



Lo único regionalizado en Chile es la delincuencia. La regionalización propiamente tal no existe. Es por completo formal: los intendentes son designados por la autoridad nacional de turno y los consejeros regionales no son elegidos por votación popular. 



En verdad, la regionalización es una entelequia. Y, en ese sentido, cuando uno plantea un esquema regionalizador debe tener bastante cuidado, sobre todo si vive y representa a una Región y se traslada con regularidad a zonas más urbanas, donde se ve cómo las personas van transformando sus casas y oficinas en verdaderas jaulas por el problema de seguridad. 



La materia relativa al medio ambiente no es menor. Las grandes ciudades modifican la configuración del clima, concentran la contaminación y producen centros de alta temperatura. Por eso, la iniciativa en estudio no puede aprobarse en perjuicio de otras normativas, como la Ley de Bases del Medio Ambiente. 



Lo perfecto es enemigo de lo bueno. En consecuencia, la planificación tanto urbana como territorial y rural es altamente deseable y, en ese sentido, rescatamos el compromiso de la Ministra de Vivienda y Urbanismo, quien en  forma posterior a la reunión de trabajo que sostuvimos hace casi dos años, se contactó con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y envió simultáneamente el proyecto de ordenamiento territorial con las competencias regionales, el cual considera una concepción regional integral. 



El ordenamiento territorial debe ser un proceso dinámico y participativo, porque si no se transforma en un zapato chino, caso en el cual resulta peor el remedio que la enfermedad. 



Las áreas de riesgo en nuestro país tienen que jugar un rol importantísimo. Nuestro Chile, como hemos visto, es propenso a todo tipo de daños por el volcanismo, la actividad sísmica, la subida de la línea de las nieves y por el tipo de ríos, que son verdaderos torrentes, a lo que hay que asociar el efecto de la acción humana como la erosión. 



Por lo tanto, el riesgo es una materia que, así como aquellas que requieren de un estudio de impacto ambiental, también precisa estudios específicos, los cuales deben ser considerados en la planificación urbana, la modificación del uso del suelo, el trámite legislativo, los proyectos inmobiliarios, el manejo integrado de las cuencas, y en todo lo relativo a revitalización urbana. Es decir, enfrentamos un tema de la mayor amplitud y significancia. 



Las zonas de desarrollo urbano condicionadas con compensación -entre comillas-, que puede ser incluso en dinero, desde luego es algo que se debe aclarar, sobre todo si consideramos lo ocurrido con la escasez de suelo agrícola en el país. 



Los derechos de construcción transables sobre terrenos afectados por cierto tipo de gravámenes, que se puedan canjear si se trata de áreas verdes, de construcciones de carácter histórico o de utilidad pública, también tienen que ser precisados. 



A mi juicio, la participación en la etapa de discusión general del proyecto fue bastante precaria. La señora Ministra de Vivienda ha manifestado que la iniciativa mantendrá la urgencia normal, posibilitando la participación de todos los sectores: agrícola, forestal, turístico, de la biodiversidad y de la arquitectura, urbanismo y seguridad. 



En tal sentido, siempre se debe poner cuidado entre lo expresado en el mensaje y lo dicho en el texto sugerido, pues en este algunos elementos arriesgan la constitucionalidad de la iniciativa, o derechamente son inconstitucionales. 



Aprobadas las ideas matrices del proyecto, no solo corresponde estudiar en particular los artículos modificados, sino también el conjunto de normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, porque de lo contrario no se producirá un buen “enganche”  con lo que he señalado. 



En cuanto a las materias sobre privación de derechos constitucionalmente amparados -las que deben ser tratadas en forma directa en una ley- y las contrarias a disposiciones de rango constitucional, debemos tenerlas “vigiladas”. 



No se pueden limitar algunos de los derechos de las personas en razón de la función social de la propiedad, porque tal motivo no es de uso infinito. Se debe fundamentar en cada caso. 



En tal cuestión no entraré en detalles. Pero uno no puede mirar el sector rural con la lógica urbana. Chile se ha urbanizado, y rápidamente. Sin embargo, aquí ha ocurrido un fenómeno social adverso, pues se ha actuado en perjuicio de la zona rural. Esto no corresponde al ejemplo seguido por países desarrollados, los cuales, a través de un proceso gradual de la economía, han pasado de sectores primarios a secundarios, y luego a terciarios. Por el contrario, nosotros saltamos de lo rural al sector terciario, de servicios, dejando un gran vacío en cuanto a la mantención de condiciones productivas y armónicas de nuestro extenso suelo no urbano.



Tal fenómeno ha sido analizado. Por ejemplo, están los estudios del doctor en Geografía Axel Borsdorf para varias de nuestras ciudades. 



Por lo tanto, hago expresa reserva de constitucionalidad respecto del ARTÍCULO PRIMERO en sus numerales 2); 3), tocante a los artículos 27 bis y 27 bis A, y 4) del proyecto que se nos somete a consideración, pues hay materias que no son delegables o que no pueden quedar sujetas a un reglamento.



Tenemos una cantidad significativa de observaciones. Desde luego, pedimos a la Sala -así lo comprometió la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo en la Comisión- poner particular atención a esta materia, porque si al proyecto no se le incorporan esos elementos, tendrá inconvenientes en la discusión en particular y podrá ser nuevamente rechazado en los hechos o bien mejorado sustancialmente.

)----------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 146, numeral 5, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, somete a consideración del Senado el nombramiento de don Sergio Pulido Roccatagliata, como integrante del Consejo Nacional de Pesca, con la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 12).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Queda para tabla.

)-------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A petición de diversos señores Senadores, se va a abrir la votación.



En votación.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, como todos sabemos, las ciudades enfrentan el reto del crecimiento poblacional y de sobreexplotación de los recursos naturales. No es desconocido el hecho de que a la par de los beneficios de la urbanización, la aglomeración y el desarrollo económico, hay una serie de “costos” o “externalidades negativas”, como son la degradación ambiental y social -incluyendo la carencia de acceso al agua potable y al saneamiento- y la contaminación, entre otros.



La expansión masiva de mayores áreas urbanas constituidas por establecimientos humanos informales (por ejemplo, campamentos) y otros urbanos improvisados, sin planificación, generan, sin lugar a dudas, diversos efectos negativos que conoce el Ministerio del ramo.




Lo que subyace a esta situación, Honorables colegas, es la necesidad de una planificación proactiva para abordar los retos ambientales que demanda un desarrollo urbano y territorial sustentable, con intervenciones urbanas de enfoque preventivo, integrado y multisectorial.



En lo principal, el proyecto que tratamos incluye modificaciones a la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones que hacen evidente el enfoque de la dimensión de lo construido dentro del ambiente urbano de este cuerpo legal -así lo señalan los artículos 15, 20 y 21- y de la carencia normativa para enfrentar una planificación territorial sin la distinción de límites urbanos y áreas rurales.


Ese aspecto se manifiesta en forma más preocupante fuera del área metropolitana o en comunas donde la ruralidad del territorio es relevante por su extensión y, también, porque desencadena el desarrollo económico local. 



Por ejemplo (voy a señalar algo concreto), la Región de La Araucanía, que represento, está apostando, desde el punto de vista productivo, por el turismo de intereses especiales, el cual se desarrolla principalmente fuera de los límites urbanos. 



Por otra parte, como saben Sus Señorías, esta Región presenta uno de los índices de pobreza más altos del país, y además, gran parte de la solución habitacional de las comunas de la Región se desarrolla -creo que ocurre en las Regiones de muchos parlamentarios- fuera de los límites comunales vigentes, básicamente porque los planos reguladores no han sido actualizados o, simplemente, no han considerado la problemática de la vivienda social, como es el caso de Temuco-Padre Las Casas, Victoria, Traiguén, Villarrica y Pucón.



Entonces, ¿cómo conjugar estas pretensiones con la necesidad económica y social que manifiesta la sociedad? En estos casos, la competitividad e imagen de las comunas no están exclusivamente en los centros urbanos. Por ende, la problemática en materia de planificación se halla en la compleja relación campo-ciudad. En consecuencia, no es una planificación exclusivamente urbana -entendámoslo así-, sino una de carácter territorial. 



La realidad de las metrópolis (por ejemplo, Santiago, Concepción, Valparaíso, etcétera) dista mucho de la de ciudades donde, además, los escasos instrumentos intercomunales existentes no han logrado ser actualizados.



La modificación del artículo 60 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones permite en casos muy específicos la regularización de áreas, que por definición se encuentran protegidas oficialmente (por ejemplo, parques nacionales, reservas nacionales, zonas y centros de interés turístico, etcétera), dentro de los planes reguladores. Lo que no resulta claro es la extensión posible de incorporar en cada caso, pues en la gran mayoría la definición de estas áreas se contradice con el concepto de planificación urbana de la modificación, debido a que alcanza dimensiones extraurbanas o territoriales.



Si bien la diversidad de instrumentos y normas de una u otra forma afectan al territorio y, en particular, al uso del suelo, no es menos cierto que la transición de una planificación exclusivamente urbana a una de tipo territorial debe ser gradual en el tiempo, sobre todo por los aspectos institucionales que involucra para que en la práctica sea efectiva, y que van desde el traspaso de competencias, desarrollo de políticas coherentes y sostenibles, reformulación de planes y programas (por ejemplo, el caso de la vivienda social), hasta la instalación de capacidades y competencias al interior de los municipios del país, los cuales, en definitiva, deben asumir de cualquier forma las carencias de la actual legislación en esta materia, o en caso contrario, hacerse cargo de mayores atribuciones en el ámbito de la planificación y la coordinación con los diversos servicios que operan en el territorio y que hoy, por cierto, no se da.



Un tema aparte merece la relación con las empresas sanitarias, situación que todos los señores parlamentarios conocen en sus Regiones.


Construcciones y subdivisiones en el área rural



El artículo 56 del proyecto dice: “En el área rural no será permitido abrir calles, subdividir para formar poblaciones, ni levantar construcciones”.


Cambio de uso de suelo



Respecto a las construcciones y subdivisiones en el área rural, el citado artículo de la iniciativa propone reemplazar el mecanismo del cambio de uso de suelo por condiciones, requisitos y procedimientos preestablecidos en relación con las subdivisiones y edificaciones que se desarrollen en el área rural.



De alguna forma, se pretende impedir el crecimiento urbano fuera de esos límites al margen de la planificación intercomunal o comunal, por la vía del cambio de uso de suelo, recurrentemente utilizado para dar cabida al desarrollo de viviendas sociales.



No obstante las buenas intenciones, la realidad -digámoslo claramente- supera las posibilidades efectivas de desencadenar los efectos deseados, considerando que la actualización de los planos reguladores es un proceso lento que se ve afectado por la falta de competencias profesionales al interior de los municipios y, luego…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me puede conceder un minuto más, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Aunque le  hemos dado dos, puede hacer uso de uno más, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- Decía que se ve afectado por la falta de competencias profesionales al interior de los municipios y, luego, porque los procesos de participación ciudadana, más temprano que tarde, transforman la discusión técnica en un debate donde, en pro del ambiente -lo cual es considerado políticamente correcto-, se pierden de vista las dimensiones social y económica que involucra esta decisión, a falta de instrumentos o financiamientos ad hoc.


Subdivisiones



La propuesta para modificar la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece que -y aquí no estoy de acuerdo con algunos colegas-  “La superficie mínima de los predios resultantes de una subdivisión será de 2 hectáreas”; es decir, de 20 mil metros cuadrados.



Actualmente, las subdivisiones en el área rural aprobadas por el Servicio Agrícola y Ganadero, en conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.516, tienen como mínimo 5 mil metros cuadrados.



En ese sentido, es recomendable reflexionar sobre el porcentaje del territorio rural, actualmente subdividido conforme a la Ley de Predios Rústicos a la fecha de este proyecto, sobre todo en zonas donde la presión de uso del suelo es alta, por ejemplo, en el sector lacustre de la Región de La Araucanía. Con seguridad gran parte del área rural donde hoy se realizan labores agrícolas se encuentra ya subdividida, al amparo del decreto ley N° 3.516, en predios de 5 mil metros cuadrados.



Entonces, cabe preguntarse ¿cuál será el efecto de la actual modificación frente a esta realidad? De seguro puede desencadenar una demanda masiva de aprobaciones ante el SAG, previo a la entrada en vigencia de la presente modificación, pues nada impide que así suceda.



Sugerencia



Señor Presidente, aumentar la subdivisión de 5 mil a 20 mil metros cuadrados afectará a las familias de clase media o jubilados que quieran vivir en parcelas de agrado. Por eso, es factible proponer una subdivisión de 10 mil metros cuadrados, ya que la tierra es un bien cada vez más escaso, lo que aumenta directamente su costo e inhabilita el acceso a ella de la clase media, de la cual tanto hablamos, pero que tanto olvidamos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en materia de definición de suelo urbano y, en general, en lo que respecta a urbanismo y construcción, desde hace ya una década y media -en mi primer período como Diputado-, hemos recibido una crítica permanente en cuanto a que el Ministerio de Vivienda tiene que ver mucho con vivienda y poco con urbanismo.



En efecto, el poder contar con una Secretaría de Estado preocupada del ordenamiento territorial, de la urbanidad sería un hecho inédito. Nunca se ha discutido en el Parlamento -es una paradoja impresionante- un proyecto tendiente a ordenar las ciudades.



De allí lo que ocurre en Chaitén. Y por eso Santiago enfrenta la situación actual: preemergencia ambiental, mil millones de dólares invertidos en un plan de descontaminación que fracasa y niños y adultos mayores muriéndose de a poco, como señaló el doctor Tchernitchin y lo indican los informes de la Organización Mundial de la Salud (OMS).



Nuestra Capital es la peor ciudad existente en materia de contaminación por PM10, donde, mediante la aplicación de una norma flexible y tolerante, se hace creer a sus habitantes que se encuentran seguros cuando en realidad la presencia de dicho material particulado duplica el índice recomendado, es decir, subsiste el riesgo vital.



¿Por qué nuestras ciudades se hallan mal concebidas y desarrolladas? Porque se ha operado sobre la base de mecanismos de mercado, utilizando decretos y no leyes.



Aprovechemos esta oportunidad en el Parlamento para discutir de verdad una modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



El debate que nos ocupa, señor Presidente, se lleva a cabo -diría- en medio de la incertidumbre, la inquietud y la desconfianza de la mayoría de las organizaciones sociales preocupadas del urbanismo en Chile. Desconfían del Estado. ¡Y con razón! No creen que este sea capaz de ordenar una ciudad de acuerdo con los intereses comunes y tienen la aprensión de que lo será conforme a los intereses de mercado, es decir, a los de los poderosos. Y les encuentro razón.



Pienso que debemos discutir el proyecto durante el tiempo necesario y suficiente para escuchar a todos los actores, no solo a las empresas constructoras o a los alcaldes que desean expandir sus comunas, sino también a los ciudadanos que desean una ciudad, una Región y un país habitables.



Por tal razón, en esta oportunidad, cuando discutimos la iniciativa en general, no puedo dejar de mencionar las observaciones formuladas por la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la Universidad de Chile.



Aquí habrá pocos urbanistas y arquitectos, pero, en verdad, lo que señala dicha entidad debiera preocuparnos y fustigar un debate profundo.



En dicho informe se afirma que la iniciativa tiene por objetivo posibilitar un desarrollo urbano más sustentable, mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, lo cual sería una responsabilidad tanto pública como privada.



Al respecto, cabría preguntarse cuánto de público y cuánto de privado; cuánto de Estado y cuánto de mercado. La misma discusión existe en el ámbito de la educación, la salud y en todo lo relacionado con el desenvolvimiento del país; por ejemplo, en el Transantiago. ¿Cuál es el rol del Estado respecto al desarrollo urbano?



Por ello, la Facultad de Arquitectura expone: “no puede dejar de expresarse nuestro reparo al hecho de que una iniciativa tan compleja y trascendente para la planificación urbana en nuestro país no haya considerado, en el proceso de formulación del proyecto, una participación más temprana y oportuna de nuestra Facultad.”



Y yo agregaría a otras universidades, por ejemplo, a la Católica y a las privadas.



Esta iniciativa se inscribe en un proceso impulsado por el Ministerio de la Vivienda que pretende innovar en tres ámbitos. A saber: planificación urbana, integración social y el impacto del desarrollo urbano sobre la infraestructura y los espacios públicos.



Añade el citado informe que “Esta modalidad de abordaje gradual del tema a través de tres proyectos sucesivos de Ley, estimamos que se opone a la idea de un enfoque global del problema, lo que sería deseable considerando la naturaleza del fenómeno urbano que es eminentemente integral y complejo. Esto, sumado al hecho de que muchos temas importantes de este proyecto de ley quedan pendientes para ser reglamentados por la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, dificulta en forma significativa la comprensión de los alcances del proyecto, lo que puede haber limitado en ciertos casos la apreciación de algunos temas y posiblemente las opiniones que aquí se vierten.”.



Los especialistas advierten que esa visión parcial y segmentada impide una mirada integral. Por cierto, los tres objetivos que se desean concebir como un todo se tratan de manera individual.



Se acota que la iniciativa “no se inscribe en una propuesta global que aborde y resuelva el problema de la institucionalidad del desarrollo urbano como una instancia que promueva una visión de largo plazo de nuestras ciudades.”.



Se cita a De Mattos, quien se refiere a Santiago como “una ciudad sin proyecto ni gestión coordinada”.



En el análisis del proyecto de ley llevado a cabo por la Universidad de Chile se tuvo en vista que su objetivo último es posibilitar un desarrollo urbano más sustentable, para lo cual se establecieron un conjunto de instrumentos, insertos en un Sistema de Planificación y Gestión del Desarrollo Urbano basado en las siguientes consideraciones: integralidad del Sistema de Planificación Urbana; consideración de la participación ciudadana; observancia de principios que logren la sustentabilidad ambiental del desarrollo urbano.



Por cierto, se trata de objetivos que podríamos compartir.



La planificación urbana -según numerosas definiciones- es un proceso que se efectúa en función de una política nacional, regional y comunal de desarrollo socioeconómico. Esto es, contiene un fuerte ingrediente económico y no solo estético o paisajístico, como algunos desearían.



Y en el informe se afirma que “Estos principios no prevalecen en el proyecto de ley, por cuanto:



“En los procedimientos para la elaboración y aprobación de los Planes Reguladores Intercomunales y Comunales, no se hace mención a algún mecanismo que considere relacionar los Esquemas Directores respectivos con las Estrategias de Desarrollo Regional y Comunal, en cuanto a su visión objetivo de desarrollo espacial esperado.



“En general, la propuesta no contempla explícitamente relacionar los Planos Reguladores Intercomunales y Comunales con los niveles superiores de Planificación Urbana”. Es decir, no existe una relación entre lo comunal y los planos regionales o intercomunales.



Más adelante, se señala “No queda claro en la propuesta cómo se logra compatibilizar la coherencia entre los Esquemas Directores del nivel intercomunal y el comunal.”.



El numero 6 del ARTÍCULO PRIMERO del proyecto aprobado por la Comisión de Vivienda elimina la actual obligatoriedad de las disposiciones del Plan Intercomunal sobre las de los Planes Reguladores Comunales.



Señor Presidente, acerca del ordenamiento urbano, hemos venido insistiendo de manera reiterada en que en el establecimiento de vertederos, rellenos sanitarios y la ubicación de los buses de transporte público los planos comunales no pueden determinar de manera individual o autónoma el ordenamiento de la ciudad. Eso es el caos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría. Ya le hemos otorgado dos minutos adicionales, pero no hay inconveniente en concederle uno más.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



 En definitiva, deseamos formular numerosas observaciones a la iniciativa que se discute, en particular en materia de participación ciudadana.



Se valora positivamente que el proyecto considere una participación temprana de la ciudadanía, pero lo cierto es que existe poca claridad respecto a los siguientes puntos:



“Para las modificaciones de los Planes Reguladores Intercomunales, por la vía de los Planos Seccionales (…) no se contempla consulta a la comunidad y sus disposiciones se incorporan automáticamente como modificaciones”.



Es decir, se trata de una decisión autoritaria y vertical.



Otra herramienta que permitiría modificar los Planes Reguladores Comunales e Intercomunales es la Enmienda, procedimiento que posibilitaría intervenir en aspectos de fondo en que -a juicio de la Universidad de Chile- se redefina una localización sin considerar ningún tipo de participación.



En síntesis, señor Presidente, las observaciones que se formulan sobre los mecanismos de participación ciudadana son profundas.



Sin duda, nos pronunciaremos a favor de la modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, y presentaremos todas las indicaciones que hagan falta para convertirla en una normativa al servicio de la ciudadanía, y no de un grupo de empresarios.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, al observar el panorama de las ciudades del país, no queda sino sobrecogerse ante el ambiente de desorden, de falta de racionalidad, de primacía del interés económico o individual por sobre el bien común. 



Lo concreto es que al observar la forma en que se han desarrollado nuestras ciudades, uno se pregunta qué está primando. ¿El bien común? Claramente no.



Es evidente que el desarrollo urbano se encuentra sometido a leyes de mercado donde la primacía se halla en el ámbito privado, y el sector público ha actuado en forma pusilánime, inepta, con ineficiencias.



No es posible seguir sosteniendo el crecimiento que muestran, por ejemplo, las grandes conurbaciones urbanas del país sin afectar gravemente la dignidad de las personas. Y, en esta materia, el Estado ha sido el principal responsable por la ineptitud, por la permisividad y, muchas veces, por la corrupción. ¡Los planos reguladores se cambian de la noche a la mañana!



Hace pocos días se anunciaba que un número indeterminado  de hectáreas serían desafectadas para seguir expandiendo el radio urbano de la Región Metropolitana. Algo funciona mal en este ámbito.



Y por eso tengo dudas respecto de los distintos criterios que establece la institucionalidad sugerida en el proyecto.



El mercado ha actuado de manera implacable utilizando el suelo solo con una racionalidad económica, pero sin una lógica tendiente a cautelar el uso adecuado del territorio y la dignidad de las personas. El tiempo y la distancia dan prueba y testimonio de que mis palabras tienen fundamento. En promedio, un trabajador santiaguino debe desplazarse, a lo menos, una hora de ida y otra de venida. Eso atenta contra la dignidad y la calidad de vida de esas personas y de sus familias.



Igual situación ocurre desde el punto de vista de las distancias.



Opino que el Estado debe cautelar el bien común. Y por eso tengo serias dudas en cuanto a cómo enfrentar este tema. ¿Por qué? Porque en nuestro país la descentralización no funciona. Durante más de cuarenta años el discurso principal ha aludido a la descentralización, y la verdad es que Chile se encuentra más centralizado que nunca. Imputo un fracaso rotundo en esta materia a la política descentralizadora de los Gobiernos de la Concertación. El país está muy concentrado desde los puntos de vista demográfico, económico, industrial, comercial,  etcétera.



Entonces, me pregunto si es razonable centralizar el desarrollo y la administración del territorio. 



Me parece que debe buscarse un camino distinto, donde el Estado, el mercado y la sociedad civil mantengan un rol notoriamente definido y cuenten con la garantía de poder actuar y participar en resguardo de sus intereses. 



Si uno mira el crecimiento natural del país, no logra entender la dinámica de ampliación de las ciudades. Si uno observa los procesos de emigración e inmigración, se da cuenta de que no existe debida respuesta a este problema. Y, lo que es peor, si uno analiza el nuevo fenómeno, estudiado recientemente y denominado “conmutación”, que no es emigración ni inmigración, sino un desplazamiento destinado a trabajar por turnos durante una semana en determinado lugar para después volver a la ciudad de residencia (es decir, Santiago), uno se percata de que, en el caso de la minería, hoy día salen semanalmente a lo menos cinco aviones de trabajadores conmutados. ¿Y por qué ocurre esto? Porque la calidad de vida en las Regiones es deplorable. ¿Quién va a querer vivir en Calama al comparar las condiciones de vida con las de…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Concluyó su tiempo, Su Señoría. Le concederemos unos minutos más.



Puede continuar, señor Senador.

El señor CANTERO.- Decía, señor Presidente,  que  se presenta una situación  muy compleja.



En resumen, no se ha cautelado debidamente la calidad de vida de las personas; no existe un adecuado ordenamiento del territorio. Es cuestión de ver cómo el edificar en áreas de riesgo sigue siendo la tónica en la construcción.



Asimismo, hemos visto cómo la política habitacional-social se ha vuelto deplorable. Desde la década de los ochenta en adelante, se deterioró gravemente la calidad de las viviendas que se entregaban a los sectores más populares.



En todo caso, valoro cierto cambio de actitud al respecto y le adjudico al Senado mucha responsabilidad en la búsqueda de ese propósito. Integré la Comisión de Vivienda y fui testigo de cómo algunos miembros de esta Corporación reprocharon enérgicamente al Ministerio de Vivienda y Urbanismo por el hecho de no atender la necesidad de mejorar, de una vez por todas, esas casas donde al ser humano se le mira como un instrumento, un artefacto que requiere un parqueadero, un estacionamiento, sin ningún concepto de vida social, comunitaria, etcétera.



Por estas razones, hago un llamado a dicha Cartera de Estado a ampliarse en esta materia. He escuchado a algunos sectores reclamar porque han participado poco o no han tenido espacios para ello. 



En general, pienso que Chile avanza positivamente en su desarrollo, pero mantiene un déficit en cuanto a buscar la descentralización,  la desconcentración, y a impulsar un desarrollo de administración territorial más razonable, en el cual nadie tenga duda de que está primando el bien común por encima del criterio de mercado.



Por eso, voto a favor del proyecto, haciendo presentes mis prevenciones, en el sentido de que actuaré con mucha energía para que los elementos señalados puedan ser considerados en el debate en particular.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.-  Señor Presidente, debo partir señalando que el proyecto que nos ocupa fue presentado en el año 2004 por el Gobierno del entonces Presidente Lagos. Me tocó ser Presidente de la Comisión….

El señor FREI.- Y en 1999 durante mi Gobierno, señor Senador.

El señor SABAG.- Así es. También durante la Administración del Presidente Frei Ruiz-Tagle.



Por lo tanto, hace muchos años se viene buscando la manera de que el Parlamento pueda legislar sobre esta materia. 



Cuando fui Presidente de la Comisión de Vivienda del Senado, hicimos ingentes esfuerzos en tal sentido. Realizamos un seminario en la Pontificia Universidad Católica de Chile durante el año 2005, en el cual contamos con la participación de representantes de diversas universidades y de otros sectores involucrados. Posteriormente, organizamos una nueva jornada solo con la asistencia de las municipalidades. Como hubo tanta participación e inquietud y fueron muchas las observaciones presentadas, durante las últimas semanas del Gobierno del Presidente Lagos el proyecto debió ser retirado, con el objeto de acoger los resultados de tales seminarios, los cuales se han traducido en la presentación de una nueva iniciativa legal, encabezada ahora por la actual Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete, a quien felicito por el éxito que ha alcanzado en orden a que esta Sala tome conocimiento del referido proyecto.



¡Nunca en democracia se ha aprobado una iniciativa acerca de esta materia por el Parlamento! En 1931, durante el Gobierno del General Carlos Ibáñez del Campo, se dictó un decreto con fuerza de ley. Y, en 1976, se dictó el decreto con fuerza de ley Nº 458, firmado por la Junta Militar presidida por el General Pinochet,.



Por lo tanto, esta es la primera oportunidad en que un proyecto  de esta naturaleza es sometido a la consideración del Congreso Nacional. Y no me cabe duda de que ese éxito corresponde a la Presidenta de la República, a quien felicito.



Muchas observaciones se pueden formular respecto de la iniciativa que nos ocupa.



Sin embargo, la Comisión escuchó a todos los sectores interesados sobre el particular. Sé que todavía existen muchas interrogantes, pero solo estamos pidiendo la aprobación de la idea legislar. Por ello, invitamos a los señores Senadores  a que nos hagan llegar sus indicaciones, sus inquietudes, porque tenemos la mejor voluntad de sacar una muy buena normativa legal para fomentar el desarrollo de nuestras comunidades urbanas y también del sector rural.



Por ejemplo, en nuestro órgano técnico tuvimos la oportunidad de escuchar al Presidente del Colegio de Arquitectos, don Alberto Montealegre; al Presidente del Comité de Asesores Urbanos, don Jaime Márquez; a los representantes de la Facultad de Arquitectura de la Universidad de Chile, de la Cámara Chilena de la Construcción y de la Asociación de Desarrolladores Inmobiliarios; el arquitecto y Premio Nacional de Arquitectura señor Víctor Gubbins; el arquitecto y Premio Nacional de Arquitectura don Juan Sabbagh; la Fundación Defendamos la Ciudad, representada por los señores Patricio Herman, Jonás Figueroa y Jorge Cisternas; el Observatorio de Ciudades de la Universidad Católica, representado por su Director Ejecutivo, don Pablo Allard; el Instituto Libertad y Desarrollo, representado por la Investigadora del Programa Económico señora Bettina Horst y el abogado señor Rodrigo Delaveau; la Red Ciudadana por Ñuñoa, representada por doña Verónica Adrián y don Moisés Scherman.



Además, la Comisión acordó solicitar, por escrito, el parecer de los Ministerios de Educación, de Agricultura, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones; de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, y de la Asociación Chilena de Municipalidades.



Ha habido, entonces, una gran participación.



Esta es una iniciativa que viene tramitándose desde hace muchos años. Y hoy estamos viendo la posibilidad de que el Parlamento, de una vez por todas, legisle sobre la materia.



Existen diversos puntos en los que no estamos todos de acuerdo. ¿Pero cuándo vamos a debatirlos si ni siquiera aprobamos la idea de legislar?



Tenemos la mejor disposición de seguir escuchando a todos los sectores involucrados, y asimismo, la mayor apertura y generosidad.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor SABAG.- El trabajo nos corresponde a nosotros. Podemos escucharlos a todos; no hay ningún problema en ello. Pero sobre nosotros recae el deber, como legisladores, de actualizar una normativa legal añeja, atrasada, que repercute en las posibilidades de desarrollo y progreso de nuestras Regiones, incluidos los sectores rurales, que se ven seriamente afectados por disposiciones anacrónicas.



Por eso, señor Presidente, junto con votar a favor de la idea de legislar, reitero que nos encontramos muy abiertos a acoger en la Comisión de Vivienda todas las sugerencias que se nos hagan llegar tras la aprobación del proyecto en general.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la materia que estamos tratando se puede analizar desde distintos puntos de vista. En mi caso, más que al solo tecnicismo, me interesa referirme al significado de un proyecto que busca resolver las falencias de nuestras ciudades, que son cada vez más grandes, menos saludables, y que se hallan cada vez peor distribuidas, con guetos de gran riqueza y de ultrapobreza que -ya no cabe duda- constituyen más bien nichos de distorsión de sus habitantes que espacios gregarios.



Por tanto, todo aquello que permita intervenir esa realidad -desde la visión global y técnica hasta la participación social y ciudadana- tendrá mi apoyo, dado el fracaso de la perspectiva con que se ha encarado el problema hasta la fecha.



De otra parte, es incuestionable que la plena y abusiva libertad para construir nuestras ciudades ha significado en general, salvo en lugares de alto costo, conjuntos urbanos disociadores y segregadores en razón de la riqueza, lo cual completa magníficamente la brecha de nuestra sociedad, causa primera tanto del quiebre cultural y social como de la irritación de los habitantes.



En esa misma línea, nadie podría señalar con certeza que los trastornos de conducta privada y colectiva apreciables en los centros urbanos provienen de tal realidad citadina; pero, asimismo, nadie duda ya de la tremenda influencia negativa de esta. La uniformidad de las construcciones, su falta de hermosura, la carencia de lugares de esparcimiento y la imposibilidad -por razones económicas- de adecuadas implementaciones deportiva y social son el origen del maltrato infantil y de la delincuencia juvenil. Constituyen también un factor principalísimo de ese maltrato, ya iniciado desde la casa estrecha, la familia disgregada, la pareja sin afecto y una sociedad obligadamente agresora.



Por eso -lo reitero-, todo lo que permita modificar el urbanismo como factor negativo desde el punto de vista constructivo a fin de imprimirle una exigencia de inclusión social y transformarlo en un factor de desarrollo interior es bienvenido como parte de una política futura, pero cercana.



El Chile urbano de ahora es distinto del de los años de la creación del Ministerio del ramo. Sus grandes ciudades han sufrido el impacto de la inmigración rural, con un crecimiento marginal que ha extendido su radio de construcciones a niveles absolutamente injustificados; con el despoblamiento central, y, además, con el crecimiento de sectores lujosos, alejados del resto y, en algunos casos, con una clara significación de apartheid. Esto ha transformado a nuestras megaciudades -en especial a Santiago- en escuelas del delito, alterando barrios que otrora fueron apacibles y de larga gregariedad.



Podría decirse -con nostalgia, pero también con la ilusión de recomponerlos- la vieja frase del anónimo español:



“Estos, Fabio, ¡ay dolor!,



que son ahora



dolosos entornos,



fueron entonces



dulces lugares”.



En Santiago -como señalé- se agrega el uso indiscriminado de la precordillera, la que, al ser pavimentada para la natural urbanización, termina originando comunidades pendiente abajo sin la exigencia de la necesaria evacuación.



Si el proyecto en debate ayuda a las correcciones requeridas, representará un cambio de giro en la construcción y en el urbanismo de las ciudades.



Ya en aquellos años de la creación del Ministerio, que además de Vivienda es esencialmente de Urbanismo -y así se planeó siempre-, se plantearon también argumentos relacionados con la influencia de la expansión territorial y el error de las construcciones pequeñas, estrechas, contrarias en su diseño al desarrollo de la familia y, muy especialmente, de los niños.



En el transcurso de los últimos 40 años -y sobre todo en las décadas de los 80 y 90- se ha intensificado un diseño de ciudades disociadoras, verdaderos muros para alejar a los más pobres, rompiéndose con ello la vieja concepción de urbes integradas donde vivían en armonía personas de distintos niveles sociales.



Esta sensación de rechazo, de gueto, de contención social fue plasmada en forma magnífica, también allá por los años 65 a 70, por el autor nacional Egon Wolff, quien planteaba la invasión de ciertos guetos hacia los sectores precordilleranos.



Antes de concluir, quiero pedirle a la señora Ministra de Vivienda que considere la necesidad de incorporar en los diseños públicos y privados la participación de sicólogos infantiles a fin de que los proyectos que se ejecuten prevean desde la partida la expansión indispensable para permitir la convivencia de los niños -lo he solicitado a diversos Ministros de Educación- sobre la base de la construcción de un recinto deportivo techado en todo establecimiento educacional.


Hemos visto un aumento de la delincuencia juvenil. Pero uno debe preguntarse: ¿qué otra cosa puede esperarse del maltrato infantil desde la más tierna edad en parejas dispersadas, familias carentes de espacios, barrios sin juegos, ciudades segregadas, con diferencias de ingresos que están llegando a ser criminales?



Por eso, señor Presidente, porque tengo confianza en la Ministra, en el Ministerio y en lo que representa este proyecto -una visión y una misión más humanas y progresistas-, voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, por el breve tiempo de que disponemos para discutir en general un proyecto de esta naturaleza, quiero partir diciendo que aquí tenemos una oportunidad: la de establecer, de una vez por todas, normas legales que nos permitan mirar la ciudad con una perspectiva sistemáticamente coherente.



He escuchado con atención a los diversos señores Senadores que han intervenido sobre esta materia, y creo que su análisis sobre lo que son nuestras ciudades es verdadero. Las dificultades que plantean acerca de las capitales de nuestras Regiones -y en particular la Metropolitana- son ciertas. Y por eso es esencial contar con normas legales de participación ciudadana en materia de planificación urbana.



Por tanto, estimo que lo que la Ministra de Vivienda ha traído a este Senado constituye una oportunidad para contribuir de manera sostenida a mejorar la calidad de vida de nuestros ciudadanos.



Y enfatizo que estamos frente a una oportunidad. Porque, sin duda, el proyecto adolece, a mi juicio, de una serie de falencias que nos obligarán a trabajar intensamente para perfeccionar el articulado. Pero no hemos sido llamados a votar a tabla rasa cierto texto, ni tampoco a aprobar un acuerdo político, sino a emplear todas nuestras capacidades -política, creativa, técnica, en fin- para los efectos de entregar al país un conjunto de normas que permitan planificar urbanísticamente nuestras ciudades en forma coherente.



Por eso, esta es una iniciativa sin urgencia y cuyo estudio a propósito del segundo informe nos permitirá realizar un debate amplio y a fondo.



Dentro del escaso tiempo de que dispongo, señor Presidente, puedo decir que hay una serie de aspectos a los que tendremos que dar especial dedicación. Por ejemplo, a las normas referidas al mundo rural. Porque no me parece correcta la asimetría consistente en que para el sector urbano se puedan dictar disposiciones prácticamente comuna por comuna a través de los planes reguladores, de las seccionales, etcétera, y que para el mundo rural, donde existen realidades por completo distintas, rija una sola normativa de Arica a Magallanes. 



En esta Sala se hizo referencia a la constitucionalidad de ciertas disposiciones que deberían estar en la ley y no solo en la Ordenanza General y en los reglamentos.



Se trata de aspectos que deberemos examinar. Entre ellos, todo lo vinculado con el esquema director, para ver cómo mejoramos sustancialmente la participación ciudadana, de qué manera posibilitamos que la gente contribuya a que sus ciudades y sus barrios sean cada día mejores. 



Por eso, esta es una oportunidad. Y llamo al Senado a no desaprovecharla, a actuar con la mente abierta para, con la participación de todos los que deseen colaborar durante el debate en la Comisión de Vivienda y Urbanismo -ya hicimos allí un ejercicio importante, el que, sin duda, se ampliará sistemáticamente en la discusión particular-, salir airosos del desafío de dictar normas que el día de mañana -a lo mejor, dentro de 10, 20 ó 30 años- hagan innecesarios discursos como los que esta tarde hemos escuchado en la Sala del Senado en cuanto a los desastres y dificultades que viven nuestras urbes y a los obstáculos que deben salvar sus vecinos no solo para vivir en un ambiente libre de contaminación sino, asimismo, para superar los problemas derivados de la lejanía, del tiempo, del espacio y de la desintegración social a que se ven enfrentados diariamente.



Esta es -repito- una oportunidad. Y el Senado -en particular su Comisión de Vivienda- debe asumirla como el gran desafío de trabajar intensamente.



Aquí se ha expresado en dos o tres ocasiones que es la primera vez que el Congreso Nacional -y por consiguiente el Senado- discute esta materia.



En ciertos momentos de la historia de nuestro país, gobiernos de facto dictaron las disposiciones en cuestión. Y esta es la primera vez que el Parlamento se sienta a debatir sobre el particular. Pero eso no puede inhibirnos ni impedir la discusión. Todo lo contrario: aquí debe realizarse el intercambio de ideas, aquí tienen que generarse las contradicciones, aquí han de producirse las distintas visiones para las resoluciones del Senado y de la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, insisto -y por eso aprobaremos la idea de legislar- en que esta es una oportunidad.



Nadie nos ha pedido que el proyecto que el Ejecutivo ingresó al Parlamento sea el que este despache. Por el contrario, he escuchado que en el Gobierno, en las autoridades del Ministerio de Vivienda, existe apertura en cuanto al perfeccionamiento y robustecimiento de muchos de los preceptos que conforman la iniciativa y a la inclusión de otros.



Pongo el acento, pues, en que se nos ha brindado la oportunidad de incorporar en la Ley General de Urbanismo y Construcciones normas sobre planificación urbana. Y espero que la agradezcamos y no la desaprovechemos, porque, sin duda, las ciudades del mañana, aquellas donde vivirán nuestros hijos y nietos, son las que van a recibir el fruto de un trabajo legislativo bien hecho.



He dicho.

)-------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señores Bianchi, García, Horvath, Muñoz Barra y Núñez con la que inician un proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo relativo a la exigencia de haber cursado la enseñanza media para ser candidato a alcalde (Véase en los Anexos, documento 13).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

)-----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, votaré a favor de la idea de legislar básicamente porque considero indispensable discutir una modificación a fondo de la Ley General de Urbanismo y Construcciones con el propósito de generar normas que permitan de verdad desarrollar la planificación urbana y territorial del país.



Empero, mi voto a favor no significa que esté en completo acuerdo con el proyecto presentado por el Gobierno, que, por cierto, estudiaremos con mucho detenimiento.



Ahora, en virtud de que esta es la primera vez que un Parlamento democrático puede discutir una normativa relacionada con el desarrollo de nuestras urbes, pienso que el debate pertinente debe hacerse dentro de un tiempo razonable, pero no bajo la presión de urgencias muy estrictas. Y esta es una condición indispensable para que aprobemos una buena normativa.



Por lo tanto, voy a ir entregando mi opinión personal en la medida que realicemos la discusión particular.



También va a ser necesario abrir espacios para la participación de todos los actores que tengan que aportar al proceso respectivo. Porque hemos recibido la queja de muchos sectores que piensan que sus opiniones no han sido debidamente recogidas durante el estudio de esta iniciativa.



En consecuencia, propongo modificar la norma según la cual las audiencias públicas comúnmente se efectúan durante la discusión general, para que después los Poderes colegisladores -Parlamento y Ejecutivo- realicen el análisis pormenorizado.



Va a ser indispensable, pues, que la Comisión de Vivienda abra espacios -ella verá cómo- para la participación del conjunto de organizaciones -sobre todo de la sociedad civil y del mundo académico- que deseen aportar en esta materia.



Ahora, señor Presidente, mi única orientación general discurre sobre la base de que la experiencia -lo han dicho otros colegas, cuya opinión comparto plenamente- pone de manifiesto la existencia de una absoluta distorsión en materia de planificación urbana, donde el mercado -y cuando hablo de “mercado” me refiero principalmente a la industria inmobiliaria- es el que determina en último término el tipo de ciudades en que los chilenos y chilenas vivimos.



Esa es la cuestión.



O sea, como tendencia general, estamos construyendo urbes a imagen y semejanza de los intereses del mercado inmobiliario. Y eso genera el fenómeno que vemos esencialmente en las grandes ciudades, pero también en las pequeñas y medianas: segregación hasta el extremo.



Nuestras grandes urbes son de las más segregadas del mundo social y espacialmente: barrios para pobres, para pobres medios, para medios bajos, para medios medios, para medios altos, para altos altos. Es decir, nos hallamos a un nivel de segregación física por completo incompatible con una sociedad integrada y fundamentalmente democrática.



Frente a ello, el Gobierno de la Presidenta Bachelet, sobre todo, ha intentado desarrollar no solo construcción, sino también barrios. Pero las restricciones son brutales, y los problemas económicos, muy complejos.



Por tanto, aquí tenemos que entrar a una discusión muy de fondo, pues en nuestro país la ecuación, clave de toda la política contemporánea, entre mercado, sociedad y Estado -este último, como regulador de los intereses del bien común y, además, descentralizado-, está completamente desbalanceada en favor del primero, sobre todo en la dimensión territorial urbana. A mi juicio, ese debe ser el eje que oriente el debate.



Sin duda, existe un conjunto de aspectos técnicos muy centrales. Pero, en mi concepto -y creo que los Senadores de estas bancas vamos a orientar nuestra participación en ese sentido-, el esfuerzo central radica en cómo corregimos la distorsión que ha tenido lugar y en cómo entregamos a la sociedad organizada, a la sociedad civil, y al Estado, desde el municipio hasta el gobierno regional y el gobierno central, como representantes del bien común y de la democracia, finalmente, una palabra tendiente a resolver de qué manera y en qué ciudades queremos vivir.



Porque ese es el punto: hasta dónde los ciudadanos, a través de los instrumentos de que se dispone en la sociedad civil y de los democráticos del Estado, vamos a tener o no alguna influencia para determinar el hábitat social, ecológico, natural y económico en el que deseamos vivir.



Hoy día, en lo fundamental, ello nos viene determinado desde afuera.



Pienso que esa es la importancia radical de la iniciativa.



Espero que hagamos acá un buen trabajo. Así que anuncio -como señalé- mi voto a favor de la idea de legislar, al igual que la orientación general por la cual el Senador que habla, al menos, guiará su opinión y su pronunciamiento sobre los aspectos particulares del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, voy a intentar no repetir algunas cosas que ya han dicho otros señores Senadores. Pero me gustaría indicar que, cuando uno tiene la fortuna de haber recorrido y conocido otros continentes, de haber visto cómo se han construido las ciudades en otros países, una de las conclusiones a la que puede llegar es la de que nosotros no lo hemos hecho bien.



Es más, los instrumentos para el ordenamiento territorial, básicamente, no se contemplan en Chile. No hay una opción clara acerca de los aspectos conforme a los cuales se realiza ese proceso. ¿Es en torno a las ciudades, tal cual existen? ¿Es en torno a las cuencas?



Constituye una antigua discusión, sobre un tema respecto del cual no ha habido una definición.



Durante los últimos años se intentó crear una comisión -y se ha avanzado en ello- para que dialogaran, en el ámbito del Estado, diversos entes que antes no lo hacían. Es el caso de los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda, que contribuyeron, en diferentes épocas de nuestra historia, a armar lo que hoy tenemos, que no es racional, que carece de planificación, que es cortoplacista, que no es bueno.



Y a ello se ha sumado el hecho de que el mercado es el que ha impuesto en el último tiempo el uso del suelo, no la planificación, ni el bien común, ni el interés público.



Incluso, cuando veo, con relación a una materia en la cual tengo un criterio distinto al planteado por el Ministerio de Vivienda, que se quieren incorporar equis cantidades de miles de hectáreas más a la ciudad de Santiago, me surgen dudas con respecto al proyecto en debate, no porque no sea necesario, sino en cuanto a los criterios que deben quedar delegados y los aspectos sobre los cuales deberíamos legislar y dejar amarrados así de una vez por todas.



Porque si hay algún recurso escaso, es el suelo. Y el uso de este, en nuestro país, ha sido lamentable. Por nuestra parte, debemos legislar pensando, no en 10 años ni en 50, sino en varios años más. Es preciso considerar cómo se obliga a densificar y cómo se evita que continúe la situación absurda que hemos originado en nuestras ciudades -Santiago no es la única-, donde extendemos los límites urbanos para seguir construyendo de un modo irracional viviendas de un piso, ocupándose tierras agrícolas de primera que son fundamentales para alimentarnos, para generar empleo y, también, para garantizar el modelo de desarrollo por el que hemos optado. Y entiendo -repito- que hoy no disponemos de instrumentos de ordenamiento territorial adecuados.



A mi juicio -estoy disponible para que me convenzan de lo contrario-, el proyecto exhibe un vacío, porque no se define claramente por algo que se intentó hace unos ocho años: ordenar a partir de las cuencas. Y se realizó un tremendo esfuerzo sobre el particular, que fracasó por razones que algún día se comprenderán. Pienso que ello ocurrió más bien por las pugnas burocráticas, y no por quien trató de promover dicho objetivo desde su presidencia.



Considero muy importante el trabajo por una reforma urbana, por instrumentos de planificación urbana, así como la idea del mejoramiento urbano y de la recuperación de barrios. Pienso que es preciso legislar al respecto, sobre todo en lo relativo a la planificación urbana.



Lo digo porque se puede ver la “estupidez” -no tengo una palabra más docta para describir lo que deseo señalar- que se está haciendo en la comuna de Providencia, en Santiago, al permitir la construcción de una torre como la del señor Paulmann. Y mi problema no se relaciona con el dueño del proyecto, sino con la destrucción de la ciudad; con la cantidad de vehículos que se inyectan, de forma drástica, en un lugar semirresidencial, lo cual colapsará las vías.



Y nada se dice sobre ello. Es más, algunos lo aplauden y creen que con hacer un túnel es suficiente. Y no se dan cuenta de que van a arruinar un patrimonio urbano como la Costanera, dado que la iniciativa terminará no solo por crear una congestión dramática, sino que también obligará a invertir una cantidad excesiva de recursos públicos para solucionar los problemas que se generarán, que serán de gran envergadura.



Y cuando uno pregunta si el alcalde de esa comuna cuenta con la facultad y los instrumentos para resolver la dificultad, la respuesta es negativa. No los poseen ni ese jefe comunal ni el de Vitacura. 



Porque uno tiende a pensar, en efecto, que se trata de municipios con más capacidades que otros, en términos relativos.



Por mi parte, no abrigo la convicción de que el proyecto que nos ocupa evitará ese tipo de fenómenos en el futuro. Estoy abierto, eso sí, a que realicemos la discusión correspondiente.



Pero el cómo evitamos el crecimiento irracional de la ciudad, el cómo defendemos el patrimonio que es el suelo y logramos que la planificación se imponga al mercado, constituyen objetivos que sí pueden lograrse con la iniciativa.



Pero reitero que me asaltan dudas en el sentido de si las facultades que se quiere delegar en algunos planos apuntan en la dirección correcta y de si el concepto de participación que se incluye no es más que formal, considerando el caso de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente y de una serie de espacios. Porque algunas comunas han pedido que no se construya más allá de cierto tamaño, y ello se hace igual.



Señor Presidente, voy a votar a favor la idea de legislar, con los reparos que indiqué.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, me parece absolutamente pertinente lo que se ha expuesto acerca del proyecto, en particular lo relativo al hecho de que por primera vez tenemos la posibilidad de discutir exactamente lo que queremos con relación a nuestras ciudades, a cómo deseamos vivir y, en especial, a cómo lo harán las futuras generaciones.



En lo personal, enfrento un problema con la denominación de la iniciativa. A mi juicio, debiera existir una ley general de uso del territorio, pues no se dispone de un cuerpo legal que permita saber cómo hemos de utilizarlo.



El proyecto avanza en cuanto a cómo se deben emplear los suelos urbanos, pero nada dice respecto de los otros. Seguramente, durante su estudio asimismo se abordará lo relativo al suelo rural. Pero tal discusión igualmente conlleva un absurdo, porque el país no se divide solo en zonas urbanas y rurales. Existen también otros tipos de territorios, como los costeros, con relación a los cuales es importante legislar. En efecto, hay pocas disposiciones legales a partir de las cuales sea factible utilizarlos mejor, tratándose de un país con cuatro mil kilómetros de litoral.



Se ha suscitado una controversia acerca de qué va a suceder con Chaitén. Todo el mundo opina en cuanto a si debe quedar en el mismo lugar o a si su emplazamiento debe hallarse en un lugar distinto. Y, por cierto, no contamos con normas que orienten ese debate sobre una ciudad que ha sufrido tanto. Seguramente tendrá que mediar un traslado, con una variación fundamental del entorno.



Por tal razón, me parece bien que tengamos la posibilidad de hablar de estos temas. Pero -insisto- me hubiese gustado la vigencia de una ley que permitiera manejar mejor lo que queremos hacer con el territorio nacional.



El país no puede seguir concentrado como en la actualidad, por ejemplo. Prácticamente, 90 por ciento de la población se halla asentado en las superficies urbanas de Santiago, Valparaíso-Viña del Mar y Concepción. Y ello constituye una grave anomalía para el futuro de Chile.



Ningún país latinoamericano presenta una característica parecida. Tal vez en Perú, con Lima y El Callao, ocurra algo similar. Pero en el resto del continente no existe el grado de concentración que nosotros registramos solo en los tres centros urbanos que acabo de mencionar.



Considero adecuado incorporar el concepto de planificación urbana, sobre la base, por supuesto, de que sea posible analizar otros aspectos distintos de lo que meramente se entiende por tal. El problema estriba en que los municipios no se encuentran en condiciones de manejar en forma apropiada sus respectivos territorios. En varias oportunidades hemos hablado con importantes alcaldes de la Región Metropolitana respecto de cómo están planificando en ese aspecto, sobre todo con relación a aquellos grandes proyectos que abarcan más de una comuna. Y, por lo general, la única respuesta que recibimos es que para esos efectos deben recurrir al Consejo Regional, a fin de que oriente el proceso de planificación que se pretende implementar. Pero la dificultad radica en que, muchas veces, el CORE no posee la capacidad técnica para dirigir en debida forma los procesos de planificación urbana que el país requiere. 



En consecuencia, me parece bien que el proyecto incorpore algunas enmiendas en cuanto a cómo utilizar mejor las instituciones creadas para estos efectos. Ojalá que paralelamente aprobáramos la elección directa de consejeros regionales, en la medida en que tendrían más autoridad y legitimidad para actuar en una materia tan compleja como la señalada.



Por lo expuesto, estimo muy interesante el hecho de que se modifiquen algunas de las normas que hasta el momento son mal o medianamente utilizadas por los municipios y los gobiernos regionales.



Abrigo una preocupación, sin embargo, en lo relativo a la participación ciudadana, que es uno de los objetivos del proyecto. Y más adelante presentaré, seguramente, algunas indicaciones sobre el particular. Porque resulta que, a nivel urbano, la gran discusión que hemos sostenido es que las organizaciones en mejores condiciones de luchar por un territorio adecuadamente urbanizado, con todas las reglas que requiere un país moderno y más participativo, son las juntas de vecinos. Y la dificultad radica en que en una misma comuna pueden existir varias, sin que se haya podido legislar nunca para limitar su número a una sola.



En Santiago funciona una importante cantidad de esas entidades que luchan permanentemente entre ellas, que no se pueden entender. En consecuencia, sería bueno que en esta oportunidad pudiéramos ponernos de acuerdo, en la parte referida a la participación ciudadana, para conceder mayores atribuciones a las juntas de vecinos, con la condición de que haya una sola por unidad vecinal. Cuando existen dos o tres, resulta altamente probable que no se logre aquella participación que requiere una ley moderna como la que pretende dictar el Parlamento, en conjunto, por cierto, con las autoridades de Gobierno, que nos han puesto ante el desafío de elaborar una buena normativa.



Señor Presidente, anuncio desde ya mi voto favorable al proyecto y la presentación de algunas indicaciones que creo esenciales para enriquecer un texto que, de por sí, es altamente positivo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me limitaré a fundamentar el voto, pues el debate ha sido lo suficientemente extenso para conocer todas las opiniones.



Deseo recalcar dos o tres cosas que me parecen bastante increíbles.



Ante todo, la ley que se modifica nunca fue debatida por el Congreso. Primero estuvo contenida en un decreto con fuerza de ley de 1931; después, en otro de 1976, o sea, de 32 años atrás. Por lo tanto, se trata de un cuerpo legal del todo obsoleto.



En 1965 se creó el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. Desgraciadamente, con el tiempo se transformó casi exclusivamente en una Secretaría de Estado dedicada a la vivienda y poco al urbanismo. 



Sin embargo, después de escuchar a mis Honorables colegas expresar que no se ha hecho nada y que no hemos avanzado mucho, debo puntualizar que la responsabilidad de ello es muy compartida por el Parlamento. En efecto, en 1999 se mandó un proyecto sobre modificación de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el cual llegó a la Cámara de Diputados. Y no es cuestión de que allí se rechazara, sino que ni siquiera se vio: durmió el sueño de los justos y nunca fue discutido. Posteriormente, en 2004, se rechazó la idea de legislar. Ello significa que ni siquiera medió una disponibilidad para tratar el asunto.



Por lo tanto, creo que hoy día se registra un avance sustancial al aprobarse en general la iniciativa, con la posibilidad de discutirla, analizarla y escuchar opiniones para perfeccionarla, cual es nuestra responsabilidad fundamental.



Concuerdo con varios puntos de vista que he escuchado, coincidiendo especialmente con el Senador señor Pérez Varela, quien habló de una oportunidad, y con el Honorable señor Núñez, en cuanto al uso del territorio.



Sobre todo, me parece conveniente considerar una ley que no diga relación solo a Santiago. Normalmente, cuando se llevan a cabo estas discusiones pensamos más en la gran metrópoli y poco en las Regiones. Es preciso visualizar el territorio nacional en toda su globalidad y extensión.



Juzgo importante aprobar la idea de legislar y efectuar el debate como corresponde, pero, asimismo, no seguir eludiendo nuestra responsabilidad. En los últimos nueve años, el Congreso ni siquiera había tenido la posibilidad de discutir un proyecto como este. Por lo tanto, no nos quejemos si no hemos demostrado capacidad para dictar una ley moderna, que constituya una herramienta eficaz para avanzar en el tema en análisis, el cual preocupa a la inmensa mayoría de los chilenos.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos a favor y una abstención), fijándose como plazo para presentar indicaciones el lunes 7 de julio, a las 12.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Girardi.

TIEMPO DE VOTACIONES


ACCESO CIUDADANO A PLATAFORMAS TECNOLÓGICAS DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto, Ominami y Vásquez, cuyo propósito es solicitar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que estudie y promueva en los distintos ministerios y servicios públicos los mecanismos que garanticen el acceso a sus plataformas tecnológicas por parte de los ciudadanos y el uso igualitario de ellas, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1069-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 18ª, en 7 de mayo de 2008.


Oficio de Comisión:


Economía, sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La solicitud apunta al Ministerio referido por su calidad de entidad coordinadora de la agenda digital del Estado.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, informa que el texto sometido a su consideración no le mereció observaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
RECHAZO A ACTIVIDADES TERRORISTAS DE FUERZAS ARMADAS REVOLUCIONARIAS DE COLOMBIA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El siguiente proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señores Romero, Flores, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Prokurica y Zaldívar. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1053-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.


Oficio de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto de acuerdo cuenta con oficio de la Comisión de Relaciones Exteriores, y su objetivo es solicitar que el Senado exprese su rechazo a las actividades terroristas de las Fuerzas Armadas Revolucionaras de Colombia.



Respecto de esta materia, se ha pedido aplazamiento de la votación.



--Queda aplazada la votación del proyecto de acuerdo.

EXIGENCIA A FARC PARA LIBERACIÓN DE DOÑA INGRID BETANCOURT Y OTROS REHENES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El siguiente proyecto de acuerdo fue suscrito por los Senadores señor Larraín, señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Romero. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1055-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 11ª, en 15 de abril de 2008.


Oficio de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto también cuenta con oficio de la Comisión de Relaciones Exteriores, y su finalidad es solicitar que el Senado acuerde exigir a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia la pronta liberación de doña Ingrid Betancourt y de todos quienes son mantenidos en cautiverio y manifestar su apoyo al Gobierno de la República de Colombia en las acciones que realice para alcanzar aquel objetivo.



Señores Senadores, también se ha solicitado aplazar la votación de este asunto.



--Queda aplazada la votación del proyecto de acuerdo.

CONDENA A REPRESIÓN CHINA CONTRA TÍBET Y ACCIONES DE CHILE PARA SOLUCIÓN PACÍFICA DE CONFLICTO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El siguiente proyecto de acuerdo fue presentado por el Honorable señor Naranjo. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1048-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 4ª, en 19 de marzo de 2008. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto de acuerdo tiene los siguientes objetivos: que el Senado exprese su condena a la represión ejercida por la República Popular China en contra del pueblo tibetano y que Su Excelencia la Presidenta de la República impulse ante la Organización de las Naciones Unidas acciones que permitan alcanzar una solución pacífica al conflicto que afecta al Tíbet.

El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No puede intervenir, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Estoy pidiendo hablar en mi condición de Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No se puede hacer uso de la palabra porque estamos en el Tiempo de Votaciones, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Si envían el proyecto a la Comisión, es lógico que dé un informe.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No puede intervenir, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Lo siento, señor Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, pero debo atenerme al Reglamento, a menos que la Sala dé la unanimidad para que Su Señoría pueda intervenir.



¿Habría acuerdo?

El señor NARANJO.- ¡No, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay unanimidad.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo (7 votos en contra, 2 a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la negativa los señores García, Gazmuri, Kuschel, Muñoz Barra, Núñez, Pérez Varela y Romero.



Votaron por la afirmativa los señores Horvath y Naranjo.



Se abstuvieron los señores Frei y Sabag. 

El señor NARANJO.- ¡No hay quórum, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Sí lo hay.



Se requieren 12 señores Senadores para votar y en este momento en la Sala hay 16. Por tanto, existe el quórum necesario.

El señor NARANJO.- Entonces, pido copia de la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay inconvenientes.

PREOCUPACIÓN DE CHILE POR DERECHOS HUMANOS EN TÍBET Y POR LIBERTAD RELIGIOSA DE PUEBLOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El siguiente proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señores Horvath y Prokurica.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1061-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 30 de abril de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República y al Ministro de Relaciones Exteriores hacer presente en los foros internacionales la preocupación de Chile por el respeto de los derechos humanos en el Tíbet y por la libertad religiosa de los pueblos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 5 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones.



Votaron por la afirmativa los señores Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Prokurica y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Gazmuri, Kuschel y Romero.



Se abstuvieron los señores Frei y Núñez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, si se sumaran las abstenciones a los votos negativos, cambiaría el resultado de la votación. Por tanto, hay que repetirla.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 6 votos en contra, 5 a favor y 1 abstención.



Votaron por la negativa los señores García, Gazmuri, Kuschel, Núñez, Pérez Varela y Romero.



Votaron por la afirmativa los señores Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Prokurica y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Frei.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, ahora la abstención se suma a la mayoría, que son los 6 votos negativos. Por lo tanto, el resultado final es: 7 votos en contra y 5 a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, queda rechazado el proyecto de acuerdo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, aunque el proyecto de acuerdo haya sido rechazado, quiero dejar constancia de que en China se violan los derechos humanos. 



¡Aun cuando el Senado no lo haya reconocido, en China se violan los derechos humanos! 



¡En China se violan los derechos humanos!

MEDIDAS ESPECIALES PARA TRABAJADORES CESANTES POR CIERRE DE EMPRESAS PESQUERAS DE AISÉN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El siguiente proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señores Horvath y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1076-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 23ª, en 3 de junio de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitar a la autoridad correspondiente la adopción de una serie de medidas especiales a favor de los trabajadores de las plantas pesqueras que han quedado cesantes a raíz del cierre de empresas en la Región de Aisén.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
SOLIDARIDAD ANTE PÉRDIDAS HUMANAS Y MATERIALES POR TERREMOTO EN CHINA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El siguiente proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Flores, Larraín, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1072-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  La finalidad el proyecto es solicitar que el Senado manifieste su pesar y solidaridad ante las pérdidas humanas y materiales ocasionadas por el terremoto acaecido recientemente en la República Popular China.

El señor MUÑOZ BARRA.- Que se manifieste el pesar en nombre del Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Esa es la idea.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



 Del señor ESPINA:



Al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, reiterándole solicitud de OFICINA DE INP PARA PAGOS A PENSIONADOS DE PILLANLELBÚN, COMUNA DE LAUTARO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior, para pedir AMPLIACIÓN DE PERÍODO DE ZONA DE EMERGENCIA EN AISÉN. Al señor Ministro del Interior y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, a fin de solicitar ESTUDIO DE FINANCIAMIENTO PARA IMPLEMENTACIÓN DE EDUCACIÓN MEDIA EN LA JUNTA. A los señores Ministro de Economía y  Subsecretario de Pesca, a la señora Intendenta de Aisén y al señor Director de SERNAPESCA, requiriéndoles adopción de medidas para resolver SITUACIÓN DE TRABAJADORES AFECTADOS POR CIERRE DE PLANTA DE SALMONES ANTÁRTICA. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole impartir INSTRUCTIVO ACLARATORIO DE APLICACIÓN DE LEY Nº 20.234 PARA MUNICIPALIDADES Y DIRECCIONES REGIONALES DE SERVIU. A la señora Directora de la Oficina Nacional de Emergencia, solicitándole disponer medidas para satisfacer NECESIDADES BÁSICAS DE EVACUADOS DE CHAITÉN ALBERGADOS EN LA JUNTA. Y al señor Presidente del BancoEstado, a fin de requerirle INSTALACIÓN DE SUCURSAL EN LA JUNTA (ambos de Undécima Región).


Del señor LARRAÍN:



Al señor Director Nacional de Vialidad, haciéndole presente IRREGULARIDADES Y FALENCIAS EN REPARACIÓN DE RUTA L-327 EN SECTOR PUENTE ALTO, SAN BARTOLO, y pidiéndole CONCLUSIÓN DE CAMINO LONGITUDINAL LOS CORRALES- MONTEFLOR (ambos de Séptima Región).

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, ofrecida la palabra sucesivamente a los Comités Demócrata Cristiano, Mixto y Unión Demócrata Independiente, ninguno hace uso de ella. 



En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente,  voy a referirme a dos materias.
NECESIDAD DE LIMPIEZA DE CAUCE DE RÍO CHAITÉN. OFICIOS

 

En primer lugar, pido oficiar a los señores Ministro del Interior e Intendente de la Décima Región y a las demás autoridades que corresponda para requerir que se inicien los trabajos de limpieza del cauce del río que inundó la ciudad de Chaitén.



En este momento, como hemos visto, el volcán Chaitén se encuentra estabilizado en su actividad, pero no ha dejado de emitir cenizas.



Desde hace ocho días ha habido buen tiempo en la zona, con un viento sur que ha desplazado las cenizas hacia el norte. Si bien estas siguen cayendo, no son la principal causa del daño mayor en la ciudad. Este lo ha ocasionado el agua. En efecto, se acumuló ceniza en el cauce del río -en su matriz o curso-, y ello desvió las aguas más arriba de la ciudad de Chaitén, inundando su mayor parte.



Desconocíamos tal situación, pero ahora contamos con la información que nos permite sostener que, si se limpiara el lecho del río, no se volvería a producir el mismo hecho. Lo que obstruye su cauce son solamente cenizas. 



La semana pasada, cuando había buen clima, planteamos esta solicitud al Intendente subrogante, don Óscar Valenzuela; a la Delegada Presidencial, doña Paula Narváez, y a un asesor del Ministerio del Interior. 



El buen tiempo está pasando; va a llover, y tendremos que volver a lamentar otras inundaciones, las cuales, en mi opinión y en la de varios vecinos de la zona, se podrían evitar.



Cerca de Chaitén, como bien sabe nuestra Comisión de Obras Públicas, el Cuerpo Militar del Trabajo desarrolla labores para la construcción del camino que unirá los sectores El Amarillo y Espolón. Se podrían utilizar las máquinas que se ocupan en esas faenas para retirar la ceniza del río. Ello lo pueden llevar a cabo las empresas contratistas o voluntarios de la propia ciudad de Chaitén.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
ESTADO DE INVESTIGACIÓN POR DESAPARICIÓN DE PERSONAS DE DÉCIMA REGIÓN. OFICIOS



En otro ámbito, solicito, una vez más, que se oficie a los señores Ministro del Interior, General Director de Carabineros, Director de la Policía de Investigaciones y Fiscal de la Décima Región a fin de que nos informen sobre el estado de avance de los procesos de investigación para encontrar a catorce personas desaparecidas. 



La otra vez leí una lista de aproximadamente siete -el oficio fue respondido, pero los avances eran muy escasos-, lo que di a conocer solo a modo de ejemplo. La siguiente es la lista completa hecha llegar por la Corporación Nuestros Ausentes, con sede en Ancud y presidida por doña Roxana Cárcamo.



Quiero que se proporcionen antecedentes de los desaparecidos que indicaré a continuación: don Carlos Patricio Millacura Yudumán, de Ancud; don Carlos Hugo Millán Cárdenas, de Ancud (desaparecido en Valdivia); don Jorge Mansilla Miranda, de Quellón (desaparecido en Queilen); don Julio César Jouanin Uribe, de Ancud (desaparecido en Quehui); don Jorge Alvarado Gómez, de Chacao; don José Hernando González González, de Ancud; don José Florencio Millalonco, de Curaco de Vélez; don René Gonzalo Barrientos Domínguez, de Quellón; don Enzo Boris Villegas Ojeda, de Manao; don Juan Roberto Coñue Pérez, de Castro; don Luis Alberto Oyarzún Oyarzún, de Curaco de Vélez; don Jorge Mansilla Yáñez, de Dalcahue; don Guillermo Mendoza Silva, desaparecido en Maullín, y don Óscar Antonio Cadin Villacén, desaparecido en Melinca.



Voy a dejar copia de la lista, donde figuran los teléfonos del padre, de la madre o de los hermanos de los desaparecidos, a fin de que las autoridades encargadas de buscar a esas personas puedan dirigirse a sus parientes e informar, nuevamente, sobre el estado actual de las investigaciones.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo de Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

SITUACIÓN DE EVACUADOS DE CHAITÉN EN SECTOR NORTE DE REGIÓN DE AISÉN. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en la semana regional tuve la oportunidad de visitar la zona norte de la Región de Aisén y tomar contacto con los evacuados de la provincia de Palena que han sido derivados hacia allá.



A esa zona, por la situación de conectividad física que la une a Chaitén, han llegado aproximadamente 300 personas, y se ha generado un flujo creciente desde Puerto Montt y Chiloé, e incluso desde el lado argentino hacia la Undécima Región.



En las reuniones de trabajo que sostuvimos en terreno, los evacuados hicieron notar la difícil situación que están viviendo, por cuanto, si bien no se hallan en zona de catástrofe, sí sufren una situación de catástrofe.



Las ayudas, en buena medida, no se están repartiendo equitativamente. Los afectados las ven pasar hacia Santa Lucía desde la Undécima Región o, al revés, desde Futaleufú hacia dicha localidad; pero la gente albergada en Aisén no las recibe en las mismas condiciones. Y esto no es una queja, sino la verificación de una realidad administrativa complicada. 



En seguida, voy a efectuar un resumen de los planteamientos formulados por dichas personas.



En primer lugar, se preguntan si en el corto plazo se realizarán algunos operativos que les permitan regresar a Chaitén y a sus alrededores para recuperar sus pertenencias. Cuando eso se resuelva, la idea es que las autoridades de las Regiones Décima y Undécima y de la ONEMI provean los vehículos necesarios a fin de que el proceso se desarrolle en forma gradual, a medida que la “zona cero” se vaya achicando.



En segundo lugar, señalan que en Los Turbios hay rodados en el camino y solicitan el pronto despeje para acceder a dicho sector. Agregan que tampoco es posible ingresar al área de El Amarillo y consultan cuándo estarán expeditos el puente y la vía.



También hacen presente que al sur de Chaitén Viejo y Yelcho Sur existen áreas despejadas y ubicadas incluso fuera del radio de seguridad. Sin embargo, añaden que para acceder a ellas tienen que pasar por la zona de evacuación. Por eso, plantean la posibilidad de llegar por mar con el propósito de realizar movimiento de animales y rescatar sus bienes.



Respecto a la compra de animales por parte del Estado, preguntan quién los pagará, cuándo y cómo se hará el pago y qué animales se incluirán en ella. Porque los personeros que visitan la zona provienen de Santiago, y algunos incluso estiman que los caballos son un hobby, cuando en realidad constituyen una herramienta de trabajo. En esta materia hay compromisos concretos asumidos públicamente por la autoridad, los que deben ser cumplidos.



Los evacuados han tomado conocimiento de que tienen que realizar una declaración de bienes, trámite que deben cumplir en una notaría o en una oficina del Registro Civil. El problema estriba en que en La Junta no existe ninguna de esas reparticiones. Lo ideal, en principio, es que algún oficial de Puyuhuapi, localidad más cercana con oficina de Registro Civil, se constituya en el lugar para tomar la declaración señalada. Además, desconocen a qué autoridad tienen que entregarla. A este respecto, se estima que, por necesidades del sector, deben constituirse en La Junta una oficina de Registro Civil y una notaría que atiendan toda el área.



Se ha comunicado a los evacuados que se les entregará una nueva vivienda. Consultan cuándo se va a materializar este compromiso y qué opción tienen ellos de elegir libremente, en este caso, una que esté emplazada lo más cercana posible a La Junta.



Señalan la conveniencia de que se imparta educación media en la escuela de esa misma localidad. Muchos de los albergados tienen niños en ese nivel de enseñanza, como también la gente de Lago Verde, Raúl Marín Balmaceda y Puyuhuapi, cuyos hijos también estudiaban en el liceo de Chaitén, por no haber educación media en esos lugares. Hoy en día esa situación no se encuentra resuelta, por lo que se da la oportunidad de abrir tal nivel en el sector, caro anhelo de muchos años que ahora se ve reforzado por las necesidades de los evacuados.



En otro punto, piden que se establezca un subsidio aéreo entre Puerto Montt y La Junta, así como un subsidio para el transporte marítimo entre Puyuhuapi y Puerto Montt, por un valor equivalente al que existía cuando el transporte se realizaba entre Chaitén y Puerto Montt. Actualmente, todo el movimiento del sector sur está siendo canalizado por las áreas que he señalado.



 Asimismo, plantean la necesidad de evacuar los animales de la denominada “zona cero”; realizar obras de contención -como ha indicado el Senador señor Kuschel- y de encauzamiento del río Chaitén o Blanco, cuando las condiciones lo permitan, y, en casos determinados, cambiar de lugar a los animales o soltarlos de corrales y potreros para que puedan recibir el forraje correspondiente y sobrevivir.



Los evacuados y las localidades que he mencionado solicitan establecer una sucursal del BancoEstado en La Junta.



Además, se pide coordinar con las autoridades de la Región de Aisén la presencia de un delegado de la Gobernación de Palena y otro de la Municipalidad de Chaitén en aquella localidad. Si bien se trata de Regiones distintas, las personas albergadas requieren tener acceso a las autoridades de su zona.



También se solicita instalar un médico y un sistema de salud familiar en La Junta, por cuanto el hospital de Chaitén está cerrado. Tal localidad es el área que queda más cercana. Además -vuelvo a señalar-, esto se transforma en una oportunidad para todo el sector, bastante amplio, de la zona norte de la Región de Aisén.



Asimismo, plantean hacer un reconocimiento a los carabineros que patrullan la “zona cero”, que abnegadamente dan condiciones de seguridad al sector y participan en el rescate de mascotas, aprovechando su presencia en el área que recorren, lo que en algún minuto se podría incrementar, con las seguridades correspondientes, con el movimiento de animales a los lugares con forraje y resguardo que he señalado.



Por otra parte, solicitan estudiar la posibilidad de que las Fuerzas Armadas y Carabineros rescaten los bienes más preciados que están siendo afectados por el cambio del cauce del río Chaitén o Blanco, que se ha rellenado con las cenizas arrastradas por todo el sector de la cuenca.



Señor Presidente, solicito que estos planteamientos sean comunicados mediante oficio tanto a la Delegada Presidencial para la Emergencia como al señor Ministro de Defensa, quien tiene a su cargo las instituciones pertinentes.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En los minutos que restan al Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

PAGO DE SUBVENCIONES A MUNICIPALIDAD DE PALENA POR ENSEÑANZA DE ALUMNOS DE CHAITÉN

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, suscribo lo manifestado por el Senador señor Horvath. Lo de La Junta vale asimismo para la gente que está en Palena, en Futaleufú, en Ayacara, en Hornopirén -que no se encuentra considerada- y en otros pueblos, como Achao, donde también me reuní con gente de Chaitén.



A propósito de lo que señaló el Senador señor Horvath, olvidé mencionar que se acaba de poner en operación la enseñanza media en Palena con ochenta de los quinientos alumnos que había en el liceo de Chaitén, y los respectivos profesores. Y cincuenta alumnos de enseñanza básica de este último lugar están también en Palena. A estos los atienden los maestros de la escuela Roberto White Gesell; y a los del primer caso, los de Chaitén que se fueron a Palena.



En cuanto a la enseñanza media de Chaitén, la subvención, de acuerdo al número de profesores y alumnos, se está pagando a la municipalidad respectiva. Pero, respecto de la enseñanza básica, nada se sabe. Y los concejales de Palena reclamaban que por los profesores que imparten clases en la escuela de dicha comuna no se efectúa un pago para la municipalidad por dicho concepto. Les parecía bien que en el caso de la enseñanza media toda la subvención fuera para la municipalidad de Chaitén. Pero quieren que se llegue a un acuerdo entre los dos municipios respecto de la subvención escolar.



He querido llamar la atención acerca de este punto particular en el caso de Palena.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo del Comité Independiente, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, voy a referirme a varias materias.

DESMEDRADA SITUACIÓN DE PROFESORES DE RELIGIÓN. OFICIOS



Señor Presidente, pido oficiar al Ministerio de Educación respecto de la delicada y crítica situación de los profesores de religión.



A lo largo de estos años, tal asignatura ha sido degradada y utilizada por los directores y las directoras de liceos, quienes, con fines netamente economicistas, han generado una política hacia más de trece mil profesores de esa disciplina, quienes, en muchos casos, son trasladados, despedidos y humillados, sin consideración alguna ni defensa.



Se ha realizado una permanente acción para eliminar a tales educadores, lo que ha provocado gran cesantía entre ellos. En esta tarea también han cooperado las direcciones municipales de educación, en connivencia con muchos sostenedores. A la luz de la situación actual, a estos  cabría llamarlos de otro modo, pues en verdad no sostienen nada, ya que más bien son sostenidos por el Estado a través del pago de las subvenciones.



En este contexto, se me han acercado dirigentes del Consejo Gremial de Profesores de Religión, organización de nivel nacional que agrupa a integrantes de esa rama de la enseñanza y que es reconocida por el Colegio de Profesores de Chile, A.G., mediante protocolos de acuerdo.



Dos mil profesores en todo Chile se han acogido a la bonificación por jubilación establecida en la ley Nº 20.158. Pero su pago no ha estado exento de problemas. Un caso paradigmático es el de don Robinson Antonio Ramos González, Presidente del Consejo Gremial ya indicado.



Ese señor, con carné de identidad Nº 4.400.396-1, trabajó desde el 23 de agosto de 1974 en liceos fiscales y posteriormente en municipales. Desde 1989 se desempeñó en la Municipalidad de Santiago, primero en el Darío Salas y, desde 1990, en el Instituto Nacional, impartiendo la asignatura de Religión.



Postuló a la jubilación el 7 de marzo de 2007. Cumplía los requisitos para recibir la bonificación establecida en la ley Nº 20.158. Recursos Humanos de la Municipalidad capitalina informó que su retiro se haría efectivo en enero de 2008. Luego señaló que sería en los primeros días de marzo de este año, sin tener mayor claridad del proceso.



Finalmente, don Robinson fue llamado para recibir la bonificación el 8 de marzo de 2008 por el liceo Cervantes, en circunstancias de que trabajaba en el Instituto Nacional. Pero se le entregó efectivamente el 31 de marzo de 2008 en la Municipalidad de Santiago, en la DEM.



Se le pagó el mes de marzo, en el Instituto Nacional. Además, se incluyó la deuda por excelencia académica de 2006 y 2007, pero sin los intereses que ordena la ley. Tengo en mi poder los ordinarios, que demuestran claramente la arbitrariedad de esta situación, por cuanto todas las bonificaciones de la ley Nº 20.158 deben ser pagadas con los reajustes y los intereses respectivos.



El 17 de abril del año en curso el señor Ramos asistió a la DEM de Santiago para saber qué sucedía con el pago de abril. Le respondieron que ya no era funcionario, y lo enviaron a pedir el decreto pertinente. Es decir, lo han tramitado como en el “comprahuevos”. No se firma el finiquito ni se habla de indemnización por años de servicios con pago tope de once meses. Solo se confirma que el bono por excelencia académica correspondiente al presente año se cancelaría en mayo, lo que aún no ocurre.



La situación resulta insostenible. Van dos meses en que estos casi dos mil profesores no perciben sueldo. La dignidad de ellos al final de su trayectoria está en juego. Algunos poseen ahorros. Pero no todos pueden sobrevivir si no los tienen.



Por lo expuesto, pido oficiar a la Asociación de Municipalidades, a efectos de que se informe sobre los criterios institucionales que han tenido los municipios en la Región Metropolitana y los del resto del país para el pago de estas bonificaciones, pues, por lo visto, algunos han confundido el bono con la indemnización por años de servicios.



Asimismo, solicito que se oficie al señor Contralor General para que se investigue y se informe sobre la legalidad y accionar del Municipio de Santiago en el caso de don Robinson. Es necesario establecer un precedente respecto del cumplimiento de la ley Nº 20.158 con todas las otras acciones y particularmente derechos que tienen los profesores por años de servicio, lo que a nuestro juicio no resiste análisis de ningún tipo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

HOMENAJE A LÍDER SINDICALISTA CLOTARIO BLEST. OFICIOS



Señor Presidente, hay una tendencia creciente en la sociedad a olvidar los actos y los nombres de muchas personas que, desde diversos espacios y ámbitos, dejaron una huella en nuestra historia. Y aunque, como sostiene el Premio Nacional de Historia don Gabriel Salazar, los anales de los pueblos los construyen estos y no los individuos aislados a través de actos heroicos, ciertamente siempre hay excepciones, las cuales parecen confirmar la regla. Una de ellas es sin duda don Clotario Blest Riffo.



Muchos quizás solo recuerden su figura ya de anciano en overol o sus últimas imágenes antes de su deceso, ataviado con el hábito que caracterizaba a los monjes franciscanos. Muchos quizás solo evocan su barba blanca, sus ojos azules y su rostro curtido pero amigable, cercano y transparente.



En muchas biografías solo se limitan a recordar a don Clotario Blest como un organizador e importante fundador de organizaciones sindicales, haciendo hincapié en que fue el primer Presidente de la Central Única de Trabajadores.



Sin embargo, este dato, siendo cierto, se adelanta mucho a la intensa labor que cumplió don Clotario Blest.



Mucho antes de la fundación de la CUT, en 1927, preside la Unión de Centros de la Juventud Católica. En 1931 ya había fundado la Liga Social de Chile, de la que fue su Secretario General. Incansable en su labor, ante las dificultades para crear sindicatos en esas épocas, se dedicó por completo a la fundación de clubes deportivos y culturales. Así, en 1938 funda la Asociación Deportiva de Instituciones Públicas, que en los hechos es antesala del movimiento gremial chileno.



En 1943, fue uno de los fundadores de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (actual ANEF), la que además presidió. Se buscaba mejorar las condiciones sociales, culturales y económicas de los trabajadores del Estado. Y fue la creación de pequeñas instituciones la plataforma para dar unidad al movimiento obrero.



Por eso el paso siguiente, en febrero de 1953, fue la creación de la Central Única de Trabajadores, la que, como sabemos, funcionó y se desarrolló ininterrumpidamente hasta septiembre de 1973. Don Clotario Blest la dirigió hasta 1961.



En 1965, junto con un grupo de dirigentes sociales, participa en la fundación del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), el que abandona tiempo después, tras surgir diferencias con los jóvenes dirigentes de la nueva organización, entre los que se contaban Miguel Enríquez, Luciano Cruz, Andrés Pascal y Bautista Von Schowen.



El 1976, en plena dictadura, reactiva el Comité de Defensa de los Derechos Humanos. Durante ese mismo período ayuda a la creación de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados Políticos, cuya sede funcionó por mucho tiempo en su propia casa.



En octubre de 1978 se le otorgó el Premio de la Paz por parte del Servicio Paz y Justicia, que presidía el argentino Adolfo Pérez Esquivel. Y en 1980 el Gobierno y el Parlamento alemán propusieron su nombre como candidato al Premio Nobel de la Paz.



Sin embargo, en su vida no solo se centró en la creación de agrupaciones sindicales, sino que participó activamente en manifestaciones y huelgas, en distintos momentos de la historia sindical y social.



Don Clotario Blest, hijo de un militar y de una profesora, fue por cierto también un hombre de fe.


Como niño, es testigo de las huelgas y protestas de principios del Siglo XX.



Este gran hombre estudia becado en el Seminario de Santiago, donde recibe la influencia del pensamiento social cristiano, en especial de su profesor: José María Caro, de quien hereda su visión de una Iglesia cercana y dedicada al pueblo.



Sin embargo, a los 19 años abandona el camino religioso, luego de encabezar una protesta estudiantil.



En 1922 empieza a trabajar en la Tesorería General de la República y, además, se inicia como asistente frecuente a las conferencias y charlas de Luis Emilio Recabarren. De modo paralelo, participa en organizaciones ligadas a la Iglesia Católica, siempre amparado en el concepto “Jesús obrero”.



Por esos años, señor Presidente, ingresa al círculo de estudios El Surco, creado para formar conciencia socialcristiana, organizar sindicatos y luchar por una legislación social más justa para la clase trabajadora. Preside la Unión de Centros de la Juventud Católica, para organizar a la juventud obrera.



Pero un hecho que revela su temple y su carácter más profundos es su relación con Teresa Ossandón Guzmán, su primera y única novia. Cuando aún eran muy jóvenes, acordaron separarse para servir plenamente a Cristo. Ella ingresó al Convento de las Carmelitas Descalzas, donde murió en 1988, y él continuó su lucha por la justicia social, manteniéndose fiel al celibato hasta su muerte, tal como prometió a su novia.



Clotario Blest murió el 31 de mayo 1990 en la Recoleta Franciscana, lugar donde vivió sus últimos años. Cuatro días antes había ido a visitar a presos políticos en la Cárcel Pública de Santiago. El día 30, en su lecho -ya moribundo-, tomó papel y lápiz y alcanzó a escribir solo “compañeros… paz y unidad”.



Señor Presidente, tuve el privilegio de conocer a don Clotario Blest cuando yo era dirigente estudiantil en la sede del colegio Salesiano de Concepción. Junto a otros dirigentes estudiantiles, tuve el honor de compartir una conversación con él, en la pieza austera en que vivía, como un franciscano más, donde las palomas eran la única compañía que tenía don Clotario.



De ese encuentro conservo y atesoro no solo sus palabras, sino también un retrato de Ghandi que me regaló, con la leyenda: “Sé justo”.



En honor a ese hombre, que merece muchas más palabras y homenajes que los de esta breve intervención que realizo en su memoria, se aprobó una normativa legal en 1999, al cumplirse el centenario de su nacimiento. Dicha legislación, nacida de una moción del ex Diputado de la Democracia Cristiana don Andrés Aylwin, autoriza a erigir en la ciudad de Santiago un monumento en su memoria.



Esa ley, la Nº 19.627, fue promulgada en agosto de 1999. Estamos próximos a que se cumpla una década de esa fecha sin que ese monumento se levante. Creo necesario hacer un llamado a nuestras autoridades, en particular a los dirigentes sindicales, para que se activen en función de este homenaje, con el cual Clotario Blest no hubiera estado de acuerdo -ciertamente que no, pues todos conocimos su personalidad-, pero que merece que nuestra sociedad le entregue.



Por eso, solicito hacer llegar copia de mi intervención a los señores Ministros del Interior y del Trabajo y Previsión Social y al Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores.



Nada podrá resaltar la infinita bondad y el compromiso que don Clotario Blest mantuvo y mantendrá siempre en la imagen de los miles y miles de trabajadores de nuestro país.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.

TRAMITACIÓN DE LEY DE PLANTAS PARA GENDARMERÍA DE CHILE. OFICIOS



Por último, señor Presidente, quiero pedir que el señor Ministro de Justicia y el Director de Gendarmería de Chile nos informen respecto de la reiterada petición durante más de una década por los funcionarios de Gendarmería en cuanto a modernizar ese organismo y a tramitar su ley de plantas.



En verdad, cuando uno lee la historia de Gendarmería, desde el año 1871, fecha en que se crea la Guardia Especial de Cárceles -que trabajaba casi 24 horas seguidas-, la situación no ha cambiado mucho.



Más de 8 mil gendarmes siguen laborando 7, 8, 10 ó 14 días seguidos, para luego tener uno de descanso.



Se requiere una nueva planta y otra legislación que reoriente la política penitenciaria en Chile.



La ley Nº 19.851 amplió de manera insuficiente la dotación de gendarmes en 72 por ciento y disminuyó los sueldos de los funcionarios más jóvenes al “maldito” -como lo llaman ellos-, grado 26 de la Escala Única de Sueldos.



La construcción de nuevos recintos privados, que ha llenado de deudas al Estado -con demandas por más de 117 millones en contra del Ministerio de Obras Públicas-, no ha sido la solución.



Se necesita aumentar de verdad la planta de funcionarios de Gendarmería, y estabilizar los sueldos en niveles dignos, para que esta institución pueda cumplir la tarea de custodia de los presos de manera eficaz, porque hasta ahora lo hace en pésimas condiciones.



Señor Presidente, la planta de Gendarmería hoy resulta insuficiente para resguardar siquiera la integridad física de sus funcionarios. En los penales chilenos se hallan recluidas 47 mil personas, con un 80 por ciento de reincidencia carcelaria. Es decir, de cada 10 que egresan del recinto, 8 vuelven, por cuanto -claro está- no hay una política de rehabilitación ni de reinserción.



La ampliación de la planta va a posibilitar que los funcionarios -uniformados y civiles- puedan desarrollar su tarea.



Por tal motivo, solicito a los señores Ministros de Hacienda y de Justicia y al señor Director General de Gendarmería que nos den la luz sobre este asunto. El problema no puede seguir esperando.



Demandamos que el Gobierno cumpla sus compromisos con los funcionarios de Gendarmería, y que dé certeza respecto de que las cárceles de Chile estén debidamente custodiadas.



En la actualidad, basta solo ver la precariedad en que trabajan en cada uno de los presidios, en especial respecto de los sueldos, que son miserables, que no están a la altura de la dignidad de un trabajador del Estado. Se trata de gente que ha tenido tolerancia para esperar y esperar. Pero la paciencia se agota.



Muchos han dicho: “Somos funcionarios públicos y nos debemos a nuestra patria”.



Pero yo siento que esa paciencia se agota, señor Presidente.



Los gendarmes regalan más de 25 millones de horas extraordinarias al Estado cada año, las que, por supuesto, no se pagan. Y, en ocasiones, su único día de descanso, por no haber funcionarios disponibles para cubrir la guardia asignada, lo obtienen -reitero- después de 12 o 13 días laborales.



Reclamo de los Ministros de Justicia y de Hacienda una respuesta a esta demanda. Y espero que un proyecto de ley de plantas pueda ingresar al Parlamento para ser discutido a la brevedad.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, me referiré a dos materias.

PROCESAMIENTOS A EX AGENTES DINA POR “OPERACIÓN COLOMBO”



En primer término, quiero que mis palabras sean un homenaje a las víctimas de la denominada “Operación Colombo”.



El martes 27 de mayo, el Ministro señor Víctor Montiglio procedió a iniciar la notificación de procesamiento a 98 ex agentes de la DINA por su actuación en esa acción.



La dictadura del General Pinochet, apremiada por las acusaciones de que violaba sistemáticamente los Derechos Humanos, montó una burda operación con el fin de hacer creer que 119 militantes del MIR, detenidos y hechos desaparecer por la DINA, habían sido asesinados en diversos países de América Latina y Europa por sus propios compañeros, producto de divisiones políticas.



De esta forma, se buscaba desinformar a la opinión pública nacional e internacional para que se creyera que las denuncias sobre los detenidos desaparecidos eran falsas y que se debían a un invento del “comunismo internacional” y a su campaña de desprestigio contra el Gobierno militar.



Con ese objetivo, se procedió a implementar una campaña comunicacional nunca antes vista en nuestro país, contando para ello con la ayuda de los servicios de seguridad de Argentina y Brasil, en el marco de la llamada “Operación Cóndor”.



Es así como en Chile los medios de comunicación reprodujeron de manera entusiasta una nota aparecida en la revista “Lea” de Argentina, publicada el 18 de julio de 1975, la cual señalaba que en distintos países “alrededor de 60 extremistas chilenos habían sido asesinados por sus propios compañeros”.



Días más tarde, dieron a conocer otra noticia, aparecida en el supuesto diario de Brasil “O Dia de Curitiba”, que expresaba: “59 extremistas chilenos fueron identificados entre los guerrilleros que murieron en enfrentamientos con la policía de la provincia de Salta, Argentina”.



Sin embargo, poco después, y producto principalmente del trabajo hecho por los familiares de las víctimas y por organizaciones de derechos humanos, la verdad se comenzó a imponer.



Así, algunos meses más adelante se estableció que la revista “Lea” solo tuvo un número de circulación, mientras que el periódico “O Dia de Curitiba” nunca existió. Es decir, ambos medios fueron creados solo como parte de la “Operación Colombo”.



Hoy, esta parte de la verdad, cuando han transcurrido dieciocho años desde que fue recuperada nuestra democracia y treinta y tres desde la “Operación Colombo”, ha sido confirmada finalmente por los tribunales de justicia al ser procesados 98 ex agentes de la entonces DINA por su participación en ella.



El ministro Montiglio ha comprobado plenamente que ninguno de los 119 chilenas y chilenos, cuyos nombres aparecían en esas publicaciones, salieron del país y que todos fueron detenidos y hechos desaparecer por la DINA.



Señor Presidente, no puede dejar de llamarnos la atención la enorme cantidad de agentes del Estado procesados. En tal sentido, cabe precisar que a todos ellos se les imputa como coautores del mismo delito. Pero el Ministro Montiglio establece distintas calidades.



 Es así como determina que solo la cúpula de la DINA participó en la planificación, dirección y puesta en marcha de la “Operación Colombo”, y sus integrantes fueron calificados de coautores mediatos. 



Al resto de los agentes se les encausó por participar en la detención; en la custodia de los detenidos; por trasladarlos de un centro de reclusión a otro; por haber sido parte de los equipos que eliminaron e hicieron desaparecer los cuerpos de los 119 integrantes del MIR, siendo calificados como coautores materiales.



En este aspecto, debo destacar la gran rigurosidad con que ha actuado el Ministro Montiglio. 



En efecto, en su resolución señala cómo la DINA detuvo a esos 119 chilenas y chilenos; a qué lugares se los llevó; dónde se los mantuvo, y, en la mayoría de los casos, cuándo se los vio por última vez con vida.



Sin embargo, señor Presidente, es necesario señalar que existen otros implicados, ya sea por acción u omisión o por prestarse para esta maniobra, que no han sido encausados. 



En primer lugar, están todos aquellos altos funcionarios del Ministerio del Interior y, principalmente, de la Dirección Nacional de Comunicación Social de aquella época (DINACOS), que proveyeron todo el apoyo institucional para el desarrollo de la campaña de desinformación.



¡La DINACOS vigilaba y controlaba todos los medios de comunicación chilenos, por lo que la DINA no pudo lanzar su campaña de desinformación sin el apoyo de esa repartición estatal!



Espero que el Ministro Montiglio amplíe su investigación a esos civiles, ya que a lo menos les cabe responsabilidad política en los hechos que se investigan.



En segundo término, señor Presidente, se hallan los medios de comunicación, y muy especialmente la prensa escrita, que en esos años dio amplia cobertura a dicha campaña, llegando incluso el diario “La Segunda” a titular, con cruel irreverencia y falta de la más mínima humanidad: “Miristas se matan como ratas”. Ese titular, como otros, es todo un monumento al compromiso que tenían algunos medios de comunicación con la dictadura militar.



Espero que hoy los propietarios y directores de esos medios de comunicación, cuando la verdad ha sido establecida por los tribunales de justicia, reconozcan su responsabilidad en esa y en otras campañas de desinformación del Régimen militar, como la relacionada con la “Operación Albania”, y que, por tanto, pidan públicamente perdón a los familiares de aquellas 119 personas.



¡Los chilenos esperamos ese mea culpa de parte de ellos desde hace dieciocho años!



Señor Presidente, sin lugar a dudas, la nueva resolución del Ministro Montiglio demuestra que en nuestro país aún es posible continuar avanzando en materia de verdad y justicia sobre las violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el Régimen militar; que todavía queda mucho por andar, pero que es necesario seguir perseverando para asegurar realmente el “NUNCA MÁS” en Chile.

CRÍTICAS A SENADO POR NO APROBACIÓN DE PROYECTOS DE

ACUERDO SOBRE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS EN CHINA



Señor Presidente, lamento profundamente la página oscura, triste y vergonzosa que ha escrito el Senado de la República el día de hoy. 



Al no aprobar dos proyectos de acuerdo de ese carácter, la Cámara Alta niega la existencia de la violación a los derechos humanos en China y está escribiendo la página más oscura de su historia.



¡Jamás imaginé que el Honorable Senado -no sé bajo qué circunstancias y qué presiones- pudiera tomar esa resolución!



Verdaderamente es vergonzoso lo que ha ocurrido. ¡Porque, en otros casos, esta misma Corporación ha tenido el coraje y la valentía para condenar a diferentes países por graves violaciones a los derechos humanos; no obstante, hoy día no ha tenido ese coraje ni esa valentía para hacerlo!



Es vergonzoso, señor Presidente. ¡Porque si hay algo que debemos aprender de nuestra experiencia traumática y dolorosa, es que los derechos humanos son universales y no tienen fronteras! 



¡Quien pretenda establecerles fronteras está negando la existencia de los derechos humanos en el mundo! 



Sin embargo, lo que ha hecho hoy día el Honorable Senado ha sido ponerles fronteras y no aceptar el carácter universal de aquellos en toda su concepción.



Porque, en el mismo momento en que esta Corporación se niega a aceptar que en China se violan los derechos humanos, en dicho país se está haciendo desaparecer gente, se tortura a personas, se las detiene, se impide a los medios de comunicación ejercer su actividad libremente. ¡Y la Cámara Alta no tuvo la valentía para reconocer que los derechos humanos no existen allá!



¡Qué triste, señor Presidente, la página que se ha escrito esta tarde en el Senado!



¡Qué vergonzoso es lo que ha ocurrido! 



¡Quienes condenaron las violaciones a los derechos humanos en el Régimen de Pinochet, hoy día no tuvieron la misma fuerza y coraje para condenar la falta de observancia de estos en China!



Quienes condenan la violación a los derechos humanos en Venezuela y en Cuba, ¿con qué autoridad moral van a condenar tal circunstancia el día de mañana si no fueron capaces de reconocer que en China no se respetan?



¡Por eso, en mi caso particular, jamás he puesto fronteras ni he desconocido el carácter universal de los derechos humanos!



¡Ayer condené a Cuba! 



¡Ayer condené a Venezuela! 



Hoy día esperaba que la Cámara Alta acogiera los dos proyectos de acuerdo presentados por el Honorable señor Prokurica y el Senador que habla, para que hubiésemos condenado la violación a los derechos humanos en China. Sin embargo, esta Corporación quiso negar esa realidad.



¡Qué triste la historia que hemos escrito esta tarde, señor Presidente!



¡Ojalá el día de mañana no tengamos que lamentar lo que ha ocurrido aquí!



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:12.







       Manuel Ocaña Vergara,








          Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 17ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE MAYO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Justicia, don Carlos Maldonado Curti.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



El acta de la sesión décimo quinta, ordinaria, de 29 de abril del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

______________

CUENTA

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).



2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Sabag, en lo relativo a la supervigilancia y control de armas (Boletín N° 5.373-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami, y de los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, sobre juegos de azar ilícitos (Boletín Nº 3.935-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para designar a don Sergio Pulido Rocatagliata como consejero del Consejo Nacional de Pesca, para lo cual hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Boletín N° S 1.065-05).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (Boletín N° 5.315-05) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre los Gobiernos de la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos para el otorgamiento recíproco de permisos de trabajo a favor de los dependientes de agentes diplomáticos y funcionarios consulares acreditados en el otro país (Boletín N° 5.607-10).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre las Repúblicas de Chile y de Guatemala sobre reciprocidad en el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de misiones diplomáticas y consulares (Boletín N° 5.608-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a un plan de saneamiento sanitario para las localidades rurales de la comuna de Coyhaique.



Con el segundo, remite información referida a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand, Arancibia, Ávila, Coloma, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue becas de estudio y beneficios para la atención de salud de los hijos y la viuda o viudo de los mártires de Carabineros de Chile (Boletín N° S 1.022-12).



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, relativo a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre la aplicación y cumplimiento del Convenio sobre Seguridad Social celebrado entre Chile y Colombia.



De la señora Ministra de Salud, con el que contesta un oficio cursado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, acerca de la incorporación de nuevas patologías al AUGE.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15).



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la Caleta Ligua, en el sector de Salinas, comuna de Papudo.



Del señor Secretario Ministerial de Educación de la IX Región de La Araucanía, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de municipios de la Región que se encuentran al día en el pago de las cotizaciones previsionales de profesores y trabajadores de la educación.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín N° 3.588-08) (con urgencia calificada de “simple”).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



-- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Núñez y Pizarro, con la que inician un proyecto de reforma constitucional en materia de declaración de culpabilidad por una acusación constitucional (Boletín N° 5.850-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que elimina la posibilidad de contratar trabajadores reemplazantes durante la huelga.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Allamand, Frei, Horvath y Zaldívar, mediante el cual se reconoce la importancia del desarrollo de la hidroelectricidad en el progreso de Chile y se insta al Gobierno a fomentar los medios de generación renovables, los proyectos hidroeléctricos de bajo impacto y el uso eficiente de la energía (Boletín N° S 1.062-12).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, García, Larraín, Pérez Varela y Romero, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que presente a tramitación legislativa un proyecto que suplemente la dotación de jueces y funcionarios de los tribunales de familia (Boletín N° S 1.063-12).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, Larraín, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue el bono de invierno y los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a todos los beneficiarios de pensiones mínimas del sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones (Boletín N° S 1.064-12).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Honorables Senadores señores Kuschel y Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas en favor de las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén (Boletín N° S 1.066-12).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Permisos constitucionales



Se han recibido las siguientes comunicaciones:



De la Honorable Senadora señora Alvear, por la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 3 de mayo de 2008.



Del Honorable Senador señor Girardi, por la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 7 de mayo de 2008.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes proyectos de acuerdo:



De los Honorables Senadores señores Zaldívar y Horvath, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República un conjunto de medidas para poner fin al aislamiento de la provincia de Palena (Boletín N° S 1.067-12).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Del Honorable Senador señor Escalona, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la utilización del mecanismo del dos por ciento constitucional para la comuna de Chaitén y localidades afectadas de la provincia de Palena (Boletín N° S 1.068-12).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere al procedimiento establecido para el conocimiento y votación de los proyectos de acuerdo que presentan los señores Senadores, lo que ha significado, en la práctica, una gran demora para su despacho y solicita al señor Presidente que disponga las medidas necesarias para que se respete ese procedimiento, es decir, que una vez transcurridos 15 días sin que la Comisión técnica se pronuncie el proyecto de acuerdo sea colocado en el Tiempo de Votaciones de la sesión respectiva.


El señor Presidente anuncia que realizará las gestiones pertinentes ante las Comisiones para proceder de esa manera.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien expresa su discrepancia con la declaración de inadmisibilidad que ha efectuado la Mesa acerca de la Moción que presentara junto con los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ruiz-Esquide y Sabag, para iniciar un proyecto de ley que elimina la posibilidad de contratar trabajadores reemplazantes durante la huelga.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al el señor Secretario General, quien explica las razones de orden técnico constitucional por las cuales se sugirió a la Mesa efectuar esta declaración de inadmisibilidad y al Honorable Senador señor Novoa.



A continuación, el señor Presidente anuncia que se requerirá el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acerca de esta materia.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en la Moción precedentemente transcrita.



Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:

1) Eximir del trámite de Comisión a los siguientes asuntos, con el fin de considerarlos en el Tiempo de Votaciones de esta sesión y, en el evento de que sean aprobados por la Sala, refundirlos en un oficio dirigido a Su Excelencia la señora Presidenta de la República:


1.1.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Kuschel y Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas en favor de las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén (Boletín Nº S 1.066-12).


1.2.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Zaldívar y Horvath, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República un conjunto de medidas para poner fin al aislamiento de la provincia de Palena (Boletín Nº S 1.067-12).


1.3.- Proyecto de acuerdo del Honorable Senador señor Escalona, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la utilización del mecanismo del dos por ciento constitucional para la comuna de Chaitén y localidades afectadas de la provincia de Palena (Boletín Nº S 1.068-12).


Los Honorables señores Senadores podrán fundar su voto respecto de cada uno de los referidos proyectos de acuerdo, en la hora de Incidentes.


2) Retirar de la tabla el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica y del ex Senador señor Ruiz de Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. (Boletín Nº 3.777-03), con el fin de incorporarlo a la tabla del día martes de la próxima semana. 

- - -


Seguidamente, el señor Presidente precisa que en cuanto al orden de los proyectos de acuerdo en relación con la situación que afecta a la ciudad de Chaitén y sus alrededores, el Honorable Senador señor Escalona fue el primero en efectuar la respectiva presentación.

________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorable Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica, y Romero, en primer trámite, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas, con segundo informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde efectuar la votación en particular del proyecto de reforma constitucional de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado en la sesión 16ª, ordinaria, de 30 de abril del año en curso.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas, correspondiente al  Boletín Nº 5.408-07.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente citada.



El señor Secretario General agrega, finalmente, que el proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación del voto conforme de tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el  artículo 127, inciso segundo, de la Constitución Política de la República. 

- - -


A continuación, el señor Presidente somete a votación en particular el proyecto de reforma constitucional, el que es aprobado por 26 votos a favor de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Justicia.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de reforma constitucional despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Agrégase al inciso segundo del artículo 83 de la Constitución Política de la República, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Para este efecto, la ley señalará los casos y establecerá la forma en que se otorgará asesoramiento y defensa jurídica a las personas naturales víctimas de delitos que no puedan procurárselos por sí mismas.”.”.

_________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Vásquez, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, con  informe de 

la Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en primer trámite constitucional, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, correspondiente al Boletín N° 4.908-03.


Añade que la Comisión de Economía, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, Novoa, Pizarro y Vásquez.



El señor Secretario General hace presente que los artículos 4º, 48, inciso segundo, y 63 de la iniciativa legal, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Finalmente, señala que la Comisión de Economía deja constancia del acuerdo adoptado también por unanimidad, en orden a solicitar a la Sala que en el caso de aprobarse en general este proyecto, se otorgue un plazo de 90 días para presentar indicaciones al mismo.

- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Luego, el señor Presidente señala, según se expresó precedentemente, que la Comisión de Economía ha solicitado un plazo de 90 días para formular indicaciones respecto de esta iniciativa y recaba el acuerdo de la Sala para acoger esta proposición.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda, fijándose un plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día 4 de agosto del año en curso.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el Libro IV del Código de Comercio, la presente ley regula un régimen de convenios aplicable a todos los deudores, personas naturales o jurídicas, civiles o comerciales, cuyas ventas anuales no superen el equivalente a cien mil Unidades de Fomento y a pequeños deudores cuyas actividades estén en mal estado económico o en cesación de pagos, con la finalidad de ordenar su patrimonio racionalmente y de buena fe. En ningún caso podrán acogerse a esta ley los patrimonios vinculados que sumados superen ventas por cien mil Unidades de Fomento.


Estos convenios son distintos de los establecidos en el Libro IV del Código de Comercio. Sin embargo, las normas de dicho Libro se aplicarán supletoriamente a aquéllos, con excepción a que su rechazo, nulidad o resolución puedan conducir de pleno derecho a la quiebra del deudor.


Artículo 2.- Para los efectos de la presente ley y en conformidad a sus disposiciones, el convenio es una oferta de pago de obligaciones dinerarias, en una manera distinta a las primitivamente contraídas con los acreedores.


Artículo 3.- La presente ley regula tres tipos de convenios: El convenio simple, el convenio de los pequeños deudores, y el convenio especial.


Artículo 4.- Conocerá de todas las cuestiones relativas a los convenios, incluidas su oposición, nulidad o resolución, el tribunal que sería competente para declarar la quiebra del deudor, aún cuando el proponente o acreedores sean personas que gocen de fuero especial.


Quedará radicado en el tribunal que conozca de un convenio determinado, todas las acciones, presentaciones o solicitudes que pudieran afectarlo.


Artículo 5.- En caso que el convenio sea aprobado, el tribunal ordenará a las empresas de información comercial e instituciones financieras, eliminar de los registros los protestos y morosidades de los créditos a que afecte el convenio.


Toda cuestión de conocimiento de los tribunales que se suscite se tramitará como incidente, a menos que la ley señale un procedimiento diverso. Sin embargo, la solicitud de nulidad o resolución de un convenio se sujetará al procedimiento del juicio sumario.


Salvo las excepciones expresamente contempladas en esta ley, las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo y gozarán de preferencia para su agregación extraordinaria a la tabla y para su fallo.


Los términos de días establecidos en esta ley se entenderán suspendidos durante los feriados, a menos que ella misma, o el tribunal por motivos fundados, disponga lo contrario.


Artículo 6.- Cuando esta ley o el tribunal ordenen que una resolución se notifique por avisos, se entenderá que debe publicarse un aviso destacado en un diario de circulación nacional. El aviso, aprobado en su texto por el tribunal, contendrá un extracto de la petición y copia íntegra de la resolución, a menos que la ley o el tribunal dispongan lo contrario.


Para los efectos de la presente ley se entenderá como categoría de acreedores, aquella que agrupe a acreedores de la misma preferencia, y en el caso de los acreedores hipotecarios o prendarios, los que tengan constituido su preferencia sobre un mismo bien que, de acuerdo al informe del interventor, alcancen a ser pagados total o parcialmente con su liquidación.


Artículo 7.- Serán conocidos e informados por el mismo tribunal e interventor, respectivamente, los convenios que comprendan más de un patrimonio vinculado. Cuando la aprobación de uno de ellos sea condición de que el o los demás puedan cumplirse, se convocará en primer lugar a la deliberación de la deudora condicionante.


Artículo 8.- Se tendrá por no propuesta cualquier estipulación que implique discriminación entre acreedores nacionales y extranjeros y sólo valdrá si es aceptada expresamente por los acreedores nacionales. En caso contrario se entenderá que la proposición corresponderá a la mejor opción propuesta.

TITULO II

DE LOS CONVENIOS SIMPLES


Artículo 9.- Podrá el deudor en cualquier momento acordar con sus acreedores un convenio simple, el que será obligatorio para quienes lo suscriban con tal que se observen las siguientes reglas:


1.- Que el deudor sea libre administrador de los bienes que lo componen.


2.- Que el deudor ponga a disposición de sus acreedores todos los antecedentes señalados en el Artículo 27 de esta ley.


3.- Que el consentimiento de los acreedores conste en escritura pública otorgada en una Notaría del domicilio principal del deudor.


4.- Que los documentos señalados en el número 2. de este artículo sean protocolizados en la misma notaría y con la misma fecha de la escritura señalada en el número 3.


El convenio podrá tener objetos múltiples, pero éstos deberán ser uno mismo por categorías de acreedores, sin perjuicio que dentro de cada una de éstas podrá estipularse cualquier modalidad, si es aceptada por la mayoría de los acreedores de la respectiva categoría, o impuesta por la ley.


Artículo 10.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo 9 el convenio será obligatorio a todos los acreedores si se cumplen los siguientes requisitos:


1.- Que el convenio simple haya sido suscrito por una mayoría igual o superior a dos acreedores que representen los dos tercios de los créditos, que figuran en el listado acompañado por el deudor en conformidad al número 4 del artículo 27.


Para los efectos del cómputo del quórum serán excluidos:


a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, si su voto es favorable al convenio.


b) Las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, y


c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


2.- Que copia autorizada del convenio y de los documentos protocolizados en conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 9 sean presentados ante el tribunal competente.


3.- Que en el convenio se acuerde por los acreedores y el deudor un listado que contendrá el nombre de un interventor titular y un suplente, quienes deberán tener la calidad de síndicos de quiebra, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la resolución que tenga por presentado el convenio simple .


El honorario del interventor será equivalente al 25% del monto que resulte de aplicar la tabla a que se refiere el artículo 33 del Libro IV del Código de Comercio, tomando como base de cálculo el monto de avaluación de los activos practicado por el deudor, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley. Estos honorarios tendrán la preferencia del Nº 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 11.- Presentado el convenio de acuerdo al artículo anterior, el tribunal dispondrá:


1.- Que se tiene por propuesto para todos los acreedores un convenio simple.


2.- Que el deudor queda sujeto al interventor designado en el convenio y ratificado por el tribunal en conformidad al número 3 del artículo 10.


3.- Que el interventor designado dentro del plazo de veinte días deberá rendir al tribunal un informe acerca:


a) de la verosimilitud del contenido de los antecedentes acompañados por el deudor en conformidad al artículo 27, y


b) si se han cumplido los demás requisitos legales para que pueda proponerse el convenio a todos los acreedores en conformidad al artículo 10.


Este informe sólo tendrá el carácter de dictamen pericial, y el tribunal apreciará su fuerza probatoria de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


4.- 
Que se notifique personalmente al interventor titular y suplente de esta resolución.


5.- 
Que se notifique por avisos a todos los acreedores del hecho de haberse celebrado el convenio simple, la que además señalará la fecha de la escritura pública en que conste el acuerdo y el notario ante quien se otorgó.


6.- Que todos los acreedores, incluso aquellos omitidos en el listado presentado por el deudor, y quienes hubiesen otorgado cauciones reales o personales, tendrán el plazo de diez días contados desde la fecha de la notificación de la resolución que tiene por acompañado el informe del interventor, para oponerse al convenio si alegaren alguna de las causales señaladas en el artículo 13.


7.- Que desde la fecha de la notificación de la resolución que tiene por presentado el convenio simple , en los términos señalados en el artículo décimo, hasta la fecha de la resolución que lo tenga por obligatorio para todos los acreedores, o en su caso la de la resolución que acoja la oposición deducida por las causales señaladas en los números 1 al 4 del artículo 9 , no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento.


Artículo 12.- La oposición al convenio se tramitará con arreglo al procedimiento incidental entre el deudor y la parte que lo promueva. Las resoluciones que se dicten durante el procedimiento como su fallo no serán susceptibles de recurso alguno.


Si no se dedujera oposición en el plazo fatal de diez días contados desde la fecha de la resolución que tuvo por presentado el informe señalado en el número 2 del artículo 11, o ésta fuere rechazada, el tribunal dispondrá que el convenio afectará a todos los acreedores en la forma, categorías y modalidades señaladas en éste. Esta resolución se notificará por avisos.


Artículo 13.- La oposición al convenio sólo podrá fundarse en una o más de las siguientes causales:


1.- Que no se hubiese dado cumplimiento a lo señalado en los números 1, 2 y 3 del inciso primero del artículo 9 o que la escritura pública que da cuenta de aquél contenga defectos en las formas establecidas en la ley.


2.- Existencia de error en el cómputo de las mayorías requeridas en la ley que afecten al quórum mínimo que habilita este procedimiento.


3.- Incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría del convenio simple.


4.- Falsedad, exageración u omisión de uno o más créditos, ocultación o exageración del activo o pasivo u omisión sustancial en las listas de bienes o de la información entregada en conformidad al número 3 del artículo 9 de esta ley o que la proposición tenga objeto ilícito.


Artículo 14.- La sentencia que acoja la oposición declarará fracasada la gestión y en consecuencia el convenio sólo será obligatorio a quienes lo suscribieron.

TITULO III

DE LOS CONVENIOS DE LOS PEQUEÑOS DEUDORES


Artículo 15.- Se entiende por pequeño deudor toda persona natural o microempresa bajo cualquiera de sus formas jurídicas, cuyas obligaciones valistas no excedan a dos mil Unidades de Fomento, según su equivalencia a la fecha de su proposición, y acredite de acuerdo a su balance o estado de situación que sus pasivos son superiores en un 100% a lo menos que sus activos.


Artículo 16.- Este convenio podrá ser presentado siempre y cuando no se haya formulado por la misma persona un convenio de igual naturaleza, ya sea como persona natural, o por sociedades de cualquier tipo en la que tenga aporte de capital, salvo que aquél haya sido rechazado.


Artículo 17.- El deudor deberá presentar la proposición ante el tribunal competente y deberá acompañar los antecedentes señalados en el artículo 27 sin perjuicio que, tratándose de personas que no lleven contabilidad efectiva, deberán acompañar un estado de situación que consolide sus activos y pasivos. Deberá asimismo acompañar certificado que emita la Superintendencia de Quiebras que acredite que el deudor no ha solicitado con anterioridad este tipo de convenio o que habiéndolo presentado este haya sido rechazado.


En caso que el convenio sea presentado por una microempresa deberá acreditar fundadamente, en conformidad a su libro de compras y ventas, llevado en conformidad a la ley y las instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, que sus ventas anuales no superan el monto de 2.000 Unidades de Fomento.


Artículo 18.- Es nula y de ningún valor la propuesta que contemple un pago inferior al 50% de sus obligaciones valistas, la solicitud de plazo que exceda de 24 meses con interés corriente para operaciones no reajustables al momento de la proposición y la petición de plazos de gracia mayores a tres meses. Las sumas correspondientes a reajustes e intereses formarán parte indivisible de las cuotas pendientes.


Artículo 19.- El deudor que se acoja a este tipo de convenio gozará, por el sólo ministerio de la ley, de privilegio de pobreza. El privilegio afectará todas las notificaciones y actuaciones a que dé lugar el procedimiento.


Artículo 20.- Presentadas las proposiciones, el tribunal ordenará:


1.- Que su notificación por avisos deberá contener un extracto de la proposición y la resolución recaída en ella o un extracto de la misma.


2.- Que se cita en el plazo máximo de treinta días a junta de acreedores para deliberar y votar el convenio en la sede del tribunal, o en el lugar ad- hoc que el tribunal determine.


3.- Que a contar de la fecha de la notificación no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento y gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por avisos de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.


4.- La advertencia a los acreedores que la inconcurrencia a la junta hará presumir su voto favorable.


5.- Que la Superintendencia de Quiebras deberá incluir el convenio propuesto en el Registro de Convenios de Pequeños Deudores.


Artículo 21.- En la junta de acreedores en que se trate el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor, dejándose en el acta respectiva expresa constancia de ellas. Si la garantía otorgada requiere de inscripción, la escritura pública a que fuera reducida el acta será titulo suficiente para solicitarla.


Artículo 22.- El convenio se considerará aprobado si en la junta de acreedores cuenta con el voto favorable de dos o más acreedores concurrentes, que representen más del 50% del pasivo de la proponente presentado en la nómina a la que refiere el artículo 17°, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos.


Se presumirá favorable el voto de los acreedores que no concurran a la junta.


No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:


a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;


b) Las personas que se encuentren en alguna se las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y


c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Artículo 23.- Los acreedores preferentes o privilegiados podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio, y sólo podrán votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote importa dicha renuncia. En caso de rechazo del convenio la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable, sólo respecto de los acreedores que hayan votado en contra.


El convenio comenzará a regir una vez notificado por avisos el acuerdo que lo tenga por aprobado, y el pago de las obligaciones contenidas en él se efectuará mediante consignación en la cuenta corriente del Tribunal en la fecha pactada para su cumplimiento y a nombre de cada acreedor.


El tribunal oficiará a la Superintendencia de Quiebras comunicando la aprobación o rechazo de las proposiciones.


Artículo 24.- No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y las que no cumplan con los requisitos mínimos señalados en esta ley.


La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.


Artículo 25.- El convenio podrá declararse resuelto con el solo mérito del certificado emitido por el Secretario del Tribunal, que acredite que no se han consignado la totalidad de las cuotas en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 22


La resolución dejará sin efecto el convenio y las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de resolución, será apelable en ambos efectos.


La sentencia ejecutoriada de nulidad o resolución hará exigibles, como si fueren de plazo vencido, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio, los que se regirán por sus respectivas convenciones, deducido lo pagado durante aquél.

TITULO IV

DE LOS CONVENIOS ESPECIALES


1.- De la proposición del convenio especial.


Artículo 26.- El convenio especial es una oferta de pago de las obligaciones de un deudor en una forma diferente a las primitivamente contraídas, que éste propone ante el tribunal competente a la totalidad de los acreedores, en conformidad a las disposiciones de este título.


Artículo 27.- Las proposiciones de convenio especial que haga el deudor se presentarán ante el tribunal competente y deberán estar acompañadas de los siguientes antecedentes por duplicado:


1.- Un inventario o relación detallada de todos sus bienes, con expresión del lugar en que se encuentren, de su valor estimativo y de los gravámenes que los afecten;


2.- Una relación de los bienes que, en conformidad a la ley, están excluidos del convenio.


3.- Una relación de los juicios que tuviere pendientes;


4.- Un estado de las deudas, con expresión del nombre y domicilio de los acreedores y de la naturaleza de los respectivos títulos, y


5.- Una memoria de las causas directas o inmediatas del mal estado de sus negocios, debiendo ella dar cuenta de la inversión del producto de las deudas contraídas y de los demás bienes adquiridos en el año último. El deudor que llevare contabilidad completa presentará, además, su último balance y la cuenta de ganancias y pérdidas.


Si el deudor fuere una sociedad colectiva o en comandita, las piezas indicadas serán firmadas por todos los socios colectivos que invistan esta calidad y se hallen presentes en el domicilio de la sociedad. Si el deudor fuere otra clase de persona jurídica, las piezas en referencia serán firmadas por sus administradores.


6.-
 Que demuestre fundadamente, en conformidad a su libro de compras y ventas llevado en conformidad a la ley y a las instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, que sus ventas anuales no superan el monto de 100,000 Unidades de Fomento.


Artículo 28.- Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez designará un interventor titular y suplente provisionales, de entre aquéllos síndicos que figuren en una quina presentada por el deudor.


En la misma resolución en que el tribunal designe al interventor titular y al suplente provisional, nominado en la forma establecida en el artículo anterior, dispondrá: 


1.- Que el deudor quede sujeto a la intervención del titular designado.


2.- Que el interventor informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de treinta días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del interventor por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:


a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;


b) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor, de ser declarada la quiebra del proponente para los efectos del inciso primero del artículo 37, y


c) el monto del precio mínimo del establecimiento de comercio del deudor, si en las proposiciones de convenio ha optado a ofrecerlo en venta, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del inciso primero del artículo 37 de esta ley.

3.- Que el interventor notifique por aviso la nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos dentro del plazo de 20 días. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 36.


4.- Que todos los acreedores, incluso aquellos omitidos en el listado presentado por el interventor, tendrán el plazo de cinco días contados desde la fecha de la notificación señalada en el número 3 de este artículo para objetar la nómina cuando fuere omitido o para impugnarla si su crédito fuere considerado en un monto o preferencia inferior. Esta objeción se tramitará con arreglo al procedimiento incidental.


5.- Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio y la advertencia a los acreedores que la inconcurrencia a la junta hará presumir su voto favorable al convenio.


6.- Que se notifique personalmente esta resolución al interventor titular y suplente.


7.- Que esta resolución sea notificada a los demás acreedores por aviso, y


8.- Que se despache por carta aérea certificada o por correo electrónico las proposiciones del convenio y la resolución que ha recaído en ella, a los acreedores que se hallen fuera de la República.


El interventor titular y suplente pasarán a tener el carácter de definitivos si no fueren objetados en el plazo de cinco días contados desde la fecha de la notificación de la resolución que tuvo por presentado el convenio, por acreedores que representen más del 50 % del pasivo en conformidad a la nómina presentada por el deudor. En la solicitud los peticionarios deberán señalar los nombres de un interventor titular y suplente. Certificado el porcentaje por el Secretario del Tribunal, el Tribunal procederá a remover los interventores designados y a nombrar al titular y al suplente solicitados. En contra de esta resolución no podrá deducirse recurso alguno.


Artículo 29.- La notificación por avisos deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior.


Artículo 30.- Notificada la proposición de convenio, éste no podrá ser retirado por el proponente. Si el interventor no presentare el informe dentro del plazo indicado en el Nº 2 del artículo 174, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el interventor suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.


Si el interventor informante hubiere administrado fondos de la proponente, deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia.


Los honorarios del interventor equivaldrán al 35 % los que resultarían de aplicar la tabla a que se refiere el artículo 33 del Libro Cuarto del Código de Comercio, tomando como base de cálculo el monto de avaluación de los activos practicado por el deudor en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33. Estos honorarios tendrán la preferencia del Nº 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 31.- La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, pero impedirá la realización de los bienes o a la ejecución de la sentencia en el caso de las obligaciones de hacer y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2° y 3° del Título VI del Libro Cuarto del Código de Comercio desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado.


En relación a las compensaciones, se aplicará para estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69 del Libro Cuarto del Código de Comercio, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.


Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI, del Libro IV del Código de Comercio. La referencia que el artículo 93 del Libro IV del Código de Comercio hace al interventor, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.


Artículo 32.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio especial se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.


El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 27 Nº 4 de esta ley, certificado por auditores externos independientes inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor.


Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:


a) las personas que se encuentren en una de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores; y


b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.


En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.


Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquéllos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquéllos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del interventor para la ejecución de dichos actos.


El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, dejaran de producirse los efectos señalados en el inciso primero.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2° y 3° del Título V se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha en que dejen de producirse los efectos señalados en el inciso primero.


Artículo 33.- Las proposiciones de convenio especial pueden versar sobre cualquier objeto lícito, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo.


El convenio podrá tener objetos múltiples, pero aquellos deberán ser uno mismo por categorías de acreedores, sin perjuicio que dentro de cada una de estas podrá estipularse cualquier modalidad, si aquélla es propuesta en forma alternativa o complementaria y ella es aceptada por los acreedores que le afecte directamente, en la forma señalada en el inciso tercero.


El convenio podrá contener, además, una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de los diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.


Las sociedades anónimas podrán proponer a una o más categorías de acreedores, que la cuota final sea pagada con participación accionaria de la empresa ya sea mediante la oferta irrevocable de cesión de acciones o de acciones provenientes de aumento de capital.


En el mismo convenio se podrá facultar a uno o más acreedores que para este solo efecto representen al directorio y los accionistas, a que convoquen a junta extraordinaria de accionistas y participen en ella, con el objeto de acordar el aumento de capital ofrecido y suscribir los instrumentos públicos o privados de cesión de acciones en conformidad al texto del convenio aprobado.


También el deudor podrá proponer a sus acreedores o terceros la venta de su o sus establecimientos de comercio o de la unidad económica que explota, en un valor en el que se considerarán sus flujos futuros y obligaciones reprogramadas, una vez aprobado el convenio. En este caso el interventor informará al tribunal sobre el precio mínimo y llamará a licitación pública para que los interesados hagan sus propuestas con anterioridad a la fecha de la junta de acreedores. Acordado que fuere, con el consentimiento del deudor o de la justicia en subsidio, en la misma sesión la junta de acreedores podrá adjudicar el o los establecimientos de comercio o la unidad económica, según sea el caso, al oferente que pagando a lo menos el precio mínimo dé mejores garantías de pago de las obligaciones del convenio.


En el convenio se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o resolución pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez arbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.


Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.


Artículo 34.- El interventor presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.


En el día hábil inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, que no sea sábado, a la hora que comience a funcionar el tribunal, se efectuará una audiencia verbal ante el juez, en la cual el interventor le informará por escrito acerca de la verosimilitud de la existencia y monto de los créditos que conforman el pasivo del convenio.


En ésta, oyendo previamente a los acreedores, el juez resolverá en única instancia y sobre la base de los antecedentes disponibles, cuáles de los créditos incluidos en la nómina presentada por el interventor, estén o no objetados, y por qué monto tendrán derecho a votar en esa junta. El juez apreciará los antecedentes en conciencia.


El reconocimiento de derecho a voto producirá efectos para la junta llamada a conocer del convenio, y el posterior resultado de la objeción sólo podrá alterar la determinación de la cuantía del crédito objetado y en nada afectará el acuerdo de la junta de acreedores llamada a deliberar y votar el convenio ni los efectos, de tal resolución.


Artículo 35.- Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución de mala fe por parte del interventor de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves.


En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio especial, el derecho a voto se determinará en conformidad al procedimiento señalado en el inciso primero.


2. De la aprobación del Convenio Especial


Artículo 36.- Cada categoría del convenio se considerará aprobada cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos de dos o más acreedores que representen los 2/3 o más de los créditos de la categoría. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:


a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193, salvo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo.


b) Las personas que se encuentren en alguna se las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores y


c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Si el pasivo del deudor incluyera categorías que agrupen a acreedores de la misma preferencia, se considerará acordado respecto de cada una de ellas, cuando cuente con el mismo quórum de aprobación señalado precedentemente. Para estos efectos se tomará votación por separado a cada una de las categorías de acreedores, las que podrán aprobar o rechazar en forma independiente el convenio, siendo sus estipulaciones obligatorias para aquellas categorías de acreedores que lo aprueben. No obstará al acuerdo del convenio acordado en conformidad al inciso primero, que una o más categorías no lo aprobaren, pero en tal caso no será obligatorio para los acreedores que componen la categoría disidente, salvo aquellos que voluntariamente se acojan a sus estipulaciones, declaración que se podrá efectuar en cualquier momento, mediante presentación escrita al tribunal. Aquellos acreedores incluidos en las categorías que tengan por aprobado el convenio, no podrán gozar del derecho de ejecutar individualmente al proponente.


Artículo 37.- Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro, sea de la misma o de otra categoría, acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra b) del número 2 del artículo 28, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta, en cuyo caso se entenderá que vota aprobando el convenio y que subroga legalmente al primitivo acreedor. Transcurrido ese plazo, sin que se haya practicado la consignación, el voto del acreedor que se intentó excluir se considerará emitido rechazando el convenio. Para estos efectos y previamente, el interventor deberá dar cuenta en la junta, verbalmente o por escrito, el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor.


El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.


El convenio se considerará aprobado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.


De la junta deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren, y la categoría a que pertenecen.


La modificación del convenio deberá aprobarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, excluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio, a quienes no obligará.


Artículo 38.- Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio.


Artículo 39.- En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el acta que apruebe el convenio o en instrumentos separados.


Sin perjuicio de la representación judicial y extrajudicial de los acreedores que tiene el interventor para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.


En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.


Una copia autorizada del acta de la junta en que se apruebe el convenio, y su respectiva resolución, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.


Artículo 40.- La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza.


La inconcurrencia del o los acreedores a la junta hará presumir su voto favorable al convenio.


Artículo 41.- Aprobado el convenio, el tribunal dictará la resolución que así lo declare, la cual será notificada por avisos mediante un extracto autorizado por el tribunal y desde esa época comenzará a regir.


3. De los efectos del convenio especial


Artículo 42.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, sin excepción alguna, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde y hayan o no tenido derecho a voto:


a) por los créditos anteriores a la fecha de la resolución que recae en las proposiciones de convenio


b) por los créditos consignados en el convenio simple respecto de los acreedores que lo suscribieron y, respecto de los demás, la fecha de la resolución señalada en el artículo 11.


Artículo 43.- Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los demás terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio.


Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:


a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas, sino en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;


b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía, pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor que habían garantizado;


c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;


d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


El acreedor que no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores y codeudores solidarios o subsidiarios y avalistas. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.


Artículo 44.- Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, y que no hayan sido considerados en el pasivo del convenio podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.


Artículo 45.- Una vez aprobado el convenio, los acreedores que tengan la calidad de vendedores o prestadores de servicios en los en los términos definidos en los números 3 y 4 del artículo segundo del decreto ley 825, y que se encuentren afectados por los impuestos establecidos en el titilo II o en los artículos 40 y 42 del mismo cuerpo legal, podrán solicitar que sea emitida por el deudor la nota de débito en los mismos términos señalados en la ley 18.591, si acreditan los requisitos establecidos en dicha ley, siempre que hayan efectuado esta solicitud al tribunal dentro de los 30 días contados desde la notificación de la resolución señalada en el artículo 28, previa calificación del sindico en informe que presentará en forma previa a la junta llamada a deliberar y votar el convenio.


En este caso, si el convenio versa sobre abandono de bienes, una vez emitida la nota de débito por los impuestos cuya devolución se solicite, el Fisco por el sólo ministerio de la ley se subrogará en todos los derechos que el acreedor tenia para pagar la deuda y gozará de pleno derecho y sin más trámite de la preferencia establecida para su pago en el número 9 del artículo 2472 del Código Civil.


En los otros tipos de convenio esta subrogación se hará efectiva mediante la deducción que debe hacer el deudor al cada pago comprometido, tomando como base de cálculo el porcentaje del valor considerado en la nota de débito respecto del crédito, aplicado al porcentaje que considera cada pago del convenio.


El deudor estará obligado a enterar en arcas fiscales el monto de lo deducido en virtud del artículo anterior, a más tardar el día 12 del mes posterior al de la deducción señalada en el artículo precedente.


Artículo 46.- El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor especial, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.


El interventor especial sólo podrá ser revocado, con el acuerdo del deudor, con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto y sin la aceptación del deudor, con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.


Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.


Artículo 47.- Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerden facultades distintas:


1.- Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;


2.- Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;


3.- Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;


4.- Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;


5.- Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;


6.- Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.


7.- Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y


8.- Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal.


Artículo 48.- Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a intervención si ésta no se hubiere estipulado, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.


Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al Nº 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 62, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a este.


4. Del rechazo del convenio especial


Artículo 49.- Rechazadas las proposiciones de convenio el tribunal lo tendrá por desestimado y devolverá la documentación a la acompañada por el deudor.


5. De la nulidad y resolución del convenio especial


Artículo 50.- No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio, consistentes en:


1.- Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;


2.- Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;


3.- Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;


4.- Ocultación o exageración del activo o pasivo, y


5.- Contener objeto ilícito en una o más de sus estipulaciones.


Podrán también solicitar la nulidad del convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.


Artículo 51.- La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Artículo 52.- Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.


Artículo 53.- El convenio podrá declararse resuelto a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de las obligaciones del deudor y a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, en el caso a que se refiere el artículo 48.


Artículo 54.- Las acciones de resolución prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.


Artículo 55.- La sentencia ejecutoriada que declare resuelto el convenio, lo dejará sin efecto y extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


Artículo 56.- Las cantidades pagadas por el deudor antes de la resolución servirán de abono a las deudas respectivas.


Artículo 57.- La nulidad y la resolución del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 27, o por el árbitro designado en conformidad al artículo 62.


La sentencia que acoja la demanda de nulidad o de resolución será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención de un síndico, si el interventor no lo fuera, que será designado por el tribunal en conformidad a la proposición del demandante de acuerdo al artículo 59, que tendrá las facultades del artículo 47 y las que además estime necesarias el tribunal, contra cuya resolución no procederá recurso alguno.


Artículo 58.- En la demanda de nulidad o resolución del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente que deberían asumir como interventores, y sólo a éstos el deberá designar tribunal en la sentencia que dé lugar a la demanda.


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de resolución del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.


Si el convenio resultare declarado nulo el convenio por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.


Artículo 60.- Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones del convenio que le dio origen, y la sentencia ejecutoriada que dé lugar a la nulidad o a la resolución, se regirán por las reglas de los Párrafos 2°, 3° y 4° del Título VI del Libro Cuarto del Código de Comercio.


Artículo 61.- La sentencia definitiva de nulidad o de resolución de un convenio reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida.


6. De los tribunales arbítrales.


Artículo 62.- El deudor y dos o más acreedores que representen en su conjunto más del 50% de los créditos con derecho a concurrir y votar, certificado en la forma señalada en conformidad al inciso segundo del artículo 32 y cuya base de cálculo excluya a los acreedores señalados en el inciso tercero de la misma disposición, podrán proponer en el convenio especial de que trata este título, el nombre de un arbitro titular y un arbitro suplente, incluido en la lista que la Superintendencia de Quiebras lleve al efecto.


En la forma propuesta el tribunal deberá designar el árbitro, notificándolo personalmente.


Artículo 63.- La competencia del árbitro se extenderá a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio especial y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente al Tribunal que conoció del convenio.


El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.


El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.


El árbitro será de derecho, salvo que en la proposición se le otorgue el carácter de mixto. La aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario del tribunal que lo designó.


Artículo 64.- Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, los que serán de hasta un 4% del valor del activo declarado en la proposición de convenio.
________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley N° 18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de 

riego, con informe de la Comisión de Agricultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de riego, correspondiente al Boletín Nº 3.336-01.



Añade que la Comisión de Agricultura discutió este proyecto en general y en particular y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.



El señor Secretario General agrega que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó las siguientes modificaciones al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único

N° 1.


Sustituirlo por el siguiente:


“1.- Modifícase el artículo 2º del modo siguiente:


a) Contemplar, como inciso primero, su actual texto, desde su inicio hasta el primer punto seguido.


b) Incorporar como inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto, el siguiente:


“Podrán postular también a los beneficios de la ley, los arrendatarios de predios agrícolas cuyos contratos de arrendamiento consten por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, que cuenten con la autorización previa y por escrito del propietario y cuyo plazo de duración no sea inferior a cinco años contado desde la fecha de apertura del concurso al que postulen.  Del mismo modo y bajo las mismas condiciones, podrán postular los arrendatarios con opción de compra o leasing, cursados por instituciones bancarias, compañías de seguros u otras, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos o de Valores y Seguros. El propietario del predio bonificado, será responsable frente a la Comisión de la obligación que le impone el artículo 14 de la ley.”.


c) Consultar, como inciso tercero, el actual texto del inciso primero, desde la frase “Asimismo, podrán acogerse…”, hasta el punto final que antecede a la expresión “conforme a la ley.”.”. 
Nº 2.


Reemplazar la expresión “en el inciso primero” por la frase “en los incisos primero y segundo”. 

Nº 3.


Suprimirlo

- - -


El señor Secretario General  añade que todas estas enmiendas fueron, igualmente, aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión de Agricultura, precedentemente señalados.



Finalmente, destaca que la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión de Agricultura, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez, estimó que no procede dar a esta iniciativa el trámite de Comisión de Hacienda, atendida la naturaleza de la misma.

- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Ominami, Muñoz Barra, Sabag y Naranjo.



Seguidamente, el señor Presidente señala que se ha solicitado abrir la votación de esta iniciativa, lo que procede a efectuar.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Espina, Letelier, Navarro y  Vásquez.



Luego, el señor Presidente propone a la Sala, a solicitud del Honorable Senador señor Coloma, como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 19 de mayo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, en la siguiente forma:


1.- Modifícase el artículo 2º del modo siguiente:


a) Contemplar, como inciso primero, su actual texto, desde su inicio hasta el primer punto seguido.


b) Incorporar como inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto, el siguiente:


“Podrán postular también a los beneficios de la ley, los arrendatarios de predios agrícolas cuyos contratos de arrendamiento consten por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, que cuenten con la autorización previa y por escrito del propietario y cuyo plazo de duración no sea inferior a cinco años contado desde la fecha de apertura del concurso al que postulen.  Del mismo modo y bajo las mismas condiciones, podrán postular los arrendatarios con opción de compra o leasing, cursados por instituciones bancarias, compañías de seguros u otras, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos o de Valores y Seguros. El propietario del predio bonificado, será responsable frente a la Comisión de la obligación que le impone el artículo 14 de la ley.”.


c) Consultar, como inciso tercero, el actual texto del inciso primero, desde la frase “Asimismo, podrán acogerse…”, hasta el punto final que antecede a la expresión “conforme a la ley.”.”. 


2. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 4º, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “cualquiera que sea la condición de los postulantes indicados en los incisos primero y segundo del artículo 2º”.

- - -


El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

____________

TIEMPO DE VOTACIONES



El señor Presidente anuncia que, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en esta sesión, corresponde ocuparse de los siguientes proyectos de acuerdo:


- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Kuschel y Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas en favor de las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén (Boletín Nº S 1.066-12).


- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Zaldívar y Horvath, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República un conjunto de medidas para poner fin al aislamiento de la provincia de Palena (Boletín Nº S 1.067-12).


- Proyecto de acuerdo del Honorable Senador señor Escalona, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la utilización del mecanismo del dos por ciento constitucional para la comuna de Chaitén y localidades afectadas de la provincia de Palena (Boletín Nº S 1.068-12).



El señor Secretario General señala que en caso de ser aprobados dichos proyectos, se refundirán en uno sólo para ser comunicados a Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -



Puestos en votación los proyectos de acuerdo, son aprobados por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de estos asuntos.



De conformidad a lo señalado precedentemente, el texto de los proyectos de acuerdos aprobados queda refundido en el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la madrugada del viernes 2 de mayo hizo erupción el volcán Chaitén, expulsando a la atmósfera una nube tóxica de grandes dimensiones;
2. Que la fuerza de dicha erupción, y de otras que se han sucedido, ha sido de tal magnitud que ha obligado a la evacuación de todos los habitantes del área afectada;
3. Que, lo anterior, arriesga para los evacuados la pérdida de todas sus pertenencias, así como la muerte de sus animales y el perjuicio de sus cosechas y plantaciones;
4. Que, como resultado de esta catástrofe de la naturaleza, se generan estragos en la economía de las localidades afectadas y un grave daño al medio ambiente;
5. Que se hace necesario el concurso de las voluntades de las autoridades, de la comunidad y de las colectividades políticas para respaldar y apoyar las medidas establecidas por el Gobierno en ayuda de las víctimas, las cuales deben orientarse a asegurar la vida, en condiciones de dignidad, de los habitantes desplazados, y

6. Que se requiere la urgente inversión de recursos para terminar el aislamiento de esta zona del país, y acudir en auxilio de quienes han sufrido los efectos de este devastador fenómeno geológico.

El Senado acuerda:


1) Respaldar la adopción de medidas de emergencia y la declaración de zona de catástrofe, decretadas por Vuestra Excelencia, para enfrentar la tragedia ocurrida en Chaitén, con motivo de la violenta erupción del volcán del mismo nombre, el 2 de mayo del año en curso.


2) Solicitar a Vuestra Excelencia lo siguiente:


- Utilizar el 2% constitucional para socorrer la comuna de Chaitén y las localidades afectadas de la provincia de Palena, a fin de obtener los recursos que permitan mitigar los daños que esta tragedia tiene para sus habitantes, el medio ambiente y la economía de la zona.


- Expropiar los terrenos necesarios para emplazar una franja que sirva como camino continuo que permita unir, ininterrumpidamente, la provincia de Palena con la capital regional de Puerto Montt. En este sentido, se solicita iniciar a la brevedad los trabajos para concluir el tramo de la Ruta 7 que une Puerto Montt y Chaitén sin trasbordo (donde faltan sólo 64 kilómetros).

- Habilitar transbordadores destinados al tránsito de personas y vehículos en las secciones actualmente no construidas de dicho tramo.


- Apoyar a los habitantes de Chaitén en su actividad social y económica, en el contexto del desarraigo, aislamiento y evacuación que soportan sin poder obtener ingresos ni cumplir con sus compromisos financieros.

- Condonar a los afectados intereses y multas y postergar pagos de impuestos y obligaciones con el Fisco.


- Crear un subsidio social de apoyo a todas las personas evacuadas mientras dure la emergencia.”.

________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor  Espina ha solicitado que se dirija, en su nombre, los siguientes oficios:



1) Al señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, solicitando información acerca de supuestas irregularidades cometidas en la Institución que dirige.



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Fundación INTEGRA, requiriendo información acerca de la situación derivada del despido de una parvularia de la sede de la Fundación en la comuna de Traiguén.



3) Al señor Gerente General de Aguas Araucanía S.A., solicitando adoptar las medidas necesarias para solucionar los problemas derivados de los desbordes de la planta elevadora de aguas servidas ubicada en el sector de Villa Florencia, comuna de Traiguén.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Espina, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



El señor Presidente anuncia que, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión de hoy, los señores Senadores que deseen fundamentar su posición en relación con los proyectos de acuerdo precedentemente aprobados podrán intervenir en los Incidentes.



Seguidamente, y para este efecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, Zaldívar, Kuschel, Orpis, Letelier, Navarro y Vásquez.

______________



En el tiempo del Comité Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Vásquez, quien se refiere a los problemas existentes en el Hospital Regional de Temuco, de lo que ha dado cuenta el Diario Austral de esa ciudad y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, con el objeto de remitir la aludida información de prensa y para que se adopten las medidas necesarias que permitan dar una atención digna a los usuarios de dicho centro asistencial.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, de conformidad al Reglamento del Senado.
__________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los efectos de la expansión de la ciudad de Santiago y la probable aprobación de un nuevo Plan Regulador Metropolitano y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones y a las señoras Ministras de Vivienda y Urbanismo, de Planificación y de Agricultura, con el objeto de que den respuesta a las interrogantes que formula, en el ámbito de sus respectivas Carteras de Estado, de lo que da cuenta la copia de su intervención, que se acompaña.



Seguidamente, el señor Senador se refiere a la protección a la maternidad que se otorga en los órganos de la Administración del Estado, materia de la cual se ocupa el proyecto de ley de su autoría, correspondiente al Boletín N° 5.817-13, actualmente radicado en la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Corporación y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social y a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, solicitando su opinión respecto de esa iniciativa.



Luego, el Honorable Senador señor Navarro solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Directora del Trabajo, para que informe sobre la totalidad de los casos de despidos arbitrarios, incumpliendo las normas sobre protección de la maternidad, registrados en los últimos diez años y las denuncias que se han efectuado en esta materia. 


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités  Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 18ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE MAYO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Hugo Lavados Montes y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión décimo quinta, ordinaria, de 29 de abril del año en curso, que no ha sido observada. 

______________

CUENTA

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado al proyecto de ley que regula tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (Boletín Nº 4.523-15) y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta.



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que regula el contrato de prestación de servicios educacionales y establece normas sobre derechos de los alumnos, padres y apoderados en el proceso educacional (Boletín N° 2.862-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el tercero, informa que ha prestado su aprobación, con la enmienda que indica, al proyecto de ley sobre salida de menores desde Chile (Boletín N° 4.594-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, relativo al número de empresas agrícolas en que existen sindicatos y de lugares en que se aplica el mecanismo de la negociación colectiva.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Federativa de Brasil, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2007 (Boletín N° 5.276-10).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y de Paraguay, suscrito en Santiago el 7 de junio de 2007 (Boletín N° 5.428-10).



-- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que instruya a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, y de Vivienda y Urbanismo, para que adopten las medidas necesarias para que se construyan ciclovías en las calles o avenidas segregadas para la locomoción colectiva (Boletín N° S 1.039-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



Del Honorable Senador señor Núñez, con la que inicia un proyecto de ley que establece normas sobre permiso para las trabajadoras durante el embarazo (Boletín N° 5.856-13).



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que amplía el plazo del derecho a ausentarse del trabajo, para la madre, en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (Boletín N° 5.857-13).



-- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Ominami y Vásquez, con el que solicitan al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que estudie y promueva en los distintos ministerios y servicios públicos mecanismos que garanticen a los ciudadanos el acceso y uso igualitario de sus plataformas tecnológicas (Boletín N° S 1.069-12).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Comunicaciones



De los Comités del Senado, en que informan que por unanimidad han acordado que la Comisión Especial encargada de analizar el informe evacuado por el Instituto Chileno de Campos de Hielo estará integrada por los Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero, Horvath, Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Vásquez.



-- Se toma conocimiento.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, mediante la cual solicita reabrir el plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13) (con urgencia calificada de “simple”), hasta las 17:00 horas del lunes 12 de mayo del año en curso, en la Secretaría de la Comisión.



-- Se accede a lo solicitado.

________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía y Especial de 

Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, correspondiente al Boletín Nº 3.588-08, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple urgencia”.


Añade que proyecto de ley cuenta con un informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del cual la Sala, en sesión 50ª, ordinaria, de 14 de diciembre del año 2005, acordó remitirlo para un nuevo informe de una Comisión Especial, de Ciencia, Tecnología e Innovación, y, posteriormente, en la sesión 20ª, ordinaria, de 16 de mayo del año pasado, se resolvió que fueran las Comisiones unidas de Educación, Minería y Energía y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación las que analizaran el proyecto.


El señor Secretario General agrega que las mencionadas Comisiones unidas, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutieron la iniciativa solamente en general y aprobaron la idea de legislar por 8 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero (quien contaba con dos votos), Flores, Longueira, Navarro, Núñez (quien también contaba con dos votos) y Vásquez, y con el voto en contra del Honorable Senador señor Orpis y la abstención del Honorable Senador señor Prokurica.


Añade, finalmente, que el texto del proyecto que las Comisiones unidas proponen aprobar en general es el mismo que sancionó la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en el aludido informe del año 2005 y que precisamente corresponde a una indicación sustitutiva presentada por el Poder Ejecutivo.

- - -


En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez y Muñoz Barra, al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y a los Honorables Senadores señores Orpis, Gazmuri, Cantero, Gómez y Ominani.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Cantero solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, requiriendo que informe acerca del uso que se ha dado al Fondo de Innovación para la Competitividad y al Impuesto Específico a la Actividad Minera.


Adhieren a esta petición, los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Gómez, Navarro, Pizarro, Vásquez y Zaldívar.

El señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para dirigir el oficio mencionado y agrega que el Honorable Senador señor Prokurica ha solicitado que también se informe acerca del monto recaudado hasta la fecha por el Impuesto Específico a la Actividad Minera, pormenorizado por año y distribución regional.


Así se acuerda y se envía el oficio, en nombre del Senado, en los términos indicados.


A continuación, el señor Presidente señala que ha llegado la hora de término del Orden del Día de esta sesión y que se encuentran inscritos para intervenir los Honorables Senadores señores Bianchi, Ruiz-Esquide, Sabag, Letelier, Navarro, Núñez, Gazmuri, Naranjo, Flores, Prokurica y Ávila, quienes lo harán en la próxima sesión ordinaria.


Queda pendiente la discusión de este asunto.

________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) A Su Excelencia la Presidenta de la República, requiriendo un pronunciamiento sobre la situación que afecta a persona que indica como consecuencia del impacto de bala causado por un funcionario de Gendarmería de Chile.



2) Al señor Ministro del Interior, solicitando información acerca de la solicitud de Pensión no Contributiva de persona que indica.



3) Al señor Ministro de Defensa Nacional, requiriendo información  respecto de la presentación de la Asociación de Productores de Ostras y Ostiones de Chile A.G. en lo referente a la condonación del pago de la Patente Única de Acuicultura correspondiente a los años 2007 y 2008.



4) A la señora Ministra de Educación, solicitando información  sobre derecho a cobro en demanda en materia de la “Deuda Histórica de los Profesores”.


5) Al señor General Director de Carabineros de Chile, requiriendo información respecto de la solicitud de pago de diferencia de asignación por cambio de residencia de persona que indica.


6) Al señor Subsecretario del Trabajo, solicitando emitir su opinión acerca de la presentación de persona que indica, en la que solicita la anulación de la resolución  de la Comisión  Médica de Reclamos.



7) A la señora Directora Regional del Trabajo de la II Región, requiriendo el estudio de los antecedentes del despido de persona que indica por CODELCO Norte.


8) Al señor Superintendente de Seguridad Social, a fin de que informe sobre reevaluación de persona que señala.


9) Al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, solicitando información respecto de los años de imposiciones de persona que indica en la Caja de Marina Mercante. 


10) Al señor Vicepresidente Corporativo de la División CODELCO Norte, con el objeto de que proporcione antecedentes sobre venta de equipos y maquinarias en Mina Sur de esa División.



11) Al señor Director de la Oficina Subregional de la OIT para el Cono Sur de América Latina, para que informe sobre la presentación efectuada por los ex trabajadores de la Cámara Marítima de Chile que indica.

- Del Honorable Senador señor Espina:


1) Al señor Contralor General de la República, requiriendo disponer la investigación del destino de los recursos comprometidos a los Comités Habitacionales de la comuna de Angol por parte de la Ilustre Municipalidad de esa Comuna.


2) A los señores Secretario Regional Ministerial de Economía subrogante y de Agricultura de IX Región, solicitando la  investigación de los hechos que indica que afectan a los pequeños y medianos empresarios panaderos.


- De los Honorables Senadores señores Espina y García a la señora Ministra de Salud y, por su intermedio, al Secretario Regional Ministerial de Salud de la IX Región, requiriendo la investigación de la situación que afecta al Hospital de Temuco y señale las medidas que se adoptarán por dicha Cartera de Estado y la Subsecretaria de Redes Asistenciales para su adecuado funcionamiento.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los Honorables señores  Senadores precedentemente señalados, de conformidad al Reglamento del Senado.
______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien efectúa diversos comentarios en relación con las necesidades de conectividad del país y de las posiciones que ante ello ejercen los representantes de grupos ambientalistas.
__________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien realiza diversos comentarios acerca del tema que desarrolló el Honorable Senador señor Orpis precedentemente.



Seguidamente, el señor Senador se refiere a la denominación de la calle “Coronel Arturo Álvarez Sgolia”, Población Aeropuerto, en la comuna de Chañaral y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de esa Comuna y, por su intermedio, a los señores Concejales, solicitando que se estudie el cambio de nombre de esa arteria por los motivos que indica.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, de conformidad al Reglamento del Senado.


A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominami, quien se refiere a la falta de respuesta de la presentación efectuada ante el Tribunal Constitucional por un grupo de Senadores a propósito de la eventual implicancia de dos de sus Ministros en relación con el requerimiento relativo a la distribución de la píldora del día después, y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Presidente de dicho Excelentísimo Tribunal, para que informe sobre el particular.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Ominami, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar, quien efectúa diversas precisiones y comentarios acerca de las medidas a aplicar como consecuencia de la erupción del volcán Chaitén señaladas en el proyecto de acuerdo aprobado por el Senado en la sesión del día de ayer.

______________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, interviene el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las materias que se indican a continuación, solicitando, en cada caso, enviar los oficios a las siguientes autoridades:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información sobre el anuncio efectuado por ese Secretario de Estado en cuanto a la construcción de dos rutas, una por mar y otra terrestre, para conectar el sector de Chaitén y sus alrededores con el resto del país.



2) A la señora Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia y al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, requiriendo información acerca de cuáles son y los lugares en que se encuentran ubicados los volcanes que implican riesgo; los programas elaborados para advertir a los pobladores de los lugares aledaños a aquéllos y el monto de la inversión pública dispuesta para esas áreas por los Ministerios de Obras Públicas y de Planificación y los Gobiernos Regionales.



3) A los señores Ministros de Hacienda y de Minería, solicitando información acerca de la inversión efectuada en los últimos 30 años en vulcanología y, en especial, si en la VIII Región se han efectuado inversiones en sectores donde hay posibilidades de erupción.



4) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información acerca de los problemas que afectan a los habitantes del sector Pedro de Valdivia Bajo, en la comuna de Concepción, que participan en el programa “Quiero mi Barrio”.



5) A las señoras Ministras de Educación y de Salud y al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social y, por su intermedio, a la señora Directora del Trabajo, solicitando información acerca de las políticas que se desarrollan en el país para el cumplimiento de las normas nacionales e internacionales en materia de trabajo infantil y adolescente, de manera de permitir que dichos sectores de la población puedan desarrollar con normalidad sus estudios.



6) A los señores Subsecretario de Pesca y Director Nacional de Pesca, requiriendo información sobre los planes de administración de las especies en riesgo y, en especial, las medidas que se están adoptando en la VIII, IX y X Regiones para la subsistencia de los recursos sardina, anchoveta y merluza.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en su nombre, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités  Partido Renovación Nacional y Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 19ª, ORDINARIA, EN MARTES 13 DE MAYO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Hugo Lavados Montes; de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



El acta de la sesión décimo sexta, ordinaria, de 30 de abril del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

______________

CUENTA

Mensajes



Treinta y ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que elimina el componente fijo del impuesto específico que grava la utilización de los combustibles, gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, señalado en la ley N° 18.502 (Boletín N° 5.822-05).



Con los nueve siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero en la elección del Presidente de la República (Boletín N° 268-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (Boletín Nº 2.949-05).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.648-05).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (Boletín N° 5.343-01).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base (Boletín N° 5.433-13).



9.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



Con los veintiséis siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



3.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (Boletín N° 5.479-02).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (Boletín Nº 1.707-18).



6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la “Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas” (Boletín N° 5.500-10).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU, el 15 de diciembre de 1989 (Boletín N° 4.732-10).



8.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001 (Boletín N° 4.733-10).



9.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (Boletín N° 4.964-10).



10.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo sobre requisitos para el etiquetado de vinos del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007 (Boletín N° 5.612-10).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).


12.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 5.522-07).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



14.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Naranjo y ex Senador señor Viera-Gallo, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (Boletín N° 3.493-07).



15.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



16.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (Boletín N° 5.324-07).



17.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Romero y ex Senador señor Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales (Boletín N° 3.544-07).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03)



19.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



20.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



21.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



22.- Proyecto de ley sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes (Boletín N° 4.008-02).



23.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



24.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



25.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



26.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07). 



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el número treinta y siete, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último, retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva (Boletín Nº 4.332-15).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Ocho de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo sancionando las prácticas de acoso laboral (Boletín Nº 3.198-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que elimina el componente fijo del impuesto específico que grava la utilización de los combustibles, gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, señalado en la ley N° 18.502 (Boletín N° 5.822-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con los cinco siguientes, comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre las Repúblicas de Chile y del Paraguay para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo (Boletín N° 5.609-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre Chile y Malasia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y su Protocolo (Boletín N° 5.610-10).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de la Federación de Rusia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio (Boletín N° 5.611-10).



4.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio entre Chile y Portugal para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al Impuesto a la Renta y su Protocolo (Boletín N° 5.613-10).



5.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio entre Chile e Irlanda para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al Impuesto a la Renta y a las Ganancias de Capital y su Protocolo (Boletín N° 5.614-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el último, comunica que ha desechado en general el proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados y que Su Excelencia la Presidenta de la República ha solicitado su remisión al Senado para los efectos de lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental (Boletín N° 4.968-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del inciso segundo del artículo 149 del Código Procesal Penal.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las deudas hipotecarias del conjunto habitacional “Villa Manuel Bustos”, ubicado en la localidad de Alerce, comuna de Puerto Montt.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, acerca de un bono para los funcionarios pertenecientes a la CONFENATS, FENPRUSS y ASEMUCH.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los planes especiales de desarrollo para las comunas de Coronel, Talcahuano, Tomé y Lota y otras comunas de la provincia de Arauco.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre construcción del Embalse del Río Purén.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con los que contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos a las medidas adoptadas por esa Cartera de Estado respecto de los bancos e instituciones financieras que no han repactado las deudas contraídas para adquirir viviendas sociales; a condonaciones y beneficios para 350 familias de deudores habitacionales de la población “Doña Graciela-Salvador Allende II”, de la comuna de Coronel, y a las deudas hipotecarias del conjunto habitacional “Villa Manuel Bustos”, ubicado en la localidad de Alerce, comuna de Puerto Montt.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15), actualmente en tramitación en la Honorable Cámara de Diputados.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a las centrales hidroeléctricas en Aysén.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre financiamiento de programas de tenencia responsable de mascotas.



De la señora Subsecretaria de Transportes, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de aplicar los beneficios del subsidio de transporte terrestre, marítimo y aéreo que posee la provincia de Palena, respecto de los traslados hacia Puerto Montt y Chaitén, a los habitantes de las localidades de La Junta, Puyuhapi, Lago Verde y Puerto Raúl Marín Balmaceda.



Dos del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la interconexión, mediante fibra óptica, de la provincia de Palena y el sector centro y norte de la Región de Aysén.



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la instalación de teléfonos públicos en la localidad de Repollal, comuna de las Guaitecas.



Del señor Fiscal Regional subrogante del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la investigación que se ordenó instruir respecto del incendio ocurrido en el Fundo Santa Ana y que afectó a una parcela de propiedad de don Lizandro Hernández.



Del señor Intendente de Valores, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, relativo a la forma en que se enfrentará el alza de las tasas de interés.



De la señora Jefa del Área Social de la Dirección Sociocultural de la Presidencia de la República, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de la situación que afecta a doña Paz Guerra Fuentes.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (Boletín N° 5.479-02) (con urgencia calificada de “simple”).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Barra, Pérez Varela y Vásquez, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que en la elaboración del proyecto de ley que establezca un subsidio permanente del Estado para el sistema de transporte de la Región Metropolitana se considere la realidad del transporte público en su dimensión nacional (Boletín N° S 1.059-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



Del Honorable Senador señor Ominami, con la que inicia un proyecto de ley que establece limitaciones para la actuación de agentes encubiertos, agentes reveladores e informantes, en la investigación por tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas (Boletín N° 5.870-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que obliga a trasladar a espacios subterráneos las líneas de transporte y distribución de energía eléctrica que atraviesen bienes nacionales de uso público (Boletín N° 5.871-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que limita el aumento en los precios de determinados productos en ciertos períodos del año (Boletín N° 5.873-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que forme una comisión de especialistas que elabore una política de Estado en materia de monitoreo de volcanes (Boletín N° S 1.070-12).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de un conjunto de medidas para enfrentar la situación que se vive en la provincia de Palena por la erupción del volcán Chaitén, y proponen constituir una Comisión Parlamentaria Bicameral de Senadores y Diputados de la provincia de Palena y de la Región de Aysén (Boletín N° S 1.071-12).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del país a partir del 12 de mayo de 2008.



Del Honorable Senador señor Núñez, para ausentarse del país a contar del 8 de mayo del presente año.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

- - -


Durante la sesión llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha aprobado, con excepción de las que indica, las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07) (con urgencia calificada de “suma”) y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:

1) Fijar nuevos plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:


1.1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11), hasta las 18:00 horas del día de hoy.


1.2.- Proyecto de ley que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín N° 3.975-13), hasta las 12:00 horas del día lunes 19 del mes en curso. Las indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


1.3.- Proyecto de ley que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín N° 4.975-14), hasta las 12:00 horas del día 16 de junio del presente año.


2) Colocar en la Tabla del Orden del Día de la Sesión Ordinaria del próximo martes 20 del mes en curso, el proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14) (con urgencia calificada de “simple”).

________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía y Especial de 

Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión en general del proyecto de la referencia, la que quedó pendiente en la sesión 18ª, ordinaria, de 7 de mayo del año en curso.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, correspondiente al Boletín Nº 3.588-08, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple urgencia”.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de las sesión precedentemente señalada.

- - -



Continuando con la discusión en general de este proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi y Ruiz-Esquide.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para votar en esta sesión el proyecto de acuerdo que presentó junto con los Honorables Senadores señores Kuschel y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de un conjunto de medidas para enfrentar la situación que se vive en la provincia de Palena por la erupción del volcán Chaitén, y proponen constituir una Comisión Parlamentaria Bicameral de Senadores y Diputados de la provincia de Palena y de la Región de Aysén, correspondiente al Boletín N° S 1.071-12, respecto del cual se dispuso en la Cuenta de esta sesión que fuera informado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Así se acuerda.

- - -



Continuando con la discusión en general de este proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag, Ávila, Letelier, Prokurica y Flores, señora Matthei y señores Romero, Vásquez y Gazmuri, al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y al Honorable Senador señor Larraín.



Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Romero y Larraín, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 131 N° 7 del Reglamento del Senado, formulan indicación para que el proyecto vuelva a Comisión para un nuevo primer informe.



Asimismo, el Honorable Senador señor Larraín plantea, además, que la iniciativa vuelva a Comisión para ser tratada en general y en particular a la vez, para permitir luego a la Sala efectuar la discusión sobre un texto concreto.



Seguidamente, el señor Presidente propone a la Sala acoger la petición formulada por los Honorables señores Senadores precedentemente citados, para que las Comisiones Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas, discutan en general y en particular esta iniciativa, fijando al efecto un plazo hasta el 1° de julio del año en curso, para que las Comisiones aludidas presenten su informe y en el entendido que el Ejecutivo presentará su indicación a la brevedad.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri.



Consultada la opinión de la Sala sobre la proposición formulada por el señor Presidente, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.

________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica y del ex Senador señor Ruiz de Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, con informe de la Comisión de Intereses 

Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, correspondiente al Boletín Nº 3.777-03.



Añade que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 3ª, ordinaria de 14 de marzo del año pasado, discutió este proyecto en general y en particular, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri y Horvath.


El señor Secretario General agrega que respecto de la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones a la iniciativa de origen, las que fueron acordadas también por unanimidad, con excepción de las referidas a los artículos 64 E, 64 F y 111 B, que se agregan a la Ley General de Pesca y Acuicultura, y el inciso final del artículo transitorio, donde votó en contra el Honorable Senador señor Arancibia.


Hace presente, finalmente, que en la discusión en particular el proyecto deberá ser informado por la Comisión de Hacienda.
- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Arancibia.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes, dejándose constancia, para los efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, que lo fue por 19 votos, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 9 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores:


1. Introdúcense las siguientes enmiendas a su artículo 2º:


a) Sustitúyese el Nº 14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase el siguiente número 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras o en plantas de proceso para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y la ordenación de la actividad pesquera. 


Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos tendrán el carácter de reservados. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.


La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”. 


2. Incorpórase el siguiente Párrafo 1º bis al Título II:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


“Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos de su descarte, el que deberá comprender a lo menos la cuantificación del mismo, la determinación de sus causas, la forma en que éste se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar a lo menos la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la Ley Nº 19.713.


El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.


En el plazo máximo de cinco años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un Plan de Reducción del Descarte.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación, ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. 


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).


c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo. 


d) Que en el informe técnico que propone la cuota de captura se haya descontado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un Plan de Reducción del Descarte.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- El descarte de especies objetivo sometidas a la regulación del artículo anterior, no se imputará a la cuota global anual de captura respectiva. 


Artículo 7° D.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en el presente artículo.


Artículo 7° E.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.


3. Incorpórase el siguiente artículo 63 A:


“Artículo 63 A: Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse los siguientes artículos 64 E y 64 F:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.


El Servicio Nacional de Pesca podrá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio o por entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.


Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento. El Servicio acreditará, directamente o a través de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.


Quedarán excluidas de la obligación a que se refiere el presente artículo las embarcaciones artesanales.


Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E, tendrán el carácter de reservado. Su destrucción, sustracción o divulgación será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá plena prueba para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


6. Agréganse los siguientes artículos 111 A y 111 B:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° Bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En el caso que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713. 


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción, será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que haya sido manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior, será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


7. Agrégase el siguiente inciso cuarto y final al artículo 113:


“La omisión en la entrega de la información a que se refiere el artículo 63 A, o la entrega de información falsa, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


8. Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación, todas aquellas naves que participen de la investigación, ya sea por someterse voluntariamente a ésta o bien por haber sido nominados por la Subsecretaría no le serán aplicables las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley Nº 19.713 y sus modificaciones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte el devolver al mar las especies capturadas.”.


2) Sustitúyese el Nº 1 de su artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º, a continuación del Nº 14) el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.


Artículo Transitorio.- En el plazo de dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley deberá dictarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E.


Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la infracción contenida en el artículo 111 B.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES 

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidente de la República, que instruya a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, y de Vivienda y Urbanismo, para que adopten las medidas necesarias para que se construyan ciclovías en las calles o avenidas segregadas para la locomoción colectiva, con informe de la 

Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín Nº S 1.039-12.



Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones envió un oficio al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información sobre la materia en él contenida. La autoridad requerida respondió que se ha incluido en los estudios por desarrollar en su Cartera la evaluación acerca de la incorporación de ciclovías en los futuros corredores de transporte público.


Teniendo en consideración esta información otorgada por el Ministerio de Obras Públicas, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Novoa, recomendar a la Sala la aprobación del proyecto de acuerdo.



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente: 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que durante el mes de febrero de 2007 se puso en marcha un nuevo sistema de transporte público, denominado Transantiago;
2. Que, junto con mejorar el servicio de transporte público de la ciudad de Santiago, dicho sistema tiene como objetivos disminuir el uso del automóvil e incentivar la utilización de la bicicleta;
3. Que, como parte del proyecto Transantiago, se han implementado una serie de vías segregadas en las principales avenidas que cruzan Santiago, por donde sólo puede circular la locomoción colectiva. Tal es el caso de las avenidas Irarrázaval, Vicuña Mackena y Providencia, entre otras;
4. Que la ley establece que los ciclistas deben conducir por el lado derecho de las calles y avenidas, norma aplicable a toda clase de vehículos;

5. Que, al igual que los demás conductores, los ciclistas no pueden desplazarse por las vías segregadas, debiendo hacerlo por la calzada del lado izquierdo, lo cual pone en grave riesgo su integridad física y su vida, pues los conductores de los restantes vehículos no están acostumbrados a esta situación;

6. Que son muy escasas las calles y avenidas que, contando con vías segregadas, contemplan, además, ciclovías por las que los ciclistas puedan desplazarse con seguridad. Incluso, no existen estas construcciones en calles paralelas, y

7. Que si bien existe un programa del Gobierno destinado a dotar a la ciudad de Santiago de una red de ciclovías, éste es insuficiente y a mediano plazo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que, en conjunto con el señor Ministro de Obras Públicas y la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, incorporen en el programa de infraestructura de apoyo al Transantiago la obligación de construir una ciclovía a lo largo de toda calle o avenida en la que se hayan establecido vías segregadas para la locomoción colectiva. De no ser factible lo anterior por motivos técnicos, que dichas ciclovías sean construidas en calles paralelas a las vías segregadas.”.
_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Navarro, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Hacienda para que, con cargo al presupuesto del Sector Público, se contraten seguros de vida a favor de los familiares de los funcionarios de Carabineros de 

Chile muertos en actos de servicio



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Navarro, correspondiente al Boletín Nº S 1.046-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que Carabineros de Chile es una fuerza policial del Estado compuesta por cuarenta y cuatro mil funcionarios, aproximadamente, cuya misión es velar por el orden y la seguridad de los chilenos;
2. Que, por ende, se encuentran en la primera línea de lucha contra la delincuencia;
3. Que, en razón de lo expuesto, más de mil carabineros han dado su vida en actos de servicio, desde su nacimiento como institución, el 27 de abril de 1927;
4. Que, actualmente, todos los funcionarios de Carabineros, al incorporarse a sus filas, deben adquirir un seguro de vida que cancelan con sus sueldos, lo cual implica una merma de sus ingresos (muchas veces modestos);

5. Que es deber del Estado otorgar el máximo de protección a estos abnegados servidores públicos, incluso más allá de su muerte en acto de servicio, y

6. Que, por lo mismo, lo más justo es que el seguro de vida que cubra la muerte de un funcionario en acto de servicio sea pagado por el Estado, de tal forma de reparar en parte el dolor de sus familiares, y garantizar una vida digna para su cónyuge e hijos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda para que estudie la posibilidad de que el Estado, con cargo al presupuesto de la Nación, contrate un seguro de vida que opere en caso de muerte, en acto de servicio, de un funcionario de Carabineros de Chile.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Naranjo, mediante el cual solicita a Su Excelencia la señora Presidente de la República que se elimine el pago del IVA por la compra de las denominadas “ampolletas eficientes”, y otros artefactos electrónicos que 

permitan el ahorro de energía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por el Honorable Senador señor Naranjo, correspondiente al Boletín Nº S 1.045-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que nuestro país se encuentra afectado por una severa crisis energética;
2. Que las autoridades de Gobierno han impulsado diversas medidas destinadas a enfrentar esta delicada situación y minimizar los riesgos de cortes de energía eléctrica durante los próximos meses, como son la reducción del voltaje, la prolongación del horario de verano y una campaña de ahorro de energía en el sector público y privado;
3. Que el señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y otras autoridades, han realizado distintos llamados a los chilenos, en orden a colaborar con dicha campaña mediante la reducción del consumo eléctrico en sus hogares;
4. Que existen en el mercado ampolletas “eficientes” y artefactos eléctricos que permiten un importante ahorro de energía en las casas, departamentos y lugares de trabajo. Así, según un estudio de CHILECTRA, el uso de cuatro de tales ampolletas en una vivienda permite ahorrar el 19% del consumo eléctrico mensual;

5. Que las ampolletas “eficientes” tienen un costo muy superior a las denominadas “corrientes”, pues sus precios van de $2.500 a $3.000, lo cual impide que muchas personas puedan acceder a ellas;

6. Que el Estado debe impulsar todas las medidas que estén a su alcance para estimular el ahorro de energía de los particulares, y

7. Que una de esas medidas puede consistir en eximir del pago del impuesto al valor agregado (IVA) la compra de las ampolletas “eficientes” y otros artefactos eléctricos que reduzcan el consumo de energía, lo que permitiría reducir sus precios en 18%.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda a fin de eximir del pago del IVA la compra de las denominadas ampolletas “eficientes”, como, asimismo, la de otros artefactos eléctricos que permitan el ahorro de energía, durante el tiempo que dure la crisis energética que afecta a Chile.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, por medio del cual solicitan al señor Ministro de Hacienda que estudie la posibilidad de rebajar o eliminar el IVA a los productos alimenticios que componen la denominada 

canasta familiar básica



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín Nº S 1.050-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en las últimas semanas se han producido una serie de alzas en los alimentos de primera necesidad, que afectan principalmente a las personas de más escasos recursos;
2. Que esta delicada situación ha sido reconocida por las autoridades de Gobierno, las cuales anunciaron la entrega de un bono a los sectores más pobres para paliar el alza de los precios;
3. Que la experiencia demuestra que ese tipo de ayudas es insuficiente y tiene efectos muy limitados que se diluyen al poco tiempo, tan pronto se producen nuevas alzas;
4. Que, por otra parte, todo indica que las alzas de los productos básicos no serán transitorias, por lo que para apoyar a las familias más pobres se deben desarrollar políticas a más largo plazo;

5. Que una medida adecuada sería rebajar o eliminar el IVA a todos los productos que integran la denominada “canasta básica familiar”, esto es, pan, aceite, arroz, fideos, azúcar, etcétera;

6. Que no se trataría de una medida permanente, sino que duraría mientras no se supere la actual coyuntura de alzas continuas, las que, según los pronósticos, se verían incrementadas en los meses venideros por efecto de la sequía que padecen diversas Regiones del país.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda a fin de que estudie la posibilidad de rebajar o eliminar el pago del IVA a los productos alimenticios que componen la denominada “canasta familiar básica”, por el tiempo que dure la situación económica que genera sus continuas alzas.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Núñez, con el que solicitan a Su Excelencia la señora Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa los proyectos conducentes a una rebaja impositiva al pan, y al Ministerio de Hacienda y al Servicio de Impuestos Internos que realicen los estudios técnicos para 

implementarla



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Núñez, correspondiente al Boletín Nº S 1.054-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que Chile es el segundo mayor consumidor de pan en el mundo, con 98 kilos al año per cápita, siendo superado sólo por Alemania, donde demandan 106 kilos per cápita;
2. Que un estudio de la consultora LatinPanel determinó que en 2005 todos los hogares del país consumieron pan. El estudio mostró que en 2005 cada hogar consumió en promedio 208 kilos de pan y gastó $123 mil por familia. En el Gran Santiago (45% de la muestra) el año pasado el consumo de pan alcanzó los 201,7 kilos por hogar versus los 197,9 consumidos en 2004. Así también, las familias de la capital destinaron en promedio $122.021 a este ítem, mientras que en el año anterior gastaron $118.691;

3. Que respecto del perfil del consumidor, fueron los segmentos más bajos los que más consumieron (19 kilos en un mes) y destinaron mayor dinero ($130 mil en el año). Por eso, el 51,8% del consumo de pan correspondió a los segmentos D y E. En cambio, el estrato ABC1 aportó sólo el 5,6% del gasto nacional de pan;

4. Que el pan integral, de fibra y especial fue preferido por la población de mayores ingresos (ABC1 y C2). Si el sector ABC1 destinó cerca de $9 mil en un año a comprar pan integral, los D y E sólo gastaron $2.856 en esa categoría;

5. Que el pan corriente fue el favorito de los grupos C3, D y E. De los $64 mil que gastó en el año 2005 una familia ABC1, una D-E destinó $127 mil en promedio a esa variedad;

6. Que el quintil más pobre consume casi el 15% de su presupuesto en pan;

7. Que durante el año 2007 el pan fue uno de los productos con mayor ponderación en el IPC, con una incidencia de 2,5%. Según el INE, el precio promedio del kilo de pan en julio fue de 662 pesos el corriente, y 789 pesos el especial;

8. Que el aumento del precio del pan tiene el efecto de aumentar la recaudación fiscal. De acuerdo a la Asociación de Consumidores CONADECUS, son cerca de 100 millones de dólares al año que pasan a aumentar el excedente que es depositado en las cuentas fiscales en el extranjero. Antes del alza, el pan representaba cerca de 300 millones de dólares al año por concepto del IVA, con el pan a 750 pesos el kilo este monto aumenta a 400 millones;

9. Que desde julio de 2006 a julio de 2007 el trigo aumentó su precio en el mercado internacional en 60%. Pero en agosto se desbordó, y subió 15% adicional. En EE.UU. y Canadá, grandes exportadores, su precio llega a 290 dólares la tonelada métrica (mil kilos);

10. Que el promedio de 100 kilos de consumo de pan por habitante al año, es sólo un promedio y mezcla los hogares de menores recursos (que consumen entre 150 y 200 de kilos de pan al año), con los de altos recursos (que sólo consumen 50 kilos y menos). Es decir, que el precio del pan castiga con mayor rigor a los hogares más pobres y la eliminación del IVA favorece directamente a la gente con menos recursos;

11. Que el IVA diferenciado ya existe, como el que por años se ha concedido a la construcción de viviendas, sin distinguir entre viviendas sociales y viviendas de lujo. El control de las boletas de compraventa de pan es aún más fácil que el control sobre los artículos de la construcción, que son extremadamente variados, por lo que no parece que un IVA diferenciado vaya en desmedro de la fiscalización;

12. Que la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA) explicó que el alza del pan obedece al aumento de 50% en el precio del trigo durante el último año, situación que afecta directamente el valor de la harina de trigo, producto con el cual se elabora finalmente el pan. A su juicio, el alza del precio internacional del trigo continuará en aumento, debido a factores climáticos, especialmente por sequías que afectarán las cosechas, lo que, sumado a una demanda en alza, estrechará por segundo año consecutivo la provisión mundial del cereal;

13. Que de acuerdo a datos de COTRISA, el precio del pan en enero del año 2000 era de 567,7 pesos, mientras que en enero de 2007 fue de 562,9 pesos. En diciembre de ese mismo año el precio del pan ascendió a 637 pesos, pasando de los 700 pesos el primer cuatrimestre de 2008;

14. Que nos parece necesario emprender una rebaja del IVA aplicado al pan, a fin de aliviar la economía de las familias de escasos recursos de este país, que son los que más consumen pan;

15. Que la estructura impositiva del pan implica que 30% de su costo es ingreso para el Estado, si sumamos el IVA más el impuesto específico a la harina;

16. Que otros países tienen un impuesto diferenciado para productos básicos, como el pan. De acuerdo a CONADECUS, en la Unión Europea veinticinco países poseen IVA múltiple y sólo uno (Dinamarca) IVA único. Una directiva europea establece que la tasa estándar no puede ser superior al 15% y la reducida no inferior al 5%;

17. Que en América Latina, Argentina, República Dominicana, Guyana, México, Paraguay, Uruguay y Venezuela, poseen IVA múltiple (con un impuesto rebajado que fluctúa entre 0 y 12%). En este caso, también se aplica la rebaja a alimentos y productos de primera necesidad;

18. Que de acuerdo a la misma fuente, los únicos países que, al igual que Chile, tienen un IVA único son Colombia (16%), Ecuador (12%) y Panamá (5%). De los restantes países no se tiene información;

19. Que es de toda justicia implementar esta medida, si tenemos en cuenta que el pan estuvo siempre exento de IVA, y que incluso la versión original del decreto ley N° 825, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, mantuvo esa exención, por la sencilla razón de ser un producto de consumo básico y vital en la canasta de la familia chilena humilde. Sólo el año 1976 se gravó al pan con este impuesto, y

20. Que de acuerdo a la Constitución Política de la República, las rebajas impositivas sólo se pueden establecer mediante proyectos de ley de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva enviar a tramitación legislativa los proyectos de ley que sean necesarios para rebajar el impuesto al valor agregado aplicado al pan, a fin de aliviar los efectos perniciosos que ha provocado el alza de su precio en la economía doméstica de los más pobres, instruyendo a los señores Ministro de Hacienda y Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos para que dispongan los estudios técnicos destinados a establecer dicha rebaja sin lesionar la eficiencia de la recaudación fiscal del referido impuesto.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de un conjunto de medidas para enfrentar la situación que se vive en la provincia de Palena por la erupción del volcán Chaitén, y proponen constituir una Comisión Parlamentaria Bicameral de Senadores y Diputados de la provincia de 

Palena y de la Región de Aysén


El señor Presidente anuncia que, de conformidad a lo acordado por la Sala al inicio de esta sesión, corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 1.071-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. La situación de catástrofe y emergencia que se vive en la provincia de Palena por la erupción del volcán Chaitén, que se inició el día 2 de mayo y que continúa hasta la fecha;
2. El Informe de Prospectiva de Riesgo Volcánico elaborado por el geofísico señor Luis Donoso, y las medidas de contingencia que se adjuntan;
3. Las condiciones en que viven los evacuados y los que se encuentran en áreas afectadas por las cenizas y la contaminación del agua, suelo y aire;
4. Las condiciones que deben asumir las localidades que reciben y apoyan a los evacuados;

5. El desborde del río Chaitén, que está dañando las casas y el patrimonio de los evacuados y la ciudad misma, y

6. La necesidad de evacuar las mascotas, animales y bienes más preciados de los habitantes de Chaitén y sus alrededores.


El Senado acuerda:


A) Constituir una Comisión Parlamentaria Bicameral Mixta de Senadores y Diputados de la provincia de Palena y de la Región de Aysén, encargada de analizar las necesidades y soluciones, e informar acerca de la recuperación completa del área afectada, tanto al Congreso como al Gobierno.

B) Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las siguientes medidas:

1. Establecer sistemas de comunicaciones con antenas de celulares y teléfonos fijos, y aprovechar las instalaciones de red de fibra óptica en las localidades de Alto Palena, Puerto Ramírez, Santa Lucía, Puerto Cárdenas y en las distintas localidades de la zona norte de Aysén y Palena, que están acogiendo a las víctimas de la catástrofe;
2. Habilitar y reforzar la educación en enseñanza básica y media con profesores de Chaitén en Alto Palena y Río Negro-Hornopirén, y establecer albergues para las personas evacuadas;
3. Permitir contratar por administración directa o trato directo con cotizaciones a contratistas que incorporen a las personas afectadas o vinculadas en proyectos FNDR, PMU y otros, en las cuatro comunas afectadas y en las localidades que tienen refugiados;
4. Destinar dos camiones aljibes para agua potable en cada una de las localidades afectadas de la provincia de Palena, y realizar diseños y construir copas de agua y captaciones subterráneas para abastecer las localidades;
5. Establecer un poder comprador inmediato para toda la masa ganadera ovina y bovina, la que deberá ser transportada a la mayor brevedad hacia lugares seguros con implementación de praderas o alimentos que mantengan su salud, hasta que tenga un adecuado destino, y habilitar sistemas de camiones públicos y privados subsidiados para retirar todos los animales de las áreas afectadas;
6. Permitir que pobladores y voluntarios, bajo su responsabilidad, retiren animales y mascotas de Chaitén, del sector del Amarillo, Puerto Cárdenas y el sector norte de Chaitén hacia lugares seguros. Para estos efectos, habilitar Puerto Puyuhuapi, Puerto Cisnes y Caleta Gonzalo como alternativas, y coordinar con organizaciones para su colocación transitoria hasta que puedan reunirse con sus dueños;
7. Establecer exención de contribuciones de bienes raíces; eximir del cobro de patentes municipales; condonar deudas INDAP, FOSIS, BancoEstado, CORFO y Vivienda, incluyendo deudores hipotecarios, PET y otros; cubrir costos de luz, agua y teléfono del último mes; establecer una beca especial para los estudiantes provenientes de la zona de catástrofe; solicitar a la banca privada la renegociación y condonación de los deudores, y que el Estado avale las garantías de los distintos proyectos en los cuales se consideraban las propiedades de la zona afectada;
8. Establecer un programa de capacitación y empleo con talleres para mujeres del área afectada, a fin de asegurar su ingreso familiar;
9. Establecer un programa de capacitación, talleres y empleo para actividades productivas y de servicios en las comunas afectadas o en donde ellos se encuentren;
10. Otorgar beneficios y estímulo a los pobladores y propietarios de manera que no vendan sus predios y se les haga atractivo recuperarlos;
11. Validar los actos administrativos que se hayan efectuado fuera de las comunas afectadas por la catástrofe;
12. Potenciar la localidad de La Junta como sector de apoyo al área que cuenta con interconexión caminera con la zona de catástrofe, estableciendo albergues, construyendo viviendas y habilitando un liceo, un banco y un hospital;
13. Implementar la red sísmica y volcánica completa de la zona de la falla Liquiñe Ofqui, incluida como compromiso del plan del Ministerio del Interior con ocasión del sismo y catástrofe del fiordo Aysén, que permita monitorear y prevenir actividades sísmicas y volcánicas;
14. Establecer un plan y una ley para la reestructuración y modernización de la ONEMI, a fin de que pueda actuar con eficacia y prontitud y con la debida prevención ante todo tipo de situaciones de riesgo y catástrofes a las que se ve sometido el país, con representación y apoyo técnico en cada una de las Regiones de Chile;
15. Elaborar, dentro de treinta días, un plan de relocalización de las personas evacuadas y que están en áreas de riesgo, en zonas lo más cercanas a sus actividades, contemplando un fomento que haga atractivo el regreso de las personas a sus lugares de origen una vez que termine la actividad volcánica y sísmica;
16. Entregar un bono no reembolsable directo o inmediato equivalente a $2.000.000 a todo jefe o jefa de familia para facilitar su reinserción en las ciudades que actualmente los acogen;
17. Iniciar a la brevedad las obras de construcción del camino continuo entre Aysén y Hornopirén, y habilitar dos barcazas permanentes en los fiordos Reñihué y Comau para el servicio de pasajeros y carga en toda época del año y para el apoyo de las obras;
18. Construir caminos transversales y una red de caminos rurales para dar mayor acceso a los valles y conexión a las localidades afectadas, como son los casos del camino Lago Verde–Palena, rutas costeras y Futaleufú–Espolón–Amarillo, y los de apoyo, como Puerto Raúl Marín Balmaceda–La Junta;
19. Decretar, por intermedio del Ministerio de Hacienda, la internación definitiva y libre de impuestos de todos aquellos bienes adquiridos mediante el sistema de zona franca en las comunas de Chaitén, Palena, Futaleufú y Hualaihué;
20. Iniciar un plan de recuperación de los campos mediante su limpieza y el mejoramiento del suelo mezclado con las cenizas, una vez que las condiciones lo permitan;
21. Instalar elementos de contención de emergencia para evitar los daños que está ocasionando el río Chaitén y otros cursos de agua de la ciudad, y
22. Difundir las áreas que van quedando exentas de riesgo y que se van recuperando para no dañar la imagen y la actividad turística de la Región.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro del Interior, con el objeto de poner en su conocimiento los hechos que indica, relativos al traslado de un reo desde el extranjero a nuestro país, disponga la investigación pertinente y adopte las medidas necesarias para corregir las deficiencias existentes en esta materia.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con los problemas de conectividad que existen en las localidades de Chaitén y Futaleufú con el resto del país.



3) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando adoptar las medidas necesarias para solucionar los problemas que afectan a los vecinos del Comité Un Hogar Feliz, de la comuna de Angol, en especial, terminar con los deslizamientos de agua y barro provenientes del Área Verde Nº 1, ubicada en el sector.



4) Al señor Secretario Regional Ministerial de Agricultura de la IX Región, requiriendo disponer la entrega de diversos insumos para enfrentar la crisis agrícola que afecta a los sectores de la comuna de Lautaro que indica.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando acelerar las obras para mejorar la accesibilidad a la localidad de Las Juntas desde el Puerto Raúl Marín Balmaceda y desarrollar un plan extraordinario de viviendas en las localidades aledañas a la comuna de Chaitén como, asimismo, reforzar los sectores poblados en el área norte de la XI Región, como  el de Las Juntas, respectivamente.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información respecto de diferentes antecedentes relativos al proyecto Radial Oriente del Maule.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a la tragedia producida por la erupción del volcán Chaitén y destaca las actividades desarrolladas en la zona después de ese hecho y solicita dirigir oficio a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que desarrolle un proyecto de relocalización de todas las personas que han sido evacuadas en el país como consecuencia de desastres naturales.



Adhiere a esta petición, el Honorable Senador señor Kuschel.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, con la adhesión del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.


Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand, quien se refiere a la demora en la construcción del Consultorio Municipal de Salud Jorge Sabat, ex Gil de Castro, en la ciudad de Valdivia y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director del Servicio de Salud de Valdivia para que, pormenorizadamente, informe sobre cada una de las deficiencias que ha señalado, de lo que da cuenta su intervención, cuya copia se adjunta.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, de conformidad al Reglamento del Senado.


Seguidamente hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien junto con compartir las reflexiones y recomendaciones planteadas por el Honorable Senador señor Horvath, solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Intendente de la X Región y a la señora Delegada Presidencial para la Emergencia en Chaitén, requiriendo adoptar las medidas necesarias para regularizar los recorridos de las barcazas por la zona de Ayacara, Loyola, Chumeldén y Casa de Piedra y dar solución a los problemas que afectan a los pescadores artesanales, los buzos y los algueros de la zona.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
_______________



En el tiempo de los Comités Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien se refiere al reciente fallecimiento del Representante colombiano señor José Fernando Castro Caicedo y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia el Embajador de Colombia en Chile, para que, por su intermedio, exprese sus condolencias al señor Presidente de la Cámara de Representantes de ese país.



Adhieren a esta petición, la Mesa de la Corporación y la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien efectúa diversos planteamientos sobre la matriz energética del país y las medidas que deberían adoptarse sobre el particular.



A continuación, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien realiza diversos comentarios en relación con la autonomía universitaria y los requisitos establecidos para el otorgamiento del título de licenciado en ciencias jurídicas en las distintas universidades existentes en el país.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 20ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 14 DE MAYO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y Vicepresidente del Banco Central subrogante, don Manuel Marfán Lewis.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados (Boletín N° 4.968-07).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, adoptada en París el 17 de octubre de 2003, en la 32ª Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Boletín N° 5.501-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Barra, sobre participación de las empresas constructoras en el Fondo Solidario Concursable y en el Fondo de Protección al Patrimonio Familiar.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a la construcción de un conjunto habitacional en el sector denominado entrada “Callejón Lepe”, en Rinconada de Silva.



Con el último, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al Contrato de Barrio del Programa de Recuperación de Barrios, suscrito por la Municipalidad de Estación Central, el SEREMI de Vivienda y Urbanismo y el Consejo Vecinal de Desarrollo.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Región del Bío Bío, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la construcción del nuevo Hospital Penco-Lirquén.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, recaído en el proyecto de acuerdo del Honorable Senador señor Zaldívar, mediante el cual solicita que la Comisión de Hacienda se constituya en forma ampliada y en sesión permanente para proponer medidas tendientes a superar la crisis que atraviesa el país en materia de crecimiento e inflación (Boletín N° S 1.051-12).



-- Queda para la Tabla de esta sesión.



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina el componente fijo del impuesto específico que grava la utilización de los combustibles, gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, señalado en la ley N° 18.502 (Boletín N° 5.822-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Queda para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Muñoz Barra, para ausentarse del país a partir del 13 de mayo de 2008.



-- Se otorga el permiso solicitado.

______________
ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación para ocuparse del informe de las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, relativo a las “medidas concretas de política fiscal, tributaria y monetaria tendientes a superar la grave crisis por la que atraviesa el país, tanto en materia de precio del 

dólar, cuanto de crecimiento e inflación”.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, correspondiente al Boletín N° S 1.051-12, indicando que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el N° 2° del artículo 67 del Reglamento del Senado. 



Añade que a esta sesión han sido invitados los señores Ministro de Hacienda y Presidente del Banco Central.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Frei, Coloma, Romero, Vásquez, Ominami y García, señora Matthei y señores Ávila, Sabag y Naranjo. 

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Corporación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, para autorizar a la Comisión Especial encargada de analizar el informe evacuado por el Instituto Chileno de Campos de Hielo a sesionar mientras lo hace la Sala, para los efectos de constituirse.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término de esta sesión especial por 30 minutos más, con el objeto de continuar con las intervenciones de los señores Senadores que aún no lo han hecho y de los señores Ministro de Hacienda y Vicepresidente del Banco Central subrogante.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien solicita que se otorgue, además, un tiempo adicional para aquellos Senadores que no han intervenido en el debate de este asunto.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Allamand, Zaldívar, Kuschel, Gazmuri y Larraín y a los señores Ministro de Hacienda y Vicepresidente del Banco Central subrogante.



Con posterioridad, el señor Presidente propone a la Sala adoptar los siguientes acuerdos:



1) Autorizar a la Mesa para que disponga la impresión del informe de las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, los acuerdos que en él se consignan y el debate ocurrido en la Sala, en el números de ejemplares y en el formato que ésta determine, con el objeto de ser enviado a los Ministerios y reparticiones correspondientes del Gobierno y al Banco Central.



2) Disponer que la Mesa, los Presidentes de las Comisiones de Hacienda y de Agricultura y los integrantes de todos los Comités hagan entrega de este documento a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de dar continuidad y efectuar el seguimiento de las medidas que se proponen en el informe precedentemente indicado.



Así se acuerda.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
I  N  D  I  C  E

SESION 21ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 14 DE MAYO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión décimo sexta, ordinaria, de 30 de abril del año en curso, que no ha sido observada.
______________

CUENTA

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que crea cargos en la Dirección Regional del Servicio Electoral de la Región de Arica y Parinacota y dicta norma relativa a partidos políticos en nuevas regiones (Boletín N° 5.867-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros, remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los siguientes preceptos: artículo 5° de la ley N° 18.900; artículo 43 de la ley N° 19.496, y artículo 1° de la ley N° 20.030.



-- Se toma conocimiento.



Con el cuarto, envía copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Salud, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al análisis del agua potable en las comunas de la Región de Aysén.



Del señor Director subrogante del SERVIU de la XI Región, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a un conjunto habitacional ubicado en la localidad de La Junta, Región de Aysén, y a la regularización de la situación de los ocupantes de terrenos de propiedad del SERVIU en la misma localidad.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Novoa, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo a la suspensión de la licencia de conducir de menores y a las categorías de licencias clase C (Boletín N° 5.179-15).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (Boletín N° S 1.057-05).



-- Quedan para Tabla.
Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Frei, para ausentarse del país a partir del día 15 de mayo de 2008.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -


Durante la lectura de la Cuenta llega a la Mesa un oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional entre los días 15 y 17 de mayo de 2008, ambas fechas inclusive, y que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.




-- Se toma conocimiento.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 28 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Sala para que se autorice a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda a sesionar unidas para la discusión del proyecto de ley que crea cargos en la Dirección Regional del Servicio Electoral de la Región de Arica y Parinacota y dicta norma relativa a partidos políticos en nuevas regiones, correspondiente al Boletín N° 5.867-06.


Así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que elimina el componente fijo del impuesto específico que grava la utilización de los combustibles, gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, señalado en la ley N° 18.502, 

con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina el componente fijo del impuesto específico que grava la utilización de los combustibles, gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, señalado en la ley N° 18.502, correspondiente al Boletín Nº 5.822-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que la Comisión de Hacienda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Frei, García, Bianchi, Orpis, Vásquez, Letelier, Muñoz Aburto y Romero y señora Matthei.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 18.502, que establece impuestos a combustibles que señala, del siguiente modo:


1) Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso primero:


a) Reemplázase en la primera oración la frase “y a la utilización de los combustibles” por la preposición “de”.


b) Elimínase la frase “El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es, considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.”.


2) Reemplázase en el inciso segundo la frase: “El componente variable del” por el pronombre: “Este”.


3) Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso tercero:


a) Reemplázase en la primera oración la expresión: “se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo,” por la siguiente: “este impuesto se devengará”.


b) Reemplázase en la tercera oración la frase: “el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo” por las palabras: “este impuesto”.


4) Elimínanse los incisos quinto a decimoquinto.


5) Reemplázase en el inciso decimoséptimo que pasa a ser sexto la frase: “El componente variable del impuesto específico” por las expresiones: “Este impuesto específico”.


6) Elimínase el inciso decimoctavo. 


7) Reemplázase el inciso decimonoveno que pasa a ser séptimo, por el siguiente:


“El impuesto específico se calculará de la siguiente forma para todos los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido y gas licuado de petróleo como combustible vehicular: Para el gas natural comprimido, el impuesto será de 1,93  UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3.”.


Artículo 2°.- Los efectos de esta ley regirán a contar del 1 de mayo del año 2008.


Artículo 3°.- Derógase el artículo 1° de la ley N° 20.093, que establece un régimen transitorio para la aplicación del  nuevo impuesto al gas como combustible, en la XII Región y modifica articulo primero de la ley Nº 19.709.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° transitorio.- Los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido como combustible vehicular que, al 30 de abril de 2008, se encuentren afectos al pago del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.502 y que acrediten que hubiesen circulado en las regiones Metropolitana  y de Valparaíso en conformidad al artículo 3° transitorio de la presente ley, deberán acreditar el pago de dicho impuesto hasta el mes de mayo del año 2007.


Los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan gas licuado de petróleo como combustible vehicular que, al 30 de abril de 2008, se encuentren afectos al pago del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.502 y los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido como combustible vehicular que no hayan logrado acreditar que hubiesen circulado en las regiones Metropolitana  y de Valparaíso en conformidad al artículo 3° transitorio de la presente ley, deberán acreditar el pago de dicho impuesto hasta abril de 2008.


Artículo 2° transitorio.- Libérase a los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible vehicular de la declaración y pago de las cuotas mensuales del componente fijo del impuesto específico contemplado en el artículo 1° de la ley N° 18.502, a partir del 1 de mayo de 2008.


Artículo 3° transitorio.- Los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido como combustible vehicular que, al 30 de abril de 2008, se encuentren afectos al pago del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.502, que acrediten que hubiesen circulado en las regiones Metropolitana y de Valparaíso tendrán derecho a que se les reintegre lo pagado por concepto del componente fijo del impuesto de gas natural comprimido que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, en la proporción que el impuesto pagado represente por los meses de junio a diciembre de 2007 y el impuesto pagado por el año 2008.


Para acreditar que se circuló en las respectivas regiones, se considerará prueba fehaciente para ser presentada ante la autoridad correspondiente, el original o una copia autorizada ante notario del certificado de revisión técnica vigente extendido por una planta revisora ubicada en una de las respectivas regiones. Los propietarios de vehículos destinados al transporte remunerado de personas también podrán acreditar tal situación a través del documento original o una copia autorizada ante notario del certificado de inscripción del vehículo en el Registro Nacional de Servicios de Transporte correspondiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


El propietario del vehículo que requiera de este reintegro deberá presentar la solicitud de devolución ante el Servicio de Impuestos Internos, hasta el 31 de diciembre de 2008. La solicitud deberá acompañarse de los documentos enunciados en el inciso precedente, además de una declaración jurada del propietario, indicando lo que pagó por concepto de componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502. 


El Servicio de Impuestos Internos deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de sesenta días contados desde su presentación. Si el Servicio no se pronunciare dentro del plazo señalado, se entenderá aprobada la solicitud. Lo anterior, sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización del Servicio dentro de los plazos de prescripción aplicables. 


En caso que el Servicio de Impuestos Internos considere que no se han presentado los antecedentes suficientes, deberá comunicarlo por escrito al interesado, dentro del mismo plazo indicado en el inciso precedente, quien tendrá un plazo de 30 días adicionales contados desde la notificación, para acompañar los antecedentes requeridos. Una vez aprobada la solicitud, la Tesorería General de la República procederá a devolver el monto aprobado dentro del plazo de veinte días hábiles contados desde la fecha de la aprobación, o dentro de los veinte días hábiles desde que el contribuyente le entregue copia de la certificación que la solicitud no ha sido resuelta dentro del plazo legal, y que, en consecuencia, se encuentra aprobada.


El propietario del vehiculo presentará la solicitud, la declaración jurada y los antecedentes que sean requeridos, de acuerdo a las instrucciones que al efecto emita el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.


Artículo 4° transitorio.- Condónanse a los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido como combustible vehicular que, al 30 de abril de 2008, se encontraren afectos al pago del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.502 y que acrediten que hubiesen circulado en las regiones Metropolitana y de Valparaíso, en conformidad al artículo anterior, las deudas por concepto del pago de las cuotas de este impuesto correspondientes a los meses comprendidos entre junio de 2007 y diciembre de 2008, ambos inclusive, así como las multas e intereses asociadas a dichas deudas.


Artículo 5° transitorio.- Los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido como combustible vehicular que no hayan acreditado que hubiesen circulado en las regiones Metropolitana y de Valparaíso, en conformidad al artículo 3° transitorio de esta ley, y los propietarios de los vehículos que utilizan gas licuado de petróleo, tendrán derecho a que se les reintegre lo pagado por concepto del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.502, por el período comprendido entre los meses de mayo de 2008 y diciembre de 2008, ambos inclusive, en la proporción que represente el impuesto pagado por dicho período.  Para estos efectos se aplicará el mismo procedimiento establecido en el artículo 3º transitorio.


Artículo 6° transitorio.- No obstante las disposiciones precedentes, no se les podrá otorgar el permiso de circulación a los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible vehicular mientras no se acredite el pago del impuesto.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan con el respectivo formulario de declaración mensual y pago simultáneo, y si el contribuyente no contare con éste, mediante certificación del Servicio de Impuestos Internos, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al pago del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago de dicho impuesto, en los términos establecidos en las  disposiciones transitorias de esta ley. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109 del Código Tributario.


Artículo 7° transitorio.- Los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible vehicular que, al 30 de abril de 2008, se encuentren afectos al pago del componente fijo del impuesto específico establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502, y cuyos propietarios no acrediten el pago del impuesto de conformidad a lo establecido en las disposiciones transitorias precedentes y que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, ya sea por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales o municipales, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de 5 UTM y hasta 50 UTM, dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico, en los términos establecidos en este artículo.


Las municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Artículo 8º transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2008, se financiará con cargo al ítem respectivo de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea una planta de Tropa Profesional para las Fuerzas Armadas, con 

informe de la Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de Tropa Profesional para las Fuerzas Armadas, correspondiente al Boletín Nº 5.479-02, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Defensa Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Flores, Gazmuri y Romero, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que los artículos 1º a 10 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 105 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Hace presente, finalmente, que en la discusión en particular el proyecto deberá ser informado por la Comisión de Hacienda.
- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ávila y Gazmuri.



A continuación, el señor Presidente procede a abrir la votación.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la 23 votos a favor y una abstención, de un total de 35 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Romero y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ávila.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 9 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 18.948 Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, del siguiente modo:


1) Intercálase en el artículo 4º, entre las expresiones “- Cuadro Permanente y de Gente de Mar” y “- Empleados Civiles”, lo siguiente: “- Tropa Profesional”.


2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 6º la siguiente oración: “Sin embargo, podrán consultarse plazas de empleados civiles que no formen escalafón cuando se trate de funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas clasificados.”, por la frase “Sin embargo, podrán consultarse plazas de personal que no forme escalafón para empleados civiles que realicen funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas calificados, y para el personal que se desempeñe en la tropa profesional.”.


3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7º:


“Los nombramientos y retiros del personal de Tropa Profesional se harán por resolución de la respectiva Dirección del Personal o Comando del Personal, en su caso.”.


4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 la frase “y Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “, Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y Personal de Tropa Profesional,”.


5) Sustitúyese en el artículo 37(38), en la columna relativa a los Clases de la Armada, la denominación del último grado de Gente de Mar de esa institución correspondiente a “Marinero y Soldado”, por la de “Marinero 1º y Soldado 1º”.


6) Introdúcese el siguiente artículo 37 BIS: 


“Artículo 37 BIS.- El único grado jerárquico del personal de Tropa Profesional y su equivalencia entre las instituciones será el siguiente:

Ejército
                    Armada


                Fuerza Aérea

Soldado

Marinero y Soldado
                                    Soldado”.


7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 38 (39) la frase “del personal de Oficiales y del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “del personal de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y de Tropa Profesional,”.


8) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 42 (43):


“La antigüedad de los soldados y marineros de Tropa Profesional de diferentes Instituciones se determinará por la fecha de nombramiento, y entre los de igual fecha, se determinará por el orden de precedencia Ejército, Armada y Fuerza Aérea.”.


9) Introdúcense los siguientes artículos 57 BIS y 57 TER:


“Artículo 57 BIS.- El personal de Tropa Profesional no podrá acogerse a retiro temporal.


Artículo 57 TER.- El retiro absoluto del personal de Tropa Profesional, procederá por alguna de las siguientes causales:


a) Por padecer de enfermedad declarada incurable o sufrir de alguna inutilidad de las señaladas en esta ley.


b) Por enterar el período de años de servicio efectivo para el cual fue nombrado, con un máximo de cinco. 


c) Por estar comprendido en las disposiciones legales y reglamentarias que rigen las eliminaciones.


d) Por aceptación de la petición de renuncia voluntaria al empleo, y


e) Por haber sido condenado por crimen o simple delito.”.


Artículo 2°.- El personal de planta de Tropa Profesional gozará de los mismos beneficios que el resto del personal de planta, salvo las excepciones establecidas en la presente ley, y estará afecto al Régimen Previsional y de Seguridad Social de dicho personal, establecido en la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en esta ley. 


Artículo 3°.- El personal a que se refiere la presente ley no tendrá derecho a la pensión de retiro establecida en el artículo 77(79) de la ley N° 18.948 y sólo tendrá derecho al desahucio a que se refiere el artículo 89(92) en caso de percibir pensión por inutilidad.


Artículo 4°.- La Caja de Previsión de la Defensa Nacional hará devolución al personal de planta de Tropa Profesional retirado, del monto total que hubiese impuesto, durante su permanencia en dicha planta, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, y en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, de Guerra, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que registre a lo menos ocho cotizaciones mensuales en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y


b) Que una vez producido su retiro de la planta de Tropa Profesional, el respectivo personal no continúe prestando funciones en alguna institución que le implique tener la calidad de imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.


Artículo 5°.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional integrará a la cuenta de capitalización individual del personal de que se trate, en la administradora de fondos de pensiones a la que se encuentre afiliado, la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo descuento y el mes en que se verifique el retiro de dicho personal.


Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, deberá comunicar a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, dentro del plazo de treinta días contados desde que se produzca su retiro, en qué Administradora se hará efectivo el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior. Si no lo hiciere, la Caja hará efectivo el traspaso correspondiente en la Administradora que determine en conformidad al reglamento. En ambos casos, en virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la correspondiente afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, de Invalidez y Sobrevivencia, establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El traspaso de imposiciones a que se refieren los incisos precedentes no se considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones cuando ingrese a la respectiva cuenta de capitalización individual.


Asimismo, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional pagará al personal respectivo la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, del Ministerio Defensa Nacional, salvo en el caso que le corresponda percibir pensión por inutilidad. 


Artículo 6°.- No será aplicable al personal de planta de Tropa Profesional lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 18.458.


Artículo 7°.- El personal retirado de la planta de Tropa Profesional que, por cualquier circunstancia, pase a ser imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, deberá reintegrar la devolución de imposiciones traspasada en conformidad al inciso primero del artículo 5º, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo traspaso y el mes en que se verifique el correspondiente reintegro.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile arbitrarán las medidas tendientes a materializar los reintegros que correspondan.

Artículo 8°.- En ningún caso, la pensión de inutilidad se computará, respecto del personal de planta de Tropa Profesional sobre un sueldo inferior al de Cabo 1°.


Artículo 9°.- Sólo tendrán derecho a las prestaciones de salud referidas a asistencia médica curativa, a que alude el inciso segundo del artículo 73 de la ley N° 18.948,  las personas que, respecto del personal a que se refiere la presente ley, se encuentren en alguna de las categorías establecidas en las letras a), b) y d) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Artículo 10.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948, los asignatarios de un causante perteneciente al personal de planta de Tropa Profesional, sólo llegarán hasta el cuarto grado. 


Asimismo, en el caso del personal soltero sin hijos que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, si el padre, en su caso, no pudiere gozar de montepío por no reunir las condiciones exigidas por la ley, sólo le sucederá la madre de filiación matrimonial aun cuando estuviere casada con aquél. En estos casos tendrá aplicación lo previsto en el inciso tercero del artículo 88 bis de la ley N° 18.948.


Las normas sobre asignatarios establecidas en los incisos precedentes serán aplicables para los efectos del desahucio a que se refiere el artículo 90 (93) de la ley N° 18.948 y de la indemnización a que se refieren los artículos 69 (71) y 70 (72) del mismo cuerpo legal.


Artículo 11.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley y del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, será financiado en la Ley de Presupuestos de la Nación, debiendo asignarse anualmente los recursos necesarios.


Artículo Primero Transitorio.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, suscritos además por el Ministro de Hacienda, introduzca modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio Defensa Nacional, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, a fin de hacerlo armónico con el texto modificado de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de Fuerzas Armadas.


La facultad que se otorga en virtud de la presente ley comprenderá la de dictar aquellas disposiciones necesarias para complementar las normas básicas modificadas en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, pudiendo, además, regular todas las materias que deban estar contempladas en el estatuto administrativo de personal, incluidas las remuneraciones y la fijación de la permanencia en el nuevo grado que se crea. Asimismo, en el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada clasificación y agrupación de este personal, así como para la estructuración y operación de las dotaciones máximas que fije para el período comprendido entre los años 2007 al 2010 incluidos.


Artículo Segundo Transitorio.- El personal de la Armada, que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, tenga el grado de Marinero y Soldado, pasará a tener el grado de Marinero 1º y Soldado 1º, respectivamente.”.

_________________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Federativa del Brasil, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2007, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Federativa del Brasil, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2007, correspondiente al Boletín Nº 5.276-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Pizarro, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 N° 18 de la Carta Fundamental, ya que incide en el ejercicio del derecho a la seguridad social, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de lo señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien, en nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa legal, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado.



Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



El señor Presidente anuncia que el proyecto queda para segunda discusión.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_________________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y y de Paraguay, suscrito en Santiago el 7 de junio de 2007, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y de Paraguay, suscrito en Santiago el 7 de junio de 2007, correspondiente al Boletín Nº 5.428-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Pizarro, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 N° 18 de la Carta Fundamental, ya que incide en el ejercicio del derecho a la seguridad social, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de lo señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



El señor Presidente hace presente que el Honorable Senador señor Novoa, en nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, ha solicitado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, segunda discusión de esta iniciativa.



Ofrecida la palabra en primer discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



El proyecto queda para segunda discusión.



Queda terminada la discusión de este asunto.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, correspondiente al Boletín Nº 3.778-10.



Añade que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Naranjo y Kuschel, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que los artículos 78 bis, 157 bis y 226 bis, propuestos en el artículo segundo del proyecto, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 77 y 84 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Agrega, finalmente, que el artículo 78 ter propuesto en el artículo segundo del proyecto en informe, posee el carácter de norma de quórum calificado, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.



Ofrecida la palabra en primer discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



El proyecto queda para segunda discusión.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES 

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Barra, Pérez Varela y Vásquez, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que en la elaboración del proyecto de ley que establezca un subsidio permanente del Estado para el sistema de transporte de la Región Metropolitana se considere la realidad del transporte público en su dimensión nacional, con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones .



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Barra, Pérez Varela y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.059-12, por medio del cual solicitan adoptar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.



Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Pizarro, acordó recomendarle a la Sala que se aprobara este proyecto de acuerdo, informando, al mismo tiempo, que se encuentra en tramitación en la Honorable Cámara de Diputados una iniciativa que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, correspondiente al Boletín N° 5.849-15.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el nuevo sistema de transporte público de la Región Metropolitana, más conocido como Transantiago, fue implementado en marzo de 2007 y hasta la fecha no ha logrado regularizar su funcionamiento, tanto desde el punto de vista de la organización de los recorridos de los buses, cuanto desde el punto de vista financiero;
2. Que dicho funcionamiento irregular ha sido materia de un intenso debate, así como de numerosas propuestas formuladas por el Gobierno, en especial por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que ha intentado dar solución a las dos coyunturas críticas existentes, esto es, la organización de los recorridos de los buses y el financiamiento;

3. Que en lo que concierne al financiamiento del sistema, las propuestas efectuadas por el Gobierno han ido por distintos caminos, no siendo siempre exitoso su resultado, aumentándose con ello, progresivamente, el déficit que se va acumulando cada mes y que amenaza, constantemente, con la quiebra del Transantiago;

4. Que la primera alternativa de solución ideada por el Gobierno para enfrentar los primeros déficit consistió en un préstamo de la empresa METRO. Luego, el Gobierno envió al Congreso un proyecto de ley que consideró la entrega de US$290 millones para el sistema de transporte público de la Región Metropolitana. Dicha propuesta hubo de ser acompañada con la destinación de una suma equivalente para el financiamiento de proyectos de inversión en Regiones distintas a la Metropolitana, debido a las exigencias de los Parlamentarios que las representan fundadas en la circunstancia de que no se verían favorecidas con los aportes de fondos públicos que se propusieron para el Transantiago. Este proyecto fue aprobado convirtiéndose en ley de la República;

5. Que, con posterioridad, el Gobierno intentó la aprobación de una glosa especial en la Ley de Presupuestos que establecía un monto de $76 millones para continuar haciendo frente a los déficit del Transantiago. Esta glosa fue rechazada por el Congreso;

6. Que, por último, el Gobierno ha anunciado que se solicitarán diversos préstamos al BancoEstado y al Banco Interamericano de Desarrollo;

7. Que el desarrollo de los hechos nos muestra que el Gobierno ha empleado una gran cantidad de esfuerzos y recursos para al establecimiento de un sistema de transporte público en la Región Metropolitana;

8. Que, por el contrario, la realidad del transporte en otras Regiones ha sido totalmente omitida, y sólo ha sido considerada, en parte, con motivo de la aprobación de la ley N° 20.206, que estableció un préstamo de US$290 millones e igual cifra para el financiamiento de obras de inversión en Regiones distintas de la Metropolitana. Lo anterior, sólo por la insistencia de los Parlamentarios de dichas Regiones;

9. Que en los últimos meses el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones ha señalado que el Gobierno trabaja en un proyecto de ley que establecería un sistema de subsidio estatal permanente para el Transantiago;

10. Que ante dicho anuncio surge la inquietud por la omisión de cualquier preocupación por la realidad del transporte existente en las demás Regiones del país, y

11. Que, en razón de lo expuesto, se estima necesario que el proyecto de ley que envíe el Gobierno al Congreso Nacional debe considerar la realidad del transporte público en su dimensión nacional, y no en particular, como en el caso de la sola Región Metropolitana. En tal consideración deben ser incluidas todas las Regiones del país, estableciéndose una diferenciación según la situación de cada una de ellas, dado que no en todas existen los mismos problemas en materia de transporte público.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, que en la elaboración del proyecto de ley que establezca un subsidio permanente del Estado para el sistema de transporte público de la Región Metropolitana se considere la realidad de este tipo de transporte en su dimensión nacional, de manera de incluir todas las Regiones del país, contemplándose una diferenciación según la situación de cada una de ellas, dado que no en todas existen los mismos problemas en materia de transporte público.”.
_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Contralor General de la República, solicitando información acerca del estado de avance de las medidas que debió adoptar el Ministerio del Interior en virtud de la auditoría realizada a los proyectos correspondientes al Fondo Concursable del Programa Comuna Segura Compromiso 100 y que se disponga la investigación de los Planes Comunales de Seguridad Pública.



2) A los señores Contralor General de la República y Director del Servicio de Salud de La Araucanía Norte, requiriendo la instrucción de una investigación acerca de los hechos de persecución laboral que denuncia trabajador del Hospital de Collipulli que indica.



3) Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, solicitando se informe si existen investigaciones pendientes por los actos relacionados con la auditoría realizada por la Contraloría General de la República al Programa Comuna Segura Compromiso 100 y con el objeto de reiterar anterior petición en que solicita información respecto de las villas y poblaciones del país en que existen altos índices de delitos graves y tráfico y microtráfico de drogas.



4) A la señora Ministra de Planificación, requiriendo disponer la investigación de eventuales irregularidades ocurridas en el funcionamiento del Programa “Orígenes”, acaecidos en la comuna de Collipulli. 



5) A la señora Ministra de Salud y, por su intermedio, al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte, requiriendo que se disponga la investigación de eventuales responsabilidades derivadas de la atención realizada a persona que indica en el Hospital de Victoria.



6) A las señoras Ministra de Agricultura y Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, solicitando que se adopten las medidas necesarias para dar una solución definitiva al pago de las bonificaciones dispuestas por el decreto ley N° 701, en las comunas de Malleco y Cautín.



- Del Honorable Senador señor Pérez Varela al señor Ministro del Interior, con el fin de que otorgue una audiencia a la Organización de Pescadores  Artesanales de la provincia de Arauco.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien efectúa diversos planteamientos en relación con la necesidad de desarrollar políticas agrarias para enfrentar la crisis alimentaria mundial como consecuencia del constante aumento del precio de los denominados “cultivos básicos”.

____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere a la necesidad de otorgar beneficios específicos a las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor  Ministro de Hacienda, sobre el particular. 



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes, Partido Demócrata Cristiano, Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata y Partido Unión Demócrata Independiente.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

(5872-06)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, destinadas a profundizar el proceso de descentralización del país y a la vez perfeccionar la institucionalidad y gestión de los Gobiernos Regionales. 

ANTECEDENTES.
La descentralización es un proceso que, en el plano de su gestión, requiere de la asignación o del traspaso de competencias, es decir, de funciones y atribuciones a instituciones descentralizadas, a fin de que éstas cuenten con la adecuada capacidad de administración sobre el territorio. En nuestro país, las competencias se concentran mayoritariamente en el nivel central de la administración pública y su ejercicio se realiza mediante órganos desconcentrados en el territorio, según la división política administrativa del país (regiones, provincias y comunas).

Dichas competencias se encuentran asignadas de acuerdo a un modelo de distribución por materias específicas, predominantemente sectoriales.

Con el presente proyecto de ley, se propone avanzar progresivamente en la modificación de tal modelo de distribución competencial a través de un cambio en la institucionalidad pública regional. El diseño propuesto cambia las relaciones que en la actualidad se dan entre las instituciones del gobierno central y los gobiernos regionales y, a la vez, establece para las regiones una estructura más acorde a sus desafíos, definiendo las competencias necesarias para asegurar su cumplimiento. Lo anterior, busca generar una relación más directa y cercana entre el gobierno regional y la ciudadanía, lo cual fortalece y profundiza la democracia.

Se trata de un avance sustantivo en el proceso de descentralización, que permitirá dotar a los gobiernos regionales de mayor autonomía en la toma de decisiones, con las consecuentes ventajas que ello significa en términos de mejorar su capacidad para desempeñarse adecuadamente en la conducción, gestión y administración de la complejidad del proceso de desarrollo del territorio en sus distintas dimensiones.

Junto a lo anterior, debe considerarse que la presente iniciativa materializa lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 3° de la Constitución Política, disposición incorporada en la reforma constitucional de agosto de 2005, que señala que “Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país, y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional”.
Por otra parte, debe considerarse también que esta iniciativa legal da cuenta de diversas materias que surgieron durante la discusión parlamentaria efectuada sobre los proyectos de ley que crearon las nuevas Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos.

Del mismo modo, el presente proyecto de ley es complementario de la iniciativa de reforma constitucional actualmente en tramitación, en Segundo Trámite constitucional, en el H. Congreso Nacional (Boletín N° 3436-07), la cual abarca materias tales como transferencia de competencias o modificación de la integración de los órganos del gobierno regional. 

Finalmente, debe añadirse que el cambio propuesto se enmarca dentro del proceso de modernización del Estado en curso, toda vez que abre la posibilidad para una coordinación más eficiente de los distintos actores presentes en el territorio, sus funciones y atribuciones, de una forma tal que evita superposiciones y duplicidades.

CONTENIDO DEL PROYECTO.

Las modificaciones más importantes respecto del modelo institucional actual, que se contienen en el presente proyecto de ley, son las siguientes:

Materialización del artículo 114 de la Constitución Política.

Se introduce en la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional un reconocimiento expreso a la facultad de los gobiernos regionales para desarrollar sus competencias, funciones y atribuciones, tanto de forma directa como con otros órganos de la administración del Estado. Esto materializa lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución Política, el cual, al referirse a la descentralización administrativa, ordena que la ley asegure la debida coordinación entre los órganos de la administración del Estado para facilitar el ejercicio de las facultades de las autoridades regionales. 

Funciones propias y funciones transferibles hacia los Gobiernos Regionales.

Se distingue entre funciones propias y funciones transferibles a los gobiernos regionales. A estas últimas, podrán acceder, precisamente, según el procedimiento de transferencia de competencias propuesto. A su vez, dentro de las funciones propias -que son aquellas que corresponden a todos los gobiernos regionales- la iniciativa diferencia entre funciones propias de carácter general y funciones propias especiales, que son aquellas relativas a los ámbitos de: ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Modificaciones en materia de planificación.

Respecto de las funciones propias generales, y para una adecuada implementación del modelo institucional y competencial propuesto, se agregan algunas nuevas atribuciones a las actualmente vigentes, proponiéndose modificaciones al artículo 16 de la ley N° 19.175. Es así que, el presente proyecto transfiere a los gobiernos regionales varias tareas que actualmente desempeñan las secretarías regionales ministeriales de planificación y coordinación del Ministerio de Planificación (SERPLAC). Mediante las modificaciones propuestas, aquellos podrán planificar el desarrollo de la región, especialmente, en ámbitos de infraestructura pública y transporte, económico productivo, social y cultural. Lo anterior, se realizará mediante la elaboración, aprobación y aplicación de políticas, estrategias, planes, programas y proyectos, los cuales deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación. Del mismo modo, los gobiernos regionales podrán efectuar los estudios, análisis y proposiciones referidas al desarrollo regional; a la vez que se les faculta para orientar el desarrollo territorial de la región, y coordinar la acción de los servicios públicos. Junto a lo anterior, elaborarán y aprobarán el proyecto de presupuesto del gobierno regional. Finalmente, podrán administrar fondos y programas de financiamiento de aplicación regional. 
En todo caso, no se traspasa la función de evaluación de los proyectos, estudios y programas de inversión, la que seguirá siendo desarrollada por el Ministerio de Planificación a nivel nacional y regional.
Por otra parte, como consecuencia de las modificaciones señaladas en materia de planificación, se hace necesario modificar también la ley N° 18.989, que creó el Ministerio de Planificación (MIDEPLAN), para evitar la duplicidad de funciones. Por ello, en el Artículo 2° del presente proyecto se mantiene la asesoría técnica a los intendentes en materias propias de competencia del Ministerio de Planificación, pero se suprime la facultad de este Ministerio para asesorar técnicamente a los intendentes, a través de las respectivas secretarías regionales ministeriales de planificación y coordinación (SERPLAC), en la formulación y elaboración de políticas, planes y programas de desarrollo y presupuestos de inversiones regionales. 

Junto a lo anterior, se efectúan modificaciones al artículo 5° de la ley N° 18.989, con el fin de actualizar su terminología, eliminando la referencia que efectúa a los extintos “consejos regionales de desarrollo”. A su vez, las SERPLAC, dejan de ser organismos asesores del intendente para pasar a convertirse, al igual que las restantes secretarías regionales ministeriales, en colaboradores directos de aquel. En este sentido, se propone derogar la función de las SERPLAC en orden a preparar políticas, planes, programas de desarrollo y presupuesto regional, extinguiéndose también la tarea de apoyo al intendente en la evaluación del cumplimiento de lo anterior. No obstante lo anteriormente expresado, las secretarías regionales ministeriales de planificación y coordinación continuarán realizando la evaluación de los proyectos a ser financiados por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional.

Nuevas funciones propias del gobierno regional en el ámbito del ordenamiento territorial.

En lo referido a las funciones propias de los gobiernos regionales relacionadas con ordenamiento territorial, el proyecto de ley incorpora un nuevo instrumento de desarrollo regional que orientará la gestión del territorio urbano y rural. Se trata del Plan Regional de Ordenamiento Territorial, el cual debe ser elaborado por el gobierno regional previa consulta a las municipalidades de la región y en concordancia con la estrategia regional de desarrollo.  El Plan deberá ser aprobado, dentro de noventa días contados desde su recepción, por el consejo regional respectivo, previo informe favorable de la Subsecretaría de Marina, las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas, y la Dirección Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para orientar la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas.
Junto a la incorporación de este nuevo instrumento de planificación, se propone eliminar tanto de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, como de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plan regional de desarrollo urbano. Al respecto, y sólo para efectos de técnica legislativa, se modifica el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, separando la obligación del intendente de promulgar, previo acuerdo del consejo, por un lado, el plan regional de ordenamiento territorial, y por otro, los planes reguladores metropolitanos, intercomunales, comunales y seccionales, instrumentos que no tienen modificaciones propuestas en el presente proyecto de ley. 
En la perspectiva de fortalecer el rol coordinador de los gobiernos regionales, se modifica la norma de la letra e) actual del artículo 17 de la misma Ley Orgánica Constitucional, la cual les permite fomentar y propender al desarrollo de áreas rurales y localidades aisladas en la región, coordinando -y no “procurando”- la acción multisectorial en la dotación de la infraestructura económica y social.
En otro ámbito, se faculta a los gobiernos regionales para financiar estudios y proponer alternativas de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamiento más adecuados para cada uno de ellos, debiendo coordinarse en esta materia con la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y la Dirección Regional de la Comisión Nacional de Medio Ambiente y las municipalidades de la región.

Una última modificación propuesta en el ámbito del ordenamiento territorial, es aquella que dispone el mero cambio de ubicación de una función actualmente reconocida en la ley. Es así que, la tarea de construir, reponer, conservar y administrar, en áreas urbanas, las obras de pavimentación de aceras y calzadas, se traslada, sin modificaciones, desde el artículo 16, referido a funciones propias generales, al nuevo artículo 17, el cual regula las funciones propias en materia de ordenamiento territorial.

Nuevas funciones propias del gobierno regional sobre fomento productivo.

En cuanto a funciones propias sobre fomento de las actividades productivas, la presente iniciativa legislativa permite a los gobiernos regionales formular políticas regionales de fomento, especialmente las referidas a apoyo al emprendimiento e innovación, capacitación, desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada y mejoramiento de la gestión y competitividad de la base productiva regional. 

En este contexto, las políticas nacionales en la materia deberán integrarse y aplicarse considerando las prioridades estratégicas regionales. 

Asimismo, cada gobierno regional podrá establecer sus prioridades estratégicas regionales en materia de fomento productivo e innovación para la competitividad, pudiendo generar las condiciones institucionales que posibiliten el desarrollo empresarial, la inversión productiva y la capacidad emprendedora. Junto a lo anterior, se agrega la función de promover, diseñar y financiar programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas que constituyan prioridad regional, todo lo cual deberá efectuarse en coordinación con las autoridades nacionales y comunales, evitándose así la duplicidad de acciones. 

A su vez, los gobiernos regionales podrán promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su accionar dentro del territorio.

Por otra parte, los gobiernos regionales podrán efectuar acciones de promoción de la investigación científica y tecnológica y de fomento de la educación superior y técnica en su territorio. Finalmente, se conserva la función de fomento del turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales existentes en la materia.

Nuevas funciones propias del gobierno regional en el ámbito social, cultural y deportivo.

En el ámbito del desarrollo social y cultural, se incorpora como función propia de los gobiernos regionales la tarea de proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento.

Del mismo modo, se incorpora la tarea de promoción de programas y proyectos que fomenten la práctica deportiva, así como su financiamiento. 

En lo propiamente cultural, se añade la atribución de financiar y difundir actividades y programas de esta naturaleza, promoviendo el fortalecimiento de la identidad regional. Por último, se agrega la competencia de mantener información actualizada acerca de la realidad socio económica de la región, identificando al efecto las áreas y sectores de pobreza extrema, lo cual deberá acompañarse de la propuesta de programas en la materia.

Procedimiento de transferencia de competencias.

Para regular lo concerniente a la transferencia de competencias, se incorpora un nuevo Párrafo 2° al Capítulo II del Título Segundo de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el cual incluye cinco nuevos artículos, estableciendo la forma y el contenido para la transferencia de las funciones y atribuciones a las que podrán optar o acceder uno o más gobiernos regionales. 

De esta forma, se regula lo concerniente al procedimiento que permitirá implementar la transferencia de competencias desde el nivel central al regional, materia reconocida en el artículo 114 de la Constitución Política. Por ello, la presente iniciativa legal define “competencias” como las funciones y atribuciones que la ley confiere a ministerios y servicios públicos en determinado sector o ámbito. Del mismo modo, especifica que el procedimiento podrá efectuarse sólo en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.  

Por otro lado, el proyecto considera dos modalidades para efectuar la transferencia: previa solicitud de uno o más Gobiernos Regionales o por iniciativa de los Ministerios. 

En el primer caso, el intendente respectivo, durante el primer trimestre del año calendario y de forma fundada, solicitará al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias. Lo anterior requerirá, previamente, la aprobación de los cuatro quintos del Consejo Regional, lo que asegura, debidamente, el respaldo de la comunidad regional a la decisión. 

Por su parte, un Comité Interministerial, conformado por los Ministros del Interior, Hacienda y Secretario General de la Presidencia, cuyo Secretario Ejecutivo será el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, comunicará la petición a los Ministerios y Servicios cuyas funciones y atribuciones han sido solicitadas transferir, debiendo éstos poner a disposición del Comité los antecedentes necesarios.

Con esta información, el Comité, en conjunto con el ministerio y servicio público correspondiente, determinará, primeramente, el mérito de la solicitud de transferencia. En caso de disponerse que no hay mérito en la solicitud, el procedimiento no continuará, no procediendo recurso alguno contra la decisión del Comité. Por el contrario, si éste dispusiere el mérito de la  petición, se pasará a una segunda etapa, dentro de la cual, el mismo Comité Interministerial, evaluará la consistencia de su petición. Para ello, podrá disponer la realización obligatoria de un programa de instalación de las capacidades requeridas para el adecuado ejercicio de las funciones y atribuciones solicitadas. Lo anterior permitirá asegurar un buen desempeño de las competencias traspasadas. 

Una vez que el proceso de evaluación concluya, el Comité deberá elevar los antecedentes al Presidente de la República para su decisión. En caso que ésta fuere afirmativa, y la transferencia dispuesta implicase  adecuaciones o modificaciones de carácter legal, el Presidente podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley que permitan materializar la transferencia aprobada. Los decretos con fuerza de ley que se dicten al efecto deberán consignar explícitamente las competencias transferidas, los traspasos de recursos humanos y financieros requeridos  y cualquier otra norma requerida para radicar eficazmente la competencia en él o los gobiernos regionales solicitantes.

Asimismo, si la transferencia de funciones y atribuciones no necesitare de modificaciones legales, el Presidente de la República, mediante un decreto supremo, resolverá la solicitud haciendo explícitas, en caso que correspondiere, aquellas competencias efectivamente transferidas.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio o Servicio transferente proseguirá ejerciendo la correspondiente competencia en el territorio de aquellos gobiernos regionales respecto de los cuales no se haya dispuesto la transferencia de dicha competencia.    

La segunda modalidad de transferencia de competencias contenida en el proyecto de ley, tiene como origen una proposición de parte del Ministerio respectivo efectuada al Presidente de la República, con el fin que éste disponga la transferencia de funciones y atribuciones desde el nivel central (ministerio o servicio relacionado) al ámbito regional (uno o más gobiernos regionales). 

En lo sustantivo, el procedimiento es similar al descrito precedentemente, por cuanto el Comité Interministerial referido deberá evaluar, primeramente, el mérito de la proposición recibida. En caso que lo anterior se resolviere favorablemente, corresponderá que el Comité evalúe la consistencia de la proposición, pudiendo también disponer la realización de un programa de instalación de las capacidades requeridas para el buen ejercicio de las funciones y atribuciones a transferir. Una vez acabada esta etapa, el Comité Interministerial evacuará un Informe al Presidente de la República para su decisión final, procediéndose, en todo lo demás, de manera similar a la primera modalidad descrita para la transferencia de competencias.

La regla general, para ambas maneras de transferir competencias, será su carácter definitivo, sin perjuicio que, excepcionalmente, el Comité Interministerial pueda recomendar su carácter temporal, debiendo el correspondiente decreto con fuerza de ley o decreto supremo consignar el tiempo de duración de la transferencia y condiciones en que se aplicará. 

La iniciativa legal que someto a vuestra consideración propone, también,  que, por vía de reglamento, se regulen, entre otras materias, lo concerniente al funcionamiento del Comité Interministerial, el procedimiento de evaluación y condiciones que deberán tener los programas de instalación de capacidades.

Finalmente, en consideración a lo señalado precedentemente, el proyecto de ley contempla también la derogación de los artículos 67 y 107 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, los cuales regulan hoy, de forman incompleta y sin haber existido una implementación efectiva de esta materia, el proceso de traspaso de competencias.

Nuevas obligaciones del intendente regional.

Dentro de las obligaciones del Intendente, se agrega no sólo someter al consejo regional la aprobación de los proyectos de planes y estrategias, sino también las políticas regionales de desarrollo.

Nuevo perfil de las Secretarías Regionales Ministeriales.

En el ámbito de la acción de órganos de la administración en las regiones, se propone modificar las normas referidas a las tareas asignadas a las secretarías regionales ministeriales, dejando de ser órganos ejecutores de las políticas, planes y proyectos regionales. En este sentido, el proyecto les asigna la tarea de presentar, dentro de la cartera respectiva, las prioridades de su territorio, para efectos de la formulación de las respectivas políticas nacionales sectoriales.

Asimismo, se asignan a los secretarios regionales ministeriales las funciones de supervisar la correcta aplicación de las políticas nacionales en la región respectiva y velar para que las políticas, programas y proyectos de naturaleza regional se enmarquen debidamente dentro de las políticas nacionales. 

Todo lo anterior es coherente con los principios de coordinación y unidad de acción, consagrados en los artículos 114 de la Constitución Política y 6° de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. 

Estructura organizacional de los gobiernos regionales y modificaciones a la Ley de Plantas respectiva.
La presente iniciativa legal también considera una modificación en la estructura administrativa de los gobiernos regionales. Por ello, y con el objeto de solucionar un vacío originado al aprobarse la ley N° 20.035, a consecuencia de lo resuelto por el Tribunal Constitucional en cuanto a que la organización interna de los gobiernos regionales sólo puede ser fijada por la ley, se propone hacer la adecuación pertinente en la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, estableciendo expresamente en su texto la estructura administrativa de estas entidades. Se contempla al efecto la existencia formal del mismo número de Divisiones que hoy operan de hecho (tres).
Así, esta iniciativa reconoce la existencia, en cada gobierno regional, de las Divisiones de Planificación y Desarrollo Regional; Presupuesto e Inversión Regional; y Administración y Finanzas. 

La primera estará encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de  procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades  definidas por el gobierno regional. Además, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración, que lo requieran.
Se trata de formalizar así una situación de facto hoy existente tras la creación el año 2005 de un cargo adicional de jefe de división en las plantas de cada uno de los Gobiernos Regionales. Este jefe de división está a cargo de una división “innominada” legalmente. Las tareas desempeñadas por estos directivos desde la creación del cargo han sido propias del ámbito de la planificación y el desarrollo regional. En consecuencia, la nominación de esta división es coherente, tanto con la situación de facto hoy existente como con la incorporación a los gobiernos regionales de nuevas competencias en materias de planificación.

Enseguida, la División de Presupuesto e Inversión Regional estará encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional. Asimismo, le corresponderá ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional. En consecuencia, recoge varias de las tareas hoy asignadas a la División de Análisis y Control de gestión, reconocida actualmente en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, a la que sucederá.

Por otra parte, la División de Administración y Finanzas se encargará  de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional. Incorpora las tareas hoy asignadas en la ley a una división homónima, a la que sucederá.

Debe señalarse que las tres jefaturas de división serán cargos afectos a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882, es decir, se propone su incorporación al Sistema de Alta Dirección Pública. Asimismo, para postular a estos cargos, se requerirá una experiencia profesional no inferior a 5 años. 

En las disposiciones transitorias del presente proyecto de ley se establece que, quienes a la fecha de su publicación se encuentren desempeñando el cargo de Jefe de División, mantendrán su nombramiento, y seguirán afectos a las normas aplicables a dicha fecha, debiendo el gobierno regional respectivo convocar a concurso cuando aquellos cesen por cualquier causa. 

A su vez, y en consideración a la existencia de tres divisiones de igual nivel jerárquico, y para efectos de alcanzar una mejor coordinación administrativa, se crea el cargo de Administrador Regional, quien se desempeñará como colaborador directo del intendente y coordinador de la gestión del servicio administrativo del gobierno regional. De esta forma, se desea dar respuesta a los requerimientos técnico administrativos provenientes desde el Ejecutivo y mejorar la eficiencia en los procesos de administración del órgano descentralizado. Para estos efectos, el presente proyecto modifica la ley N° 19.379, que Fija las Plantas Administrativas de los Gobiernos Regionales, incorporando en cada uno de estos órganos, el cargo de Administrador Regional, atendida la nueva estructura administrativa propuesta. 

El cargo de Administrador Regional se configura como directivo de exclusiva confianza y, para postular a él, se requerirá una experiencia profesional no inferior a 5 años.
Una última modificación propuesta a la ley de plantas de los gobiernos regionales, es incorporar en ella lo que ya había dispuesto la letra f) del artículo 1° del Decreto con Fuerza de Ley N° 17, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Esta norma confirió a las jefaturas de departamentos de los servicios administrativos de los gobiernos regionales la calidad de cargos de carrera, de los regidos por el artículo 8° del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fijó el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Lo anterior significa que la provisión de estos cargos se hará mediante concursos en los que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata (con una permanencia previa de 3 años) de todas las instituciones regidas por el Estatuto Administrativo. Como resultado del concurso, un comité de selección deberá proponer a la autoridad facultada para realizar el nombramiento candidatos a ocupar la jefatura de departamento, dándosele preferencia a los funcionarios de planta  del servicio administrativo del gobierno regional respectivo. Sólo a falta de postulantes idóneos se deberá llamar a concurso público (no restringido a funcionarios). Los jefes de departamento permanecerán durante tres años en sus cargos, pudiendo ser ratificados por el intendente respectivo, por una sola vez, previa evaluación del desempeño.

En las Disposiciones Transitorias de la presente iniciativa se propone que, quienes a la fecha de su publicación se encuentren desempeñando el cargo de jefe de departamento, mantendrán su nombramiento, y seguirán afectos a las disposiciones aplicables a dicha fecha, debiendo el gobierno regional respectivo convocar a concurso cuando aquellos cesen por cualquier motivo.
Esta última modificación legal propuesta no implica la creación de ningún cargo nuevo en la planta de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, sino sólo conferirles, en la propia ley N° 19.379, el nivel de directivos cargos de carrera.  
Municipalidades y Convenios de Programación de Inversión Pública.

El artículo 81 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional regula los convenios de programación de inversión pública a que se refiere el inciso cuarto del artículo 115 de la Constitución Política. Estos acuerdos se suscriben entre uno o más ministerios y uno o más gobiernos regionales. La norma legal indicada dispone que a los convenios se puedan incorporar otras entidades públicas privadas, nacionales, regionales o locales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para dar más eficacia a la ejecución del convenio.
El presente proyecto de ley precisa expresamente que, dentro las instituciones locales que pueden incorporarse a los convenios de programación de inversión pública, debe considerarse a las Municipalidades. 

Lo anterior se efectúa para dilucidar las dudas de interpretación hoy existentes en la materia.
Convenios de Programación Territoriales.

Finalmente, la presente iniciativa incorpora un nuevo artículo 81 bis dentro del Capítulo V “Del Patrimonio y del Sistema Presupuestario Regionales”. Es así como se propone la creación de convenios de programación territoriales. Estos podrán ser celebrados por los gobiernos regionales con una o más municipalidades con carácter plurianual, estando destinados a formalizar acuerdos para la implementación de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden entre las partes. Los convenios de programación territoriales deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.
En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“Artículo 1°.-
Introdúcense, las siguientes modificaciones a la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

1)
Reemplázase, el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere”.

2)
Incorpórase, en el Capítulo II del Título Segundo, a continuación de la expresión “Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional” el siguiente epígrafe: 
“Párrafo 1°

De las Funciones y Atribuciones Propias del Gobierno Regional”.


3)
Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma: 


a)
Reemplázase su encabezado por el siguiente:



“Serán funciones propias de carácter general del gobierno regional:”.


b)
Reemplázase su letra a) por la siguiente:



“a) Planificar el desarrollo de la región, especialmente en los ámbitos de infraestructura pública y transporte, económico y productivo, social y cultural,  mediante la elaboración, aprobación y aplicación de políticas, estrategias, planes, programas y proyectos en su territorio, los que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.


c)
Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b) y siguientes, a ser letras f) y siguientes, respectivamente:



“b)
Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;



c)
Orientar el desarrollo territorial de la región y coordinar la acción de los servicios públicos;



d)
Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;



e)
Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.


d)
Reemplázase, en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”; y, reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra “ley” por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.



e)
Reemplázanse, en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “funciones” por un punto final (.).


f)
Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.

4)
Modifícase el artículo 17 de la siguiente forma:


a)
Reemplázase su encabezado por el siguiente:



“Serán funciones propias del gobierno regional, en materia de ordenamiento territorial:”.


b)
Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y siguientes, a ser letras b) y siguientes, respectivamente:



“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para orientar la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y suscrito por los Ministros de Defensa Nacional, cuando corresponda, Obras Públicas, Agricultura y Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan, el cual deberá considerar los principios de sustentabilidad urbana, integración social, participación  y descentralización;”.


c)
Reemplázase en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la expresión “procurando” por “coordinando”. Asimismo, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “social” por un punto y coma (;); y elimínase la conjunción “y”. 


d)
Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;). 


e)
Agrégase la siguiente letra h), nueva:



“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y la Dirección Regional de la Comisión Nacional de Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia, e”.


f)
Incorpórase, como nueva letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.

5)
Sustitúyase el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Serán funciones propias del gobierno regional, en materia de fomento de las actividades productivas:


a)
Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;


b)
Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;


c)
Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;



d)
Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes; programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos; 


e)
Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional;


f)
Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas, y


g)
Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales.

6)
Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:


a)
Reemplázase su encabezado por el siguiente:



“Serán funciones propias del gobierno regional, en materia de desarrollo social y cultural:”.


b)
Intercálase, a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva, pasando las actuales letras b), c), d), e) y f), a ser letras c), d), e), f) y g), respectivamente: 



“b) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.


c)
Reemplázanse en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “región” por un punto y coma (;).


d)
Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;).


e)
Agréganse, a continuación de la nueva letra g), las siguientes letras h), i) y j), nuevas:



“h)
Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;



i)
Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, y 



j)
Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinadas a superarla.”.

7)
Reemplázase, en la letra f) del artículo 20, la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial” y elimínase la expresión “los párrafos segundo y tercero de”.

8)
Introdúcese, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2° nuevo: 

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias



Artículo 21 A.- Sin perjuicio de las funciones y atribuciones propias establecidas en los artículos anteriores, el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales una o más competencias de los Ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, conforme al siguiente procedimiento:


a)
El Intendente respectivo, durante el primer trimestre del año calendario, fundadamente y con el acuerdo de las cuatro quintas partes del consejo regional, solicitará al Presidente de la República las competencias a ser transferidas.


Para estos efectos, se entenderá por competencias las funciones y atribuciones que la ley confiere a ministerios y servicios públicos en determinado sector o ámbito de las materias señaladas precedentemente;


b)
El Presidente de la República, a través del Comité Interministerial a que se refiere el párrafo siguiente, comunicará la solicitud de transferencia de competencias a los correspondientes ministerios y servicios públicos, cuyas funciones y atribuciones pretende asumir el gobierno regional solicitante, debiendo éste poner a disposición del Comité los antecedentes necesarios para su respectivo análisis.


Para efectos de lo dispuesto en este artículo, se creará un Comité Interministerial compuesto por el Ministro del Interior, el Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia y el Ministro y el Director de Servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas. Esta instancia tendrá por función determinar el mérito de la solicitud de transferencia de competencias dentro de treinta días hábiles contados desde la recepción de la comunicación a que se refiere  el párrafo precedente. En caso de disponerse la falta de mérito de la solicitud, no procederá recurso alguno. 


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior ejercerá como Secretario Ejecutivo de este Comité y, en tal calidad, actuará como coordinador del proceso de transferencia de competencias; 


c)
Determinado el mérito de la petición, el gobierno regional solicitante se someterá a un proceso en el cual el Comité Interministerial indicado evaluará la consistencia de su petición, pudiendo disponer la realización de un programa de instalación de las capacidades requeridas para el adecuado ejercicio de las competencias solicitadas. Con todo, este proceso de evaluación no podrá exceder de ciento veinte días hábiles, contados desde la fecha de notificación al gobierno regional de la resolución afirmativa de mérito;


d)
Una vez completado el proceso indicado precedentemente, el Comité elevará los antecedentes al Presidente de la República para su decisión. Si ésta fuere afirmativa, aquel podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley, a fin de materializar la transferencia aprobada. En tanto, cuando la transferencia de competencias no requiera modificaciones legales, el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y suscrito, además, por él o los titulares de los Ministerios vinculados a las competencias que se han solicitado transferir, resolverá la solicitud explicitando, en caso que corresponda, aquellas efectivamente transferidas, y


e)
El Ministerio o servicio público transferente continuará ejerciendo la correspondiente competencia en aquellas regiones respecto de las cuales no se hubiere efectuado la transferencia respectiva.


Artículo 21 B.- Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, los ministerios respectivos podrán proponer al Presidente de la República que disponga la transferencia de una o más de sus competencias o las de sus servicios relacionados desde aquellos o éstos hacia uno o más de los gobiernos regionales. Este proceso se someterá a las siguientes disposiciones:


a)
El Presidente de la República comunicará al Comité Interministerial señalado en el artículo precedente, la proposición recibida, con el fin que aquel, dentro de treinta días hábiles contados desde la recepción de la comunicación, evalúe el mérito de la propuesta, debiendo el Comité solicitar la opinión de los gobiernos regionales involucrados, a través del Ministerio del Interior, así como los antecedentes que estimen pertinentes; 


b)
Determinado el mérito de la proposición, el o los gobiernos regionales correspondientes se someterán a un proceso similar al descrito en el literal c) del artículo precedente, con la salvedad que el plazo máximo para realizarlo no podrá exceder los ciento ochenta días hábiles contados desde la fecha de notificación de la resolución afirmativa de mérito, y


c)
Una vez concluida la evaluación indicada precedentemente, el Comité elevará los antecedentes al Presidente de la República, procediéndose de modo similar a lo descrito en el literal d) del artículo 21 A.


Artículo 21 C.- Con el fin de asegurar un ejercicio eficiente por parte del gobierno regional de las correspondientes competencias, los decretos con fuerza de ley o decretos supremos deberán consignar las competencias transferidas.


Los decretos con fuerza de ley deberán consignar, además, los traspasos de recursos  humanos y financieros requeridos y toda otra norma necesaria para la adecuada radicación de las competencias transferidas. 


Artículo 21 D.- Excepcionalmente, la transferencia de competencias podrá tener carácter temporal, si así lo recomendase el Comité Interministerial, debiendo el correspondiente decreto con fuerza de ley o decreto supremo establecer los plazos y condiciones en que se aplicará. 


Artículo 21 E.- Mediante reglamento del Ministerio del Interior, suscrito además por los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, se regulará el funcionamiento del Comité Interministerial; el procedimiento de evaluación y las condiciones que deberán contener los programas de instalación de capacidades señalados en los artículos 21 A y 21 B, y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación de este Párrafo”.

9)
Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:


a)
Sustitúyase la letra b) por la siguiente:



“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.


b)
Sustitúyase la letra p) por la siguiente:



“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.


c)
Intercálanse las siguientes letras q) y r), nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser nuevas letras s) y t), respectivamente:




“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquellos, los planos reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;



r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias  de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;”.

10)
Modifícase el artículo 36 de la siguiente forma:


a)
Agrégase en la letra c), el siguiente primer párrafo nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:



“c) Aprobar los planes regionales de ordenamiento territorial, los cuáles requerirán, para su aprobación, tener informes previos favorables de la Subsecretaría de Marina, cuando corresponda; de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas, y de la Dirección Regional de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.


b)
Elimínase en el actual párrafo primero de la letra c), que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.


c)
Sustitúyase en el actual párrafo cuarto de la letra c), que pasa a ser párrafo quinto, la expresión “desarrollo urbano” por la frase “ordenamiento territorial”.


d)
Reemplázanse en la letra i) la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “Estado” por un punto y coma (;).


e)
Incorpórase la siguiente letra j), nueva, pasando la actual letra j) a ser letra k):



“j) Dar su acuerdo al intendente para que éste solicite al Presidente de la República la transferencia al gobierno regional de una o más competencias de los Ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según lo dispuesto en el artículo 21 A, y”.

11)
Sustítúyanse, en el artículo 64, sus letras a), b) y c), por las siguientes letras a), b) y  c), nuevas, respectivamente:


“a)
Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;


b)
Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;


c)
Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.

12)
Derógase el artículo 67.

13)
Sustitúyase el artículo 68 por el siguiente:


“Artículo 68.- El Intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:


a)
Un Administrador Regional, que será el colaborador directo del intendente y coordinador de la gestión del servicio administrativo del gobierno regional.


b)
Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de  procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades  definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos  de carácter regional; y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración, que lo requieran; 


c)
Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, y  


d)
Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.”.

14)
Intercálase, en el inciso segundo del artículo 81, a continuación de la expresión “o locales,” la frase “incluidas las municipalidades,”.

15)
Incorpórase, a continuación del artículo 81, el siguiente artículo 81 bis, nuevo:


“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual,  destinados a formalizar los acuerdos  para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo”.

16)
Derógase el artículo 107.
Artículo 2°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones  a la ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación y Cooperación:

1)
Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma:


a)
En la letra g), suprímase la expresión “Proponer”, y, reemplázase la frase “para la formulación y elaboración de políticas, planes y programas de desarrollo y presupuestos de inversión regionales” por la frase ”en las materias propias de competencia del Ministerio de Planificación;”.


b)
Incorpórase, la siguiente letra h), nueva, pasando a ser la actual letra h) a ser letra i):

“h) Velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.”.



c)
En la actual letra h), que pasa a ser letra i), reemplázase el punto final (.) que sigue a la palabra “grupos” por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.

2)
Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a)
Sustitúyase su inciso primero por el siguiente:



“En cada región del país habrá una secretaría regional ministerial, de acuerdo a las normas establecidas en los artículos 62, 63 y 64 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.


b)
Suprímase en el inciso segundo la letra b), pasando las actuales letra c) y siguientes, a ser nueva letra b) y siguientes, respectivamente. 


c)
Sustitúyase la actual letra d), que pasa a ser letra c), por la siguiente:

“c) Coordinar y velar, por la adecuada ejecución, de los planes y programas de protección social de impacto en los grupos vulnerables y de riesgo social;”.  



d)
Reemplázase en la actual letra h), que pasa a ser letra g), la conjunción “e” por “y”. 
Artículo 3°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 458, de 1975, que Aprueba Nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:

1)
Modifícase su artículo 28 de la siguiente forma:


a)
Reemplázase el guarismo “cuatro”, las dos veces que aparece, por la palabra “tres”.


b)
Elimínase la palabra “regional,” y la coma (,) que le sigue.

2)
Derógase el Párrafo 2° del Capítulo II del Título II. 
Artículo 4°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a  la ley Nº 19.379, que fija plantas de personal de los Servicios Administrativos de los Gobiernos Regionales: 

1)
Modifícase su artículo 1° de la siguiente forma:


a)
Sustitúyase en el número 1), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Tarapacá, su primer acápite por los siguientes:


Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3 


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
· Jefes de Departamento
8


3

8

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.



b)
Sustitúyase en el número 2), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Antofagasta, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4

· Jefes de Departamento
8


3

8



DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

·  Directivo



9


1

1”.


c)
Sustitúyase en el número 3), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Atacama, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3 


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4

· Jefes de Departamento
8


3

8

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


d)
Sustitúyase en el número 4), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Coquimbo, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total

“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
·  Jefes de Departamento
8


3

8

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


e)
Sustitúyase en el número 5), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Valparaíso, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
·  Jefes de Departamento
8


7

12

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


f)
Sustitúyase en el número 6), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total


“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3
DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
· Jefes de Departamento
8


3

8

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


g)
Sustitúyase en el número 7), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región del Maule, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
· Jefes de Departamento
8


4

9

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


h)
Sustitúyase en el número 8), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región del Bío Bío, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
· Jefes de Departamento
8


4

9

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


i)
Sustitúyase en el número 9), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región del La Araucanía, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1
DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1

· Jefes de Departamento
6


4

· Jefes de Departamento
8


3

8

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9 


1

1”.


j)
Sustitúyase en el número 10), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Los Lagos, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
·  Jefes de Departamento
8


5

10

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


k)
Sustitúyase en el número 11), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total

“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
· Jefes de Departamento
8


4

9

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


l)
Sustitúyase en el número 12), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4
·  Jefes de Departamento
8


4

9

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.


m)
Sustitúyase en el número 13), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región Metropolitana de Santiago, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


4

· Jefes de Departamento
7


1
· Jefes de Departamento
8


5

11

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

Directivo



9


1

1”.


n)
Sustitúyase en el número 14), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Los Ríos, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


2

· Jefes de Departamento
6


2

· Jefes de Departamento
7


2

· Jefes de Departamento
8


1 

7”.


ñ)
Sustitúyase en el número 15), Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Arica y Parinacota, su primer acápite por los siguientes:



Cargo


Grado
N° Cargos

Total
“DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA

· Administrador Regional
3


1

1

DIRECTIVOS – CARGOS AFECTOS AL TÍTULO VI DE LA LEY N° 19.882

· Jefes de División

4


3

3
DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTICULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

· Jefe de Departamento

5


1
· Jefes de Departamento
6


2

· Jefes de Departamento
7


2
·  Jefes de Departamento      8            2          7

DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA

· Directivo



9


1

1”.

2)
Agrégase en el primer acápite del inciso primero de su artículo 2°, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente texto:


“Tratándose de cargos de exclusiva confianza y de cargos afectos al Título VI de la ley N° 19.882, adicionalmente se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo Primero.-
En tanto no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere esta ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes deberán orientar las decisiones que adopten los organismos competentes que puedan tener impacto en el territorio respectivo, y que digan relación con las características, potencialidades y vocaciones de aquellos.
Artículo Segundo.-
Los funcionarios que a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos calificados como de alta dirección pública o cualquiera de los cargos de Directivos de Carrera señalados en su artículo 3°, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.
Artículo Tercero.-
El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $560.000 miles y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior.".
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República.- EDMUNDO PÉREZ YOMA, 
Ministro del Interior.- ANDRÉS VELASCO BRAÑES, 
Ministro de Hacienda.- PAULA QUINTANA MELÉNDEZ, Ministra de Planificación y Cooperación.- HUGO LAVADOS MONTES, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.- PATRICIA POBLETE BENNETT, Ministra de Vivienda y Urbanismo
2

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UNA NUEVA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

(5887-06)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que establece una nueva ley orgánica constitucional de los partidos políticos.

Origen de los partidos.
La variedad de opiniones entre las personas es una realidad presente en toda época y lugar. Ello deriva de la propia naturaleza humana, que hace posible escoger entre distintos caminos y alternativas. Esta facultad, consustancial a nuestra especie, tiene plena aplicación en cuanto a la forma como cada cual juzga los asuntos relativos a la dirección de la sociedad política y se pronuncia sobre ellos.
La historia demuestra que, en la conducción de las sociedades, como resultado de la diversidad de pareceres y comportamientos y en la forma más espontánea, se han formado siempre tendencias diversas que se ponen de relieve por lo menos cuando se trata de resolver conscientemente los problemas mayores que plantea la convivencia social.
Ya desde la antigüedad grecorromana es posible advertir la existencia de agrupaciones más sólidas en torno a divisiones generales y permanentes, surgidas de distintas orientaciones llamadas a inspirar las decisiones de la vida pública.
De hecho, la denominación de partido es tan antigua, que ya puede registrarse en la “Historia del Peloponeso” de Tucídides, en la famosa narración de la lucha social y política en Corcira. Su uso resulta corriente  para designar algunos actores de la vida política de la Roma Republicana, en particular cuando se consolida a partir de los Graco la división entre los optimates y los populares, que protagonizaron la vida política romana hasta la guerra de Accio. Del mismo modo, resulta usual hablar de partidos al narrar las luchas políticas en Italia durante la Edad Media, refiriéndose a las “partes” guelfa y gibelina. Igualmente se usa para describir las tendencias en las cortes de los monarcas medievales y modernos o de las facciones políticas en las ciudades- Estado de la Italia renacentista. 
Es Inglaterra, la primera nación que se libera de la omnipotencia real, la que ve surgir los partidos políticos modernos. A ello contribuye especialmente las luchas que se desarrollan durante el siglo XVII en el Parlamento británico en contra de la figura del rey, cruzada en la que se a concertan tanto los miembros de la nobleza (whig) como los representantes del pueblo de Burgos y los condados (tory). En este contexto, la vigorización de los partidos políticos resulta en Inglaterra inseparable del robustecimiento de las prerrogativas y funciones de ambas ramas de Parlamento.
En los EE.UU, por su parte, el proceso emancipador dio origen a un debate jurídico- político acerca del régimen estatal y gubernativo, que dio nacimiento a dos grandes corrientes de opinión. Una de ellas, orientada hacia el fortalecimiento de las atribuciones federales (republicanos) y otra inclinada a la defensa de la autonomía de los Estados (demócratas).

La utilización de la expresión partidos adquiere nuevo significado y cobra nuevo vigor con la aparición del Estado constitucional. Este último reconoce la existencia de los partidos como un aspecto fundamental para el adecuado funcionamiento de un Estado libre.

En definitiva, desde una perspectiva histórica, podemos advertir que la irrupción de los partidos políticos modernos es un fenómeno que, no obstante sus vestigios más remotos, tiene su configuración actual en un tiempo relativamente reciente, con no más de un siglo y medio de antigüedad, erigiéndose, en consecuencia, como un fenómeno específico de la política contemporánea.  Surge como una consecuencia necesaria de las instituciones representativas y de las elecciones con un cuerpo electoral amplio, estando, sobre todo en sus inicios, muy ligado a la progresiva ampliación del sufragio.

La legitimación definitiva del fenómeno partidario, descansa en la instalación de la idea, acuñada por Sartori, según la cual el disenso y la diversidad ya no son visualizados como elementos que necesariamente perturban el orden político. Lo anterior se traduce en que los partidos pasan a desempeñar un rol insustituible en el indispensable intercambio y debate de ideas que necesariamente debe darse para un adecuado funcionamiento del sistema democrático.
CONCEPTO Y FINES DE LOS PARTIDOS.

Concepto partidos políticos.
Los partidos políticos son grupos formados por quienes, habilitados para hacerlo, se asocian voluntariamente, con el fin de asumir el poder del Estado y trabajar porque la acción de éste se dirija a realizar determinados objetivos de bien público.
A partir de esta definición, se coligen algunos de sus rasgos fundamentales.
En primer lugar, se trata de una asociación voluntaria, tanto en cuanto a que cada persona tiene la facultad de constituir un partido, o ingresar al de su preferencia, como en cuanto a que no puede ser obligado a ingresar a alguno de ellos, y a desafiliarse cuando lo estime pertinente.

En segundo lugar, el fin esencial de los partidos es siempre la obtención consciente y deliberada del poder político; pero también influir, en la medida de sus posibilidades, para que la acción del Estado se encuadre dentro de sus objetivos de bien público. Para ello, normalmente están conformados por un sustrato programático que encauza su accionar al logro de los señalados objetivos.

A los dos elementos precedentemente señalados se suma la necesidad de contar con una organización duradera y estable, la que, además, debe encontrarse articulada de tal modo que las organizaciones de carácter local tengan lazos regulares y variados con la organización a nivel nacional.

Finalmente, se trata de organizaciones que buscan, permanentemente, adhesión popular para lograr la materialización de sus fines.

Fines de los partidos políticos.

Los partidos políticos tienen fines específicos. Entre otros, los siguientes:
Postulación de proyectos políticos de carácter global.
Los partidos políticos son, prácticamente, los únicos actores sociales que se presentan y actúan en función de proyectos políticos referidos a la sociedad globalmente considerada y ofrecen, o cuando menos a eso aspiran, alternativas de futuro en el proceso de selección  de los objetivos generales de la sociedad. En este sentido, todos los partidos son portadores de una imagen determinada del orden social deseable que postulan.
Agregación y jerarquización de intereses.
Los partidos políticos, enseguida, transforman y reducen a la unidad las demandas sociales, seleccionándolas, agrupándolas y articulándolas de acuerdo con un orden de valores, estableciendo, por ello, una coherencia dentro de la vida política de la sociedad.

En un Estado moderno, que constituye un modelo de organización política de una sociedad altamente compleja y especializada, ninguna de sus instituciones tiene la capacidad de los partidos de recibir las demandas del resto de la sociedad y reducirlas, mediante su jerarquización y conversión en programas de acción. La existencia del partido es así una exigencia que se origina en la estructura misma del Estado moderno y de la sociedad compleja que éste rige.
Función de comunicación y orientación
Los partidos desempeñan, asimismo, una función de comunicación y orientación de los órganos políticos de poder, en su calidad de grupos de opinión pública, y asimismo ejercen una permanente labor de control de su actuación.

Los partidos políticos son verdaderos mediadores entre la sociedad civil y el Estado; constituyen un enlace entre el sistema político del que forman parte y el resto de los sistemas sociales. Gracias a su funcionamiento, las autoridades públicas reciben ordenadamente las peticiones de los ciudadanos y mediante ellos pueden difundir sus posiciones y políticas entre los mismos. En definitiva, facilitan el acceso de los ciudadanos al sistema gubernativo y, en consecuencia, se constituyen en un mecanismo de integración de los ciudadanos en el sistema mismo, son un instrumento de socialización política, de movilización de los ciudadanos.

Los partidos políticos, en definitiva, son los verdaderos conductores de la opinión pública, a la que están llamados a ilustrar, orientar y conquistar. Cumplen un rol de educadores cívico de la ciudadanía así como de selección de las élites.
Los partidos políticos son elementos esenciales de todo Estado democrático de corte representativo, de tal manera que éste es impensable sin ellos. La experiencia revela que toda sociedad moderna que se repute de verdaderamente democrática, requiere de la existencia de un adecuado sistema de partidos políticos que actúen como verdaderas correas de transmisión de las demandas ciudadanas hacia los órganos de poder, así como de de información de estos últimos a los ciudadanos acerca de sus política y líneas de acción.

Función electoral.
Enseguida, los partidos políticos operan como formadores de opinión política de los ciudadanos y, en consecuencia, su actividad genera la estructuración del voto de los mismos. Asimismo, los partidos operan como mecanismos de selección de personal político y de candidatos a las elecciones y aseguran el encuadramiento y la disciplina de los electos, además de organizar la elección misma, que resultaría inmanejable sin su participación y presencia.

Sin la presencia insustituible de los partidos políticos, el escrutinio de las urnas sería un proceso disperso y sin sentido, ya que estas organizaciones se preocupan de preparar la organización del acto eleccionario haciendo que se agrupen  quienes participan de semejantes o análogos ideales u objetivos de bien público, se den a conocer los candidatos, se revelen las cualidades y objetivos de éstos y se conquisten los apoyos respectivos. Para ello difunden sus principios inspiradores, sus programas e idearios.

La selección y reclutamiento del personal político.
Por otra parte, los partidos políticos facilitan el reclutamiento del personal político, operando como agencias mediante las cuales se proporciona el recurso humano aspirante a los numerosísimos puestos públicos que se proveen por elección en las democracias representativas. Los partidos, dicho de manera simple, proporcionan candidatos sin los cuales la elección misma no sería posible, pero mediatamente, en cuanto se trata de puestos provistos por designación de las autoridades electas, también proporcionan candidatos a los puestos ejecutivos y administrativos.
RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS PARTIDOS POLITICOS.

La relevancia de los partidos en nuestro sistema se expresa en que la Constitución se refiere a ellos expresamente, regulando algunos de sus aspectos. No sucede lo mismo con el resto de las asociaciones, con la excepción de los sindicatos y los colegios profesionales.
Aspectos de los partidos políticos regulados por la Constitución.
La primera mención constitucional de los partidos políticos surge de la Constitución de 1925, a raíz de la descripción de la forma en que se elegía a los Senadores y Diputados de la época, sin describir particularidades sobre éstos. Un segundo reconocimiento constitucional se manifiesta el año 1971, oportunidad en que se consagra a los partidos políticos como personas jurídicas de derecho público, cuya finalidad consiste en determinar la política nacional de manera democrática.

Actualmente, los partidos políticos están regulados en la Constitución, en su Capítulo III, dentro de la consagración de la libertad de asociación como una garantía constitucional (Artículo 19 número 15).

Catalogar a los partidos políticos como una asociación, significa considerarlos como una organización compuesta por una pluralidad de miembros, los que se reúnen en torno a una finalidad específica que es concretada a través de la actividad que desarrolla esta entidad. La Constitución señala que las asociaciones pueden existir sin la necesidad de obtener un permiso previo, y consagra, a su vez, la total libertad, tanto para pertenecer a algún tipo de asociación como para desligarse de la misma. Toda asociación está sujeta una restricción de fondo consistente en que dicha entidad no puede ser contraria a la moral, orden público y a la seguridad del Estado. Estás características generales son plenamente aplicables a los partidos políticos, en cuanto asociaciones.

La relación entre los partidos políticos y el derecho de asociación ha sido expresamente reconocida por el Tribunal Constitucional, en la sentencia del 24 de febrero de 1987, rol N° 43, caracterizado a los partidos políticos, en el considerando 15, como una forma de expresión particular del derecho de asociación.

La Constitución regula ciertos aspectos particulares de los partidos políticos, dejando lo demás elementos para su definición en una ley orgánica constitucional.

El primer elemento que regula la Constitución es la vinculación de los partidos políticos con la democracia, tanto desde una perspectiva interna como externa. La vinculación externa de los partidos políticos con la democracia se relaciona con la finalidad que deben satisfacer dichas organizaciones. Anteriormente, se señaló que ninguna asociación puede ser contraria a la moral, orden público y seguridad del Estado. Junto con esas limitaciones, la Constitución consagra una exigencia adicional a los partidos políticos.  Al ser Chile una república democrática (art. 4º), se establece la inconstitucionalidad de aquellos partidos cuyos objetivos, actos o conductas vulneren los principios básicos del régimen democrático y constitucional, que pretendan el establecimiento de un régimen totalitario o que hagan uso de la violencia, la propugnen o la inciten como un método de acción política. Esta exigencia tiene por finalidad asegurar pluralismo político en el país, como elemento fundamental del desarrollo democrático. Así, se asegura que todos puedan exponer sus ideas, difundirlas, pero bajo el respeto del régimen que faculta el ejercicio de estos derechos. Por otro lado, la vinculación constitucional interna de los partidos políticos con la democracia, consiste en la exigencia de que los estatutos contemplen normas que aseguren una efectiva democracia interna, es decir, el sistema de participación que se consagre, sin importar cuales sean sus características específicas, debe estar fundamentado en la lógica democrática.

En segundo lugar, la Constitución Política impide que los partidos políticos intervengan en actividades ajenas a las que les son propias, sin que puedan tener un privilegio o monopolio de la participación ciudadana. Este elemento es peculiar, ya que la Constitución impide que los partidos participen en actividades ajenas, pero no señala ni da criterios que permitan definir cuales serían las actividades propias de dichas organizaciones, entregándoselas, en consecuencia, a la ley definirlas.

En tercer lugar, el artículo 19 número 15 establece que los partidos políticos deben tener un registro sobre sus miembros. Ha existido una evolución en los diversos textos constitucionales, en relación con las características de dicha nómina. Antes de la reforma constitucional de 1989, la publicidad de los registros de los militantes era ilimitada, en cambio en la actualidad, la Constitución exige que la nómina de los militantes esté registrada en el servicio electoral del Estado, el que debe guardar reserva sobre ella, sólo permitiendo que los militantes de los respectivos partidos tengan acceso a las nóminas.

Otro elemento de los partidos políticos que tiene consagración constitucional, es el financiamiento y la contabilidad de los ingresos. La Constitución señala que la contabilidad de los partidos debe ser pública. En relación con el financiamiento, se restringen las fuentes de ingreso, al impedir que los recursos de los partidos provengan de dineros, bienes, donaciones, aportes o créditos de origen extranjero.

Finalmente, la Constitución advierte que cualquier organización, movimiento, asociación o grupo de personas que realice actividades propias de los partidos políticos sin ajustarse a las normas constitucionales que regulan dicha entidad, serán catalogadas de ilícitas y sancionadas de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional.

Aspectos de los partidos políticos que no están regulados en la Constitución.

Recién fueron analizados los elementos que la Constitución regula sobre los partidos políticos y por lo tanto deben ser respetados por cualquier norma de rango inferior. 

Ahora bien, existen otros aspectos sobre los cuales la Constitución se remite expresamente a la ley orgánica constitucional, la que deberá regular en concreto a los partidos políticos, como por ejemplo las sanciones que se aplicarán en el caso que una organización realice actos propios de los partidos políticos, sin cumplir con la normativa constitucional que los regula. A su vez, existen ciertos elementos sobre los cuales no se registra pronunciamiento constitucional alguno. Frente a la ausencia de referencias, la ley orgánica constitucional tiene total libertad para regular dichos aspectos y darles el carácter que se estime conveniente, siempre, claro está, que sean compatibles con la regulación constitucional.

Existen cuatro elementos que no fueron regulados por la Constitución que merecen ser destacados.

Desde luego, la Constitución no define qué debemos entender por partidos políticos. Solamente se regulan algunos aspectos que, dada su importancia, se considera que su concurrencia es fundamental en este tipo de asociaciones. Hasta la fecha, la definición de partidos se ha realizado en la ley que regula sus aspectos  particulares.

La Constitución tampoco se pronuncia sobre la naturaleza jurídica de los partidos políticos. Al no existir un mandato constitucional que defina su naturaleza jurídica, se mantiene abierta la discusión sobre su personalidad jurídica, en cuanto sujeto de derecho público, privado o mixto. Este silencio permite que la determinación final sobre su naturaleza sea configurada en la ley, siendo las tres corrientes doctrinales igualmente válidas.

Enseguida, tampoco la Constitución se refiere a los órdenes de partidos. Estas se regulan en la ley.

Finalmente, es importante destacar que el texto constitucional no determina cuales son los fines de los partidos políticos. La Constitución sólo hace referencia al vínculo indisoluble que deben mantener los partidos políticos con la democracia, tanto desde la perspectiva de su configuración y participación interna, como desde su desenvolvimiento en la sociedad. El silencio constitucional faculta a la ley para regular dichos principios.

El ámbito relevante, entonces, con que la Constitución convoca a la ley, hace que nos fijemos en la regulación legal de partidos que ha tenido nuestro país.
LAS regulaciones legales SOBRE PARTIDOS POLITICOS DE NUESTRA HISTORIA.

Lo primero que cabe señalar al respecto es que, a pesar que la Constitución de 1925 reconoció la existencia de los partidos políticos, el procedimiento de inscripción de los mismos no se encontraba regulado por ley.
Historia de los partidos.
Fue en el gobierno de Carlos Ibáñez del Campo que se introdujeron una serie de modificaciones a la Ley General de Elecciones (cuyo texto refundido fue fijado por la ley N° 12.891); entre ellas, algunas referidas a los partidos políticos. En efecto, en virtud de la ley N° 12.889, publicada en el Diario Oficial el 31 de mayo de 1958, y al hacer referencia a las declaraciones de candidatos a Presidente de la República, Senadores y Diputados que el sistema representativo imperante exigía, se establecieron los requisitos que debían cumplir dichas declaraciones, regulando, también, la forma en que debía realizarse la inscripción de los partidos políticos que debían efectuarlas.

De este modo, la ley estableció que un partido político debía solicitar su inscripción ante la Dirección del Registro Electoral con, a lo menos, ciento cincuenta días de anterioridad a la fecha de la elección, acompañando copia del acta de constitución autorizada ante notario, así como copia de la designación de la Mesa Directiva Central y de su programa de labor pública. Además, se estableció la obligación de acompañar una nómina de por lo menos tres mil electores adherentes al partido político cuyas firmas hayan sido autorizadas ante Notario.
La ley establecía que la solicitud de inscripción de un partido político debía ser publicada por la Dirección del Registro Electoral en el Diario Oficial dentro del plazo de cinco días.

Por último, se establecía que si un partido político inscrito no alcanzaba representación parlamentaria en cualquier elección ordinaria, el Director del Registro Electoral procedería a cancelar la respectiva inscripción, salvo que el partido conservare representación en el Senado.
De conformidad con esta regulación, por lo tanto, los partidos políticos carecían de personalidad jurídica, y sólo si mantenían inscripción vigente en la Dirección del Registro Electoral podían ejercer las facultades que les concedía la ley. Si los partidos querían organizarse como corporaciones de derecho privado, debían someterse a las reglas establecidas por el Código Civil.
Más adelante, durante el gobierno de don Jorge Alessandri Rodríguez, y por medio de la ley N° 14.851, se establecen, entre otras, modificaciones a la Ley General de Elecciones (cuyo texto definitivo fue fijado por la ley N° 14.852), normas que determinan una nueva regulación para los partidos políticos.
En efecto, en virtud de lo dispuesto en dicha ley, se establece que los partidos políticos adquirirán personalidad jurídica por el hecho de inscribirse en el Protocolo que llevará el Director del Registro Electoral, y que tendrán los derechos que las leyes les concedan.

La solicitud de inscripción del partido político debía hacerse por escrito ante el Director del Registro Electoral y ser firmada por el presidente y el secretario de la Mesa Directiva Central del partido designada en el acta constitutiva del mismo; debía acompañarse copia autorizada ante notario del acta constitutiva, la que debía contener el texto íntegro de los estatutos aprobados y el nombre de los miembros de la Mesa Directiva Central; y por último, debía acompañarse una nómina de a lo menos diez mil electores adherentes, con las firmas autorizadas por un notario.
Si una solicitud de inscripción no cumplía con los requisitos anteriormente señalados, sería desechada de plano por la Dirección del Registro Electoral, resolución que era apelable ante el Tribunal Calificador de Elecciones en un plazo de cinco días desde su notificación. Las solicitudes de inscripción de un partido político no podían presentarse dentro de los doscientos cuarenta días anteriores a la fecha de una elección ordinaria.
La solicitud de inscripción debía ser publicada por la Dirección del Registro Electoral en el Diario Oficial, pudiendo cualquier partido político formular oposición escrita a la inscripción del nuevo partido dentro de los treinta días siguientes a dicha publicación. La oposición debía ser resuelta por el Director del Registro Electoral, en primera instancia, dentro de los diez días siguientes a su presentación. En contra de la resolución del Director, se podía reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones dentro del plazo de cinco días, el que debía resolver también en un plazo de cinco días.

Si no se hubiese deducido oposición dentro del plazo legal o si ésta se hubiese rechazado por resolución firme, el Director del Registro Electoral debía dictar una resolución por la cual se declarara la existencia legal del nuevo partido político, publicándola en el Diario oficial y practicando la respectiva inscripción en el Protocolo de los partidos políticos.
En cuanto a la organización interna del partido político, la ley establecía que la Mesa Directiva Central sería la autoridad superior del partido, la que debía estar integrada, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero, pudiendo los estatutos señalar la denominación de la Mesa y de los cargos mencionados. La persona que tuviera las funciones de Presidente, en todo caso, tenía la representación legal del partido, judicial y extrajudicialmente.
La personalidad jurídica de un partido político se extinguía con la cancelación de la respectiva inscripción en el Protocolo, realizada por el Director del Registro Electoral en los casos de fusión o disolución de un partido político o cuando éste no alcanzara representación parlamentaria en cualquier elección ordinaria, a menos que conservara representación en el Senado.
Los partidos políticos con inscripción vigente podían solicitar diversas modificaciones a dicha inscripción, siempre que se hiciera por escrito ante el Director del Registro Electoral. Para la tramitación de dichas solicitudes se aplicaba el mismo procedimiento previsto para la inscripción.
Se establecía también, que ningún partido político podía adoptar un nombre que indujera a confusión con el de alguno de los partidos ya existentes; y por último, se establecía la aplicación de determinadas disposiciones del Código Civil.
En las disposiciones transitorias de la ley N° 14.851 se determinó, además, que los partidos políticos que a la fecha de publicación de la ley tuvieren inscripción vigente ante la Dirección del Registro Electoral, gozarían de personalidad jurídica a contar de ese día, y se agregó la obligación de la Mesa Directiva de cada partido, de confeccionar un inventario solemne de los bienes que constituyeran el patrimonio inicial del partido.
Por reforma constitucional de 1971, se le dio a los partidos la naturaleza jurídica de entes dotados de personalidad jurídica de derecho público.

La disolución y el receso.
Posteriormente, con fecha 13 de octubre de 1973, la Junta de Gobierno dictó el Decreto Ley N° 77 en cuya virtud declaró ilícitos y disolvió los partidos políticos que sustentaban ideologías calificadas como marxistas. En virtud de este decreto, los partidos señalados en él, así como otras entidades asociadas a dichas ideas, se consideraron asociaciones ilícitas, por lo que se ordenó su disolución y la cancelación de su personalidad jurídica, y se confiscaron sus bienes.
Asimismo, por medio del Decreto Ley N° 78 de 17 de octubre de 1973, la Junta de Gobierno declaró en receso a todos los partidos políticos y entidades, agrupaciones, facciones o movimientos no comprendidos en el Decreto señalado precedentemente, estableciéndose que un reglamento determinaría los alcances y modalidades de dicho receso, debiendo abstenerse los partidos y organizaciones de toda actividad mientras tal reglamento no fuere dictado.
Tal situación permaneció hasta 1987.  Durante más de una década, la actividad partidaria estuvo proscrita.  Además, fue acusada de ser el origen de muchos males de nuestro país.

La actual ley.
Una vez dictada la Constitución de 1980, se promulgó recién en el año 1987, la ley N° 18.603, ley orgánica constitucional de partidos políticos. Esta ley contiene una mayor regulación de los partidos políticos que la contenida en las leyes dictadas bajo la Constitución de 1925.
En efecto, la ley N° 18.603 regula diversos aspectos relativos a los partidos políticos. En primer lugar, señala que los partidos políticos son asociaciones voluntarias dotadas de personalidad jurídica, que reúnen ciertas características, y describe las actividades que les son propias y las actividades que se están prohibidas.
De acuerdo a lo establecido en la ley, los partidos políticos se constituyen una vez inscritos en el Registro de Partidos Políticos, fecha a partir de la cual gozan de personalidad jurídica. Ésta no es de derecho público. Los organizadores de un partido político deben ser a lo menos cien ciudadanos inscritos en los registros electorales que deben extender una escritura pública, la cual debe contener determinadas menciones. Una copia autorizada de esta escritura debe ser entregada al Director del Servicio Electoral, quien debe ordenar la publicación de un extracto de la misma en el Diario Oficial. Desde el momento de la publicación, se entiende que el partido está en formación y que puede proceder a la afiliación de sus miembros.
Si se cumplen los requisitos que establece la ley, se debe solicitar al Director del Servicio Electoral que proceda a la inscripción del partido en el Registro de Partidos Políticos, el que dispondrá la publicación de la solicitud en el Diario Oficial. Cualquier partido político inscrito o en formación puede deducir oposición a la formación de otro. En todo caso, transcurrido el plazo establecido para ello, el Director del Servicio Electoral debe pronunciarse sobre la solicitud de inscripción de un partido político, acogiéndola o rechazándola, resolución que debe ser publicada en el Diario Oficial, y respecto de la cual cabe apelación ante el Tribunal Calificador de Elecciones.
Si se acoge la solicitud de inscripción y no se hubiese deducido apelación o ésta hubiese sido rechazada, el Director del Servicio Electoral debe proceder a inscribir al partido en el Registro de Partidos Políticos, indicando las regiones en que hubiere quedado constituido.
La ley también establece como requisito para afiliarse a un partido político, el ser ciudadano inscrito en los registros electorales.

En cuanto a la organización interna del partido político, se establece que se regirá por sus propios estatutos, debiendo contar, a lo menos, con una Directiva Central, un Consejo General, Consejos Regionales y un Tribunal Supremo, órganos respecto de los cuales la ley señala sus atribuciones.
En cuanto al financiamiento de los partidos políticos, se establece taxativamente cuál puede ser el origen de los ingresos, el que, en todo caso, sólo puede ser de carácter nacional; y se establece, además, la forma en que los partidos deben llevar su contabilidad.
Por último, la ley regula la fusión de los partidos políticos, la disolución de los mismos, las sanciones que se les pueden imponer de acuerdo a la ley, así como el procedimiento aplicable y el Tribunal que debe conocer en dichos casos. 

PRINCIPALES DEFICIENCIAS QUE PRESENTA LA ACTUAL LEY DE PARTIDOS POLITICOS.

La ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, publicada en el D.O de 23.03.1987, más allá de las adecuaciones que se le han efectuado desde aquella fecha hasta hoy, es fruto de su época.
Fue diseñada en un contexto autoritario, con una gran desconfianza hacia la actividad política y hacia los partidos políticos, lo que se trasunta en una serie de deficiencias en su contenido, que quedan especialmente en evidencia luego de haber transcurrido veinte años desde su dictación.

A continuación se enunciarán las principales deficiencias que plantea la actual institucionalidad que rige a los partidos políticos.

Rol restringido.
Los roles que la ley vigente asigna a los partidos son limitados. La ley concibe la actividad de los partidos políticos, básicamente restringida a aquéllas conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, sin extenderse a otros campos en que no sólo es esperable su aporte, sino que necesario, especialmente en lo que se refiere a la capacitación de los ciudadanos, imprescindibles para la vigencia de una democracia más participativa e informada.
Para ello, los partidos necesitan tener la libertad para realizar más actividades; por ejemplo, crear fundaciones, centros de estudio, interactuar con universidades, etc.
Burocracia para admitir nuevas afiliaciones.
La ley de partidos políticos establece que para afiliarse a un partido político sólo se requiere ser ciudadano inscrito en los Registros Electorales y prohíbe el estar afiliado a más de un partido. La ley sólo obliga a los partidos políticos a llevar un registro general actualizado de todos sus afiliados, ordenado por regiones, debiendo proporcionar un duplicado de este registro al Director del Servicio Electoral y comunicar a dicho funcionario las nuevas afiliaciones y las desafiliaciones que por cualquier causa se produzcan.
El procedimiento de afiliación es clave en la apertura de una mayor participación ciudadana y es fundamental en la construcción de lo que es el padrón electoral en un partido, constituyéndose en uno de los principales problemas que enfrentan hoy los partidos políticos chilenos. 
Los partidos políticos con representación parlamentaria en Chile, poseen un precario mecanismo de información sobre los requisitos de ingreso, procesamiento del registro de militantes y un sistema poco amable de afiliación.
Una barrera adicional de ingreso lo constituye la inexistencia de un procedimiento estandarizado, transparente e informado en los partidos que dificulta los procesos de afiliación y genera lógicas de competencia de fracciones internas dentro de los partidos, que provocan conflictos en época de elecciones. 

Falta de transparencia.
Por otra parte, existe una creciente demanda ciudadana por incrementar los niveles de transparencia y probidad en el ejercicio del poder en todos los ámbitos de interés público.

Se demanda que el Estado y los privados entreguen servicios de calidad y que no se vulneren los derechos ciudadanos. Es en este contexto, que el debate sobre la forma en que los partidos políticos conducen sus asuntos internos cobra vigencia. Por ello, los partidos deben mejorar el acceso a la información de sus decisiones, en la forma de generar sus autoridades, en su gestión interna.

La demanda ciudadana en este aspecto, tiene una fuerte justificación, atendida  la gran opacidad que los partidos políticos chilenos presentan en materia de gestión interna y generación de sus autoridades. Prueba de ello, es la escasa información que puede observarse en las páginas Web de los distintos partidos políticos chilenos. Prácticamente ninguno de ellos tienen sus estatutos en línea. Por ello, se requiere perfeccionar los  procedimientos internos de los partidos políticos para la entrega de mejor información a la ciudadanía y a sus militantes.
Falta de democracia interna.
La actual institucionalidad provee escasos niveles de control y fiscalización externos hacia los partidos en materia de procedimientos electorales internos. No existen en la actual ley, mecanismos que regulen expresamente la selección de candidatos para votaciones de elección popular, por ejemplo, para regular elecciones primarias para la selección de los candidatos presidenciales de partidos o de coaliciones, o para elegir los candidatos a representantes al Congreso.
Si observamos las prácticas partidarias, no todos los partidos eligen por las bases directamente, a sus autoridades centrales. Ello no parece conveniente y debe avanzarse en mejorar la participación, a fin de evitar las oligarquías partidarias, introduciendo, por ejemplo, primarias en la elección de los candidatos a representación popular.

Ausencia de formalidad en la toma de decisiones.
Dentro de la flexibilidad propia de la actividad política, los partidos tienen que mejorar sus procedimientos de decisión.  En la actualidad muchos acuerdos cupulares establecen una extrema informalidad en su funcionamiento. En este sentido, uniformar la estructura tipo de los partidos puede servir, pues todos los partidos tienen denominaciones y funciones distintas para sus organismos internos, lo que impide compararlos. También es necesario avanzar en la regulación de los procedimientos disciplinarios (tipificación de causales y reclamos externos). Además, es necesario separar los roles de los órganos superiores, entre órganos ejecutivos, decisorios y disciplinarios.  Asimismo, es necesario rigidizar la modificación de los estatutos, a fin de que las reglas sean más estables y menos disponibles por coyunturas.

Mejorar los controles.
Los partidos tienen hoy por hoy sólo el control del electorado. Y muy excepcionalmente, del Servicio Electoral (SERVEL) en materia de gastos y del Tribunal Electoral.
El Servicio Electoral cumple un rol limitado como ente de control externo al funcionamiento de los partidos. Sus atribuciones y capacidades técnicas se centran fundamentalmente en el control de los procesos electorales. Sin embargo, sus atribuciones en materia de la democracia interna de los partidos son más bien reducidas. Por ejemplo, el SERVEL no puede controlar que se cumpla la reglamentación interna de un partido sobre la renovación de sus directivas o tribunales supremos. Tampoco tiene competencias para fiscalizar el cumplimiento del calendario de elecciones internas de los partidos. Son los tribunales supremos de cada partido a quiénes cabe la mayor responsabilidad en los procesos eleccionarios. Como generalmente los tribunales supremos son nombrados por la directiva o mayoría de turno, se reduce la posibilidad de convertir a dichos tribunales en mecanismos efectivos de control de un proceso electoral que es administrado por una directiva de turno. Los partidos políticos están obligados por la ley solamente a presentar ante el SERVEL el informe del proceso electoral realizado y que debe ser firmado por un notario o persona del Registro Civil, quien ejerce como ministro de fe de las elecciones internas.

Es necesario, entonces, mejorar los controles de la actuación de los partidos.  

Excesiva centralización.
Las estructuras partidarias regionales no tienen ni la relevancia ni la envergadura para animar el debate local. Mientras la organización política administrativa avanza hacia transferencias decisionales del nivel central a local, los partidos siguen privilegiando los organismos centrales nacionales.
Por ello, se requiere un esfuerzo adicional de descentralización. Se requiere fortalecer las instancias regionales y locales, otorgándoles potestades suficientes para lograr mayor peso en la estructura interna de los partidos.  

Indisciplina y fragmentación partidaria.
El discurso de la “anti-política” en muchos países ha tendido a debilitar a los partidos políticos como agentes de intermediación entre la sociedad y el Estado, abriendo camino hacia una fuerte fragmentación e inestabilidad del sistema político.
Este discurso se sostiene fuertemente en la indisciplina interna que se manifiesta en actuaciones públicas de los partidos políticos, que van desde la simple descoordinación  hasta llegar incluso al fraccionamiento partidario. También contribuyen a ello, las características que son propias de la postmodernidad: el pragmatismo, las incertidumbres, el tema de la valoración excesiva del sujeto individual por sobre lo colectivo. La actual ley no establece mecanismos que si bien no eviten, al menos desincentiven estas conductas que tienden a divorciar a los miembros de los partidos políticos del fin asociativo esencial, presente en la formación de todo partido político.
En ese contexto, los partidos políticos deben plantearse ante la ciudadanía sobre la base de convicciones sólidas, sin caer en uniformidad, manifestando cierta coherencia mínima de discurso y acción, especialmente respecto de la actuación de sus representantes en los cargos de elección popular.

BASES DE LA NUEVA LEY DE LOS PARTIDOS POLITICOS.
Analizadas las funciones y finalidades de los partidos políticos, las normas constitucionales que los regulan, las distintas leyes que se han dictado en nuestro país, y las principales definiciones de la actual normativa, necesariamente concluimos acerca de la necesidad de modificar la ley de partidos políticos.

El proyecto de ley que se somete a vuestro conocimiento, se funda en diez bases esenciales o pilares fundamentales, los cuales pasamos a describir a continuación.
Relevancia de los partidos.
En primer lugar, reconocemos la relevancia del rol de los partidos en el desarrollo democrático del país, por lo cual, entendemos que las funciones de estos no sólo se reducen a obtener el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular. Por eso, proponemos nuevas funciones para los partidos. Queremos partidos que contribuyan en mayor medida al desarrollo de la vida política, social y democrática; partidos que se integren con la comunidad, que estén presentes en el debate político, pero que también contribuyan a la promoción del respeto y de los derechos y libertades fundamentales del ser humano.
Asociación voluntaria.
En segundo lugar, fortalecemos el carácter de asociación voluntaria de los partidos políticos.

Debido a lo anterior, ninguna persona puede ser obligada a afiliarse o a permanecer en un partido político. Necesariamente los partidos son asociaciones voluntarias de personas que, libremente, han decidido afiliarse para tener una participación activa en la vida democrática y por considerar que los principios de tales asociaciones son concordantes y compatibles con los que cada una de ellas profesa. Por otra parte, son asociaciones permanentes, que se rigen por sus estatutos.

Facilitar su constitución.
En tercer lugar, debemos facilitar la formación y existencia de los partidos políticos. Hay que terminar con todas aquellas normas que impiden la existencia de estas asociaciones. Constituir un partido no es un delito, ser parte del mismo, no puede ser un obstáculo para participar en los demás ámbitos de la vida nacional. Debido a lo anterior, debemos terminar con todas aquellas normas que obstaculizan el ejercicio del derecho de asociación a través de la formación de partidos políticos.
Independencia y autonomía.
En cuarto lugar, tenemos que perfeccionar la independencia y autonomía de los partidos. Los partidos políticos deben ser autónomos para dictar sus estatutos y deben tener libertad para organizarse y funcionar conforme a ellos. La ley sólo establecerá el marco general y necesario para su adecuado funcionamiento.

Sin embargo, esta autonomía de manera alguna puede implicar una vulneración de los derechos de los afiliados. Tampoco una discriminación.
Disciplina interna.
Por ello, en quinto lugar, creemos que otra de las bases de la nueva ley, es la regulación general de la disciplina interna de los partidos. Es importante que existan normas que garanticen el respeto de los derechos de los afiliados, pero que también sancionen las infracciones que estos cometen. En tal sentido, no puede haber diferencias ni categorías de afiliados. Las normas y sanciones se deben aplicar por igual, a los afiliados que son parlamentarios y a aquellos que no lo son. La inviolabilidad parlamentaria no es obstáculo al cumplimiento de los deberes que corresponden a un afiliado cuando éste es parlamentario.
Al respecto, no podemos olvidar que los partidos son asociaciones voluntarias, por lo tanto, todo afiliado está obligado a respetar los principios y a trabajar por la realización del programa del partido, conforme a la línea política definida en los respectivos estatutos y en las declaraciones de principios. De esta forma, no puede extrañarnos que las actuaciones de un afiliado que sean contrarias a los principios de un partido, puedan ser sancionadas internamente por éste. Tampoco puede extrañarnos, que un afiliado cuyos principios ya no son compatibles con el partido, decida emigrar hacia otro, o, simplemente, no pertenecer a ninguno. Es parte del juego democrático.
Organización interna.
En sexto lugar, creemos que es fundamental perfeccionar las normas de organización interna de los partidos políticos.

No basta que existan órganos directivos. Es necesario que tanto los afiliados como los no afiliados, conozcan realmente cuáles son dichos órganos, y cuáles son sus atribuciones. Debe quedar claro cuáles son los órganos ejecutivos, decisorios y disciplinarios. Sólo así, los afiliados podrán ejercer plenamente sus derechos y exigir que estos sean respetados. De la misma forma, lo anterior facilitará el conocimiento de los no afiliados e influirá en su decisión de formar parte o mantenerse al margen del partido.
Descentralización.
En séptimo lugar, debemos tender hacia la descentralización de los partidos políticos. Creemos que es relevante la existencia de órganos internos que respondan a las realidades nacionales y políticas. Nuestro país se organiza en distritos y en circunscripciones para los efectos electorales. Pues bien, sostenemos que debe existir un reconocimiento de esta realidad y, en tal sentido no sólo deben existir órganos nacionales, también debemos contemplar la existencia de órganos en regiones y distritos, provincias o comunas.
Democracia interna.
En octavo lugar, debemos avanzar en una mayor democracia dentro de los partidos políticos. Los afiliados deben manifestar su opinión en las cuestiones relevantes del partido. Los estatutos deben contemplar normas y procedimientos democráticos que hagan efectivo el libre debate de ideas, la participación y la representación de todos los afiliados.
Publicidad y transparencia.
En noveno lugar, otro de los pilares de la nueva ley de partidos, debe ser la publicidad o transparencia. Así como exigimos transparencia a los organismos públicos, debemos exigir más transparencia para los partidos políticos. De este modo, toda la información en poder de los partidos políticos debiera ser pública, a menos que esté sujeta a las de la normativa vigente y de fácil acceso para la población en general.
Control.
Por último, debemos mejorar los controles. Los partidos tienen hoy por hoy sólo el control del electorado. Y muy excepcionalmente, del Servicio Electoral en materia de gastos y del Tribunal Electoral.  Es necesario, entonces, mejorar los controles de la actuación de los partidos.
Contenido y Estructura de la nueva ley.
Se han mencionado las bases o pilares en los cuales debe fundarse la nueva ley de partidos políticos. Corresponde entonces, señalar el contenido de la iniciativa legal que se somete a este parlamento.

El proyecto de ley o la nueva ley orgánica de partidos políticos que se propone, conserva algunos elementos de la ley N° 18.603, pero efectúa importantes innovaciones. Por técnica legislativa, se ha preferido sustituirla.

El proyecto consta de cuatro artículos permanentes.

El artículo primero aprueba la nueva ley de partidos políticos, en tanto los artículos segundo, tercero y cuarto, realizan las modificaciones normativas necesarias para adecuar la normativa vigente, a la nueva ley propuesta. Se modifican entonces, la ley N° 18.556 o Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, la ley Nº 18.700 o Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios y el DFL-1, de 2006, del Ministerio del Interior, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.
La nueva ley de partidos políticos ha sido dividida en quince títulos.

En el Título I, se definen los partidos políticos, se norma su objeto y su ámbito de acción. El Título II, se refiere a los principios que regulan la acción de los partidos que son los siguientes: voluntad filiativa, independencia, publicidad o transparencia, libertad de información, democracia interna, libertad organizativa, formalidad, responsabilidad, bien común, no monopolización de la participación ciudadana y no discriminación. En el Título III, se establecen normas y exigencias de Transparencia Activa para los partidos políticos. El Título IV, se refiere a la constitución de los partidos. El Título V, a la Afiliación. El Título VI regula las órdenes de los partidos políticos. En el Título VII se establece la organización interna de los partidos políticos. El Título VIII regula las votaciones del partido. El Título IX, los pactos y subpactos electorales, alianzas y coaliciones de partidos políticos. El Título X, establece normas para la fusión de los partidos. El Título XI se refiere a la disolución de los Partidos Políticos. El Título XII, a las sanciones. El Título XIII establece el Procedimiento aplicable en caso de infracción a la presente ley. El Título XIV se refiere a la disciplina interna del partido. Finalmente, el Título XV o final, contiene normas de vigencia de la nueva ley de partidos políticos.

Las innovaciones contenidas en el proyecto de ley que se propone respecto de la ley actual son las siguientes:

Persona jurídica de derecho público.
En cuanto a la naturaleza jurídica de los partidos, se propone agregar a su carácter de asociaciones voluntarias dotadas de personalidad jurídica, su calidad de permanentes y la circunstancia que su personalidad jurídica sea de derecho público.
Con ello, por una parte, se retoma la tradición de la Constitución de 1925, que le reconocía este carácter.  Por la otra, si bien las personas jurídicas sólo debieran crearse por ley, la ley de las Iglesias (ley Nº 19.638) le reconoce personalidad jurídica de derecho público a las entidades que se organicen conforme al procedimiento que la misma ley define.  En este sentido, darle este tipo de personería jurídica a los partidos no es una innovación radical a nuestro sistema.

Objeto amplio.
En relación al objeto y actividades permitidas a los partidos, debe indicarse que actualmente, tienen un objeto acotado y restringido. Mientras la ley vigente concibe a los partidos políticos como una asociación destinada a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, el presente proyecto faculta a los partidos políticos para realizar numerosas otras actividades.

Entre ellas destacan actividades de promoción democrática dentro de la sociedad civil, tales como formación cívica y ciudadana, contribuir a la expresión plural y al ejercicio de las libertades y derechos políticos de los ciudadanos, promover los derechos y libertades fundamentales y el desarrollo de las instituciones democráticas, estudiar y debatir los problemas de la vida política, económica, social y cultural, a nivel nacional e internacional.
Además, se les faculta para mantener medios de comunicación.
Finalmente, se permite a los partidos políticos crear o participar en corporaciones y fundaciones, o centros de estudio u otras asociaciones voluntarias, cuyo objeto sea compatible con el de los partidos políticos, así como para establecer formas de colaboración con entidades públicas y privadas. La colaboración con las entidades públicas sólo podrá tener lugar para efectos específicos y temporales, y éstas estarán obligadas a un tratamiento no discriminatorio ante todos los partidos políticos.
Ambito de acción.
Respecto del ámbito de acción de los partidos, mientras la ley vigente sólo permite una actuación en aquellas regiones donde esté legalmente constituido el partido político, el presente proyecto concibe a los partidos como entidades con cobertura nacional.
Principios expresos.
Por otra parte, la ley actual no regula obligaciones de los partidos relativas a los derechos humanos ni tampoco los principios que deben informar la acción de los partidos políticos.

Ante ello, el presente proyecto establece, en primer lugar, la obligación de consignar en los estatutos de cada partido político su explícita adhesión y compromiso de cumplimiento de la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás pactos internacionales suscritos y ratificados por Chile relativos a esta materia.
Y en segundo lugar, se establecen claramente como principios de la actuación de los partidos políticos los de voluntad afiliativa, independencia, publicidad o transparencia, libertad de información, democracia interna, libertad organizativa, formalidad, responsabilidad, bien común, no monopolización de la participación ciudadana y no discriminación.
Registro de partidos.
En cuanto al Registro, actualmente la ley exige a cada partido un registro de afiliados. En el presente proyecto se agrega, además del registro existente, un Registro Nacional de Partidos Políticos, a cargo del Servicio Electoral, que tendrá publicidad a través de la página Web del servicio.
Transparencia.
También estamos avanzando en materia de Transparencia de los partidos políticos. El presente proyecto de ley regula distintos deberes de transparencia activa para los partidos políticos. Así, estos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios Web, los antecedentes actualizados de sus afiliados y estatutos, su estructura orgánica, las funciones de cada uno de sus unidades internas, el monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, los aportes, donaciones y toda clase de transferencias públicas y privadas que reciban, el balance anual del partido, las transferencias de fondos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas de manera gratuita, y todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.
Constitución de partidos.
En cuanto a la constitución de los partidos políticos, el presente proyecto mantiene la distinción entre partidos en formación y partidos inscritos, pero elimina el procedimiento de oposición a estos, por parte de terceros.  Los partidos tendrán personalidad jurídica, desde el momento de la inscripción. Además, elimina la exigencia de constituir el partido en al menos 8 regiones, o 3 de ellas si son geográficamente continuas. Basta que un partido se inscriba para que exista y puede operar en todo el país.

Entre los requisitos de la constitución, se aumenta de 100 a 200 el número mínimo de ciudadanos inscritos; pero se reduce el porcentaje exigido de 0,5% del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las regiones donde se constituyó, a 0,2% en al menos 3 de las regiones del país. El plazo para reunir este número de afiliados se reduce de 210 a 180 días.
Publicidad.
En cuanto a la publicidad de los estatutos del partido, actualmente la ley sólo exige la publicación en el Diario Oficial. El presente proyecto elimina esta publicación y establece, en cambio, que tanto los Estatutos como sus modificaciones serán publicados en el sitio Web del Servicio Electoral y en el sitio Web de los partidos.
Respecto a la publicidad de la nómina de afiliados, la ley actualmente vigente permite únicamente a los afiliados del partido conocer la lista de afiliados. En cambio, el presente proyecto permite a cualquier persona acceder a la nómina, que se publicará en el sitio Web del Servicio Electoral y en la página Web del partido. Para lograr esto se presentó una indicación al proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín Nº 4.716-07), pues la Constitución actual es restrictiva en la materia. Dicha indicación ya fue aprobada por la Comisión de Constitución de la Cámara unánimemente.

Afiliado.
Respecto del estatuto de los afiliados, el proyecto permite, en primer lugar, que una persona que se inscribe en el Registro Electoral pueda solicitar, simultáneamente, su inscripción en un determinado partido político. El partido tendrá 45 días para ratificación la afiliación.
En segundo lugar, actualmente la ley de partidos prohíbe absolutamente dar órdenes a los parlamentarios. El presente proyecto, en cambio, faculta a los partidos para que den órdenes a sus militantes, particularmente a sus parlamentarios.

Dicha posibilidad se estructura en base a tres elementos. Desde luego, sólo pueden referirse a los asuntos en que se encuentren directamente comprometidos los principios, el programa o la línea política del partido. Enseguida, serán los estatutos del partido, los que regularán los procedimientos y las oportunidades para dar las respectivas órdenes. Finalmente, no podrán darse dichas órdenes de partido en aquellas materias en que la Constitución Política establezca que el voto del parlamentario deba ser emitido en conciencia.
Dicha posibilidad se funda en que el incumplimiento de las órdenes señaladas constituye una infracción a la disciplina interna del partido. De ahí que el proyecto establezca que su infracción sea sancionada conforme lo establezcan los estatutos.  No trae aparejada, entonces, la pérdida del escaño del parlamentario en el Congreso.

Con ello, se busca mejorar a los partidos y equipararlo al resto de las agrupaciones, pues cualquiera de ellas tiene derecho a disciplinar a sus miembros. Si alguien quiere actuar con independencia, que no milite.  Pero no se puede pertenecer a una asociación para algunas cosas, y marginarse de ella para otra. Eso sólo debilita las organizaciones.
En tercer lugar, el presente proyecto exige que la exclusión de un afiliado sea fundada, a diferencia de la ley actual que no contempla esta exigencia.
Pactos y subpactos.
En concordancia con la facultad que se les reconoce a los partidos de constituir pactos, alianzas y coaliciones, el presente proyecto permite expresamente la formación de pactos y subpactos electorales, cuya constitución se efectuará conforme a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios o, según la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, según sea el tipo de elección.

Se permite, además, expresamente la formación de alianzas y coaliciones de partidos políticos. Ésta se efectuará conforma a las reglas de los pactos electorales, con ciertas modalidades especiales.
Organización.
En lo que respecta a la organización interna de los partidos, la ley actual señala solamente los órganos mínimos. A través de cada uno de los estatutos, cada partido tiene órganos distintos. 
El presente proyecto de ley, también establece los órganos mínimos; pero, además, efectúa ciertos cambios e innovaciones. De esta forma, dispone que los partidos estarán integrados por una Directiva Central, un Consejo General Nacional, Directivas y Consejos Regionales, Directivas y Consejos Distritales, Tribunales de Disciplina Regionales y un Tribunal Supremo.

No se pudo proponer la organización vía circunscripción de las directivas en las regiones con más de una circunscripción, en atención a que eso generaría complejidades y divisiones artificiales en las regiones que entorpecerían el funcionamiento de los partidos.

Elecciones internas.
El presente proyecto de ley, como una manifestación del principio de democracia interna, consagra y regula también las elecciones internas de los partidos.  Así consagra que los candidatos a alcaldes y parlamentarios, deberán elegirse en primarias; que los candidatos a Presidente de la República y concejales podrán elegirse de esta manera si así lo determinan los Estatutos; que los resultados de las primarias serán vinculantes, y que los principales cargos partidarios, serán elegidos directamente por los militantes.

En el Congreso se tramita una reforma constitucional que permite la elección en primarias de los candidatos de una coalición de partidos.

Disolución.
Respecto de las causales de disolución de los partidos, el proyecto agrega como causales de disolución, la no renovación de los miembros electivos de los órganos de los partidos políticos, y el no cumplimiento de las normas de transparencia activa.

Sanción.
Además de las sanciones de multa, comiso, inhabilidad, disolución, que se pueden aplicar a los partidos, el proyecto contempla una norma residual para el caso de incumplimiento de cualquier norma de la ley que no tenga asignada una sanción específica: la amonestación por escrito. De esta manera se asegura la eficacia de todas las normas del nuevo estatuto de los partidos.
Disciplina interna.
Finalmente, el presente proyecto agrega un título completo relativo a la disciplina interna del partido. En él se consagra como principio de ésta que no podrá afectar el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley

Además, se determinan los órganos competentes para conocer de las infracciones que la ley consagra. En primera instancia, conoce el Tribunal de Disciplina Regional y en segunda instancia, conoce el Tribunal Supremo.

Por último, se consagra el deber de cumplir con el debido proceso, la oralidad y la publicidad del procedimiento que se aplique en caso de infracción y el hecho que la resolución en virtud de la cual se expulse al miembro del partido, debe ser fundada.
parrafos finales.
Los partidos están en el Congreso y en el Ejecutivo. Ellos, con sus aciertos y errores, han definido los destinos del país desde 1990. Eso no tiene nada de malo.  Es la consecuencia de ser una democracia representativa, en que las personas sólo deciden directamente en las votaciones populares. En el intertanto, actúan sus mandatarios.

En estos 17 años, dichos representantes se han preocupado de mejorar la vida de los chilenos.  Sin embargo, no se han preocupado de los partidos a los que están afiliados. Consideramos que es hora de hacerlo y que esta reforma no puede postergarse.

Con este perfeccionamiento no sólo estaremos potenciando a los partidos, sino mejorando nuestro propio proceso de decisiones públicas y, con ello, la vida común y corriente de las personas.  No queremos para Chile caudillos populistas o líderes que no tengan sólidas bases para gobernar y administrar.

En mérito de lo anterior, someto a vuestra consideración, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
“ARTICULO PRIMERO.-
Apruébase la siguiente Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos:

TITULO I

De los partidos políticos, de su objeto y de su ámbito de acción

Artículo 1°.-
Los partidos políticos son personas jurídicas de derecho público, que se constituyen como asociaciones voluntarias y permanentes de ciudadanos que comparten una misma doctrina política de gobierno, y que tienen por objeto contribuir al funcionamiento del régimen democrático constitucional y ejercer una legítima influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.
Artículo 2º.-
Para el cumplimiento de su objeto, los partidos políticos podrán:

a)
Presentar programas políticos y preparar programas electorales de gobierno y de administración;

b)
Ejecutar las actividades conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular;

c)
Participar en los procesos electorales y plebiscitarios en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva;


d)
Presentar candidaturas para los órganos electivos de representación democrática;

e)
Presentar ante los habitantes del país y ante las autoridades que establecen la Constitución y las leyes, sus iniciativas y criterios de acción frente a asuntos de interés público;

f)
Contribuir a la expresión plural y al ejercicio de las libertades y derechos políticos de los ciudadanos y a la formación cívica ciudadana;

g)
Contribuir a la promoción de los derechos y libertades fundamentales y al desarrollo de las instituciones democráticas;

h)
Estudiar y debatir los problemas de la vida política, económica, social y cultural, a nivel nacional e internacional;

i)
Cooperar, a requerimiento de los Senadores y Diputados, en las labores que éstos desarrollen;

j)
Contribuir a la formación de ciudadanos capacitados para asumir responsabilidades públicas;

k)
Constituir pactos o subpactos electorales, coaliciones o alianzas políticas, con otros partidos políticos;

l)
Asociarse con partidos extranjeros o integrar alianzas internacionales de partidos;

m)
Crear o participar en corporaciones y/o fundaciones, centros de estudio u otras asociaciones voluntarias, cuyo objeto sea compatible con las actividades permitidas a los partidos políticos;


n)
Mantener medios de comunicación;


ñ)
Establecer formas de colaboración con entidades públicas y privadas respetando la autonomía y la independencia mutuas. La colaboración entre partidos políticos y entidades públicas sólo podrá tener lugar para efectos específicos y temporales. Las entidades públicas estarán obligadas a un tratamiento no discriminatorio ante todos los partidos políticos, y

o)
Efectuar las demás actividades que sean complementarias a las anteriores y que no estén prohibidas por la Constitución o las leyes.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no impedirá a las personas naturales presentar candidaturas independientes para optar a cargos de elección popular. Tampoco impedirá a aquéllas ni a otras personas jurídicas hacer valer, ante los habitantes del país o ante las autoridades que la Constitución y las leyes establecen, su criterio frente a la conducción del Estado y otros asuntos de interés público, o desarrollar las actividades mencionadas en las letras d), e), f), g), h), i), j) y n), siempre que ello no implique, por su alcance y su habitualidad, el funcionamiento de hecho de organizaciones con las características de un partido político.
Artículo 3º.-
Todo partido político deberá consignar en sus estatutos su explícita adhesión a la Declaración de los Derechos Humanos y demás pactos internacionales suscritos y ratificados por Chile que se refieran a esta materia y su compromiso en la promoción de su efectivo cumplimiento y respeto del régimen democrático constitucional del país.
Artículo 4º.-
Ninguna persona podrá ser discriminada ni perseguida por estar afiliada a un partido político.
Artículo 5º.-
Los partidos políticos existirán como tales cuando se hubieren constituido legalmente de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley.
TITULO II

De los principios que regulan la acción de los partidos políticos

Artículo 6º.-
Los partidos políticos deberán someter su actuar a los siguientes principios:

a)
Voluntad filiativa, de acuerdo al que los partidos políticos son asociaciones voluntarias, por lo cual ninguna persona podrá ser obligada a afiliarse ni a permanecer en un determinado partido político.

b)
Independencia, conforme al cual, los partidos políticos son autónomos para dictar sus estatutos, los que deberán ajustarse a lo dispuesto en la Constitución y en la normativa que les sea aplicable; y para actuar conforme a las normas antes referidas. No subordinarán su acción, actuaciones ni procedimientos, a otras organizaciones públicas o privadas, nacionales ni extranjeras.

c)
Publicidad o transparencia, conforme al cual toda la información en poder de los partidos políticos se presume pública, a menos que esté sujeta a las excepciones establecidas por la Constitución o la ley. Por lo tanto, los partidos políticos deberán proporcionar información en los términos más amplios posibles, excluyendo sólo aquello que esté sujeto a las excepciones referidas.

d)
Libertad de información, de acuerdo al que toda persona goza del derecho a acceder a la información que obre en poder de los partidos políticos, con las solas excepciones o limitaciones señaladas.

e)
Democracia interna, conforme al cual la organización y el funcionamiento de los partidos políticos se regirán por normas y procedimientos democráticos que hagan efectivo el libre debate de ideas, la participación y la representación de todos los afiliados, debiendo conformarse los respectivos estatutos a las normas de la presente ley.

f)
Libertad organizativa, en virtud del cual la organización y funcionamiento de los partidos políticos se regirán por sus propios estatutos, los que deberán adecuarse a las normas de la ley.

g)
Formalidad, de acuerdo al que los partidos políticos deberán sujetarse a la Constitución y a la ley en lo relativo a su existencia, funcionamiento, fusión, disolución y demás materias reguladas por el ordenamiento jurídico.

h)
Responsabilidad, conforme al cual el incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone a los partidos políticos, origina responsabilidades y da lugar a las sanciones que establezca el ordenamiento jurídico.

i)
Bien común, de acuerdo al que tienen por fin contribuir al funcionamiento del régimen democrático constitucional y ejercer una legítima influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir el interés nacional.

j)
No monopolización de la participación ciudadana, conforme al cual no se impide a los independientes acceder a cargos de elección popular. Tampoco impide manifestación de criterios de las personas, naturales o jurídicas, respecto de la conducción del Estado o de otros asuntos de interés público.

k)
No discriminación, de acuerdo al que todos los afiliados en un partido político, tienen iguales derechos. Asimismo, los partidos políticos no podrán negar la afiliación ni determinar la expulsión, en razón de ascendencia, sexo, raza, lengua, territorio de origen, religión, instrucción, situación económica, condición social o cualquier otra distinción arbitraria. Lo anterior, sin perjuicio del derecho del partido a negar la inscripción o, a proceder a la expulsión, de aquella persona cuyas actuaciones sean contrarias al programa y línea política del partido.

TITULO III

De la Transparencia Activa

Artículo 7º.-
Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, y siempre que la Constitución y la ley no lo impida, los siguientes antecedentes actualizados:

a)
Sus afiliados;


b)
Sus estatutos;


c)
Su estructura orgánica;


d)
Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos;


e)
El monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados;


f) Los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción;


g) Su balance anual;


h) Las transferencias de fondos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, sin que éstas o aquéllas realicen una contraprestación recíproca en bienes o servicios, y


i) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.


La información anterior deberá incorporarse en los sitios electrónicos en forma completa, actualizada, desglosada por circunscripciones y distritos, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.


Los sitios electrónicos de las regiones y distritos, provincias o comunas, deberán estar en línea con el sitio electrónico nacional.
Artículo 8º.-
Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Director del Servicio Electoral si alguno de los partidos políticos no informa lo prescrito en el artículo anterior. El Director dará un plazo al partido para enviar esta información al Servicio Electoral y para subirla al sitio electrónico del respectivo partido. El plazo que podrá otorgar el Director, será de 5 días corridos.

Si transcurrido el plazo el partido no hubiere dado cumplimiento a lo ordenado, el Director del Servicio enviará los antecedentes al Tribunal Electoral. El Tribunal iniciará de oficio el procedimiento regulado en el Título XIII de la presente ley, pudiendo aplicar las sanciones respectivas si corresponde.
Artículo 9º.-
Los órganos encargados del control interno de partidos, tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones y funciones que esta ley encomienda al Servicio Electoral.
TITULO IV

De la constitución de los partidos políticos

Artículo 10.-
Los partidos políticos quedarán legalmente constituidos por el solo hecho de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos y gozarán de personalidad jurídica de derecho público, por el sólo ministerio de la ley, desde la fecha de esa inscripción.
Artículo 11.-
Para constituir un partido político, sus organizadores, que deberán ser a lo menos doscientos ciudadanos inscritos en los Registros Electorales y que no pertenezcan a otro partido existente, procederán a extender una escritura pública que contendrá las siguientes menciones:

a)
Individualización completa de los comparecientes;

b)
Declaración de la voluntad de constituir un partido político;

c)
Nombre del partido y, si los tuviere, sigla, lema y descripción literal del símbolo;

d)
Declaración de principios del partido;

e)
Estatuto del mismo, y

f)
Nombres y apellidos de las personas que integran la Directiva Central y el Tribunal Supremo provisionales; constitución de un domicilio común para todas esas personas y normas para reemplazarlas o subrogarlas en caso de fallecimiento, renuncia o imposibilidad definitiva o transitoria que se produzcan antes de la inscripción del partido. Las personas que integren la Directiva Central y el Tribunal Supremo provisionales deberán concurrir al otorgamiento de la escritura pública a que se refiere este inciso.

Simultáneamente con el otorgamiento de la escritura pública, se procederá a protocolizar el facsímil del símbolo, la sigla y el lema que distinguirán al partido, si los tuviere.

Dentro de tercer día hábil de otorgada la escritura, una copia autorizada de ella y de la protocolización señalada en el inciso anterior, si la hubiere, deberán ser entregados por la Directiva Central provisional del partido al Director del Servicio Electoral. La misma información y antecedentes deberán ser entregados en medios electrónicos.

Si la escritura contiene todas las menciones indicadas en el inciso primero de este artículo, y si sus estatutos y declaraciones de principios se ajustan a esta ley, el Director dispondrá la publicación de la escritura y protocolización indicadas en el inciso precedente, en el sitio electrónico del Servicio Electoral. En caso contrario, ordenará que se subsanen los reparos que formule dentro del plazo de 10 días hábiles.

Subsanadas las observaciones formuladas dentro del referido plazo, el Director ordenará la publicación en el sitio electrónico del Servicio Electoral de la información referida en los incisos anteriores.

Desde la fecha de la publicación se entenderá que el partido se encuentra en formación, pudiendo divulgar a través de los medios de comunicación social los postulados doctrinarios y programáticos de la entidad y llamar a los ciudadanos a afiliarse a ella, indicando la forma y plazo en que podrán hacerlo.

La administración y la eventual liquidación del patrimonio de un partido político en formación se regirán por sus estatutos.

Artículo 12.-
El partido político dispondrá de un plazo de ciento ochenta días, contados desde su inscripción, para tener un número de afiliados equivalente, a lo menos, al 0,2 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en a lo menos tres regiones del país, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.


La afiliación al partido se efectuará mediante declaración suscrita por cada ciudadano inscrito en los Registros Electorales ante cualquier notario de la región respectiva, ante un oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario, o ante el Secretario de la respectiva Junta Inscriptora del Servicio Electoral, si al momento de la inscripción en los Registros Electorales, se solicita, además, la afiliación a un partido político.

Las declaraciones podrán ser individuales o colectivas, salvo en el último caso del inciso anterior, en el que sólo podrán ser individuales.

Las declaraciones contendrán, respecto de cada afiliado, su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada afiliado deberá acreditar personalmente ante el ministro de fe su condición de ciudadano inscrito en los Registros Electorales de la Región respectiva y declarar bajo juramento no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos 200 días.

La Directiva Central provisional podrá excluir, por resolución fundada que se publicará en el diario oficial, a cualquier afiliado que haya suscrito la declaración a que se refiere este artículo. De esta decisión, podrá reclamarse ante el Director del Servicio Electoral dentro del plazo de 5 días hábiles. Sin embargo, la reclamación interpuesta no suspenderá los efectos de la resolución de exclusión. El ciudadano excluido no será considerado como afiliado al partido para efecto alguno.

Artículo 13.- 
Cumplidos los requisitos a que se refieren los artículos 11 y 12, y reunido el número de afiliados a que alude este último artículo, se solicitará al Director del Servicio Electoral que proceda a inscribir el partido en el Registro de Partidos Políticos. La solicitud deberá ser firmada por el presidente y por el secretario del partido en formación. 

Si transcurridos tres días hábiles contados desde la expiración del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo precedente, no se hubiere dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, caducará el derecho a la inscripción. El notario hará constar esta circunstancia al margen de la escritura correspondiente, a requerimiento del Director del Servicio Electoral.

A la solicitud de inscripción deberá acompañarse el original o una fotocopia autorizada por notario de las declaraciones de que trata el artículo 12, en la forma que determinen las instrucciones que para el efecto dicte el Director del Servicio Electoral. Con estas declaraciones se confeccionará una nómina de afiliados.
Artículo 14.-
Dentro de los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo establecido en el artículo precedente, el Director del Servicio Electoral deberá pronunciarse sobre la solicitud, acogiéndola o rechazándola en resolución fundada, que será publicada dentro de tercer día hábil en la página Web del Servicio.
Artículo 15.-
El rechazo de la solicitud sólo podrán fundarse en el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones establecidas en los artículos 5°, 11, 12, 13, 14, 17, 22 y las del Título VII, según corresponda.

Los solicitantes podrán apelar, para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, de las resoluciones que acojan o rechacen una solicitud.

La apelación deberá ser deducida por escrito ante el Director del Servicio Electoral dentro de cinco días hábiles de efectuada la publicación de la resolución respectiva, debiendo ser remitidos los autos al Tribunal Calificador de Elecciones dentro de tercer día.
Artículo 16.-
Si acogida la solicitud, no se hubiere deducido apelación o ésta hubiere sido rechazada por el Tribunal Calificador de Elecciones, el Director del Servicio Electoral procederá de inmediato y sin más trámite a inscribir al partido en el Registro de Partidos Políticos.

Si el Director del Servicio Electoral no efectuare la inscripción de que trata el inciso anterior dentro del plazo de tres días hábiles, el presidente del partido podrá solicitar al Tribunal Calificador de Elecciones que le ordene practicarla, sin perjuicio de las responsabilidades del Director del Servicio Electoral.

Si el Director del Servicio Electoral no diere lugar a la solicitud y no se hubiere deducido apelación, o ésta hubiere sido rechazada por el Tribunal Calificador de Elecciones, aquél procederá sin más trámite a ordenar el archivo de los antecedentes.
Artículo 17.-
El partido en formación cuya solicitud hubiere sido rechazada por resolución firme, podrá subsanar las deficiencias en que se hubiere fundado la resolución y formular una nueva solicitud basada en los antecedentes ya presentados y en los que acrediten que las deficiencias han sido subsanadas. Esta solicitud deberá ser presentada dentro de dos meses de notificada la resolución firme antes aludida y se regirá por lo dispuesto en los artículos 14 a 16 inclusive. Si fuere rechazada en definitiva, no podrá ejercerse nuevamente el derecho que confiere este inciso. 

Para el efecto de subsanar esas deficiencias, la Directiva Central Provisional del partido en formación podrá ser facultada para introducir modificaciones en el nombre, sigla, símbolo, lema o estatuto del mismo y para completar el número de afiliados por Regioneses exigido por la ley, siempre que no falte más de un diez por ciento de los mínimos exigidos por el inciso primero del artículo 12.
Artículo 18.-
El nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema de un partido no podrán presentar igualdad ni manifiesta similitud gráfica o fonética, con los de partidos ya inscritos, ni llevar el nombre o hacer referencia a personas vivas o fallecidas.

No serán aceptados como nombres, siglas, símbolos ni lemas los siguientes:

a)
El Escudo de Armas de la República, su Lema o la Bandera Nacional;

b)
Fotografías o reproducciones de la figura humana o que permitan identificar a personas vivas o fallecidas;

c)
Imágenes contrarias a la moral, a las buenas costumbres o al orden público, e

d)
Imágenes religiosas.
Artículo 19.-
Los derechos que correspondan a los partidos políticos en materia de elecciones y de plebiscitos, sólo podrán ser ejercidos por aquellos que se encontraren inscritos en el Registro de Partidos Políticos al vencimiento del correspondiente plazo para la presentación de candidaturas o a la fecha de convocatoria a plebiscito, según el caso.
Artículo 20.-
Los partidos políticos deberán enviar al Director de Servicio Electoral, copia autorizada de la escritura que contiene las modificaciones de sus estatutos y un texto de los mismos que contenga dichas actualizaciones, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha de la respectiva modificación. Los documentos señalados anteriormente, deberán ser entregados, además, en medios electrónicos.

El Servicio Electoral publicará en su sitio electrónico, los días 1° y 15° de cada mes, o el día hábil siguiente si éstos fueren domingos o feriados, las modificaciones de los estatutos, junto con el texto actualizado que las contenga.
Artículo 21.-
El Servicio Electoral  administrará el Registro de Partidos Políticos, el cual deberá contener, por cada partido inscrito, al menos, la siguiente información:

a)
Individualización completa de los organizadores y afiliados de un partido político;

b)
Nombre del partido y, si los tuviere, sigla, lema y descripción literal del símbolo;

c)
Declaración de principios del partido;

d)
Estatutos originales, modificaciones de los mismos y el texto actualizado con todas las modificaciones estatutarias;

e)
Nombres y apellidos de las personas que integran los órganos del partido, y

f)
Las demás menciones que se requieran para administrar el registro y para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley.

TITULO V

De la Afiliación
Artículo 22.-
Para afiliarse a un partido político se requiere ser ciudadano inscrito en los Registros Electorales.

Sin embargo, lo partidos podrán aceptar, si así lo disponen sus Estatutos, que puedan afiliarse a ellos personas que hubiesen perdido la ciudadanía por haber sido condenadas a pena aflictiva.


Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.


Las personas que, estando afiliadas a un partido político, ingresaren a alguna de las instituciones señaladas en el inciso precedente, cesarán de pleno derecho en su carácter de afiliadas a aquél. En los casos precedentemente señalados, antes de asumir el cargo, las personas deberán prestar declaración jurada sobre el hecho de estar o no afiliadas a un partido político.

Con el mérito de dicha declaración jurada, las instituciones y organismos mencionados deberán, cuando corresponda, comunicar tal circunstancia al Director del Servicio Electoral y éste al partido político respectivo, el cual deberá cancelar la correspondiente afiliación.

Los que prestaren falsa declaración serán sancionados con la pena establecida en el artículo 210 del Código Penal.

Los ciudadanos, mientras cumplan el servicio militar obligatorio, no podrán afiliarse a partido político alguno. Si quienes ingresaren al servicio militar se hubieren afiliado con anterioridad, se suspenderán durante el período de conscripción los derechos y obligaciones emanados de su afiliación.
Artículo 23.-
Ningún ciudadano podrá estar afiliado a más de un partido. Para afiliarse a otro partido se deberá renunciar expresamente a la afiliación anterior, sin cuyo requisito la nueva será nula.

Todo afiliado a un partido político podrá renunciar a él, en cualquier momento, sin expresión de causa. La renuncia producirá la desafiliación por el solo hecho de ser presentada al presidente del partido o al Director del Servicio Electoral. En este último caso, este funcionario deberá notificar la renuncia, por carta certificada, al presidente del partido.

Una vez inscrito el partido en el registro de partidos políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley.

Artículo 24.-
Los partidos políticos estarán obligados a llevar un registro general actualizado de todos sus afiliados, ordenado por circunscripciones y distritos. Deberán, asimismo, proporcionar un duplicado de este registro al Director del Servicio Electoral y comunicar a dicho funcionario las nuevas afiliaciones y las desafiliaciones que, por cualquier causa se produjeran, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes.

TITULO VI

De las órdenes de los partidos políticos

Artículo 25.-
Los partidos políticos regularán en sus estatutos el procedimiento y las oportunidades en que sus órganos directivos nacionales puedan dar órdenes de partido a sus militantes parlamentarios. El procedimiento siempre deberá contemplar la audiencia y participación de los parlamentarios del partido.

Dichas órdenes sólo podrán referirse a los asuntos en que se encuentren directamente comprometidos los principios, el programa o la línea política definida y aprobada por sus órganos regulares.

No podrán darse órdenes de partido en aquellas materias en que la Constitución Política de la República establezca que el voto del parlamentario deba ser emitido en conciencia.
Artículo 26.-
Los partidos políticos no podrán dar órdenes ni exigir el cumplimiento de los deberes que como afiliados correspondan al Presidente de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Embajadores, Intendentes, Gobernadores, Alcaldes, miembros de los Consejos Regionales y de los Consejos Municipales, y a los funcionarios de los servicios públicos que sean de la exclusiva confianza del Presidente de la República. Esta limitación durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de su cargo, y cesará de pleno derecho, una vez que se alejen de él.

TITULO VII

De la organización interna de los partidos políticos

Artículo 27.-
Los partidos políticos estarán integrados, a lo menos, por los siguientes órganos:

a)
Una Directiva Central;

b)
Un Consejo General Nacional;

c)
Directivas y Consejos Regionales;

d)
Directivas y Consejos Distritales, Provinciales o Comunales, según lo determinen los Estatutos;

e)
Tribunales de Disciplina Regionales, y

f)
Un Tribunal Supremo.

Artículo 28.-
La Directiva Central estará compuesta a lo menos de un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero. La Directiva Central tendrá las siguientes funciones:

a)
Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos;

b)
Administrar los bienes del partido, rindiendo cuenta anual de ella ante el Consejo General Nacional;

c)
Someter a la aprobación del Consejo General Nacional los reglamentos internos del partido;

d)
Proponer la disolución del partido;

e)
Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo General Nacional;


f)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y


g)
Las demás funciones que establezca la ley.

Corresponderán a su Presidente las siguientes facultades:

a)
La gestión política del partido;


b)
La representación judicial y extrajudicial del partido;


c)
Dar a conocer a la opinión pública los acuerdos y definiciones políticas del partido;


d)
Convocar y presidir las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Directiva Central;


e)
Presidir las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo General Nacional;


f)
Delegar una o más de sus funciones, en uno o más miembros de la Directiva Central;


g)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y


h)
Las demás funciones que establezca la ley.
Artículo 29.-
El Consejo General Nacional tendrá carácter normativo y resolutivo, y estará integrado, a lo menos, por los senadores y diputados en ejercicio del partido, la Directiva Central, los miembros de los Consejos Regionales y los miembros de los Consejos Distritales. Los Ministros de Estado que pertenezcan al partido, podrán asistir a las sesiones del Consejo, pero sólo tendrán derecho a voz.

Al Consejo General Nacional, le corresponderán las siguientes atribuciones:

a)
Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para la Directiva Central;

b)
Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual;

c)
Aprobar o rechazar modificaciones a los estatutos del partido por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio;

d)
Proponer modificaciones a las declaraciones de principios y programa partidarios, como asimismo las proposiciones de alianzas, pactos electorales y fusión con otro u otros partidos, los que deberán ser aprobados por los respectivos afiliados;

e)
Recibir, anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella;


f)
Deliberar y proponer a los militantes el candidato a Presidente de la República del partido;


g)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y

h)
Las demás funciones que establezca la ley.
Artículo 30.-
En cada circunscripción senatorial establecida en la ley orgánica respectiva, existirá una Directiva y un Consejo Regional. En las regiones que comprendan más de una circunscripción senatorial, habrá siempre una sola Directiva y un solo Consejo Regional.

La Directiva Regional estará integrada a lo menos por un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero.

Los miembros de la Directiva Regional serán elegidos en votación directa por los afiliados del partido que tengan su inscripción electoral en las circunscripciones correspondientes a la respectiva región.

El Consejo Regional estará integrado por la Directiva Regional, los Consejeros Regionales elegidos en forma directa por los afiliados de la región, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto y los miembros de las Directivas Distritales. El o los intendentes regionales de las respectivas circunscripciones, que pertenezcan al partido, podrán asistir a las sesiones del Consejo, pero sólo tendrán derecho a voz.

Corresponderá a la Directiva Regional las siguientes funciones:

a)
Supervigilar las actividades que desarrollen las Directivas y Consejos Distritales que funcionen en la región;

b)
Convocar a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo Regional;


c)
Someter a conocimiento del Tribunal Disciplinario Regional las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria, cometidas por los afiliados de la región;

d)
Rendir cuenta, por lo menos una vez al año, al Consejo Regional de las actividades desarrolladas en la región, especialmente, en lo relativo a su gestión y a la situación política y electoral de la región;


e)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y


f)
Las demás funciones que establezca la ley.


Al Consejo Regional le corresponderán las siguientes atribuciones:

a)
Deliberar y proponer a los militantes de la región, los candidatos a Senadores por las circunscripciones que comprenda la región, en base a las propuestas efectuadas por los Consejos Distritales;


b)
Conocer, por lo menos una vez al año, sobre la cuenta de los Senadores, de los Consejeros que representen al partido en el Gobierno Regional y de la Directiva Regional;


c)
Las demás funciones que establezca la ley, y 


d)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley.
Artículo 31.-
En cada distrito electoral, provincia o comuna, existirá una Directiva y un Consejo Distrital, Provincial o Comunal, según lo determinen los Estatutos, en adelante la Directiva y el Consejo Local.

La Directiva Distrital estará integrada, a lo menos, por un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero.

Estos serán elegidos en votación directa por los afiliados del partido que tengan su inscripción electoral en el distrito correspondiente, de conformidad a lo señalado en sus estatutos.

El Consejo Local estará integrado por la Directiva Local y los Consejeros Locales elegidos directamente por los afiliados del distrito, provincia o comuna, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto.

A la Directiva Local le corresponderán las siguientes funciones:

a)
Dar cumplimiento a los acuerdos de los Consejos Regionales y del Consejo General Nacional, así como a las instrucciones de la Directiva Central;


b)
Proponer al Consejo Local programas de acción política, y ejecutarlos, una vez aprobados;


c)
Convocar a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo Local;


d)
Informar a la Directiva Regional sobre las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria, cometidas por los afiliados de la localidad, a fin que aquella las ponga en conocimiento del Tribunal Disciplinario Regional;

e)
Rendir cuenta, por lo menos una vez al año, al Consejo Local de las actividades desarrolladas en el distrito, especialmente, en lo relativo a su gestión y a la situación política y electoral de la localidad;


f)
Velar porque los afiliados de la localidad sean oportuna y periódicamente informados de las actividades del partido, específicamente, de los acuerdos adoptados por los Consejos Local y Regional respectivos, así como por el Consejo General Nacional, y de las instrucciones emanadas de la Directiva Central;


g)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y 


h)
Las demás funciones que establezca la ley.


Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones:

a)
Deliberar y proponer a los militantes del distrito, los candidatos a Diputados del distrito, y los candidatos a alcaldes y concejales de la respectiva localidad;


b)
Conocer, por lo menos una vez al año, sobre la cuenta de los Diputados y de los Alcaldes y Concejales correspondientes al distrito;


c)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y


d)
Las demás funciones que establezca la ley.

Artículo 32.-
Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo cuyos integrantes serán elegidos directamente por los afiliados del partido, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto.

El Tribunal Supremo tendrá, a lo menos, un Presidente y un Vicepresidente. También nombrará un Secretario, con carácter de ministro de fe.

Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna esta ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:


a)
Interpretar los estatutos y reglamentos;


b)
Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido; 

c)
Conocer y resolver, en segunda instancia, de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que sean estimados violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados;


d)
Conocer y resolver, en segunda instancia, de las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que comprometan los intereses o el prestigio del partido, y

e)
Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.
Artículo 33.-
Los partidos políticos tendrán Tribunales de Disciplina Regionales cuyos integrantes serán elegidos directamente por los afiliados del partido, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto.

Cada Tribunal de Disciplina Regional tendrá, a lo menos, un Presidente y un Vicepresidente. También nombrará un Secretario, con carácter de ministro de fe.

A los Tribunales de Disciplina Regionales les corresponderá, además de las otras atribuciones que le asigna esta ley, las siguientes:


a)
Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que sean estimados violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados; y

b)
Conocer y resolver de las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que comprometan los intereses o el prestigio del partido y aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen.
TITULO VIII

De las votaciones del partido
Párrafo 1°
De las votaciones y elecciones internas

Artículo 34.-
Corresponderá a los afiliados pronunciarse sobre las declaraciones de principios y programa partidarios, así como de las proposiciones de alianzas, pactos y subpactos electorales y fusión con otro u otros partidos.

Este pronunciamiento se sujetará a lo dispuesto en el respectivo estatuto, observándose en todo caso el principio de igualdad de derechos de todos los afiliados y el carácter igualitario del valor de su voto. El voto será libre, secreto e informado.
Artículo 35.-
Los cargos correspondientes a los órganos internos del partido, serán elegidos, en todos los niveles partidarios, directamente por los militantes.


Para dichos efectos, los partidos habrán de observar el principio de igualdad de derechos de todos los afiliados y el carácter igualitario del valor del sufragio, esto es, un militante un voto y cada voto con igual valor de resultado.

El voto será libre, secreto e informado.
Artículo 36.-
Las elecciones de las autoridades nacionales, regionales y distritales deberán realizarse periódicamente, a través de votación directa, debiendo utilizarse métodos de escrutinio que aseguren una representación proporcional de los distintos sectores partidarios.

El mandato de dichas autoridades no podrá exceder de tres años y no podrán ser reelegidas para el mismo cargo u órgano más de una vez.
Párrafo 2°
De las elecciones primarias internas para cargos de elección popular
Artículo 37.-
Los candidatos a alcaldes y parlamentarios deberán ser determinados por elecciones primarias en cada partido. Podrán votar en dichas elecciones los afiliados al respectivo partido, que tengan cumplidos 18 años de edad el día de la elección.  El candidato a Presidente de la República y los concejales podrán ser elegidos bajo esta modalidad conforme lo determine el Estatuto, en cuyo caso, los resultados de dichas votaciones serán obligatorios.


En la elección de candidatos a Diputado, Senador o Alcalde, votarán sólo aquellos afiliados que, cumpliendo con los requisitos anteriores, residan en el respectivo distrito o circunscripción o comuna, según sea el caso, a lo menos durante los dos últimos años.


Los estatutos de los partidos podrán permitir que en las elecciones primarias participen personas independientes. Los estatutos establecerán los requisitos que deberán cumplir éstos independientes.  En todo caso, tratándose de elecciones de candidatos a parlamentarios y alcaldes, deberán ser ciudadanos inscritos en los registros electorales que residan en el respectivo distrito, circunscripción o comuna, según corresponda, a lo menos durante los dos últimos años.

Artículo 38.-
En las elecciones primarias internas los partidos habrán de observar el principio de igualdad de derechos de todos los afiliados y el carácter igualitario del valor del sufragio, esto es, un militante un voto y cada voto con igual valor de resultado.

El voto será libre, secreto e informado.
Artículo 39.-
Los estatutos de cada partido deberán regular las declaraciones de candidaturas; las cédulas electorales; las mesas receptoras de sufragio y su instalación; la designación de vocales de mesa; los locales de votación; los útiles electorales; el acto eleccionario, que en todo caso deberá efectuarse dentro del período señalado en el artículo 53 de la presente ley; la votación, y el escrutinio.

Sin perjuicio de lo anterior, el escrutinio será público y deberá realizase en el mismo lugar en que la mesa hubiere funcionado, en presencia de los candidatos presentes y de quienes deseen concurrir a dicho acto.
Artículo 40.-
Cualquier afiliado elector podrá interponer reclamaciones de nulidad, ante el Tribunal Disciplinario Regional competente, en el caso de elecciones de candidato a Diputado, Senador o Alcalde, y ante el Tribunal Disciplinario Regional Metropolitano, tratándose de la elección de candidato a Presidente de la República.

Las reclamaciones contra las elecciones se fundarán en actos que las hubieren viciado, relacionados con: a) la elección o funcionamiento de las mesas receptoras; b) el escrutinio de cada mesa; c) actos de las autoridades del partido o de personas que hayan coartado la libertad de sufragio; d) falta de funcionamiento de mesas, y e) práctica de cohecho, de soborno o uso de fuerza y de violencia.

Las reclamaciones derivadas de los hechos anteriores sólo procederán si los mismos hubieren dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de la que habría resultado si la manifestación de la voluntad electoral hubiere estado libre del vicio alegado.
Artículo 41.-
Del mismo modo, cualquier afiliado elector podrá solicitar la rectificación de escrutinios en que se haya incurrido en omisiones o en errores aritméticos.

Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones, deberán presentarse, indicando los hechos que le sirvan de fundamento, dentro de los cinco días siguientes al de la elección.

No se requerirá patrocinio de abogado para deducir solicitud de rectificación y reclamos de nulidad.
Artículo 42.-
El Tribunal Disciplinario Regional deberá pronunciarse acerca de si acoge o no a tramitación las solicitudes que se le presentaren dentro de los dos días siguientes a tomar conocimiento de ellas.


Las resoluciones que dicte se notificarán mediante su inclusión en un estado que deberá formarse y fijarse, para dichos efectos, en la sede oficial del partido correspondiente al distrito, circunscripción senatorial, o, en la sede nacional, según se trate de solicitudes o reclamaciones relativas a elecciones de candidato a Diputado, Senador o Presidente de la República, con indicación de la fecha en que se forme, mencionándose el número de orden que le corresponda a la solicitud en que se hubiere dictado resolución en el rol general, expresándose el nombre de la o las personas que hubieren presentado la solicitud y el número de resoluciones que se hubieren dictado en cada una de ellas, todo ello firmado por el Secretario del Tribunal.

Tratándose de las elecciones de candidatos a alcaldes y concejales, el estado diario será fijado en la sede oficial del partido, correspondiente a la respectiva localidad.


Las resoluciones del Tribunal Disciplinario Regional sobre la admisibilidad de la solicitud o reclamación no serán susceptibles de recurso alguno.
Artículo 43.-
Dentro del plazo fatal de cinco días contado desde la resolución que se pronuncie sobre la admisibilidad, se rendirán ante el Tribunal Disciplinario Regional las informaciones y contrainformaciones que se produzcan.
Artículo 44.-
El Tribunal Disciplinario Regional correspondiente, a las diez de la mañana del quinto día siguiente a la fecha en que se verifique la elección, deberá constituirse, a fin de conocer del escrutinio general y de la calificación del proceso, y de resolver las reclamaciones y efectuar las rectificaciones a que hubiere lugar.
Artículo 45.-
El Tribunal Disciplinario Regional se abocará al conocimiento del escrutinio general de la elección y su calificación, a fin de cumplir este cometido dentro del plazo de veinte días.
Artículo 46.-
Para practicar el escrutinio general, el Tribunal Disciplinario Regional observará las siguientes reglas:

a)
Si dispusiere de las actas de todas las mesas que debieron funcionar, practicará el escrutinio general a base de aquéllas sin más trámite, siempre que no existiere reclamación; 

b)
Si no se dispusiere del acta de una o más  mesas receptoras de sufragios, se requerirá la remisión de todas las actas que faltaren, y procederá a completar el escrutinio general;

c)
En defecto de las normas precedentes, practicará públicamente el escrutinio en conformidad a las disposiciones de esta ley.
Artículo 47.-
El Tribunal Disciplinario Regional apreciará los hechos en conciencia y al tenor de la injerencia que, a su juicio, ellos hayan tenido en el resultado de la elección. Con el mérito de los antecedentes declarará válida o nula la elección y sentenciará conforme a derecho.

Los hechos, defectos o irregularidades que no tuvieran injerencia en el resultado general de la elección, sea que hayan ocurrido antes, durante o después de la votación, no darán mérito para declarar su nulidad.
Artículo 48.-
Cuando el Tribunal Disciplinario Regional declare nula la votación en una o más mesas, mandará repetir la o las anuladas sólo en el caso de que ella o ellas den lugar a una decisión electoral diferente. La votación se repetirá sólo en las mesas afectadas.
Artículo 49.-
En la repetición, las mesas receptoras afectadas funcionarán con la misma integración que hubieren tenido en la votación anulada, salvo que la declaración de nulidad se fundare en la circunstancia de ser nulo el nombramiento de las mesas mismas, o en la adulteración o falsificación del escrutinio, o en el cohecho de los miembros de las mesas, casos en los cuales se renovará el nombramiento, de acuerdo a lo dispuesto en los estatutos del partido, tan pronto como lo resuelva el Tribunal.

Los escrutinios se repetirán por las mesas que corresponda.
Artículo 50.-
Las resoluciones del Tribunal Disciplinario Regional sobre solicitudes de rectificación o reclamaciones de nulidad de la elección, serán apelables dentro de tercero día contado desde su notificación por el estado diario, ante el Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo conocerá y se pronunciará sobre las apelaciones, de conformidad al reglamento que cada partido dicte al respecto.

Artículo 51.-
Una vez dictada sentencia firme sobre todos los reclamos y practicado el escrutinio general, el Tribunal Disciplinario Regional competente, proclamará a los candidatos que hubieren resultado elegidos.
Artículo 52.-
Se proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayor cantidad de votos validamente emitidos al interior del partido. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.

El Tribunal Disciplinario Regional deberá remitir, dentro del tercer día siguiente al de la proclamación, copia autentica del Acta de Proclamación al Director del Servicio Electoral, junto con los antecedentes señalados en el artículo 7 de la ley N° 18.700, los cuales serán entregados por el candidato elegido al día siguiente de su proclamación, a fin que el Director dentro de los tres días siguientes proceda a inscribir las candidaturas en un Registro Especial. Sólo los candidatos que figuren en la mencionada Acta, serán los candidatos del partido para la respectiva elección.

Desde el momento de la inscripción de las personas que figuren en el Acta de Proclamación, se considerará que los candidatos tienen la calidad de tales para todos los efectos legales.
Artículo 53.-
En cada período constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones señalará una única fecha correspondiente a un día domingo, entre ciento cincuenta y ciento veinte días anteriores a la respectiva elección parlamentaria o presidencial, en la que se efectuarán, a cargo del partido respectivo, las elecciones para elegir sus candidatos, cuando corresponda.

TITULO IX

De la los pactos y subpactos electorales, alianzas y coaliciones de partidos políticos
Artículo 54.-
Los partidos políticos podrán acordar un pacto electoral o subpactos electorales, los que deberán formalizarse ante el Director del Servicio Electoral en los términos establecidos en el artículo 3° bis de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios o, tratándose de una elección municipal, de conformidad a lo dispuesto en el Título V, párrafo 1°, de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.


El pacto electoral o el subpacto electoral se entenderá constituido a contar de la fecha de su formalización.  Se podrán dejar sin efecto por acuerdo de 4/7 de los afiliados ratificado por el Consejo General Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el pacto electoral o subpacto quedará sin efecto, de pleno derecho, tras el acto eleccionario para el cual fue constituido.
Artículo 55.-
Los partidos políticos legalmente constituidos, con afinidad programática, podrán formar una alianza o coalición con otros partidos políticos, entendiéndose por tal, un acuerdo de colaboración y acción conjunta, en todas aquellas materias que se declaren afines en el acta que formaliza la alianza.

La formación de la alianza, así como la adhesión a una ya existente, deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral en los mismos términos establecidos en la ley para los pactos electorales.


La existencia de la alianza será indefinida, y sólo se terminará por medio de la declaración conjunta de todos los partidos políticos miembros ante el Director del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho a retiro de cada partido político miembro de la alianza, que se materializará por su sola declaración ante la misma autoridad.
TITULO X
De la Fusión
Artículo 56.-
Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad a las normas que se establecen en los artículos siguientes, sin necesidad de cumplir nuevamente con las exigencias establecidas en esta ley, para su constitución.

Artículo 57.-
En cada uno de los partidos la proposición o iniciativa de la fusión necesitará de la aprobación previa de los 4/7 de los afiliados.

Si el pronunciamiento de los afiliados sobre la fusión y sobre la declaración de principios propuesta fuere afirmativo, la Directiva Central del respectivo partido quedará facultada para acordar con el otro u otros partidos los términos de la fusión, comprendiéndose en ellos los estatutos del partido resultante.


Si la fusión propuesta comprendiere más de dos partidos, pero no todos ellos la aprobaren en definitiva, podrá reducirse la fusión a los que hayan prestado su aprobación.
Artículo 58.-
Acordada la fusión, los presidentes de los partidos que hayan concurrido a la misma solicitarán por escrito al Director del Servicio Electoral, en presentación conjunta, que inscriba el partido resultante de la fusión y cancele las inscripciones de los partidos concurrentes a ella.

Con este fin, deberá previamente otorgarse por los presidentes de los partidos políticos una escritura pública que contendrá las menciones de las letras b) a f) del artículo 11 y, en la cual deberán insertarse los documentos que acrediten el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 57 de la presente ley. Simultáneamente, procederán a protocolizar el facsímil del símbolo, la sigla y el lema que distinguirán al nuevo partido, si los tuviere.

Si la escritura contiene todas las menciones indicadas en este artículo, el Director dispondrá la inscripción del nuevo partido en el Registro de Partidos Políticos. En caso contrario, ordenará que se subsanen los reparos que formule dentro del plazo de 10 días hábiles. En lo demás, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 11.
Artículo 59.-
El rechazo de una solicitud de fusión por parte del Director del Servicio Electoral sólo podrá fundarse en no haberse cumplido con los requisitos señalados en los artículos 57 y 58 de la presenta ley.
Artículo 60.-
El partido político resultante de la fusión gozará de personalidad jurídica desde su inscripción en el Registro de Partidos Políticos y será, para todos los efectos legales, sucesor de los partidos fusionados en sus derechos y obligaciones patrimoniales.

Se considerarán afiliados al nuevo partido todos los ciudadanos que, a la fecha de la inscripción, lo hubieren sido de cualquiera de los partidos fusionados.
TITULO XI
De la disolución de los Partidos Políticos
Artículo 61.-
Los partidos políticos se disolverán:

a)
Por acuerdo de los afiliados, a proposición de la Directiva Central;


b)
Por no alcanzar el dos por ciento de los sufragios válidamente emitidos en una elección de Diputados, en cada una de a lo menos tres regiones;

c)
Por fusión con otro partido;

d)
Por haber disminuido el total de sus afiliados a una cifra inferior al porcentaje exigido por la ley para su constitución, en cada una de a lo menos tres regiones. El número mínimo de afiliados deberá actualizarse después de cada elección de Diputados;

e)
Por haber intervenido el partido en el ejercicio de las atribuciones exclusivas de las autoridades o funcionarios indicados en el artículo 26 de la presente ley;


f)
Por sentencia del Tribunal Constitucional que declare inconstitucional al partido político, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 19, número 15, inciso sexto y 93, número 7°, de la Constitución Política;


g)
Por la no renovación de los miembros electivos de lo órganos de los partidos políticos, señalados en el artículo 27 de la presente ley, y


h)
Por el no cumplimiento de las normas de transparencia activa, dispuestas en el Título III, en un período de 6 meses consecutivos.
Artículo 62.-
La disolución del partido político para todos los efectos legales, se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral de oficio o a petición de cualquier ciudadano.

En el caso del literal b) del artículo anterior, la cancelación se efectuará noventa días después de comunicada al Director la sentencia de proclamación del Tribunal Calificador de Elecciones y el escrutinio general que éste haya realizado. Dentro de este plazo los partidos políticos podrán fusionarse, debiendo comunicar esta circunstancia al Director del Servicio Electoral.

Asimismo, en el caso de la letra d) del artículo precedente, el Director del Servicio Electoral procederá de oficio a la cancelación de la inscripción, luego de transcurridos ciento ochenta días desde que dicho Servicio haya representado al Presidente del partido la disminución de los afiliados en los términos del citado número y siempre que en este lapso no se hubieren acreditado nuevas inscripciones que completen el número mínimo de afiliados exigidos para constituir un partido.

En contra de la resolución del Director del Servicio Electoral que cancele una inscripción, podrá apelarse para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, excepto en el caso de la letra f) del artículo 61.

Resuelto por el Tribunal Constitucional que un partido político es inconstitucional, y luego de la publicación del extracto de la respectiva sentencia, el Director del Servicio Electoral procederá de inmediato a cancelar su inscripción y a informar esta circunstancia en el sitio electrónico del Servicio.
Artículo 63.-
La disolución deberá ser informada en el sitio electrónico del Servicio Electoral.

Disuelto un partido político, se dispondrá de sus bienes en la forma prescrita por sus estatutos y si en éstos no se hubiere previsto su destino, pasarán a dominio fiscal. Sin embargo, en el caso de la letra f) del artículo 61 estos bienes pasarán necesariamente al Fisco.
TITULO XII
De las sanciones

Artículo 64.-
Las sanciones que pueden imponerse a los partidos y a quienes ejercen cargos en ellos, son: 


a)
Amonestación por escrito;

b)
Multa a beneficio fiscal;

c)
Comiso;

d)
Inhabilidad para ocupar cargos directivos en partidos políticos;

e)
Suspensión, por un término de seis meses a dos años, de todos los derechos que le correspondan en elecciones internas, y 


f)
Disolución del partido.

Además, podrán aplicarse como medidas de apremio, en los casos que determine esta ley, las medidas de suspensión del afiliado de sus derechos como tal y de suspensión de los derechos del partido.

Las multas que se apliquen tendrán los siguientes grados:

a)
Mínimo, de diez a cien unidades tributarias mensuales;

b)
Medio, de más de cien a doscientas unidades tributarias mensuales, y

c)
Máximo, de más de doscientas a trescientas unidades tributarias mensuales.

En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.

La inhabilidad para ocupar cargos directivos en un partido político se entenderá referida a cualquiera de los cargos que señala el Título VII de la presente ley y a los demás que establezcan los estatutos.
Artículo 65.-
El partido político que se excediere en las funciones que le son permitidas, será objeto de amonestación por escrito, con señalamiento de un breve plazo para poner término a esa situación. Si el partido continuare o reanudare dichas actividades después de vencido tal plazo, será sancionado con multa en sus grados medio a máximo. Si aplicada la multa, el partido perseverare en la misma conducta, se le aplicará la sanción de suspensión o disolución.
Artículo 66.-
Las infracciones a las obligaciones establecidas en el artículo 24, serán sancionadas con multa en su grado máximo. La multa será de cargo del partido político infractor.

Sin perjuicio de la aplicación al partido político de la multa que corresponda, el Presidente y el Secretario del mismo quedarán inhabilitados, por un término de uno a tres años, para ocupar cargos directivos en partidos políticos, si el Tribunal Calificador de Elecciones declara que estas infracciones han sido cometidas con participación dolosa de aquéllos. Igual sanción será aplicable a los Presidentes y Secretarios de las Directivas y Consejos Regionales y Locales que incurrieren en las mismas conductas.
Artículo 67.-
Las autoridades de un partido político que impartieren alguna orden o recomendación prohibida conforme a lo dispuesto en los artículos 25 inciso 2° y 26 de la presente ley, quedarán inhabilitadas, por un término de uno a tres años, para ocupar cargos directivos en partidos políticos. Si el acto que sanciona este artículo fuere cometido por algún organismo colegiado del partido, no se aplicará sanción al miembro que acreditare no haber tenido conocimiento de la infracción o haberse opuesto a ella.
Artículo 68.-
El partido político que no diere cumplimiento a las normas de transparencia activa, dispuestas en el Título III de la presente ley, en un período de 2 meses consecutivos, será objeto de amonestación por escrito, con señalamiento de un breve plazo para poner término a esa situación. Si el partido continuare sin dar cumplimiento a dichas obligaciones después de vencido tal plazo, será sancionado con multa en sus grados medio a máximo. Si aplicada la multa, el partido perseverare en la misma conducta, se le aplicará la sanción de suspensión o disolución, según corresponda.
Artículo 69.-
El incumplimiento de cualquier norma de la presente ley que no tenga asignada una sanción específica, será sancionado con amonestación por escrito. La reincidencia en dicha conducta, será sancionada con multa en su grado máximo. La acumulación de 5 reincidencias en un año calendario, será sancionada con la disolución del partido.
Artículo 70.-
Las asociaciones, movimientos, organizaciones o grupos de personas que persigan o realicen actividades propias de los partidos políticos al margen de las disposiciones de esta ley, serán sancionados con multa en su grado máximo, la que se aplicará a cada uno de los organizadores y dirigentes de la asociación, movimiento, organización o grupo de que se trate, así como también a quienes con su cooperación económica favorecieren su funcionamiento.


Si la entidad tuviere personalidad jurídica, el Tribunal Calificador de Elecciones podrá disponer, además, su cancelación por la autoridad administrativa que la haya concedido o registrado.
Artículo 71.-
En caso que un partido político designe en algún cargo directivo a una persona sancionada con inhabilidad para ocuparlo, el Director del Servicio Electoral fijará al partido un plazo para llenar el cargo con una persona habilitada. Vencido el plazo sin que se hubiere provisto aquel cargo conforme a la ley y mientras tal situación subsista, se aplicará al partido la pena de suspensión.
Artículo 72.-
El plazo de prescripción para las infracciones establecidas en esta ley, será de un año contado desde la fecha con que se incurra en ellas.
Artículo 73.-
En la aplicación de las multas, el Tribunal Calificador de Elecciones podrá recorrer toda la extensión en que la ley le permita imponerlas, considerando, especialmente, el caudal o las facultades del infractor. El infractor, mientras no pagare la multa, quedará suspendido de todos los derechos que le correspondan como afiliado al partido.

Si el infractor fuere un partido político, se le aplicará la pena de suspensión mientras no pagare la multa.

TITULO XIII
Procedimiento aplicable en caso de infracción a la presente ley

Artículo 74.- Conocerá de las causas por las infracciones de que trata el título anterior, en primera instancia, un miembro del Tribunal Calificador de Elecciones que, en cada caso, se designará por sorteo.

El procedimiento será el establecido en los artículos 89, 90 y 91 del Código de Procedimiento Civil. Los plazos respectivos se aumentarán, en su caso, de acuerdo con los artículos 258 y 259. De las apelaciones que se deduzcan en contra de sus resoluciones, conocerá dicho Tribunal, con exclusión del miembro que hubiere resuelto en primera instancia.

Las acciones para hacer efectiva la responsabilidad por las infracciones de que trata el título anterior, podrán ser ejercidas por el Director del Servicio Electoral, por el Ministerio Público, por el respectivo Intendente Regional y por cualquier Senador, Diputado o partido político inscrito.
Artículo 75.-
Las notificaciones que deban practicarse conforme a esta ley se efectuarán por carta certificada, salvo que se hubiere fijado otra forma de notificación. Los partidos políticos serán notificados por carta certificada dirigida a su respectivo presidente. La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente de la expedición de la carta por el Servicio Electoral.
Artículo 76.-
Las apelaciones que se deriven de la aplicación de esta ley y que se tramiten ante el Tribunal Calificador de Elecciones, se interpondrán dentro de quinto día hábil y se sustanciarán de acuerdo con los artículos 200 a 230 del Libro I, Título XVIII del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea pertinente. El escrito de apelación se fundamentará someramente.
Artículo 77.-
En caso de falta o abuso del Director del Servicio Electoral en la aplicación de esta ley, procederá el recurso de queja sólo ante el Tribunal Calificador de Elecciones. El recurso deberá interponerse en el plazo fatal de cinco días hábiles.

El Tribunal Calificador de Elecciones podrá imponer al Director del Servicio Electoral las sanciones que señala el artículo 537 del Código Orgánico de Tribunales.
Artículo 78.-
El Tribunal Calificador de Elecciones podrá complementar las normas que se establecen en esta ley para las gestiones que se tramiten ante el Director del Servicio Electoral y ante el propio Tribunal, mediante autos acordados que dicte para tal efecto.
Artículo 79.-
La ejecución de una sentencia que condene al pago de una multa, se realizará de acuerdo con el procedimiento señalado en el párrafo 1 del Título XIX del Libro I del Código de Procedimiento Civil.

Corresponderá al Director del Servicio Electoral llevar a cabo la ejecución ante el juez de letras en lo civil que fuere competente de acuerdo con las normas generales.
Artículo 80.-
El Director del Servicio Electoral deberá recurrir a la justicia ordinaria para el cumplimiento del fallo cuando se requiera el empleo de procedimientos de apremio o de otras medidas compulsivas o cuando haya de afectar a terceros que no hubieren sido parte en el proceso.
TITULO XIV

De la disciplina interna del partido
Artículo 81.-
La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas al interior del partido.

Todo afiliado de un partido estará obligado a respetar los principios y a trabajar por la realización del programa del partido, conforme a la línea política definida en los respectivos estatutos y en las declaraciones de principios, sin perjuicio de su derecho a proponer cambios sobre los métodos establecidos. 
Artículo 82.-
Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna del partido lo siguiente:

a)
Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido que ofenda, atente o amenace los postulados básicos del partido proclamados en su estatuto;

b)
Infringir pública y/o notoriamente los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido;

c)
Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o mal trato, contra miembros del partido;

d)
Faltar a los deberes del militante establecidos en el estatuto;

e)
No obedecer las órdenes impartidas por el partido, tratándose de los miembros parlamentarios, y 

f)
Romper o desconocer pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido, sin la autorización correspondiente.

Artículo 83.-
El Tribunal Disciplinario Regional, en el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, podrá aplicar las siguientes sanciones:

a)
Amonestación;

b)
Censura por escrito;

c)
Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido;

d)
Suspensión de la calidad de afiliado por el plazo que determine; y

e) Expulsión.
Artículo 84.-
De las infracciones a las disposiciones del presente Título, conocerá el Tribunal de Disciplina Regional, en primera instancia, en conformidad a lo que dispone el Título VII de la presente ley.


El Tribunal Supremo, de conformidad a lo que dispone le Título VII de la presente ley, será el órgano competente para conocer de dichas infracciones, en segunda instancia.

Artículo 85.-
El Tribunal que aplique la sanción en caso de infracción disciplinaria deberá velar por el cumplimiento del debido proceso.

La expulsión y el resto de medidas sancionadoras que impliquen privación de derechos a los afiliados, sólo podrán imponerse mediante procedimientos contradictorios, en los que se garantice a los afectados el derecho a ser informados de los hechos que den lugar a tales medidas, el derecho a ser oídos con carácter previo a la adopción de las mismas, el derecho a que el acuerdo que imponga una sanción sea motivado, y el derecho a formular, en su caso, recurso interno.
TITULO XV
Disposiciones finales
Artículo 86.-
La presente ley entrará en vigencia treinta días después de publicada en el Diario Oficial.

ARTICULO SEGUNDO.-
Reemplázase el artículo 42 de la ley N° 18.556, Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, por el siguiente:



“Artículo 42.- La persona, al momento de solicitar su inscripción, exhibirá la cédula de identidad a que se refiere el artículo 41, luego de lo cual será interrogada verbalmente y bajo juramento, acerca de su domicilio, de si se halla o no inscrita en los Registros Electorales y de si desea afiliarse a un partido político.



Si el domicilio correspondiere a la circunscripción de la Junta y la persona declarare no estar inscrita o se encontrare en el caso del artículo 54, se procederá a su inscripción en los Registros Electorales, llenándose las columnas de ambos ejemplares del Registro en la forma indicada en el artículo 27.



La persona estampará su firma en los lugares correspondientes, junto con la impresión digital del pulgar de su mano derecha; a falta de éste, estampará la del mismo dedo de la mano izquierda; si hubiere imposibilidad absoluta de hacerlo, por falta de ambos dedos, se dejará constancia de ello en el espacio destinado a la impresión digital.



Si la persona fuere analfabeta o no vidente, la Junta Inscriptora dejará constancia de este hecho en el espacio destinado a la firma.



Si la persona manifiesta su consentimiento para afiliarse a un partido político, después de ser inscrita, o después de haber solicitado una nueva inscripción en el caso del artículo 54, deberá suscribir ante el Secretario de la Junta Inscriptora, una declaración en tal sentido. Si la persona es militante de un partido político deberá consignar en dicha declaración, su renuncia al respectivo partido político.  El Servicio Electoral deberá comunicar de inmediato, en forma electrónica, dicha intención al partido.  La inscripción sólo producirá efectos si el partido ratifica la afiliación en el plazo de 45 días, mediante carta certificada enviada al domicilio del solicitante. De no haber pronunciamiento del partido, se entenderá que acepta la afiliación.



El Secretario de la Junta procederá a la afiliación solicitada, una vez que haya verificado el cumplimiento de los requisitos antes indicados.”.

ARTICULO TERCERO.-
Modifícase la ley Nº 18.700, Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en el siguiente sentido:



1.-
Reemplázase, en el inciso 2° de su artículo 3, la frase “Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11”, por la siguiente:





“Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político, en el caso de candidaturas a Presidente de la República; por el Presidente y el Secretario de la Directiva Regional en el caso de candidaturas a Senador; y, por el Presidente y Secretario de la Directiva Distrital en el caso de candidaturas a Diputado. Asimismo, las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de los partidos que hubieren acordado un pacto o subpacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando, en todos estos casos, la nómina a que se refiere el artículo 11.”.



2.-
Sustitúyase, en la letra b) de su artículo 14 el guarismo “0,5” por “0,2”.




3.-
Sustitúyase el 3 bis, por el siguiente texto:




“Artículo 3° bis.- En las elecciones de Parlamentarios dos o más partidos políticos podrán acordar un pacto electoral.





Asimismo, también podrán constituir subpactos entre ellos o con independientes. Los subpactos estarán siempre integrados por los mismos partidos que integran el respectivo pacto electoral.





Las declaraciones de candidaturas que presente el pacto o subpacto electoral, sólo podrán incluir candidatos de los partidos políticos o independientes que formen parte del subpacto.




El pacto y subpacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo para efectuar las declaraciones de candidaturas, mediante la presentación de los siguientes documentos:




a) Declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto o subpacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de Parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones de principios, y




b) Declaración de las candidaturas a Senadores y Diputados para la respectiva elección, con arreglo a las demás disposiciones de esta ley.




A los pactos y subpactos se les individualizará  sólo con su nombre y a cada uno de los partidos suscriptores, con su nombre y símbolo, indicándose a continuación los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido.




En el caso de los independientes que forman parte de un pacto, se les individualizará al final del respectivo pacto o subpacto, bajo la denominación “independientes”. Los independientes que a su vez formen parte de un subpacto, se les individualizará de la misma forma al final del respectivo subpacto.




Los subpactos entre independientes y entre éstos y partidos se individualizarán como tales.”.



4.-
Incorpórese el siguiente artículo 3 ter, nuevo:




“Artículo 3 ter.- El pacto y subpacto electoral se entenderá constituido a contar de la fecha de su formalización. Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto o subpacto, no podrán acordar otro, a menos que aquél fuere dejado sin efecto. Se podrá dejar sin efecto un pacto o subpacto electoral, cuando los partidos que lo integren hayan dado cumplimiento a lo dispuesto en la ley orgánica constitucional sobre partidos políticos.




Lo anterior deberá ser comunicado al Director del Servicio Electoral, mediante una declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos de que se trate, antes del vencimiento del plazo para presentar candidaturas.”.
ARTICULO CUARTO.-
Sustitúyase el inciso cuarto del artículo 107 del DFL-1, de 2006, del Ministerio del Interior, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por el siguiente texto:



“Las declaraciones de candidaturas a alcalde y a concejales que presente un pacto electoral y los subpactos comprendidos en él podrán incluir candidatos de cualquiera de los partidos que los constituyan.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República.- EDMUNDO PÉREZ YOMA, 
Ministro del Interior.- JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia 
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL DIRECTORIO DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE A LA SEÑORA MARCIA SCANTLEBURY ELIZALDE Y A LOS SEÑORES JOSÉ ANTONIO GALILEA VIDAURRE Y CRISTIAN LEAY MORÁN, POR UN PERÍODO DE OCHO AÑOS

(S 1075-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. De conformidad al artículo 4º de la ley Nº 19.132, la administración de la empresa Televisión Nacional de Chile lo ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, seis de los cuales son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado y duran ocho años en el cargo.

2. Por decreto supremo Nº 37, de 13.04.2004, del Minsegegob, se nombró por el periodo de cuatro años en dicho directorio, que venció el 23.05.2008 a las señoras Virginia Rodríguez y Lucía Santa Cruz y al señor Daniel Platovsky.  Por D.S. Nº 104, de 18.06.2004, sin embargo, se declaró vacante, por fallecimiento, el cargo de la señora Rodríguez.  En su reemplazo y por el saldo de tiempo, se designó a la señora Marcia Scantlebury Elizalde, mediante D.S. Nº 132, de 03.08.2007, de Minsegegob.

3. En consecuencia, por vencimiento del periodo de cuatro años, corresponde designar, previo acuerdo del H. Sendo, a tres nuevos integrantes en el Directorio de Televisión Nacional.

4. De conformidad al art. 4 de la ley Nº 19.132 los directores deben ser “personas de relevantes méritos personales y profesionales”, y el Directorio debe quedar integrado en forma “pluralista”.

5. En virtud de lo anterior, y en uso de mis facultades constitucionales y legales, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación para designar como Directores de Televisión Nacional de Chile, por el período de ocho años, que vence el 23 de mayo de 2016 a las siguientes personas:

· CRISTIAN LEAY MORÁN
RUT. N° 6.976.430-4

· JOSE ANTONIO GALILEA VIDAURRE
RUT. Nº 7.003.640-1

· MARCIA SCANTLEBURY ELIZALDE
RUT. Nº 5.169.753-7

6. Atendida la conveniencia de contar, a la brevedad posible, con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILOE Y MÉXICO PARA EL OTORGAMIENTO RECÍPROCO DE PERMISOS DE TRABAJO A FAVOR DE DEPENDIENTES DE AGENTES DIPLOMÁTICOS Y FUNCIONARIOS CONSULARES ACREDITADOS

(5607-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, del 16 de noviembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión de 6 de mayo del presente año, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistió, especialmente invitado, el Director Jurídico subrogante del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.
----------





Cabe señalar que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

----------

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República.- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.



2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que el instrumento internacional enviado al Congreso reconoce los vínculos de amistad entre ambos países, recogiendo una antigua inquietud de los funcionarios y funcionarias diplomáticos para permitir el ejercicio de un trabajo remunerado en el otro país. Agrega que con ello se facilita la vida familiar y se establece un marco jurídico que permite mejorar sus condiciones de vida y, además, una mayor integración entre nuestras sociedades.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados el día 19 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008, aprobando por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en estudio. 





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de abril de 2008, aprobó el proyecto con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes.






4.- Descripción del Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de siete artículos, que conforman su cuerpo principal, y dos Anexos que consignan los requisitos para otorgar los permisos de trabajo en Chile y en México, respectivamente. 






El objetivo del Acuerdo, según el artículo 1, es establecer las bases mediante las cuales las Partes estarán en capacidad de otorgar a los beneficiarios de éste, permisos de trabajo para ejercer una actividad remunerada, de conformidad con su legislación nacional y bajo el principio de reciprocidad.






Señala el artículo 2 que, para los efectos del Acuerdo, se entiende como “dependientes económicos” al cónyuge e hijos del interesado, siempre que éstos sean solteros, menores de 18 años y vivan con sus padres; o siendo hijos solteros de 18 a 25 años, cursen estudios de tiempo completo en una institución educativa en el país receptor o vivan con sus padres, o bien sean mayores de 18 años y se compruebe discapacidad física o mental.





El artículo 3 regula la situación de las inmunidades diplomáticas y consulares, y dispone que los dependientes beneficiarios de este Acuerdo, y que gocen de inmunidad de jurisdicción administrativa o civil en el Estado receptor, no podrán invocar esas inmunidades respecto de las cuestiones que deriven del empleo que realizan.






En el caso de inmunidad de jurisdicción penal, si el beneficiario del permiso de trabajo es denunciado por un delito relacionado con su empleo, el Estado acreditante estudiará a fondo la petición hecha por escrito del Estado receptor para la renuncia de dicha inmunidad.





El artículo 4 señala que las Partes se reservan el derecho de negar los permisos de trabajo en aquellos casos en que se considere que existen condiciones que impidan su otorgamiento o cuando el empleo solicitado se otorgue exclusivamente a nacionales, de conformidad con la legislación interna de cada país.





Dispone el artículo 5 que el beneficiario no quedará exento de cumplir con los requisitos requeridos para desempeñar el empleo, en particular en materia de títulos y cualidades profesionales.





En materia de controversias, el artículo 6 establece que en caso de cualquier diferencia o divergencia derivada de la interpretación o aplicación del Acuerdo, ésta será resuelta por las Partes de común acuerdo.





Finalmente, el Acuerdo en su artículo 7 se refiere a las disposiciones finales, que como es usual, fijan la entrada en vigor, duración y procedimiento de modificación del Acuerdo.





Señala que entrará en vigor, 30 días después de la fecha de la última nota en que una de las Partes comunique a la otra el cumplimiento de los trámites internos correspondiente. Añade que la duración será indefinida, a menos que las Partes lo den por terminado con 60 días de anticipación.





El Acuerdo, podrá ser modificado por mutuo consentimiento de las Partes.





El presente Acuerdo se complementa con dos Anexos.






El Anexo I establece los requisitos para otorgar permisos de trabajo a los beneficiarios de este Acuerdo que se encuentren acreditados en México.






El Anexo II estipula los requisitos para otorgar los permisos de trabajo a los beneficiarios que se encuentren acreditados en Chile.





En forma posterior a la suscripción del Convenio sobre permisos de trabajo, se adoptó por las Partes un Acuerdo, mediante el intercambio de Notas, con el objeto de corregir un error material producido en el proceso de transcripción de éste, particularmente en el artículo 2, letra b.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, procedió a otorgar la palabra al Director Jurídico subrogante del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.




El señor Arévalo señaló que nuestro país ha suscrito 24 de estos Convenios. Agregó que todos ellos son prácticamente idénticos.





Explicó que el Acuerdo en estudio tiene como finalidad permitir que los familiares, cónyuges e hijos, de agentes diplomáticos y funcionarios consulares, puedan trabajar en el país donde se encuentra acreditado el respectivo agente diplomático o consular.




Asimismo, expresó que estas personas deben cumplir con la legislación tributaria y de seguridad social del país receptor. Aclaró que, además, no implica el reconocimiento de títulos.






Finalmente, indicó que el Convenio, en cuanto a la inmunidad de jurisdicción penal, dispone que el Estado acreditante estudiará a fondo la petición hecha por escrito del Estado receptor para la renuncia de dicha inmunidad.




Puesto en votación el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:






“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos para el Otorgamiento Recíproco de Permisos de Trabajo a Favor de los Dependientes de Agentes Diplomáticos, Funcionarios Consulares y Personal Técnico Administrativo de Misiones Diplomáticas y Consulares Acreditados en el otro País”, suscrito en Santiago el 15 de mayo de 2007, y el Acuerdo que lo corrige, adoptado por Cambio de Notas fechadas en Santiago, el 24 de mayo y el 20 de septiembre de 2007.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 20 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.





Sala de la Comisión, a 20 de mayo de 2008.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y GAUATEMALA SOBRE RECIPROCIDAD  EN EL LIBRE EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES

(5608-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, del 14 de noviembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión de 6 de mayo del presente año, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistió, especialmente invitado, el Director Jurídico subrogante del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.
- - -





Cabe señalar que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República.- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.






2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que este instrumento reconoce los vínculos de amistad entre ambos países, recogiendo, además, una inquietud de los funcionarios y funcionarias diplomáticos para permitir a sus familiares el ejercicio de un trabajo remunerado en el otro país. Con ello se facilita la vida familiar y se establece un marco jurídico que permite mejorar sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre nuestras sociedades.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados del día 20 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008, aprobando por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en estudio. 





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de abril de 2008, aprobó el proyecto con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Descripción del Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de 12 artículos, que a continuación se reseñan:






El artículo 1 consagra el propósito central de este Acuerdo: autorizar a los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares de la República de Chile en Guatemala y de la República de Guatemala en Chile, para ejercer actividades remuneradas en el Estado Receptor, de conformidad con la legislación interna de cada país, una vez obtenida la autorización correspondiente.





El artículo 2 dispone que, para los fines de este Acuerdo, se entiende por “familiares dependientes” el cónyuge e hijos del interesado. Pero estos últimos siempre que sean solteros, menores de 21 años y vivan a cargo de sus padres, o sean menores de 23 años y acrediten encontrarse realizando estudios superiores en centros de enseñanza superior o bien, siendo solteros, vivan a cargo de sus padres y tengan alguna discapacidad física o mental acreditada médicamente.





Por otra parte, el artículo 3 del Acuerdo establece que no habrá restricciones sobre la naturaleza o clase de empleo a desempeñar. Pero en las profesiones o actividades en que se requiera una calificación especial, será necesario que el beneficiario cumpla las normas que rigen el ejercicio de dichas profesiones o actividades. Se contempla, además, que tal autorización podrá ser denegada en los casos en que por razones de seguridad puedan emplearse sólo nacionales del Estado Receptor.





Enseguida, en el artículo 4, se regula detalladamente el procedimiento para obtener la autorización, en la que tendrán directa intervención los Ministerios de Relaciones Exteriores de ambos países.





Agrega que se requerirá acreditar la relación familiar del interesado con el funcionario del cual es dependiente, y especificar la actividad remunerada que se desea desarrollar.





El artículo 5 establece el alcance de la inmunidad de jurisdicción que poseerá el familiar dependiente que desarrolle una actividad remunerada, disponiendo a tal efecto que no gozará de inmunidad civil ni administrativa respecto de tal actividad, quedando sometido así a la legislación nacional y tribunales del Estado Receptor.






El artículo 6 indica que, tratándose de la inmunidad del familiar dependiente ante la jurisdicción criminal del Estado Receptor, se establece que el Estado acreditante renuncia a la inmunidad del familiar dependiente ante la jurisdicción penal del Estado Receptor, respecto de cualquier acto u omisión cometidos en relación con la actividad remunerada que ejerza y que sea fuera de sus funciones oficiales, salvo en supuestos especiales en los que el Estado acreditante considere que tal renuncia fuese contraria a sus intereses. En todo caso, la renuncia a la inmunidad no se entenderá como extensible a la ejecución de la sentencia, para lo cual se precisará de una renuncia específica del Estado acreditante.






Con respecto a la legislación aplicable, señala el artículo 7 que en materia tributaria y de seguridad social, se estipula que el beneficiario estará sujeto a la legislación nacional del Estado Receptor en el ejercicio de su actividad remunerada. 





El artículo 8 precisa, expresamente, que este Acuerdo no implica reconocimiento de títulos, grados o estudios entre los dos países.






Se establece, en el artículo 9, que la autorización para ejercer una actividad remunerada, expirará en el momento en que el beneficiario termine sus funciones ante el Gobierno en que se encuentra acreditado o expire el plazo razonable concedido para ello por el Estado Receptor.





Indica el artículo 10 que ambos Estados se comprometen a tomar las medidas que fueren necesarias para aplicar el Acuerdo.





El artículo 11 del Acuerdo regula el derecho para denunciarlo en cualquier tiempo, denuncia que, sin embargo, surtirá efectos el primer día del tercer mes después de la fecha de la nota respectiva.





Finalmente, el artículo 12 alude a la entrada en vigencia del presente Acuerdo y su duración. Al respecto, se establece que entrará en vigor en la fecha de la última nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los requisitos exigidos por sus respectivos ordenamientos jurídicos y que tendrá una duración indefinida.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, procedió a otorgar la palabra al Director Jurídico subrogante del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.




El señor Arévalo señaló que nuestro país ha suscrito 24 de estos Convenios. Agregó que todos ellos son prácticamente idénticos.





Explicó que el Acuerdo en estudio tiene como finalidad permitir que los familiares, cónyuges e hijos, de personal diplomático, consular, administrativo y técnico de misiones diplomáticas y consulares, puedan trabajar en el Estado acreditante.




Asimismo, expresó que estas personas deben cumplir con la legislación tributaria y de seguridad social del país receptor. Aclaró que, además, no implica el reconocimiento de títulos.






Finalmente, indicó que el Convenio, en cuanto a la inmunidad de jurisdicción penal, dispone que el Estado acreditante renuncia a la inmunidad del familiar dependiente ante la jurisdicción penal del Estado receptor.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, y Romero.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:






“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Guatemala sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Consulares”, suscrito en Ciudad de Guatemala, el 30 de agosto de 2007.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 20 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.





Sala de la Comisión, a 20 de mayo de 2008.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ADECUA LA LEGISLACIÓN PENAL A LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS 

(3345-07 y 3959-07)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley del rubro, iniciado en Mociones de los Honorables Diputados señores Aguiló, Bustos, Robles, Accorsi, Saffirio, Ascencio y Rossi y de los ex Diputados señores Navarro, Riveros y Tapia, la primera, y de los Honorables Diputados señora Soto y señores Bustos y Leal, la segunda.





A las sesiones en que se consideró este asunto concurrieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, y la abogada de la División Jurídica de dicho Ministerio, señorita Valeria Lübbert.





En ellas participó el Diputado señor Juan Bustos, en su calidad de coautor de las señaladas Mociones.





Asistieron también el profesor señor Juan Domingo Acosta y el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.





Asimismo, en representación de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, participaron su Presidenta, señora Lorena Pizarro; el asesor jurídico de la entidad, señor Alessandro Álvarez, y las dirigentas señoras Gaby Rivera y Marta Vega.





Cabe hacer presente que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de un proyecto de artículo único, éste fue discutido por vuestra Comisión en general y en particular a la vez, acordándose proponeros proceder de igual forma.





Del mismo modo, es dable poner de manifiesto que en sesión del día 8 de enero de 2008, el Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con carácter de “suma”.

- - -

ANTECEDENTES
I. De Derecho

1) Constitución Política de la República

Artículo 5°





Dispone lo que sigue:




“Artículo 5º.- La soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.





El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.  Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.
Artículo 19, número 3°




Establece lo que sigue:





“Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas:





3º. La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.





Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.





La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.





Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.





Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos.





La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.





Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.





Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella;”.
2) Antecedentes legales

Código Penal
Artículo 18





“Art. 18. Ningún delito se castigará con otra pena que la que le señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración.

Si después de cometido el delito y antes de que se pronuncie sentencia de término, se promulgare otra ley que exima tal hecho de toda pena o le aplique una menos rigorosa, deberá arreglarse a ella su juzgamiento.





Si la ley que exima el hecho de toda pena o le aplique una menos rigurosa se promulgare después de ejecutoriada la sentencia, sea que se haya cumplido o no la condena impuesta, el tribunal que hubiere pronunciado dicha sentencia, en primera o única instancia, deberá modificarla de oficio o a petición de parte.





En ningún caso la aplicación de este artículo modificará las consecuencias de la sentencia primitiva en lo que diga relación con las indemnizaciones pagadas o cumplidas o las inhabilidades.”.

Artículo 93


“Art. 93. La responsabilidad penal se extingue:


1° Por la  muerte del responsable, siempre en cuanto a las penas personales, y respecto de las pecuniarias sólo cuando a su fallecimiento no se hubiere dictado sentencia ejecutoriada.


2° Por el cumplimiento de la condena.


3° Por amnistía, la cual extingue por completo la pena y todos sus efectos.


4° Por indulto.


La gracia del indulto sólo permite o conmuta la pena; pero no quita al favorecido el carácter de condenado para los efectos de la reincidencia o nuevo delinquimiento y demás que determinan las leyes.


5° Por el perdón del ofendido cuando la pena se haya impuesto por delitos respecto de los cuales la ley sólo concede acción privada.


6° Por la prescripción de la acción penal.


7° Por la prescripción de la pena.”.
Código Orgánico de Tribunales




Su artículo 6° consagra el principio de la universalidad de la jurisdicción. Entre los crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República que quedan sometidos a la jurisdicción chilena, su numeral 8° contempla aquellos comprendidos en los tratados celebrados con otras potencias.

Código de Justicia Militar




El Título III del Libro III del dicho Código se refiere a los Delitos contra el Derecho Internacional. Sus artículos 259 a 264 regulan los distintos ilícitos que integran esta categoría.
Código Civil




Su artículo 9° dispone que “La ley puede sólo disponer para lo futuro, y no tendrá jamás efecto retroactivo.”. Agrega que “Sin embargo, las leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes, se entenderán incorporadas en éstas; pero no afectarán en manera alguna los efectos de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio.”.

Decreto ley Nº 2.191, de 1978, sobre amnistía





Este cuerpo legal concede amnistía a las personas que, en calidad de autores, cómplices o encubridores, hayan incurrido en hechos delictuosos durante la vigencia del estado de sitio comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978, siempre que no se encuentren sometidas a proceso o condenadas a la fecha de dictación del mismo. Asimismo, concede amnistía a las personas que a la fecha de vigencia de este cuerpo legal se encuentren condenadas por tribunales militares con posterioridad al 11 de septiembre de 1973. Sus artículos 3° y 4° indican las personas que no serán favorecidas por esta amnistía.

3) Tratados internacionales





Aun cuando no todos los instrumentos que se mencionarán se encuentran vigentes en nuestro país, cabe tenerlos en consideración por guardar estrecha relación con la materia en análisis y por dar cuenta de las tendencias del Ius Cogens y del Derecho Consuetudinario Internacional en la materia en análisis. Estos son los siguientes:





A.- Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales. Los cuatro Convenios regulan el mejoramiento de la suerte de los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña; mejoramiento de la suerte de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas de mar; tratamiento de los prisioneros de guerra, y protección de los civiles en tiempo de guerra. Chile los suscribió en agosto de 1949, y los ratificó el 12 de octubre de 1950, promulgándolos por decreto supremo Nº 752, de 5 d diciembre de 1950. Sus Protocolos Adicionales I y II, de 1949, son normas complementarias que desarrollan estos Convenios. El primero aborda la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y el segundo, la protección de las víctimas de conflictos armados sin carácter internacional. Chile los ratificó por decreto supremo Nº 756, de 17 de junio de 1991.





B.- Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948; aprobada por decreto supremo Nº 316, de 5 de junio de 1953, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 11 de diciembre de 1953.





C.- Convención de Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratamientos Crueles, Inhumanos y Degradantes, de 1984, aprobado por decreto supremo Nº 808, de 7 de octubre de 1988, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 26 de noviembre de 1988.





D.- Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, promulgado por decreto supremo Nº 778, de fecha 30 de noviembre de 1976, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 29 de abril de 1989. Su artículo 15.2, establece que "Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.”.




E.- Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, adoptada en Viena el 23 de mayo de 1969 y promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 22 de junio de 1981. Su artículo 53 se refiere a los tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general o “ius cogens”. Prescribe que “Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en oposición con una norma de derecho internacional general. Para los efectos de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter.”.




F.- Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994. El artículo VII dispone que “La acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la pena que se imponga judicialmente al responsable de la misma no estarán sujetas a prescripción.”. Agrega que “Sin embargo, cuando existiera una norma de carácter fundamental que impidiera la aplicación de lo estipulado en el párrafo anterior, el período de prescripción deberá ser igual al del delito más grave en la legislación interna del respectivo Estado Parte.”. No ha sido ratificada por Chile.





G.- Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas. Su artículo 5 enumera los crímenes que quedan bajo la competencia de la Corte, contemplando el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y el crimen de agresión, este último, una vez que sea definido. A su vez, el artículo 29 consagra la imprescriptibilidad, estableciendo que “Los crímenes de competencia de la Corte no prescribirán.”. A su vez, su artículo 24 consagra la irretroactividad ratione personae, estableciendo que “1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor. 2. De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se dicte la sentencia definitiva, se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la investigación, el enjuiciamiento o la condena.”. Por su parte, el artículo 11 regula la competencia temporal de la Corte, prescribiendo que: “1. La Corte tendrá competencia únicamente respecto de crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto. 2. Si un Estado se hace Parte en el presente Estatuto después de su entrada en vigor, la Corte podrá ejercer su competencia únicamente con respecto a los crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto respecto de ese Estado, a menos que éste haya hecho una declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12.”. Su aprobación se encuentra pendiente en el Parlamento.




H.- Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 26 de noviembre de 1968. Según su artículo I, son imprescriptibles los crímenes de guerra y los de lesa humanidad. Su artículo IV establece que los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus respectivos procedimientos constitucionales, las medidas legislativas o de otra índole que fueran necesarias para que la prescripción de la acción penal o de la pena, establecida por ley o de otro modo, no se aplique a los crímenes considerados en la Convención y, en caso de que exista, sea abolida. Su aprobación por el Congreso Nacional se encuentra en trámite.





I.- Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 20 de diciembre de 2006. Su artículo 8° dispone que “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, 1. Cada Estado Parte que aplique un régimen de prescripción a la desaparición forzada tomará las medidas necesarias para que el plazo de prescripción de la acción penal: a) Sea prolongado y proporcionado a la extrema gravedad de este delito; b) Se cuente a partir del momento en que cesa la desaparición forzada, habida cuenta del carácter continuo de este delito. 2. El Estado Parte garantizará a las víctimas de desaparición forzada el derecho a un recurso eficaz durante el plazo de prescripción.”. Por su parte, el artículo 5 prescribe que “La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de lesa humanidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable y entraña las consecuencias previstas por el derecho internacional aplicable. Su aprobación por el Congreso Nacional se encuentra en trámite.

2) De hecho
A. Las Mociones




Como se señaló precedentemente, el proyecto en estudio tuvo origen en dos Mociones presentadas en la Cámara de Diputados, que, en definitiva, se refundieron.





La primera, contenida en el Boletín Nº 3.345-07, es de autoría de los Diputados señores Aguiló, Bustos, Robles, Accorsi, Saffirio, Ascencio y Rossi y de los ex Diputados señores Navarro, Riveros y Tapia.




En ella, sus autores se refieren, en primer término, a las causales de extinción de responsabilidad penal en el contexto actual del Derecho Internacional de Derechos Humanos y a la necesidad de una ley interpretativa.





Expresan que, tradicionalmente, se han entendido las causas de extinción de responsabilidad penal como “un conjunto de circunstancias que sobrevienen después de la comisión del delito y destruyen la acción penal o la pena”, pues si la responsabilidad penal es el corolario jurídico de la reunión, en un acto determinado, de todos los elementos del delito, tales circunstancias la suprimen en lo que tienen de característico y la materializan, esto es, concretan la obligación del delincuente de sufrir una pena. Indican que, no obstante lo anterior, las reflexiones dogmáticas señalan importantes limitaciones a su aplicación y que el caso más importante está dado por los Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos. Es por eso, dicen, que mediante el presente proyecto de ley se pretende dictar una norma interpretativa para precisar el verdadero sentido y alcance de las actuales normas internas que dicen relación con la extinción de la responsabilidad penal a la luz del Derecho Internacional en materia de Derechos Humanos.





Hacen presente que a partir de la segunda mitad del siglo pasado, surge una vigorosa noción en el Derecho Internacional Público tendiente a salvaguardar la protección internacional en materia de Derechos Humanos, como una forma de respuesta a los horrores de la criminalidad del Estado, pues las tradicionales formas de imputación existentes a la fecha no estaban en condiciones de responder a delitos como el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra, entre otros, y que, como destaca Zaffaroni, “cobraron particular impulso dentro del derecho internacional público el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, con considerable grado de autonomía”. Dicen que es en este contexto que la jurisdicción nacional, sobre la base del principio de universalidad que emana del artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, se extiende a los delitos contemplados en la Convención sobre Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1953) y en la Convención de las Naciones Unidas Contra la Tortura y Otros Tratamientos Crueles, Inhumanos y Degradantes (1984).




Sostienen que en estos casos, aún si se trata de un delito que no tiene su equivalente preciso en la legislación nacional -como el genocidio-, “no podría excusarse el juez de incriminar por falta de lex certa, ya que el homicidio calificado, la aplicación de tormentos, las lesiones corporales, el secuestro y demás delitos comunes, comprendidos en la definición del genocidio, sí están previstos por la legislación nacional, así como las reglas aplicables para el concurso de delitos. Lo decisivo es que el tratado internacional obligue al Estado a la persecución del hecho, aunque cometido fuera de sus fronteras y no solamente a tipificarlo en la legislación interna.”.




Indican que la Sala Penal de la Corte Suprema ha seguido este criterio al otorgar plena aplicación a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, pues ha señalado que los tratados internacionales deben interpretarse y cumplirse de buena fe; de lo que se colige que el derecho interno debe adecuarse a ellos y el legislador conciliar las nuevas normas que dicte a dichos instrumentos internacionales, evitando transgredir sus principios.




Explican que el presente proyecto busca establecer claramente un asunto de orden semántico en relación a la interpretación de las leyes penales y el Derecho Internacional Penal, referida a un especial grupo de conductas delictivas, de las peores que la historia de la humanidad conoce, que encierran la máxima cobardía y que se refieren a la utilización de la organización del Estado en la modalidad de aparatos de seguridad encargados de la represión de la disidencia, bajo el reiterativo y burdo pretexto del “enemigo interno”.





Este actuar antijurídico a que se hace referencia y que a partir de un jefe del aparato de poder es quien tiene el dominio del hecho en la realización de los delitos. El profesor Roxin distingue tres formas de dominio del hecho: por acción, por voluntad y por dominio del hecho funcional, pero es en el dominio de voluntad, que es el que adquiere relevancia en este contexto, donde puede distinguirse si éste es por coacción, error o en virtud de aparatos organizados de poder. Esta última modalidad -que también se denomina dominio por organización-, consiste en “el modo de funcionamiento específico del aparato que está a disposición del hombre de atrás, quien “tiene a su disposición una maquinaria personal (casi siempre organizada estatalmente) con cuya ayuda puede cometer sus crímenes sin tener que delegar su realización a la decisión autónoma del ejecutor”.




De esta manera, conforme a la teoría tradicional que restringía el autor mediato a aquellos casos en que un sujeto mediante coacción o mediante error utilizaba a otro individuo como instrumento, sufre una importante revisión, pues Roxin cree posible indicar una tercera forma, que es el caso del “dominio de la voluntad mediante un aparato de poder organizado”. Se trata del caso en que alguien sirve a la ejecución de un plan para una organización jerárquicamente organizada; por ejemplo, puede tratarse de una banda de gángsters, de una organización política o militar y aún de una conducción delictiva del Estado (régimen de Hitler o Stalin). Quien actúa en la palanca del poder y da las órdenes, domina el suceso sin coacción ni engaño, pues puede inducir a cualquier otro a que realice la acción. Precisamente, aquí se manifiesta el poder que maneja en una organización el hombre de atrás, que puede cambiar a los ejecutores a discreción. Es la fungibilidad de los ejecutores, no siendo siquiera necesario que el hombre de atrás los conozca, si bien los ejecutores son responsables como autores, porque son autores dolosos, son, empero, personajes anónimos para el que esta detrás.





El o los miembros superiores del aparato de poder pueden confiar en que se cumplirán sus instrucciones, pues aunque uno de los ejecutores no cumpla con su cometido, inmediatamente otro ocupará su lugar, de modo que éste mediante su negativa a cumplir la orden no puede impedir el hecho, sino tan sólo sustraer su contribución al mismo, por ende, los ejecutores tan sólo son “ruedas” intercambiables “en el engranaje del aparato de poder”. La figura central del suceso -a pesar de la lejanía con el hecho-, es el hombre de atrás en virtud de su medida de dominio de organización. Pero, para afirmar la concurrencia del dominio del hecho en éste, no es decisiva la acción del ejecutor, sino únicamente el hecho de que “pueda dirigir la parte de la organización que se encuentre a sus órdenes, sin tener necesidad de hacer depender la realización del delito de otros”. Desde el punto de vista anterior, se puede considerar autor mediato a cualquiera que esté involucrado en un aparato de organización de tal modo que “pueda dar órdenes a personas subordinadas a él” y haga uso de esa facultad “para la realización de acciones punibles”. Así, el que no puede ser cambiado, el que se encuentra detrás de los autores, es aquel que tiene que decidir cuándo, el cómo y el sí del delito.





Señalan que esta modalidad de autoría no es novedosa en la historia reciente de nuestro país y que al parecer nuestra conciencia no es capaz de abarcar el proceso total y dimensionarlo. Quizás una mirada a la historia de la humanidad sea útil, pues ya quien no tuvo participación directa en los crímenes pero que si tenía el dominio del hecho por la responsabilidad en la deportación de miles de judíos a los campos de exterminio, como ocurre con el caso Eichmann, quien en el interrogatorio sentado frente al Tribunal de Jerusalén sostuvo que “yo no tuve nada que ver con ninguna clase de horrores, yo hacía mi trabajo de manera decente”. La decencia justamente estaba en no estar presente detrás de las alambradas, pero cuya distancia del lugar de los hechos era irrelevante para el castigo, pues el poder de realización de los delitos estaba en sus manos y es precisamente aquí donde nace la noción que, como sostiene el profesor Schroeder, consiste en que “la medida de la responsabilidad no disminuye, sino crece con la mayor lejanía o distancia del lugar del hecho”.





Consideran interesante constatar la actuación de los tribunales encargados de enjuiciar a los responsables por esta clase de crímenes. En un escrito homenaje a Schafftein, en 1975, el profesor Hans Welzel plantea el tema de la relación entre derecho y moral. Escribe este autor que el aumento de la frecuencia de una determinada clase de delitos pudiera disminuir la culpabilidad individual, como consecuencia de la disminución de la conciencia de la antijuridicidad de tales conductas. El fortalecimiento de la conciencia ético-social mediante el endurecimiento de la punibilidad se haría entonces necesario. Paradójicamente, la idea o noción de continuidad en la manifestación de la negación de la criminalidad del Estado y del “caos organizado”, significarán para un importante número de juristas y jueces que el Estado de Hitler no fuera considerado una interrupción de la constitucionalidad, lo que se tradujo en que las soluciones se orientaran más hacia el Estado que hacia el derecho, resultando la fórmula con que los Tribunales alemanes favorecieron a los criminales de guerra.





De ahí nace la necesidad en la realidad latinoamericana de tomar los resguardos necesarios en la interpretación de la legislación penal, para una efectiva sanción a crímenes abominables, especialmente en el caso chileno. Como con razón señala el profesor Novoa Monreal, “a poco que se profundice en el enfoque jurídico, sin embargo, se advierte que la gravedad especial del desaparecimiento de personas es mucho más que una suma de violaciones separadas de diversos derechos humanos, ya que precisamente todas ellas en su conjunto -dada la forma en que tienen lugar los desaparecimientos- adquieren una intensidad especial, que excede a una suma y se convierte en una multiplicación aumentada y progresiva de males derivada precisamente del modo y combinación agravados que dentro del conjunto adquieren las diversas violaciones tradicionales que podrían contarse separadamente”. De lo expuesto, se demuestra que el desaparecimiento de personas realizado en forma masiva y sistemática, constituye un hecho para cuya prevención y represión no resultan bastantes las disposiciones tradicionales de normas internacionales y de preceptos penales internos. Las implicancias jurídicas, por el vasto número de sujetos afectados y las deliberadas dificultades que el hecho mismo pone a su esclarecimiento y punibilidad, son razones suficientes al decir de Novoa, que “cuando se lo realiza en un país en forma masiva y sistemática, haya de ser calificado jurídicamente como un delito contra la humanidad, con el fin que le sean aplicables todas las reglas concernientes a este último, entre ellas la obligación de plena colaboración internacional para su persecución y castigo, amplias posibilidades de extradición y la imprescriptibilidad de la responsabilidad consiguiente”.




La reflexión política después de Auschwitz, de Gulag y de la “Operación Cóndor”, al decir de Politoff, hacen intolerable cualquier concepción que se aparte del principio de que el ser humano, su autonomía y su dignidad, no pueden ceder ante ningún proyecto social. Los derechos humanos (y el llamado derecho natural concreto), como primera prioridad, son la respuesta a la realidad de los campos de exterminio. El hombre y la mujer de nuestro tiempo tienen razón de encogerse de hombros frente a las supuestas exigencias de “los pueblos portadores de historia” u otras mitologías. A diferencia del paradigma amigo-enemigo, la concepción del Estado de derecho presupone la legitimidad del pluralismo y de la “clase discutidora”.





Señalan que el legislador no puede estar de espaldas a la realidad y que aquí radica la misión del legislador crítico y democrático, esto es, la constante revisión de por qué se ha seleccionado tal relación social y se la ha fijado de una forma determinada.





Sobre la base de estos antecedentes, presentan el siguiente proyecto de ley:




“Artículo primero.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 93 del Código Penal.

Título V

De la Extinción de la Responsabilidad Penal




Art. 93.- La responsabilidad penal se extingue:





1º  Por la muerte del reo, siempre en cuanto a las penas personales, y respecto de las pecuniarias sólo cuando a su fallecimiento no hubiere recaído sentencia ejecutoria.





2º  Por el cumplimiento de la condena.





3º  Por amnistía, la cual extingue por completo la pena y todos sus efectos.





4º  Por indulto. La gracia del indulto sólo permite o conmuta la pena; pero no quita al favorecido el carácter de condenado para las efectos de la reincidencia o nuevo delinquimiento y demás que determinan las leyes.





5º  Por el perdón del ofendido cuando la pena se haya impuesto por delitos respecto de los cuales la ley sólo conceda acción privada.





6º  Por la prescripción de la acción penal.





7º  Por la prescripción de la pena.





Fijando el verdadero sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se contemplan en esta disposición, deberá entenderse que serán aplicables, sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales suscritos por Chile y que se encuentren vigentes.





Artículo segundo.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo primero de la ley Nº 18.050, sobre normas generales de indulto.





“Toda persona que se encuentre condenada podrá solicitar al Presidente de la República que le otorgue la gracia del indulto, siempre que cumpla con las requisitos establecidos en esta ley y en su reglamento.





No obstante, el indulto no procederá respecto de los condenados por conductas terroristas calificadas como tales por una ley dictada de acuerdo al artículo 9º de la Constitución Política del Estado.





Tampoco procederá el indulto tratándose de conductas calificadas como torturas, secuestro, detención ilegal, y que según los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.”.”.





La segunda Moción, contenida en el Boletín Nº 3.959-07, es de los Diputados señora Laura Soto y señores Juan Bustos y Antonio Leal.





En ella, sus autores expresan que en el difícil y farragoso camino de reconstrucción de un ordenamiento jurídico democrático en que está empeñado Chile desde el año 1990, uno de los punto axiales ha sido el perfeccionar los mecanismos y procedimientos destinados a asegurar la vigencia de los derechos humanos y pagar la deuda de verdad y justicia que pesa sobre la sociedad chilena por los crímenes atroces cometidos durante la época del Régimen Militar, con la finalidad de plasmar un sistema de convivencia centrado en el reconocimiento de la dignidad del ser humano. En esta vía, la plena integración a nuestro ordenamiento jurídico de los contenidos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos es una adecuación necesaria y fundamental.





Sostienen que la norma del artículo 5° reformado de la Constitución Política de la República da un rango calificado a esta orientación e impone criterios que exigen reformar todo el orden jurídico. Sin embargo, la subsistencia de resabios legislativos del período autoritario ha generado tensiones y problemas de interpretación que no siempre han sido resueltos con adecuación a los principios superiores por instancia judiciales.





Una de estas tensiones se da con la aplicación de institutos como la amnistía o la prescripción a juicios por violaciones graves a los derechos humanos, constitutivos de crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad en desprecio de su estatuto en el Derecho Internacional que establece la obligación de castigarlos, sacándolos de la esfera dentro de la cual es lícito a un Estado abdicar de su ius punendi.





Los crímenes contra la humanidad y las normas que los regulan forman parte del 'ius cogens' y, por ello, son reglas imperativas del Derecho Internacional general que, tal como lo reconoce el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados desde 1969, no pueden ser modificadas por tratados o leyes nacionales. Dicha disposición prescribe expresamente que “Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en oposición con una norma de derecho internacional general. Para los efectos de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter.”.




Por lo tanto, el trato tanto dogmático como procesal que cada nación observe con respecto a estos ilícitos no puede soslayar el deber internacional y el compromiso asumido para ello, con independencia de la voluntad de cada Estado en la forma en que regula su derecho interno.





Sobre la existencia de una norma consuetudinaria referida a la imprescriptibilidad de los crímenes contra el derecho de gentes, aún con anterioridad a la firma de la Convención también se pronuncia Vinuesa al afirmar: 'Se ha sostenido que la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra hace a la naturaleza misma de esos crímenes que de esta forma se diferencian de los delitos comunes. En nuestro criterio, el reconocimiento de esa imprescriptibilidad por parte de la Convención del 26 de noviembre de 1968 sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad (Resolución de la Asamblea General de la ONU Nº. 2391 (XXIII) no hace más que reiterar el contenido de una norma consuetudinaria que recoge la esencia básica de normas aceptadas y reconocidas ya desde 1907, como leyes y costumbres de la guerra terrestre” (Cfr. Vinuesa, Raúl Emilio, 'La formación de la costumbre en el Derecho Internacional Humanitario', Revista Internacional de la Cruz Roja del 30 de julio de 1998).





La existencia de una norma consuetudinaria o de un principio general de derecho en cuya virtud los crímenes contra el derecho de gentes deben considerarse imprescriptibles, más allá de la vigencia de una obligación convencional para los Estados que han suscrito tratados al respecto, parece surgir, además de lo ya expuesto, de un conjunto de resoluciones de las Naciones Unidas dictadas luego de la aprobación de la Convención de 1968. En ellas, la Asamblea General de dicha Organización exhortó a los Estados miembros a observar los principios afirmados en la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, incluso cuando no fueran parte en ella. Así, exhortó a los Estados a cumplir el deber de observar estrictamente sus disposiciones y, por último, afirmó que “la negativa de un Estado a cooperar con la detención, extradición, enjuiciamiento y castigo de los culpables de crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad es contraria a los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, así como a las normas de derecho internacional universalmente reconocidas”. (Cfr. resoluciones de la Asamblea General n. 2583 -XXIV- del 15/12/69, n. 2712 -XXV- del 15/12/70 y n. 2840 -XXV- del 18/12/71 relativas a la “Cuestión del Castigo de las Criminales de Guerra y de las Personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad”).




En este sentido, cabe referir que la norma de imprescriptibilidad ha sido incorporada a los Proyectos de Código de Delitos contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad de 1986 (art. 5) y de 1994 (art. 7). Por su parte, el artículo 29 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, aprobado el 17 de julio de 1998, establece que “Los crímenes de competencia de esta Corte no prescribirán”. En el ámbito regional, también fue establecida en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (artículo VII).




Sobre la necesidad de persecución de las graves violaciones de los derechos humanos, más allá de toda barrera temporal y de amnistía o perdón, es insoslayable traer a colación la reciente resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Barrios Altos” (sentencia de 14 de marzo de 2001).





A su vez, se ha afirmado que las infracciones internacionales que revisten el carácter de ius cogens constituyen obligatio erga omnes y son inderogables. Entre las consecuencias de este estatuto legal de los crímenes establecidos por reglas de ius cogens se cuentan, según M. Cheriff Bassiouni, las siguientes obligaciones imperativas de los Estados: "(…) el deber de procesar o extraditar, la imprescriptibilidad, la exclusión de toda inmunidad, comprendida la de los Jefes de Estado, la improcedencia del argumento de la "obediencia debida" (salvo como circunstancia atenuante), la aplicación universal de estas obligaciones en tiempo de paz y en tiempo de guerra,  etc".





Asimismo, no debe soslayarse que el artículo 15.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos señala expresamente que "Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni la condena de una persona por actos u omisiones que en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.".




La imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad se confirma claramente en el Preámbulo y el articulado de la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad. En especial, debe tenerse en cuenta el Artículo IV de la Convención, según el cual los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas necesarias para que la prescripción de la acción penal o de la pena, establecida por ley o de otro modo, no se aplique a los crímenes considerados en la Convención "y, en caso de que exista, sea abolida".




Concluyen que, por tanto, es indiscutible esta caracterización y su vigencia en nuestro Derecho y que en este sentido proponen una ley interpretativa que resuelva estos problemas, reconociendo claramente la primacía de los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario en orden a la inamnistiabilidad e imprescriptibilidad de los crímenes tipificados por estas normas.





Estiman que con esta propuesta se traducirá un concepto central del Derecho Internacional en nuestro sistema jurídico doméstico, sin que en ningún caso ello signifique una transgresión a los principios de legalidad o irrectroatividad, dado que esta prohibición era preexsistente en nuestro Derecho. Simplemente, concluyen señalando que se trata de evitar interpretaciones erróneas, obsoletas o inadecuadas.




El proyecto presentado era del siguiente tenor:
Proyecto de ley:




“Artículo único.- Interprétase el artículo 93 del Código Penal en el sentido que sus disposiciones no exoneran al Estado de Chile de su obligación de cumplir estrictamente la legislación internacional sobre crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, dondequiera y cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, de hacerlos objeto de una investigación adecuada e imparcial, y que las personas contra las que existen pruebas de culpabilidad en la comisión de tales crímenes sean buscadas, detenidas, enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas. En consecuencia, los delitos comprendidos en esas categorías de crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad serán imprescriptibles tanto para el seguimiento de la acción penal como para el cumplimiento de la pena; no serán susceptibles de amnistía; la obediencia debida a órdenes superiores no eximirá de responsabilidad penal alguna, y se tramitarán siempre en la vía ordinaria y ante el fuero común. A los efectos de este artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio, torturas crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra son manifiestamente ilícitas.”.
B. Texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados




El texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de origen es el siguiente:


“Artículo único.- Fíjase el verdadero sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se establecen en el artículo 93 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.”.

- - - - - - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





En atención a que se trata de una iniciativa que consta de un precepto único, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, la sometió a discusión en general y en particular, a la vez.





El Honorable Diputado señor Bustos señaló que, más allá de toda discusión, el tema fundamental es que el artículo 93 del Código Penal establece como causas de exención de responsabilidad penal la amnistía y la prescripción. Por lo tanto, ese precepto es el origen del decreto ley de amnistía del año 1978 y los problemas que se derivan de este cuerpo legal deben abordarse desde ese artículo 93.





En este sentido, lo que corresponde es dictar una ley interpretativa que precise el sentido y alcance de dicho artículo.





Desde esta perspectiva, destacó que, después de la Segunda Guerra Mundial se ha desarrollado una profundización de los derechos humanos, del concepto de delitos de lesa humanidad y de la condena a todas las violaciones a los derechos humanos.




Asimismo, no cabe duda que, como ya Andrés Bello señalaba en el siglo XIX, el derecho de gentes, o sea, el derecho internacional es parte del derecho de un país.





Adicionalmente, toda la doctrina ha recalcado que los principios del derecho internacional son de carácter imperativo.





En este contexto, Chile ratifica los Convenios de Ginebra que establecen, justamente, que ninguna autoridad puede autoexonerarse y, después, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en cuyo artículo 15, número 1, señala que nada puede impedir el juicio ni la condena de una persona que haya cometido violaciones a los derechos humanos.





No es extraño, entonces, que nuestros tribunales de justicia hayan desarrollado una interpretación del artículo 93 en relación a la amnistía y a la prescripción. Ésta se contiene en una gran cantidad de resoluciones y sentencias, tanto de tribunales de primera instancia como de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, que fijan el alcance del concepto de amnistía y prescripción del artículo 93, indicando que dichas instituciones no alcanzan a los crímenes contra la humanidad.





Lo anterior, sin embargo, se trata de una interpretación judicial, es decir, de carácter particular, aplicable caso a caso. Como se sabe, el único que puede, y en forma exclusiva, dar una interpretación de carácter general es el legislador. Por lo tanto, a éste corresponde -frente a lo que ha ocurrido en el derecho internacional y a la suscripción por nuestro país de los instrumentos internacionales mencionados- fijar el real alcance que tienen estos conceptos de amnistía y prescripción, dictando una ley al respecto. 





Esto es de ordinaria ocurrencia y existe una gran cantidad de leyes interpretativas, como la que define el concepto de “funcionario público” en el Código Penal o lo que debe entenderse por “fuerza” en los delitos de robo. Es decir, reiteró, es de ordinaria ocurrencia que el legislador fije el alcance de un concepto dentro de nuestra legislación y es por eso que ha planteado este proyecto de ley en que se fija el alcance de la los conceptos de prescripción y de la amnistía contenidos en el artículo 93 del Código Penal.





Desde un punto de vista sustantivo, el tema es que los derechos humanos, desde la Carta Magna en adelante, se ha entendido como una relación entre el Estado y las personas.  Desde su origen, el reconocimiento de los derechos humanos se hace en relación al Estado como un deber de éste de asegurarlos y protegerlos. Por eso es que las violaciones a los derechos humanos son los actos del Estado en contra de una persona.





De modo que si se permite que el Estado pueda decretar respecto de él y sus agentes la amnistía y la prescripción, se estaría retrocediendo hasta antes de la Carta Magna, porque una decisión de esa naturaleza significaría la total arbitrariedad, pues quedarían todos los ciudadanos a disposición del Estado. En otras palabras, el problema sustantivo de porqué no es posible admitir la amnistía ni la prescripción en relación a las violaciones de los derechos humanos cometidas por el Estado o sus agentes es porque de esa manera, en la práctica, se negarían los derechos humanos.





Un segundo aspecto que abordó fue el relativo al principio de retroactividad de la ley más favorable. En este punto se podría sostener que, como la ley interpretativa se dicta ahora, no regiría hacia atrás porque no sería una ley más favorable. Sin embargo, y conforme a lo que siempre ha señalado la doctrina, las leyes interpretativas se entienden incorporadas a la ley interpretada desde siempre. Evidentemente, siendo esto una ficción es difícil aceptar que la ley interpretativa debe tenerse por incorporada al texto original del año 1874. Pero bien puede entenderse incorporada al texto interpretado desde la década de los ´50, en que efectivamente se marca un entendimiento diferente respecto de la prescripción y de la amnistía. Por lo tanto, en esta perspectiva habría que entender que desde esa fecha, más allá del ius cogens, que ya era imperativo desde antes, están comprendidos dentro de la ley interpretada los conceptos de la ley interpretativa.





En consecuencia, bien se podría plantear que no hay un problema de retroactividad de la ley más favorable porque ya desde la época indicada estaría incorporado en el texto original y, por lo tanto, comprendía todos los hechos posteriores.





Un segundo argumento en esta línea, señala que -como ya se ha explicado- los derechos fundamentales surgen de una relación entre el Estado y el ciudadano y se establecen determinadas garantías para la protección de los mismos. Justamente, la retroactividad de la ley más favorable es una garantía para el ciudadano y, por lo tanto, no se la puede apropiar el Estado, porque, si así fuera, nuevamente caeríamos en la total arbitrariedad.





Por estas razones estimó que la manera correcta de enfocar este problema es a través de una ley interpretativa del artículo 93 del Código Penal en lo que se refiere a la prescripción, la amnistía y el indulto.





A continuación, hizo uso de la palabra la Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, señora Lorena Pizarro.





Luego de agradecer la invitación, sostuvo que la exposición anterior da cuenta de la fortaleza jurídica del proyecto en discusión, referido a un tema que calificó de fundamental para el país.




Expresó que nuestro país conoció durante la dictadura militar de Augusto Pinochet de los crímenes más graves y despreciables, de los cuales fueron víctimas los familiares de quienes integran la Agrupación que representa. Ellos fueron hechos desaparecer, fueron víctimas de tortura y sus cuerpos ni siquiera les fueron entregados.





Afirmó que Chile conoció la instalación del terrorismo de Estado como una manera sistemática de llevar adelante la política durante la dictadura, para sostenerla.





Añadió que la Agrupación que dirige siempre ha buscado la justicia a través de los tribunales, incluso en los años más difíciles de la dictadura, cuando ni siquiera un recurso de amparo fue acogido; siempre ha planteado la necesidad de que los tribunales asuman su responsabilidad en lo que significaba, en ese momento, salvar las vidas y en lo que hoy día significa sancionar a los responsables de esos delitos.





Explicó que el Régimen Militar dicta el decreto ley de amnistía para resguardarse, cubrir sus crímenes y protegerse con él de los crímenes que había cometido e iba a cometer. En la práctica, se auto perdonó los delitos y ese autoperdón, además, significa una licencia para matar, es una manera de decirle a sus agentes “usted puede hacer lo que quiera en este país porque va a quedar libre y no va a ser sancionado jamás por lo que hizo”.





Luego indicó que, habiendo pasado diecisiete años desde el término de la dictadura, se podría pensar que en Chile, ejemplo de democracia en otros lugares del continente, debería tener ya resuelto lo relativo a la sanción a los responsables de los crímenes contra la humanidad. Sin embargo, ello no es así. Planteó que los tribunales de justicia mantuvieron, hasta la detención de Augusto Pinochet en Londres, el criterio de que respecto de los referidos crímenes era aplicable la amnistía de manera inmediata, sin siquiera investigar. En un segundo período, los tribunales realizan algunas investigaciones, y hoy día, cuando se está llegando al momento de las condenas, la actitud del Poder Judicial es vacilante pues, en algunos casos condena, pero en otros aplica tantos beneficios a quienes violaron los derechos humanos que, finalmente, esas violaciones quedan impunes. Dichos beneficios son la prescripción, la media prescripción y el indulto.





Relató que cuando ellos hablan con los jueces -lo que hacen regularmente- le plantean lo inexplicable, lo inaceptable que les resultan estas decisiones que, finalmente, dejan en libertad a quienes han cometido delitos tan graves. Al respecto, los jueces les señalan que ellos resuelven de acuerdo a la ley y solamente podrían cambiar sus sentencias si  se modifica la legislación. A su juicio, esa actitud simplemente busca trasladar el problema al Poder Legislativo. Por esto, ellos han puesto su esperanza en la enmienda al artículo 93 del Código Penal.





Además, fundó su postura en la aspiración a que el derecho internacional sea considerado y respetado en nuestro país y, de ese modo, poder sancionar a quienes cometieron actos de terrorismo de Estado. Por ello consideró que este es un proyecto fundamental y que su aprobación significaría un gran avance y una importante señal de respeto a los derechos humanos.




Aclaró que la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos no persigue solamente obtener sentencias favorables a sus intereses en los juicios en curso, sino que, más allá de éstos, postulan que la aprobación de esta iniciativa sea tenida como una señal que se da al país hacia el futuro, como una definición de los Poderes del Estado en el sentido de que, en primer lugar, se quiere sancionar a quienes cometieron terrorismo de Estado pero que, además, se busca construir un país en que nunca más se vuelvan a violar los derechos fundamentales de las personas.





Opinó que la aprobación de este proyecto de ley representaría, por una parte, una decisión histórica de los representantes de la soberanía, la que se interpretaría como una opción por el respeto a la vida y el respeto a los derechos humanos, lo cual se alcanza, en primer lugar, sancionando a quienes violaron esos derechos. Por otro lado, haría posible que, en el futuro, la población sepa que lo ocurrido fue muy grave, que nunca debió suceder, pero que el país fue capaz de sancionar a quienes cometieron esos delitos.





Precisó que su Agrupación pide justicia pues observa que ella se les escapa de las manos porque el texto actual del artículo 93 no permite en forma clara a los jueces sancionar a quienes ayer violaron los derechos humanos. 





Desde otro punto de vista, sostuvo que el grave fenómeno de delincuencia que aqueja actualmente a Chile es herencia de la impunidad que se vive en relación a los violadores de derechos humanos. Al respecto, opinó que cuando se observa que aquellos que cometieron crímenes tan despreciables no han sido sancionados, se presume una amplia tolerancia al delito. En cambio, la sanción a quienes atropellaron los derechos humanos serviría de ejemplo y de señal de que en el país existe la firme decisión de perseguir a los delincuentes, especialmente a los autores de los delitos más graves que conoce nuestra historia, el terrorismo de Estado, la tortura, la desaparición forzada de personas, las ejecuciones políticas, y tantas otras atrocidades. En resumen, insistió, lo que buscan es alcanzar una normativa que comprometa a todos los Poderes del Estado a dejar atrás esa historia, a segurar un “nunca más” y construir un futuro de respeto muy sólido a los derechos fundamentales de las personas.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez resaltó que, en sus debates y análisis, la Comisión de Constitución considera, naturalmente, los elementos propiamente políticos involucrados en cada tema, pero, al mismo tiempo, siempre intenta tomar decisiones jurídicamente correctas, para lo cual cuenta con las asesorías profesionales correspondientes, con las que se puede estar de acuerdo o en desacuerdo, pero que siempre contribuyen a contar con la mejor argumentación jurídica posible.





Enseguida, la Comisión escuchó al profesor señor Juan Domingo Acosta.




Éste inició su exposición explicando que las leyes penales, incluso las interpretativas de otro precepto penal, no pueden aplicarse retroactivamente, salvo que sean más beneficiosas para el imputado o condenado.





Señaló que aunque el proyecto de ley no lo señala en términos expresos, de su tenor se desprende que se trataría de una norma interpretativa del artículo 93 del Código Penal. Por otra parte, a su juicio es claro que la interpretación legislativa que se pretende realizar a través del proyecto lo es en el sentido de restringir la aplicación del artículo 93 para ciertos delitos, los que se entenderían excluidos de la norma.





Por consiguiente, respecto de los inculpados, imputados o condenados por esos delitos, en la medida en que puedan encontrarse en alguna de las hipótesis del artículo 93 del señalado Código, la disposición les es desfavorable o, en todo caso, no les es más beneficiosa.




Indicó que de acuerdo al artículo 9º, inciso segundo, del Código Civil, las leyes interpretativas de otra ley tienen efecto retroactivo, pues, por una ficción legal, se entienden incorporadas a la ley interpretada. Este efecto tiene como limitación el hecho de que las leyes interpretativas en caso alguno pueden afectar las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio. Por lo tanto, de transformarse en ley el proyecto, no podría aplicarse a causas fenecidas (por ejemplo, sobreseídas definitivamente por prescripción; amnistía, etcétera).





Sin embargo, añadió, en materia penal existe una limitación mucho más significativa, pues el principio de irretroactividad de la ley penal tiene rango constitucional. Así lo señala el artículo 19, número 3, párrafo octavo, de la Constitución Política. Por lo tanto, de transformarse en ley la norma objeto del proyecto, aun cuando tenga carácter de interpretativa, no podría aplicarse a hechos acaecidos con anterioridad sin violar la norma constitucional. Como se dijo, tampoco se trataría de una ley más favorable al inculpado, imputado o condenado, de tal modo que no se encontraría en el único caso en que la Carta Fundamental faculta la aplicación retroactiva de la ley penal.





Adicionalmente, prosiguió, la ley penal es irretroactiva por así disponerlo el artículo 18 del Código Penal. Esta última disposición se aplica en forma preferente al artículo 9º, inciso segundo, del Código Civil por dos razones: (i) en virtud del principio de especialidad de la ley, que en este caso se refiere a la responsabilidad penal; y (ii), porque el artículo 18 del Código Penal y sus modificaciones son posteriores al artículo 9º del Código Civil, de tal manera que, al menos en materia de responsabilidad penal, podría entenderse derogado tácitamente este último precepto.




En consecuencia, puede afirmarse que las leyes interpretativas tienen efecto retroactivo en virtud de una ficción legal y con la limitación que el mismo artículo 9º del Código Civil señala. Tal ficción no puede pasar por sobre una garantía o derecho constitucional, como lo es el principio de irretroactividad de la ley penal; ni siquiera puede invocarse para no aplicar una norma de rango legal pero que es especial en lo relativo a la responsabilidad penal, como lo es el artículo 18 del Código Penal.





Demostración de la importancia que tiene el principio de irretroactividad de la ley penal es que el artículo 24 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional lo establece incluso para los delitos de genocidio, de lesa humanidad y crímenes de guerra, que son los regulados en ese cuerpo normativo internacional. Este principio lo refuerza el artículo 11 de la misma Convención.




Dijo que cosa distinta es que una persona haya cometido un delito que, conforme a un tratado internacional ratificado por Chile, sea imprescriptible o no sea amnistiable o indultable. La ratificación por Chile lo transforma en ley de la República, de tal manera que cualquier hecho cometido después de que ese tratado adquiera fuerza de ley en el país, quedará sometido a sus disposiciones.





En esta hipótesis, tal disposición tendría fuerza imperativa desde su entrada en vigencia y, por lo tanto, los Tribunales han debido aplicarla en forma preferente al artículo 93 del Código Penal, si se trata de una norma posterior a esta última (derogación tácita y parcial). Añadió que tal es el caso en que podrían encontrarse los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales.




Hizo presente que dichos Convenios son un conjunto de normas de derecho internacional convencional que regulan el mejoramiento de la suerte de los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña, la de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas de mar, el tratamiento de los prisioneros de guerra y la protección de los civiles en tiempo de guerra. Recordó que nuestro país suscribió estos Convenios en agosto de 1949 y los ratificó el 12 de octubre de 1950, promulgándolos como ley de la República por decreto supremo Nº 752, de 1951.





A su vez, los Protocolos Adicionales I y II de estos Convenios, de 1949, son normas complementarias que los desarrollan. El primero aborda la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y el segundo, la protección de las víctimas de conflictos armados sin carácter internacional. Chile los ratificó en abril de 1991 y los publicó en el Diario Oficial en julio del mismo año.





Hizo notar que el texto del artículo 3°, que se reitera en los cuatro Convenios, prescribe, en materia de conflictos no internacionales, lo que sigue:





“Artículo 3 común 





En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes, cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones:





1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable, basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro criterio análogo.





A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas:





a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios;





b) la toma de rehenes;





c) los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes;





d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados.





2) Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos.





Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a las Partes en conflicto.





Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente Convenio.





La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes en conflicto.”.





Se refirió también a otras disposiciones de estos Convenios, particularmente a los artículos 129, sobre las sanciones penales; 130-II, concerniente a las infracciones graves, y 131-III, referido a las responsabilidades de las Partes Contratantes, del Convenio III, relativo al trato de los prisioneros de guerra. También examinó los artículos 146, 147-II y 148-III del Convenio IV, sobre protección de civiles en tiempos de guerra. referidos a las mismas materias.





A la luz de estos preceptos, señaló que surge la duda de si la prescripción del delito y de la pena, la amnistía y el indulto como formas de extinguir la responsabilidad penal conforme al artículo 93 del Código Penal chileno pugnan con la prohibición que pesa sobre los Estados Contratantes de los Convenios de Ginebra, entre ellos, Chile, de exonerarse de responsabilidad por los delitos a que dicho impedimento de refiere y si están en contradicción con la obligación de estas naciones de perseguir las responsabilidades por tales ilícitos.





Puso de manifiesto que el punto ha sido debatido tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, en especial en lo que dice relación con el decreto ley Nº 2.191 de 1978 de amnistía, agregando que hay numerosas sentencias judiciales que aplicaron dicho decreto ley y eximieron de responsabilidad por los delitos a que se refieren los Convenios de Ginebra, en tanto que otros fallos consideraron que determinados delitos cometidos a contar del 11 de septiembre de 1973 no quedaban cubiertos por la señalada Ley de Amnistía.





Abordando otro aspecto de la iniciativa, hizo notar que ésta se refiere a todas las causales de extinción criminal establecidas en el artículo 93 del Código Penal, lo que consideró inadecuado, además de que en algunos casos vulnera principios fundamentales del Derecho Penal.





Observó que el proyecto pretende interpretar el ya referido artículo 93, poniendo en un pie de igualdad a causales de extinción de responsabilidad penal que descansan sobre fundamentos distintos. Así ocurre, por ejemplo, entre la muerte del imputado o condenado, que es una derivación del carácter personalísimo del Derecho Penal y de la responsabilidad penal, y la amnistía, que es la forma más amplia de perdón, dada por el legislador por razones de paz social.





La iniciativa, al interpretar genéricamente el artículo 93, entiende que en virtud de normas del ius cogens, del derecho consuetudinario internacional o de tratados internacionales ratificados por Chile, la muerte del imputado o condenado no pondría fin a la responsabilidad penal. Aseguró que esto no es así pues, de hecho, no se conoce ningún principio o norma internacional que haga excepción al carácter personalísimo de la responsabilidad penal. Tanto es así, que también el artículo 25 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional consagra el principio de la responsabilidad penal personal.




En consecuencia, le pareció inapropiada la técnica empleada en el proyecto al pretenderse una interpretación genérica del artículo 93 del Código Penal, poniéndose en un pie de igualdad causales de extinción de responsabilidad que se fundan en causas distintas. En el caso de la muerte del imputado o condenado hay un principio general que la funda, cual es que la responsabilidad penal es personal.





A continuación, se refirió a la alusión que el proyecto hace a las normas imperativas de ius cogens y de Derecho Consuetudinario Internacional.




En esta materia, observó, en primer lugar, que la expresión “imperativas” usada en el texto del proyecto constituye un pleonasmo. El ius cogens es una locución que alude precisamente a las normas imperativas de derecho internacional. Según la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, tales normas son aquellas aceptadas y reconocidas por la comunidad internacional en su conjunto, que no admiten acuerdo en contrario.





Pero más allá de esta impropiedad lingüística, le pareció incorrecto introducir en el ámbito del Derecho Penal interno referencias a normas que no constan en textos con normas precisas y con fuerza legal. El hecho de considerarse a los tratados internacionales ratificados por Chile le hace pensar que las normas de ius cogens y de la costumbre internacional a que se alude en el proyecto son precisamente aquellas que o no constan en tratados internacionales o sí constan en ellos, pero se trata de tratados internacionales no ratificados por Chile.





Los principios de legalidad y tipicidad –de rango constitucional- exigen, entre otras cuestiones, que los tipos penales consten en la ley y sean construidos de la forma más clara, con el fin de cumplir con la finalidad de garantía propia de ese principio. No existe ninguna razón para que no se exija la misma estrictez tratándose de normas que constituyen excepciones a leyes asociadas a la extinción de la responsabilidad penal.





En síntesis, sostuvo que no es aconsejable introducir tales excepciones sobre la base de normas que no necesariamente consten en tratados internacionales.





En cuanto a la alusión a los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes, explicó que algunos de ellos establecen que los Estados Contratantes no pueden exonerarse de responsabilidad por delitos graves y obligan a dichos Estados a perseguir y hacer efectivas tales responsabilidades. Es el caso de los Convenios de Ginebra.




Expresó que tal prohibición y tales obligaciones pueden ser entendidas como un impedimento absoluto para que los Estados amnistíen o indulten a las personas por tales ilícitos. Asimismo, podría considerarse que también impiden eximir de responsabilidad penal por vía de prescripción.





Agregó que en cuanto se trata de normas que tienen la fuerza de leyes, los Tribunales deberían aplicarlas, sin que sea necesario introducir una norma interpretativa como la que se propone. Con todo, sostuvo que la existencia de criterios jurisprudenciales diversos sobre la materia podría justificar una ley interpretativa. 





Enseguida, hizo presente que el proyecto se ha construido sobre la base de “los crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.”.





Sobre este particular, indicó que las categorías de crímenes y simples delitos es propia del Derecho Penal interno chileno, en atención a la gravedad de los ilícitos, de tal manera que puede resultar difícil asociar dichas categorías a crímenes de lesa humanidad y de guerra. Señaló que a partir del momento en que entre en vigencia en Chile el Tratado de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, deberá dictarse una ley interna que tipifique el delito de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra, para así poder reclamar la jurisdicción preferente a que se refiere dicho Tratado. En ese momento, dijo, podrá hacerse la correcta relación entre las categorías propias del Derecho Interno con las del Estatuto de Roma.





Por otra parte, señaló que el proyecto parece incurrir en un error al incluir los simples delitos, pues es difícil que ellos puedan constituir crímenes de lesa humanidad y de guerra. Por último, indicó que por una razón inexplicable, en el proyecto se excluye el genocidio, que es uno de los tres grupos de delitos regulados explícitamente por el Estatuto de Roma.





A continuación, se refirió al Decreto Ley Nº 2.191, de 1978, sobre amnistía. Manifestó que resulta dudoso si la sola interpretación legal del artículo 93 del Código Penal, sin interpretarse además el señalado Decreto Ley sobre amnistía, es suficiente para cumplir con los objetivos perseguidos por la iniciativa.





Señaló que el mencionado Decreto Ley Nº 2.191 se ha aplicado como ley de la República, lo que resulta evidente en el caso de delitos comunes como, por ejemplo, giro doloso de cheques u otros. Por lo tanto, de hecho, se le ha reconocido fuerza de ley y, desde ese punto de vista, tiene el mismo rango que el artículo 93 del Código Penal.





Por lo expresado, estimó dudoso que el proyecto cumpla los objetivos perseguidos si no es interpretado también legalmente y en el mismo sentido que se pretende respecto del artículo 93 del Código Penal, el Decreto Ley Nº 2.191, de 1978. Manifestó que incluirlo en la norma interpretativa contribuiría a dar mayor claridad para evitar jurisprudencia diversa. 





Finalizando su alocución, entregó las siguientes conclusiones:




1.- Las leyes penales, en cuanto perjudican al imputado o condenado, son irretroactivas. No obsta a esa irretroactividad que tengan el carácter de interpretativas.





2.- Es inadecuado poner en un pie de igualdad causales de extinción de responsabilidad que descansan sobre fundamentos distintos, como sucede, por ejemplo, con la muerte del imputado o condenado y la amnistía.




3.- Hay tratados internacionales ratificados por Chile que impiden a los Estados Contratantes exonerarse de responsabilidad por ciertos delitos y les imponen la obligación de perseguirla y hacerla efectiva. Ello puede entenderse como una exclusión de la prescripción, de la amnistía y del indulto como causales de extinción de responsabilidad penal para tales delitos.





4.- Estos tratados deben ser aplicados como ley de la República para los hechos que acaezcan después de su entrada en vigencia. Por ello, en principio no parece necesario interpretar el artículo 93 del Código Penal, aunque la existencia de fallos contradictorios sobre el punto podría justificarlo.




5.- Parece inapropiado enlazar categorías de Derecho Interno chileno con normas internacionales (crímenes y simples delitos), siendo difícil, además, que un simple delito constituya un crimen de lesa humanidad o un crimen de guerra.





6.- Se excluye de forma inexplicable el genocidio.





7.- Por razones de certeza jurídica, no es correcto referirse a las normas de Ius Cogens y del Derecho Internacional Consuetudinario.





9.- Es dudoso que el proyecto de ley cumpla cabalmente su finalidad si no es interpretado también el Decreto Ley Nº 2.191 de 1978, sobre amnistía, que se ha aplicado como ley de la República. Tal interpretación debería serlo en el mismo sentido que respecto del señalado precepto del Código Penal.




10.- Una solución global a este problema debe abordarse en el momento en que se dicte la ley interna que recoja los tipos penales del Tratado de Roma, con el objeto de poder reclamar jurisdicción preferente. Tal ley interna deberá, necesariamente, declarar imprescriptibles ciertos delitos y establecer la improcedencia de la amnistía y del indulto.




A continuación, la Comisión escuchó al abogado señor Juan Pablo Cavada, de la Biblioteca del Congreso Nacional.


Abordando, en primer lugar, aspectos de técnica legislativa, señaló que no existe en el Código Penal chileno la categoría de delitos de lesa humanidad, por lo que, en principio, podría pensarse que la norma propuesta es inútil, al ser inaplicable a una categoría a su vez inexistente. Sin embargo, puede sostenerse que dicha categoría existe y está vigente en nuestro ordenamiento jurídico, por las siguientes razones:


1.- El artículo 5°, inciso segundo, parte final, de la Constitución Política de la República, protege los derechos garantizados por la Constitución y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes Este criterio ha sido acogido por la Sala Penal de la Corte Suprema, al otorgar plena aplicación a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949.


2.- La jurisdicción nacional comprende los delitos contemplados en la Convención sobre Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, de 1953, y en la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratamientos Crueles, Inhumanos y Degradantes, de 1984, lo que se funda en el artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, que establece el principio de la universalidad de la jurisdicción.

3.- Los crímenes contra la humanidad y las normas que los regulan forman parte del ius cogens, son normas imperativas de Derecho Internacional que, según el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no pueden ser modificados por tratados o por leyes nacionales.


4.- El artículo 15.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos señala expresamente que "Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni la condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.". Se sostiene, en una de las Mociones que dan origen al proyecto en estudio, que la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad se confirma claramente en el Preámbulo y el articulado de la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad y que, en especial, debe tenerse en cuenta el artículo IV de la Convención, según el cual los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas necesarias para que la prescripción de la acción penal o de la pena, establecida por ley o de otro modo, no se aplique a los crímenes considerados en la Convención y que, en caso de que exista, sea abolida.


Recordó, luego, que el proyecto se origina en los Boletines Nºs 3.345-07, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos, y 3.959-07, que interpreta el artículo 93 del Código Penal en materia de prescripción de la acción penal en el caso de delitos especialmente sancionados por el derecho internacional. Por lo tanto, aunque parecen tratar sobre lo mismo, difieren sobre sus efectos.


Hizo presente que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Cámara de Diputados acordó discutir conjuntamente ambos proyectos, fundándose en que los dos pretenderían resolver el conflicto generado entre los llamados “crímenes de lesa humanidad”, los que se caracterizan por no ser susceptibles de la aplicación de amnistía, indulto o prescripción como formas de extinguir la responsabilidad penal y la existencia en nuestro país de mecanismos de extinción de ella, que se han aplicado en forma específica y directa a esta clase de crímenes.


Por lo tanto, le pareció que la intención de la Comisión, al fusionar ambos proyectos, fue interpretar la inaplicabilidad de la amnistía y la prescripción, pero para ello, el proyecto pretende aplicarse sobre todas las causas de extinción de responsabilidad penal del artículo 93 del Código Penal, que también contiene otros medios de extinción de dicha responsabilidad, siendo pertinentes, respecto de los delitos de lesa humanidad, la muerte del responsable y el cumplimiento de la condena.


No consideró razonable ni constitucional imposibilitar la inaplicabilidad de todas las causales de extinción de responsabilidad penal por los delitos señalados, sino sólo las de amnistía, indulto y prescripción.


Explicó que respecto de las causales de extinción de responsabilidad penal consistentes en la muerte del responsable y el cumplimiento de la condena, se presentan los siguientes problemas:


La muerte del imputado como causal de sobreseimiento definitivo se funda en el carácter personalísimo del derecho penal, en el sentido de que la pena o medida de seguridad y corrección, en su caso, sólo pueden imponerse y ejecutarse al que ha participado en el hecho punible. Además, la muerte sólo puede extinguir verdaderamente la responsabilidad penal cuando ésta ha sido declarada por sentencia firme. En caso de que así no lo sea, sólo constituye un impedimento para la determinación de su existencia, haciendo imposible la continuación del proceso destinado a ello.

La posibilidad de enjuiciamiento de una persona fallecida plantea el problema de cómo velar por su defensa, quien, justamente por estar fallecida, ya no es sujeto de derechos, entre ellos, el de defensa judicial, consagrado constitucionalmente.

Si se llegara a establecer la responsabilidad penal del fallecido, se ve muy difícil la posibilidad de interponer posteriormente un recurso de revisión contra el fallo condenatorio, como sí podría hacerlo cualquier persona viva, pues para ello se requiere titularidad de la acción, la que podría discutirse respecto de los herederos del condenado fallecido.


Refiriéndose al cumplimiento de la condena, señaló que derogar la extinción de responsabilidad penal, pese a haber cumplido la pena impuesta por la ley, implica que la misma persona podría ser condenada indefinidamente por el mismo hecho, lo que vulneraría el principio de non bis in ídem, y probablemente también las garantías sobre un procedimiento racional y justo garantizado en el artículo 19, número 3), inciso quinto, de la Constitución Política de la República.


El principio de non bis in ídem consiste en que la persona condenada, absuelta o sobreseída definitivamente por sentencia ejecutoriada no puede ser sometida a un nuevo procedimiento penal por el mismo hecho. Consecuencia de este principio es el respeto a las sentencias extranjeras, las que por regla general valen en Chile.


El efecto de cosa juzgada de la sentencia penal presenta las siguientes características:


a) opera para las sentencias condenatorias y absolutorias.


b) los límites del efecto en el aspecto objetivo están determinados por el hecho que motivó la sentencia y no por el delito específico. Así, por ejemplo, el mismo hecho podría ser constitutivo de otro delito, lo que no estaría bajo el efecto de cosa juzgada. En cambio, en el ámbito subjetivo opera respecto de las personas precisas que fueron afectadas con la sentencia.


c) la cosa juzgada de la sentencia absolutoria y del sobreseimiento definitivo no puede ser dejada sin efecto ni aún por el recurso de revisión. En cambio, la sentencia condenatoria ejecutoriada sí podría ser dejada sin efecto por la vía del recurso de revisión.


En último término, opinó que dado que la norma propuesta no interfiere con el actual artículo 93 del Código Penal, tal vez sería conveniente ubicarla como nuevo artículo 93 bis del mismo Código.


Resumiendo sus opiniones, llegó a las siguientes conclusiones:

1.- Puede afirmarse que en el ordenamiento jurídico chileno existen los delitos y crímenes de guerra y de lesa humanidad, a los cuales sería aplicable la norma propuesta.


2.- La norma propuesta imposibilitaría la aplicación de cualquier causal de extinción de responsabilidad penal contemplada en el artículo 93 del Código Penal, incluyendo la muerte del responsable y el cumplimiento de la pena.


3.- La inaplicabilidad de la causal de extinción de responsabilidad penal consistente en el cumplimiento de la pena, viola el principio de non bis in ídem y probablemente presente conflictos de constitucionalidad.


4.- La inaplicabilidad de la causal de extinción de responsabilidad penal consistente en la muerte del responsable viola el derecho a defensa e imposibilita la interposición del recurso de revisión del difunto contra el fallo condenatorio.


5.- Puede recomendarse introducir la norma propuesta como nuevo artículo 93 bis del Código Penal, restringiendo el proyecto a la amnistía, indulto y prescripción.





Enseguida, expuso ante la Comisión el abogado asesor de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, señor Alessandro Álvarez.





En primer lugar, se refirió a la primacía del Derecho Internacional en Chile. Al respecto, advirtió que éste es un tema antiguo, connotando que ya Andrés Bello afirmaba la supremacía del Derecho de Gentes frente al derecho interno en los casos en que se presentara una colisión entre ambos ordenamientos.





Resaltó que la misma postura adoptó la Corte Suprema, a mediados del siglo pasado, respecto de temas patrimoniales que, sin ninguna duda, jurídica y técnicamente abarcan bienes de menor entidad que los lesionados cuando se vulneran derechos fundamentales. Decía la Corte Suprema que el Derecho Internacional prima por sobre las normas internas. La doctrina elaborada por el Máximo Tribunal sostiene que para efectos de cuestiones mercantiles, cuando exista colisión entre normas de derecho internacional y normas de derecho interno, priman las primeras.





Puso de relieve, asimismo, que este criterio no representa una vulneración a la soberanía ni a la autodeterminación, ni afecta la plena competencia que tienen los órganos internos constitucionalmente establecidos para definir los destinos de la sociedad y del Estado.





Reiteró, por una parte, que, tal como lo dice el artículo 9º del Código Civil, una norma interpretativa se entiende incorporada a la norma interpretada y, por otro lado, que nunca en Chile debió aplicarse la Ley de Amnistía, por aplicación de normas de Derecho Internacional a las cuales Chile estaba obligado.





Afirmó que, a su juicio, lo que pretende la iniciativa en discusión es, en resumen, aplicar los dos principios mencionados en el párrafo anterior.





Por otra parte, connotó que la referencia al principio de la ley más favorable no debe confundirse con el principio de la tipicidad; que dichos principios no son de la misma entidad y que lo que eventualmente se estaría vulnerando en este caso es el principio de la ley más favorable y no el principio de la tipicidad.





Fundó el anterior aserto afirmando que, en el caso en análisis, no se están estableciendo nuevos delitos, lo que, por lo demás, no sería aceptado por la comunidad internacional y no se acepta en el marco del Tratado de Roma sobre Tribunal Penal Internacional ni desde el punto de vista del principio de tipicidad. Los delitos a los que se refiere la iniciativa son crímenes cometidos por agentes estatales en contra de otras personas y, en el caso chileno, por motivos políticos. Estos ilícitos, continuó explicando, son delitos en la conciencia jurídica de la humanidad y de ello no cabe duda y está absolutamente claro, en especial a partir del término de la Segunda Guerra Mundial.





En consecuencia, manifestó, este proyecto no cambia ninguna situación jurídica sino que simplemente recuerda a los operadores del sistema jurisdiccional que esto siempre debió haber sido así y, de acuerdo a la regla del artículo 9º del Código Civil, permite entender que la norma que se propone siempre estuvo incorporada en nuestro ordenamiento, pero ahora se explicita, entre otras razones, para solucionar el problema operativo que supone la jurisprudencia no uniforme observada en estas materias.





A continuación, puso de relieve que la Corte Interamericana de Derechos Humanos no había emitido ningún fallo sobre la situación de derechos humanos vivida en nuestro país durante el Régimen Militar, no obstante la trascendencia de dicha situación y la relevancia de nuestro país. 





Sin embargo, el problema que pretende solucionar esta iniciativa generó, finalmente, la necesidad de hacerle presente al Estado de Chile, por medio de un tribunal al cual Chile está obligado a obedecer -la Corte Interamericana de Derechos Humanos- que debe eliminarse del sistema jurídico chileno la Ley de Amnistía. Esta es la obligación que Chile está pendiente de cumplir, de acuerdo a fallado en el denominado “caso Almonacid”.





Manifestó que dicha sentencia no establece en términos precisos una forma concreta para dejar de aplicar la Ley de Amnistía, pero señala que no es admisible dictar un sobreseimiento definitivo sin procesados, por ejemplo, por razones estadísticas.





Aclaró que en estos casos, es decir, cuando se dicta sobreseimiento sin procesados, no existe vulneración del principio de la cosa juzgada porque no existe la triple identidad en esos casos; no hay fallos absolutorios ni sobreseimientos definitivos y, por lo tanto, no se trata de reabrir casos que ya han estado cerrados, para continuar investigándolos.





Indicó que el camino que ofrece la iniciativa en discusión es una manera institucional de solucionar un problema que es eminentemente político. Además, ofrece la posibilidad de que Chile cumpla una sentencia que lo obliga y de que los distintos actores nacionales alcancen un acuerdo institucional sobre un tema tan delicado como éste y que las demás comunidades interamericanas no lograron solucionar de esta manera.





Concluyó señalando que si bien existen diferencias en el modo de mirar estos temas en Chile, también existe la total convicción de que estos delitos, desde la perspectiva técnico-jurídica son delitos desde hace medio siglo atrás y que ahora lo único que se está haciendo es solucionar un problema operativo para permitir que los jueces tengan claridad sobre el punto.





El Honorable Diputado señor Bustos coincidió con las proposiciones del profesor Acosta y del abogado señor Cavada en cuanto a precisar que el proyecto debe referirse solamente a la prescripción, a la amnistía y al indulto, para los efectos de evitar cualquier duda al respecto, y en cuanto a eliminar la referencia al ius cogens porque éste está contemplado en los tratados de los años 1949, 1950 y 1972, todos ratificados por Chile, lo cual es suficiente para entenderlo incorporado en nuestro ordenamiento.





Ante una consulta del Honorable Senador señor Larraín, el mismo señor Diputado expresó que también podría suprimirse la referencia al Derecho Consuetudinario, porque, a su juicio, éste ya forma parte del derecho chileno a través de los referidos tratados internacionales, de manera que, al igual que el ius cogens, el derecho consuetudinario también sería aplicable en Chile porque es derecho existente.





El Honorable Senador señor Larraín pidió conocer la postura del autor de la moción, Honorable Diputado señor Bustos, frente al tema de los conflictos que podría generar la iniciativa por sus eventuales efectos retroactivos. Hizo notar que, como planteaba la señora Lorena Pizarro, el proyecto se puede ver con un sentido de futuro, para que nunca más se vuelvan a repetir los hechos de violencia referidos; se puede entender como una lección que se ha aprendido de la experiencia vivida. Pero esto es algo muy distinto, añadió, a dar efecto retroactivo al precepto para que se aplique a quienes cometieron estos delitos en el pasado o en procesos ya tramitados. Esto último, agregó, presenta un problema constitucional y, probablemente, generaría un conflicto mayor. En cambio, incorporarlo en nuestra legislación para que rija hacia el futuro, puede tener un carácter distinto.





En segundo lugar, le consultó las razones por las cuales no está incorporado en el texto propuesto el delito de genocidio y, además, si acaso habría acuerdo para incluir -en el evento de acordar hacer algo de cara al futuro- la figura del terrorismo, en atención a la gravedad de esta conducta.





El Honorable Diputado señor Bustos reiteró que este proyecto contempla una ley interpretativa que, como tal, se entendería incorporada a la ley interpretada. Por lo tanto, aclaró, en este caso no rige el principio de retroactividad, toda vez que, desde un punto de vista jurídico, ya se produjeron las incorporaciones correspondientes a partir de los años 1949 y 1950, al suscribirse y ratificarse por Chile los tratados de Ginebra, y en el año 1972, al ratificarse el Pacto de Derechos Civiles y Políticos. Desde entonces, enfatizó, ningún Estado que ha suscrito esos instrumentos internacionales puede autoexonerarse o impedir que se hagan los juicios y se dicten las condenas correspondientes. Por estas razones, algunos tribunales, en diferentes resoluciones, han tomado esa dirección. En resumen, aquí no hay un problema de retroactividad por tratarse de una ley interpretativa, que fija el alcance de otra.





Respecto del segundo tema, aseveró que el terrorismo es una materia sumamente importante pero distinta, pues se da entre ciudadanos, salvo que se trate de terrorismo de Estado. Reiteró que la violación de los derechos fundamentales es la que perpetra el Estado en contra de los ciudadanos. A su juicio, así se ha entendido desde la Carta Magna, de manera que quien viola los derechos fundamentales es el Estado con sus actos, de manera que no puede dictarse amnistía y prescripción a su favor.





En cambio, sostuvo, el terrorismo lo realiza un particular respecto de otro particular para provocar la conmoción en el Estado. Por ser un delito tan grave, se manifestó de acuerdo en declararlo imprescriptible, aún cuando consideró que no es el momento de hacerlo aquí, pues este proyecto versa sobre un tema muy diferente.





En cuanto al genocidio, recordó que el texto del proyecto comprende todos los delitos de lesa humanidad, entre los cuales se ha considerado incluido el genocidio.





Enseguida intervino el Honorable Senador señor Espina, quien estimó que el argumento de que la violación a los derechos humanos la cometen solamente los agentes del Estado resulta inaceptable y contradictorio respecto de lo que estableció el informe de la Comisión Verdad y Reconciliación. Connotó que en él se señala expresamente que una violación de derechos humanos no sólo son actos cometidos por agentes del Estado sino que también otros perpetrados por particulares que actúan bajo pretextos políticos.





En consecuencia, agregó, quienes asesinan, torturan o matan a civiles, como ocurre con grupos extremistas que atentan en contra de otros particulares o de agentes del Estado, cometen violaciones a los derechos humanos. Estimó inaceptable sostener que no constituye tal violación el asesinar impunemente con una bomba a un cabo de Carabineros, por ejemplo. Esa sería una visión sesgada y parcial que, en el legítimo ejercicio de su función parlamentaria, rechaza enérgicamente.





En segundo lugar, señaló que este proyecto tiene un conjunto de alcances y circunstancias muy trascendentes, como, por ejemplo, las decisiones y acuerdos pendientes en torno al Estatuto de Roma.





En efecto, acotó, la clave para haber alcanzado un acuerdo unánime es que la Convención de Roma prohíbe la retroactividad de la ley penal expresamente y asegura que nadie será penalmente responsable en conformidad con el presente estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor.





Además, prescribe que en toda causa se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la investigación antes que se dicte la sentencia definitiva. Agrega este Tratado que su competencia temporal alcanza únicamente a los crímenes cometidos después de su entrada en vigor. Por lo tanto, a su juicio, aquí habría una contradicción frente a la Corte Penal Internacional.





Recordó que después de un debate intenso, la Comisión consensuó el texto de la reforma constitucional que se necesita para que Chile adhiera al Estatuto de Roma y que, no obstante haberse alcanzado este acuerdo, dicha tramitación se estancó.





Asimismo, atribuyó a razones del Ejecutivo el retraso observado en la tramitación del proyecto que tipifica en el ordenamiento penal interno el delito de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra. Hizo una relación de lo avanzado por esta Comisión de Constitución para despachar esa iniciativa, la que, también por inconvenientes atribuibles al Ejecutivo, se ha detenido.





Expresó su acuerdo en relación al planteamiento de que los delitos de lesa humanidad no sean prescriptibles, lo que le pareció un principio general correcto por la simple razón de que podrían estos delitos estar cometiéndose en un país durante muchos años por una dictadura que dure décadas y que, por no haber alternativa de hacer verdadera justicia, transcurran todos los plazos.





Luego, planteó que, en un análisis preliminar, los fundamentos del proyecto en estudio ponen de manifiesto contradicciones entre la iniciativa y normas tan relevantes como el precepto de la Constitución que establece la irretroactividad de la ley penal, el artículo 18 del Código Penal y el artículo 9º del Código Civil. Ante una situación de esta complejidad, instó a hacer un estudio detenido que permita perfeccionar los términos de la iniciativa.





El Honorable Senador señor Larraín coincidió con la opinión anterior, resaltando, además, que una materia de esta trascendencia tiene que ser evaluada y analizada de cara al futuro. Opinó que lo propuesto puede verse como un principio normal que debiera incorporarse a nuestro derecho a partir de las experiencias vividas y de la legislación comparada.





Conjeturó que la oportunidad para hacerlo es precisamente el proyecto de ley que adecuará la legislación penal interna, tipificando el genocidio y los crímenes de  guerra y de lesa humanidad, de modo de contar con nuestra propia normativa y recurrir a la Corte solamente en subsidio. Ello, dijo, fue condición para lograr el acuerdo aludido, que hará posible dar el paso necesario en relación a Estatuto de la Corte Penal Internacional. En consecuencia, agregó, el tema de la prescripción de este tipo de delitos debe discutirse en el contexto de aquel proyecto.





Finalmente, aludió a la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, actualmente en trámite en este Congreso Nacional, cuyo artículo 8° permitiría que los Estados Partes apliquen regímenes de prescripción para este delito. Si ello es así, dijo, querría decir que los principios universales en esta materia no son tan claros y que sería menester revisar lo que está pasando en el ámbito del Derecho Internacional en la materia.




El Honorable Diputado Juan Bustos reiteró que la persecución de las violaciones a los derechos humanos surge del reconocimiento por el Estado de los derechos de las personas. Justamente por ello tiene la obligación de perseguir al ciudadano que viola los derechos de otro. El Estado, entonces, tiene la obligación y el deber de perseguir la comisión de delitos porque ha reconocido la existencia de los respectivos derechos. Sin embargo, las violaciones a los derechos humanos como el genocidio o la tortura provienen de actos del Estado en contra de los ciudadanos.




En relación a la afirmación del Honorable Senador señor Espina en cuanto a que según los términos del informe de la Comisión Rettig el concepto de violación a los derechos humanos incluiría actos de particulares, señaló que, según su parecer, ese punto está zanjado y descartado desde la Carta Magna en adelante.




Consideró que el segundo aspecto, referido al Tribunal Penal Internacional, es un tema diferente por tratarse de un Tribunal que se instala a partir de un momento determinado para ejercer su jurisdicción desde entonces hacia adelante, a diferencia de lo que ocurrió con el Tribunal de Nüremberg, que se estableció para conocer hechos acaecidos con anterioridad.





Por eso, sostuvo, el proyecto en análisis constituye un tema completamente distinto pues plantea una ley interpretativa sobre un tema que ya está regulado en un conjunto de convenios vigentes en Chile, estando, por lo tanto, ya está fijado el alcance los conceptos de prescripción y de amnistía en dichos tratados.




En una sesión posterior, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Viera-Gallo, reiteró la voluntad del Gobierno de avanzar en el despacho de este proyecto.




Admitió que se trata de un asunto extremadamente delicado, prueba de lo cual es el intenso y profundo debate habido durante el primer trámite en la Cámara de Diputados, del cual destacó la intervención del profesor don Enrique Cury, quien se mostró partidario de la iniciativa. Hizo notar, asimismo, que las diversas observaciones planteadas al texto de la misma en esa etapa fueron debidamente refutadas por el autor de la iniciativa y los demás profesores que participaron en ese debate.





Enseguida, aseguró que, en opinión del Gobierno, este proyecto no es contrario a la Constitución Política; que da pleno y cabal cumplimiento a la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictada en el denominado “caso Almonacid” y que, además, viene a resolver, como decía el profesor Cury, una incertidumbre jurisprudencial, cuya solución no debía recaer sobre un solo Poder del Estado, pues la obligada al cumplimiento de la referida sentencia no es solamente la Judicatura, sino todos los Poderes del Estado, incluido el Legislativo.





Respecto a las fórmulas para cumplir la sentencia del caso Almonacid, recordó que el mismo profesor señor Cury señaló las dificultades que presenta la vía de la nulidad de la Ley de Amnistía y la de la derogación de la misma, así como los reparos que pueden formularse a las proposiciones planteadas el profesor don Alfredo Etcheberry, quien formuló distinciones conceptuales entre amnistía propia, impropia, si existían sentencias ejecutoriadas en el plazo intermedio, y otras.





A juicio del señor Ministro, el mérito de esta iniciativa es que ella no altera el hecho de que quienes cometieron los crímenes a que se refiere, sabían que al momento de ejecutarlos eran hechos punibles y, por tanto, el proyecto no establece una tipicidad nueva o distinta a la que existía al cometerse los hechos. En este sentido, aseguró, el proyecto no es contrario al principio de irretroactividad de la ley penal contemplado en la Carta Fundamental.





Resaltó que, además, esta iniciativa zanja una disputa jurisprudencial y lo hace siguiendo la tendencia moderna del Derecho Internacional, que se ha acentuado crecientemente no sólo a partir de la Segunda Guerra Mundial, sino que también a raíz de los sucesos ocurridos en América Latina y, específicamente, en nuestro país. Éstos, dijo, han dado lugar a diversos tratados que están en la línea de lo planteado por el proyecto de ley en discusión.





Agregó que la iniciativa presenta, también, la ventaja de dar una dimensión justa al problema abordado, atendida la gravedad de los hechos en el momento en que ocurrieron.





Luego, se refirió a la Convención sobre Desaparición Forzosa de Personas y a la posibilidad que ella contempla de aplicar la institución de la prescripción. Sobre este particular, aclaró que debe distinguirse entre una política sistemática orientada a hacer desaparecer personas forzadamente y aquellas situaciones específicas o aisladas.





Este último caso, precisó, no constituye un crimen de lesa humanidad. La desaparición forzada de una persona, agregó, es un hecho gravísimo, deleznable; pero para que la desaparición forzada de personas constituya un crimen de lesa humanidad se debe estar frente a una política de Estado reiterada, deliberada, orientada a cometer esos hechos.





La Convención, destacó, regula de manera distinta estas dos situaciones: cuando existe un caso aislado o cuando se trata de una política.





En la primera hipótesis, el artículo 8° se inicia con la expresión “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5°…”, precisamente porque este último precepto regula los casos de prácticas generalizadas o sistemáticas de la desaparición forzada que constituyen un crimen de lesa humanidad. Esta distinción permite que, para los casos aislados, subsista una remanencia de prescripción.





Nuestro país, concluyó, se encuentra en la hipótesis reglamentada en el artículo 5° de la Convención, toda vez que aquí hubo una práctica generalizada o sistemática de desaparición forzada de personas, lo que constituye un crimen de lesa humanidad, tal como está definido en el Derecho Internacional aplicable y entraña las consecuencias previstas por esa rama del Derecho, es decir, que ese delito es imprescriptible e inamnistiable.





Finalizada la discusión, el proyecto fue aprobado en general por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz, don Pedro, y Pizarro. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.




Enseguida, con la misma votación, la Comisión acordó introducir al texto aprobado por la Cámara de Diputados las siguientes enmiendas:





- No hacer aplicables a los ilícitos penales que constituyen genocidio y crímenes de guerra y lesa humanidad la amnistía, el indulto y la prescripción de la acción penal y de la pena;





- Mencionar expresamente el genocidio, además de los crímenes de guerra y lesa humanidad, y





- Eliminar la referencia al ius cogens y al derecho consuetudinario internacional.





En consecuencia, con la votación antes indicada, la iniciativa fue aprobada en particular con las enmiendas ya anotadas.




Fundamentando su abstención, el Honorable Senador señor Espina manifestó que si bien el texto de la iniciativa ha sido objeto de modificaciones que permiten superar muchos de los defectos que contenía el texto original, existían razones que motivaban dicha abstención.




Dijo entender que esta ley interpretativa no puede aplicarse a los procesos respecto de los cuales ha recaído sentencia definitiva absolutoria o sobreseimiento definitivo, en los que se ha aplicado la ley de amnistía o la prescripción. Lo anterior, en consideración a que el artículo 9º del Código Civil establece que las leyes interpretativas, si bien se entienden incorporadas a la ley incorporada, no afectarán las sentencias firmes dictadas en el tiempo intermedio, y a que modificar tales sentencias implicaría hacer revivir procesos fenecidos, lo que está prohibido al Congreso Nacional en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la Constitución Política.





Por otra parte, opinó que aprobar este proyecto de ley implicaría que en procesos pendientes o por iniciarse por derechos humanos no se aplicaría la ley de amnistía ni la prescripción. Esto, a su juicio, generaría una situación de desigualdad de trato entre las personas cuyos procesos están pendientes o por iniciarse -que no se beneficiarán con la ley de amnistía ni con la prescripción- respecto de aquellos que ya han sido absueltos por sentencia firme o sobreseimiento definitivo en virtud de la amnistía o la prescripción.





Habría, en consecuencia, desigualdad, porque se trataría de hechos ocurridos durante un mismo período, respecto de los cuales la ley establece consecuencias distintas, no obstante corresponder a acciones de iguales características.





Sostuvo que no corresponde al legislador establecer estas diferencias con carácter general y que distinto es el caso de los fallos judiciales, que se pronuncian según el mérito de cada proceso.





Además, expresó tener dudas sobre si es o no necesaria una ley interpretativa en este caso. Ello porque hay sentencias de tribunales chilenos que no han aplicado la Ley de Amnistía sosteniendo que durante ese período el país se encontraba en Estado de Guerra interna, siendo aplicables los Convenios de Ginebra que impiden a los Estados Contratantes exonerarse de su responsabilidad de perseguir los delitos a que se refieren esos tratados.





Por último, no le pareció prudente dictar una ley de esta naturaleza sin conocer el parecer  del señor Ministro de Defensa Nacional en forma previa.
- - -





Como consecuencia de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, sustituyendo su texto por el siguiente:

i. PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Fíjase el verdadero sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se establecen en el artículo 93 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que la amnistía, el indulto y la prescripción de la acción penal y de la pena no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 19 de diciembre de 2007 y 8 de enero de 2008 con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Pedro Muñoz Aburto y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 11 de enero de 2008.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 1, DE 2001, DE HACIENDA, QUE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº 19.420, QUE ESTABLECE INCENTIVOS PARA DESARROLLO ECONÓMICO DE PROVINCIAS DE ARICA Y PARINACOTA

(5648-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Orpis.

Asimismo, en calidad de invitados asistieron, del Ministerio de Hacienda, la asesora, señora Tamara Agnic; y el asesor jurídico, señor Adrián Fuentes; y de la Dirección de Presupuestos, el economista del Departamento de Estudios, señor Juán Andrés Roeschmann.

- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los artículos primero transitorio, segundo transitorio y tercero transitorio (que pasa a ser quinto transitorio).




II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1.




III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 3.





IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.





V.- Indicaciones retiradas: no hay.




VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 2.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Impulsar el desarrollo de las zonas extremas y especiales que por sus condiciones geográficas, de densidad demográfica, de poblamiento y de aislamiento se encuentran en una relación especial con el resto del territorio del país, lo que justifica la implementación de políticas y medidas que contribuyan a su desarrollo. 
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Previo al análisis específico de las indicaciones el Honorable Senador señor Frei consultó cuál es el motivo de la presentación de la indicación Nº 1.

La asesora del Ministerio de Hacienda, señora Agnic, expuso que la indicación tiene su origen en una solicitud de parlamentarios para que el plazo en el que se puede recuperar el dinero correspondiente al crédito tributario se homologue en relación a la extensión del mismo hasta el año 2011.
El Honorable Senador señor Orpis inquirió cuál es la razón de que la indicación Nº 3 rebaje el monto mínimo de las inversiones que pueden optar al beneficio tributario en Arica en forma transitoria los dos primeros años, subiendo el año 2010 y volviendo a su límite vigente para el año 2011.

La asesora del Ministerio, señora Agnic, expresó que se logró un acuerdo en orden a que el momento crítico actual por el que atraviesa Arica justifica igualar transitoriamente los montos mínimos de inversión respecto de Parinacota, que históricamente ha sido una zona más necesitada de apoyo, volviendo a los montos originales pasada dicha etapa.

El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que el beneficio tributario debería otorgarse en forma permanente con los montos que contempla la indicación para los años 2008 y 2009.
Artículo único

Dispone la modificación del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente forma:
a) Reemplázanse los incisos séptimo y octavo por los siguientes:

“Los contribuyentes podrán acogerse al beneficio del crédito establecido en este artículo hasta el 31 de diciembre de 2011 y sólo se aplicará respecto de los bienes incorporados al proyecto de inversión a esa fecha, no obstante que la recuperación del crédito a que tengan derecho podrá hacerse hasta el año 2030.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, tratándose de inversiones en construcciones o inmuebles efectuadas en la provincia de Parinacota, el porcentaje de crédito a que se refiere el inciso segundo será del 40%.”.

b) Agrégase el siguiente inciso noveno:

“Igual porcentaje se aplicará a las inversiones efectuadas en la provincia de Arica en inmuebles destinados preferentemente a su explotación comercial con fines turísticos, calificados como de alto interés por medio de una resolución fundada del Director del Servicio Nacional de Turismo. Quienes soliciten este beneficio deberán presentar antecedentes técnicos suficientes que justifiquen su otorgamiento. La resolución fundada que otorgue el beneficio, así como los antecedentes que la justifican deberán ser publicadas en el sitio web del Servicio Nacional de Turismo.”.
Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación N° 1, referida a la letra a), para sustituir, en el inciso séptimo propuesto, el guarismo “2030” por “2034”.

En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 1, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.
---
De los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Muñoz Aburto, la indicación N° 2, para incorporar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo…..- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.606, que establece incentivos para el desarrollo económico de las Regiones de Aysén y Magallanes, y provincia de Palena, de la siguiente forma:

a)  Sustitúyese, en el inciso primero, el guarismo “2008” por “2011”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “adquiridos nuevos o terminados de construir en el ejercicio” por “adquiridos o terminados de construir en el ejercicio”.

c) Modifícanse, en el inciso séptimo, los gaurismos ”2000” y “1000” por “1000” y “500”, respectivamente.”.

El Honorable Senador señor Frei consultó la opinión del Ejecutivo respecto de la presente indicación. 
La asesora del Ministerio, señora Agnic, manifestó que el Ejecutivo está de acuerdo con parte de lo planteado por la presente indicación pero estiman que las materias abordadas debieran tratarse a propósito de la renovación de la llamada ley Austral.
- Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Frei.
---
Disposiciones transitorias
Artículo primero 

Establece que el artículo único de esta ley comenzará a regir el 1 de enero de 2008.
Artículo segundo 

Señala que no obstante lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero de la glosa 08 de la Partida 50 Tesoro Público, Capítulo 01 Fisco, Programa 02 Subsidios, de la ley Nº 20.232, de Presupuestos del Sector Público para el año 2008, durante el año 2008 se podrán destinar al pago de bonificaciones aquellos recursos señalados en el mencionado párrafo segundo. Para efectos de la concesión de bonificaciones a pagar durante el referido año, éstas se podrán aprobar en los términos señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980 y en el decreto con fuerza de ley N°15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del mismo Ministerio, estándose, además, a lo dispuesto a continuación:

1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días a contar de la publicación de esta ley.

2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.

Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.
Artículo tercero 

Establece que el mayor gasto que irrogue la aplicación del artículo segundo transitorio de esta ley se financiará con traspasos desde el ítem 50-01-03.24.104, de la partida Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos vigente.
---
De S. E. la Presidenta de la República, la indicación N° 3, para intercalar los siguientes artículos tercero y cuarto transitorios nuevos, pasando el actual artículo tercero transitorio a ser quinto transitorio:

“Artículo tercero transitorio.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo primero del D.F.L Nº 1 de 2001 del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, el monto de los proyectos de inversión realizados en la provincia de Arica que podrán acogerse a los beneficios contenidos en el mencionado cuerpo legal, deberá ser superior a los señalados a continuación:
a)  2008 y 2009
: 1000 Unidades tributarias mensuales

b)  2010

: 1500 Unidades tributarias mensuales

c)  2011

: 2000 Unidades tributarias mensuales.
Artículo cuarto transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6º del DFL Nº 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo de las regiones extremas, para aquellas regiones que no hayan sancionado las bases del llamado a postulación a los beneficios contenidos en este cuerpo legal, el plazo para sancionarlas será de 30 días a contar de la publicación de esta ley en el diario oficial.
Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior se podrá proceder de acuerdo a las siguientes normas:
1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días siguientes al plazo señalado en el inciso primero.

2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.

Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.”.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 3, con la modificación formal que consiste en agregar la palabra “refundido” a continuación de la palabra “texto” en el artículo tercero transitorio nuevo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de diciembre de 2007,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“Con el fin de impulsar el desarrollo de las zonas extremas de nuestro país, el presente proyecto de ley dispone beneficios especiales para la Región de Arica y Parinacota.

En particular, el proyecto prorroga, hasta el 31 de diciembre de 2011, el incentivo a la inversión contenido en la ley N° 19.420. Este incentivo consiste en un crédito tributario por un porcentaje de las inversiones que se efectúen en la Región de Arica y Parinacota que sean destinadas a la producción de bienes o a la prestación de servicios.

Lo anterior implica que se generará una menor recaudación tributaria, la que se estima en aproximadamente $ 10.000 millones anuales, en moneda de 2008.”.

Con fecha 07 de enero de 2008, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, elaboró un informe financiero complementario que señala, de modo textual, lo siguiente:

“Con el fin de impulsar el desarrollo de las zonas extremas de nuestro país, la presente indicación al proyecto de ley agrega un nuevo inciso referente a los inmuebles con fines turísticos en la provincia de Arica y nuevos artículos transitorios que disponen beneficios especiales para las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y la Antártica Chilena, y las provincias de Chiloé y Palena. 

En este sentido, se faculta aumentar el beneficio tributario en la provincia de Arica desde un crédito de 30% a 40% del valor de las inversiones efectuadas en inmuebles destinados preferentemente a su explotación comercial con fines turísticos, calificados como de alto interés  por medio de una resolución fundada del Director del Servicio Nacional de Turismo.

Adicionalmente, se permitirá bonificar durante 2008, las inversiones o reinversiones que  pequeños y medianos inversionistas, productores de bienes o servicios y del rubro de la pesca artesanal, realicen en construcciones, maquinarias, equipos, animales finos para la reproducción, directamente vinculados al proceso productivo e incorporables a su activo de acuerdo con el giro o actividad que desarrolle el interesado, de acuerdo al procedimiento establecido en el D.F.L. Nº 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido y sistematizado del D.F.L. Nº 15, de 1981, del mismo ministerio.
El gasto que ocasionarán los nuevos artículos transitorios se financiará con recursos provenientes del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2008. Por otra parte, el aumento del crédito para las inversiones con fines turísticos generará una potencial menor recaudación tributaria. Todo lo anterior se traducirá en un mayor gasto fiscal el año 2008 de alrededor de $1.500 millones.”.

Asimismo, con fecha 19 de marzo de 2008, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, elaboró un nuevo informe financiero complementario que señala, de modo textual, lo siguiente:

“Con el fin de impulsar el desarrollo de las zonas extremas de nuestro país, la presente indicación al proyecto de ley amplía el beneficio tributario a la inversión, contenido en el D.F.L N°1 de 2001 del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, a proyectos de inversión realizados en la provincia de Arica por montos entre 1.000 y 2.000 Unidades Tributarias Mensuales para los años 2008 y 2009 y por montos entre 1.500 y 2.000 Unidades Tributarias Mensuales para el año 2010.

Lo anterior generará una menor recaudación tributaria, la que se estima en aproximadamente $2.300 millones en el período 2008 – 2010.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
MODIFICACIONES:





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo único
Letra a)
Sustituir, en el inciso séptimo propuesto en esta letra, el guarismo “2030” por “2034”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 1).
Artículos transitorios
---

Artículos tercero y cuarto, nuevos

Intercalar los siguientes artículos tercero y cuarto transitorios, nuevos, pasando el actual artículo tercero transitorio a ser quinto transitorio, sin otra enmienda:

“Artículo tercero transitorio.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo primero del D.F.L Nº 1 de 2001 del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, el monto de los proyectos de inversión realizados en la provincia de Arica que podrán acogerse a los beneficios contenidos en el mencionado cuerpo legal, deberá ser superior a los señalados a continuación:
a)  2008 y 2009
: 1000 Unidades tributarias mensuales

b)  2010

: 1500 Unidades tributarias mensuales

c)  2011

: 2000 Unidades tributarias mensuales.
Artículo cuarto transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6º del DFL Nº 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo de las regiones extremas, para aquellas regiones que no hayan sancionado las bases del llamado a postulación a los beneficios contenidos en este cuerpo legal, el plazo para sancionarlas será de 30 días a contar de la publicación de esta ley en el diario oficial.
Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior se podrá proceder de acuerdo a las siguientes normas:
1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días siguientes al plazo señalado en el inciso primero.

2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.

Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 3).
---

Artículo tercero transitorio 

Pasa a ser artículo quinto transitorio sin otra enmienda.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente forma:
a) Reemplázanse los incisos séptimo y octavo por los siguientes:

“Los contribuyentes podrán acogerse al beneficio del crédito establecido en este artículo hasta el 31 de diciembre de 2011 y sólo se aplicará respecto de los bienes incorporados al proyecto de inversión a esa fecha, no obstante que la recuperación del crédito a que tengan derecho podrá hacerse hasta el año 2034.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, tratándose de inversiones en construcciones o inmuebles efectuadas en la provincia de Parinacota, el porcentaje de crédito a que se refiere el inciso segundo será del 40%.”.

b) Agrégase el siguiente inciso noveno:

“Igual porcentaje se aplicará a las inversiones efectuadas en la provincia de Arica en inmuebles destinados preferentemente a su explotación comercial con fines turísticos, calificados como de alto interés por medio de una resolución fundada del Director del Servicio Nacional de Turismo. Quienes soliciten este beneficio deberán presentar antecedentes técnicos suficientes que justifiquen su otorgamiento. La resolución fundada que otorgue el beneficio, así como los antecedentes que la justifican deberán ser publicadas en el sitio web del Servicio Nacional de Turismo.”.

Artículo primero transitorio.- El artículo único de esta ley comenzará a regir el 1 de enero de 2008.

Artículo segundo transitorio.- No obstante lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero de la glosa 08 de la Partida 50 Tesoro Público, Capítulo 01 Fisco, Programa 02 Subsidios, de la ley Nº 20.232, de Presupuestos del Sector Público para el año 2008, durante el año 2008 se podrán destinar al pago de bonificaciones aquellos recursos señalados en el mencionado párrafo segundo. Para efectos de la concesión de bonificaciones a pagar durante el referido año, éstas se podrán aprobar en los términos señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980 y en el decreto con fuerza de ley N°15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del mismo Ministerio, estándose, además, a lo dispuesto a continuación:

1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días a contar de la publicación de esta ley.

2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.

Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.
Artículo tercero transitorio.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo primero del D.F.L Nº 1 de 2001 del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, el monto de los proyectos de inversión realizados en la provincia de Arica que podrán acogerse a los beneficios contenidos en el mencionado cuerpo legal, deberá ser superior a los señalados a continuación:

a)  2008 y 2009
: 1000 Unidades tributarias mensuales

b)  2010

: 1500 Unidades tributarias mensuales

c)  2011

: 2000 Unidades tributarias mensuales.

Artículo cuarto transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6º del DFL Nº 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo de las regiones extremas, para aquellas regiones que no hayan sancionado las bases del llamado a postulación a los beneficios contenidos en este cuerpo legal, el plazo para sancionarlas será de 30 días a contar de la publicación de esta ley en el diario oficial.

Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior se podrá proceder de acuerdo a las siguientes normas:

1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días siguientes al plazo señalado en el inciso primero.

2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.

Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.
Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del artículo segundo transitorio de esta ley se financiará con traspasos desde el ítem 50-01-03.24.104, de la partida Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos vigente.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 2 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor José García Ruminot. 


Sala de la Comisión, a 2 de junio de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el D.F.L. N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota. (BOLETÍN Nº 5.648-05)
I.         PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Impulsar el desarrollo de las zonas extremas y especiales que por sus condiciones geográficas, de densidad demográfica, de poblamiento y de aislamiento se encuentran en una relación especial con el resto del territorio del país, lo que justifica la implementación de políticas y medidas que contribuyan a su desarrollo. 
II.
ACUERDOS: 

Indicación Nº 1
: Aprobada (Unanimidad 3x0).
Indicación Nº 2
: Inadmisible.
Indicación Nº 3        : Aprobada con modificaciones (Unanimidad 3X0).
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de un artículo permanente y cinco artículos transitorios.

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.

V.
URGENCIA: suma.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República.

VII
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo trámite.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 22 de enero de 2008.
IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe.

X.      APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: en sesión de 17 de enero de 2008, por unanimidad de 92 votos a favor.
XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 

- El artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420.

Valparaíso, a 2 de junio de 2008
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INCIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR PÉREZ VARELA Y DE LA HONORABLE SENADORA MATTHEI, QUE SUSTITUYE EL ARTÍCULO 119 DEL CÓDIGO DE AGUAS

(5818-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en Moción de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet  y señor Víctor Pérez Varela.

- - - - - -


Durante el estudio de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la participación y colaboración del Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner y del Jefe de la División Legal de esa Repartición, señor Fernando Valdés.



A las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistieron, los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag Castillo.

- - - - - 


Se deja constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Honorable Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único.
- - - - - -

ii. OBJETIVO DEL PROYECTO


La Moción en informe tiene por finalidad reemplazar el artículo 119 del Código de Aguas, que establece las menciones que deben contener las inscripciones originarias de los derechos de aprovechamiento de aguas, por otra norma que señale con mayor precisión las menciones que debe contener dicha inscripción, haciéndola concordante con el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas, con lo cual se evitarán errores u omisiones al momento de efectuar la doble inscripción del derecho de aprovechamiento de aguas, tanto en el Registro de Propiedad de Aguas que lleva el Conservador de Bienes Raíces respectivo, como en el Registro Público de Aguas, que forma parte del Catastro Público de Aguas.

ANTECEDENTES

iii. 
1.- De hecho.


Las normas contenidas en el Código de Aguas, obligan a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas a inscribir sus derechos, tanto en el Registro de Propiedad de Aguas que lleva el Conservador de Bienes Raíces respectivo, como en el Registro Público de Aguas, que forma parte del Catastro Público de Aguas de responsabilidad de la Dirección General del ramo. 


Dicha inscripción tiene por objetivo constituir la tradición de los derechos de aprovechamiento de aguas y, en concordancia con las normas establecidas en el Código Civil respecto del rol de la inscripción en relación con los bienes raíces, también tiene por fin constituir un medio de publicidad frente a terceros y un seguimiento de la historia de los referidos derechos, como constituir un medio de prueba del dominio sobre los mismos. 


Al analizar en detalle las menciones que debe contener la inscripción de un derecho de aprovechamiento de aguas según lo establecido en el artículo 119 del Código de Aguas, y las características esenciales, que según el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas, debe tener cada derecho de aprovechamiento de aguas para ser inscrito en el Registro Público del ramo, podremos apreciar que son discordantes las unas con las otras, de modo que el titular de un derecho de aprovechamiento de aguas, al inscribir su derecho se verá enfrentado a dos tipos de inscripciones distintas, lo que genera confusión y da pie para que más de alguna vez se induzca a errores u omisiones al momento de inscribir un derecho de aprovechamiento de aguas, se trate de uno u otro de los registros mencionados. 


A mayor abundamiento, se puede señalar que el derecho real de aprovechamiento de aguas se compone de tres elementos esenciales, a saber, una fuente natural determinada, una dotación o caudal también determinada y un punto de extracción o captación definidos, todos elementos que no se encuentran contemplados en el actual artículo 119 del Código de Aguas.


Para lo anterior, se propone una nueva disposición que sustituya el actual artículo 119 del Código de Aguas, de manera que exista la debida correspondencia y armonía entre esa norma legal y la contenida en el artículo 45 del Reglamento dictado por el Poder Ejecutivo, en virtud del mandato que le otorgó el mencionado artículo 122 inciso segundo del Código de Aguas.

2.- Jurídicos.

La iniciativa legal en informe se relaciona con las siguientes normas:


Código de Aguas: artículos 20, 150, 114 Nº 4, 122 y 119.



El artículo 20 inciso primero del Código de Aguas establece que “el derecho de aprovechamiento se constituye originariamente por acto de autoridad. La posesión de los derechos así constituidos se adquiere por la competente inscripción”, es decir, el dominio sobre los derechos de aprovechamiento de aguas se adquiere por un acto de autoridad, que según las normas contenidas en el mismo cuerpo legal, recae en el Director General de Aguas. 


A su vez, el artículo 150 del Código de Aguas dispone que, “la resolución que otorgue el derecho se reducirá a escritura pública (…) y una copia de ella deberá inscribirse en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces competente (…)”, inscripción a la que también se hace referencia en el Nº 4 del artículo 114 del Código de Aguas y, en este mismo sentido, el artículo 119 establece los datos que contendrán las inscripciones originarias de derechos de aprovechamientos de aguas.

Decreto Supremo Nº 1220, del Ministerio de Obras Públicas, de 30 de diciembre de 1997, que aprueba el Reglamento del Catastro Público de Aguas: artículos 32 y siguientes.

Cabe destacar que, en virtud de una facultad que le otorgó el artículo 122 inciso segundo del Código de Aguas al Presidente de la República, éste, con fecha 30 de diciembre de 1997 dictó el Decreto Supremo Nº 1220, del Ministerio de Obras Públicas, donde se aprobó el Reglamento del Catastro Público de Aguas. Este Reglamento encargó dicho Catastro a la Dirección General del ramo y creó el Registro Público de Derechos de Aprovechamientos de Aguas, que se regula en los artículos 13 y siguientes del referido Reglamento. 


En este Registro Público de Derechos de Aprovechamientos de Aguas, según lo indica el Reglamento señalado, deberán registrarse todos los derechos de aprovechamiento constituidos o reconocidos en conformidad a la ley, inscripción que, según lo establecido en los artículos 32 y siguientes del mismo, tiene el carácter de obligatoria, puesto que la Dirección General de Aguas está obligada a no recepcionar solicitud alguna relativa a los derechos de aprovechamiento de aguas, a menos que los interesados exhiban copia autorizada del registro respectivo en el Catastro Público de Aguas (artículo 33 del Reglamento del Catastro Público de Aguas). Las menciones que debe contener la referida inscripción y que, están señaladas en el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas, son consideradas como características esenciales de cada derecho de aprovechamiento de aguas objeto de regularización o reconocimiento.

iv. ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


Está estructurado sobre la base de un artículo único que propone sustituir el artículo 119 del Código de Aguas por otro que mediante siete numerales establece de manera más precisa las menciones que deberán contener las inscripciones originarias del derecho de aprovechamiento.
Artículo 119


Las inscripciones originarias deberán contener las siguientes menciones:


1.- El nombre del dueño del derecho de aprovechamiento;


2.- El nombre del álveo de las aguas superficiales y la provincia en que se ubican o recorren. En el caso de aguas subterráneas se individualizará la comuna en que se encuentra la obra de captación, y el área de protección;


3.- La cantidad de agua que se autoriza a extraer expresada en volumen por unidad de tiempo;


4.- El o los puntos donde se captará el agua y el modo de extraerla;


5.- El desnivel y puntos de restitución de las aguas si se trata de derechos no consuntivos;


6.- La naturaleza del derecho, esto es, si es consuntivo o no consuntivo, de ejercicio permanente o eventual, continuo o discontinuo o alternado con otras personas, y


7.- Las especificaciones técnicas relacionadas con la naturaleza especial del respectivo derecho y las modalidades que lo afecten, las que se establecerán en el título respectivo.

v. DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión en general de esta iniciativa legal, el Honorable Senador señor Pérez Varela reiteró los fundamentos que dieron origen a este proyecto de ley.


A su vez, consultada la opinión del Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, éste señaló que el Ejecutivo está de acuerdo con esta Moción.


Informó que por “inscripciones originarias” debe entenderse la primera inscripción, fruto de la constitución de un derecho de aprovechamiento, que se realiza en el Registro del Conservador de Bienes Raíces correspondiente. El derecho de aprovechamiento de agua, nace a la vida jurídica por un acto de autoridad, resolución de la Dirección General de Aguas, o excepcionalmente, por decreto de S.E. el Presidente de la República. Esta situación lo diferencia de una inscripción sucesiva, que se produce como consecuencia de la venta de un derecho de aprovechamiento.


En seguida, señaló que el Ejecutivo considera positiva la presentación de esta Moción que tiene por finalidad homologar una situación que data de hace mucho tiempo. 


El Código de Aguas, de 1951, creó las mercedes de agua, haciendo una recopilación de la regulación que existía en relación a esta materia con anterioridad al tiempo de la Colonia. Muchas autoridades, tales como gobernadores, alcaldes y regidores, constituían derechos de aprovechamiento que se expresaban en distintas modalidades, como tejas, acciones, regadores y cuadra.


Este Código, que creó la merced de agua,  estableció una institución relativa al derecho de aprovechamiento que somete a una suerte de registro a los derechos de aprovechamiento que posteriormente resulta cambiado y relativizado con la reforma al Código de Aguas de 1969, que eliminó la inscripción de los derechos de aprovechamiento en los Conservadores de Bienes Raíces, creándose una situación indeterminada de la propiedad sobre los derechos de aprovechamiento de agua. Esta norma se mantuvo vigente hasta el año 1981 en que se modifica, nuevamente, el Código de Aguas y se vuelve al sistema registral de los derechos de aprovechamiento de agua.


Con anterioridad a la modificación del Código de Aguas, del año 1981, la circunstancia de que los derechos de aprovechamiento no estuvieren inscritos no constituía un gran problema porque siempre las aguas estaban ligadas a los terrenos. Las tierras se vendían con sus derechos de agua y se dejaba constancia de ello en la escritura de compraventa de la propiedad. Sin embargo, el Código de Aguas de 1981 separó el derecho de aprovechamiento de la propiedad y quedaron entregadas al sistema de mercado las ventas sucesivas de los derechos de aprovechamiento y se creó en el Conservador de Bienes Raíces un Registro Especial de Propiedad de Agua, de Hipotecas de Aguas y de Prohibición e Interdicción de Enajenar, de la misma forma que existe respecto de la propiedad de los inmuebles.


Por su parte, el artículo 122 del Código de Aguas, estableció el Catastro Público de Aguas, que fue perfeccionado por la ley Nº 20.017, prescribiendo que la mejor manera para identificar la propiedad sobre las aguas es que el derecho de propiedad esté bien definido señalándose con precisión el punto de captación, individualizando el lugar, comuna y provincia, como asimismo, la definición de la cantidad de agua. La forma objetiva de individualizar la cantidad de agua es el volumen por unidad de tiempo, litros por segundo, metros cúbicos por segundo o millones de metros cúbicos por año, que es una manera adecuada de definir el derecho de aprovechamiento, sin embargo, ello conspira en contra de la tradición que existe en el país.


Como consecuencia de lo anterior, se dictó el Reglamento del Catastro Público de Aguas, que regula el artículo 122 del Código de Aguas y establece que para la inscripción en este Catastro los titulares del derecho de aprovechamiento deberán perfeccionar sus derechos, indicando entre otras menciones, el volumen por unidad de tiempo, con lo cual si una persona tiene un derecho de aprovechamiento de un río expresado en acciones debe transformarlas a volumen por unidad de tiempo, para lo cual el titular debe recurrir a los tribunales de justicia y solicitar el perfeccionamiento del derecho de aprovechamiento.


Sin embargo, existe una falencia en la legislación vigente puesto que el Reglamento del Conservador de Bienes Raíces al regular la inscripción del derecho de aprovechamiento no formuló la misma exigencia, con lo cual se puede transferir un derecho de aprovechamiento, inscribir en el Registro del Conservador de Bienes Raíces la acción, la teja o el regador, que da cuenta del derecho de aprovechamiento sin expresión de volumen por unidad de tiempo y, al mismo tiempo, existirá una inscripción en el Catastro Público de Aguas expresado en volumen por unidad de tiempo, produciéndose una contradicción entre ambos registros. 


La iniciativa legal, en estudio, resuelve de manera adecuada esta contradicción haciendo coincidir el derecho de aprovechamiento inscrito en el Registro de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo con la inscripción en el Catastro Público de Aguas.


Agregó que el Ejecutivo considera apropiada esta iniciativa legal para introducir una modificación que resolverá un problema secundario que se presenta por la exigencia establecida en el Código de Aguas, en el sentido de que cualquiera disputa relativa a un derecho de aprovechamiento debe resolverse mediante un juicio sumario cuyo tiempo de tramitación no es menor a 7 meses o a un año, lo que hace bastante engorroso el perfeccionamiento de los derechos de aprovechamiento de agua.


Para subsanar lo anterior, el Director General de Aguas propuso establecer en el Código de Aguas un procedimiento voluntario, para que no sea necesario demandar al Fisco, sino que sólo sea necesario efectuar una presentación ante el tribunal de justicia y que la Dirección General de Aguas pueda emitir un informe y con el mérito de éste y los antecedentes que proporcione el solicitante se resuelva la solicitud. La idea de contar con un procedimiento más expedito para el perfeccionamiento de los derechos de aprovechamiento ha sido analizada con la Sociedad Nacional de Agricultura.


El Honorable Senador señor Pérez explicó que esta Moción tiene por finalidad unificar dos inscripciones que generan confusiones y errores en la práctica, por lo tanto, como el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas refleja en forma adecuada las menciones que debe contener la inscripción de un derecho de aprovechamiento es lógico modificar el concepto contenido en el artículo 119 del Código de Aguas y evitar la comisión de errores y omisiones que motivan la iniciación de diversos juicios sumarios.


En la actualidad, existe una inscripción que se realiza ante el Registro Especial del Conservador de Bienes Raíces que tiene características diferentes a la inscripción que se realiza en el Catastro Público de Aguas. Al estandarizar ambas inscripciones se resolverán situaciones prácticas que provocan las informaciones diferentes a dos Registros. 


El Honorable Senador señor Romero se mostró partidario de la aprobación de esta iniciativa legal que estandariza la forma de expresar los derechos de aprovechamiento de agua. 


Respecto de la proposición formulada por el Director General de Aguas relativa a reemplazar el juicio sumario por un procedimiento voluntario tendiente a declarar la forma de expresar los derechos de aprovechamiento, señaló que se debería considerar una forma de publicidad, de información pública para evitar que esa solicitud afecte derechos de terceros.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, explicó que el procedimiento actual consiste en la presentación de una demanda en juicio sumario en contra de la Dirección General de Aguas que tiene que contestarla, luego se abre un período de prueba y con el mérito de ésta el tribunal resuelve, por lo que sería mejor un acto voluntario con publicidad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que en el futuro existirá menos agua por lo que preguntó si de esta forma no se estarían preparando las condiciones para la existencia de un gran conflicto al establecer los derechos de volumen por unidad de tiempo, cuando lo más seguro es que los volúmenes por unidad de tiempo se reducirán. En su opinión, el valor de la acción es que se establece un porcentaje, un criterio de proporcionalidad de acuerdo a la disponibilidad de agua que existe.


Se explicó que el Código de Aguas contiene las normas para establecer la prorrata de los derechos de aprovechamiento de agua. Cuando los derechos de aprovechamiento no son satisfechos se debe disminuir la prorrata y cuando los derechos de aprovechamiento se constituyen se hace con ciertos rangos de seguridad, de este modo, el derecho de aprovechamiento permanente tiene un 85% de seguridad que será abastecido por la situación del río.


Asimismo, las señales emanadas del proceso de calentamiento global indican que en el futuro la disponibilidad de agua será menor y el hecho de que haya menos agua, exige que el bien esté delimitado de la mejor manera. En la actualidad, existen muchos ríos en que los derechos de aprovechamiento están expresados en acciones y se demanda más agua por interpretaciones diversas con lo cual se producen conflictos por falta de especificación.


Al perfeccionar los derechos de aprovechamiento de agua se determinará lo que históricamente los titulares han utilizado y, de este modo, se evitarán problemas en el futuro. 


El Honorable Senador señor Sabag expresó que los temas relacionados con los derechos de aprovechamiento de agua son muy sensibles y como existe una emergencia energética se ha promovido el aprovechamiento de las aguas de riego para pequeñas centrales hidroeléctricas. Por su parte, el artículo 122 del Código de Aguas, ha dificultado el cobro de los subsidios de las obras de riego menor y la ejecución de otros proyectos de agua, como el uso de las aguas de riego para construir plantas de pasada.


Como consecuencia de lo anterior, propuso que se escuche la opinión de expertos en esta materia, como las asociaciones de regantes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, reiteró que esta iniciativa legal sólo tiene por finalidad estandarizar los requisitos para inscribir un derecho de aprovechamiento en el Registro Especial del Conservador de Bienes Raíces y en el Catastro Público de Aguas. En seguida, consultó a quién corresponderá el costo del perfeccionamiento de un derecho de aprovechamiento.


Se respondió que el pago corresponderá al interesado y que el costo del procedimiento voluntario es menor al de un juicio sumario.


El Jefe de la División Legal de la Dirección General de Aguas, señor Fernando Valdés, reiteró los planteamientos señalados relativos a la conveniencia de aprobar esta iniciativa legal. En ese sentido, señaló que es indispensable modificar la norma relativa a las menciones que debe contener la inscripción que se realiza en el Registro Especial del Conservador de Bienes Raíces, que es importante porque existen diversas disposiciones en el Código de Aguas y también en el Reglamento del Catastro Público de Aguas en relación con el derecho de aprovechamiento y que inciden en el procedimiento de perfeccionamiento que se incluyó en la ley Nº 20.017 y que ha originado diversos problemas en cuanto a la inscripción de los derechos de aprovechamiento.


En la reforma se estableció una norma que exige la inscripción en el Registro Público de los Derechos de la Dirección General de Aguas para poder realizar diversas actuaciones, tanto ante la DGA como ante otros servicios públicos, lo que ha originado diversas dificultades porque las personas no cuentan con los títulos perfeccionados por lo que fue necesario la dictación de una norma especial para regular esta materia y permitir que se pudieran recibir bonos de la ley de fomento al riego.


De esta forma, el artículo 119 del Código de Aguas sólo establece los requisitos y elementos esenciales que se contemplan en el artículo 149, con lo cual la modificación que se propone al artículo 119 es para uniformar y estandarizar las normas relativas al derecho de aprovechamiento y los elementos esenciales de la inscripción que permitirá en el futuro que el perfeccionamiento de derechos no sea tan engorroso. 


El Honorable Senador señor Pérez hizo presente que para la constitución de un derecho de aprovechamiento tienen que existir ciertas menciones que no se consideran para la inscripción en el Registro Especial del Conservador de Bienes Raíces.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó la razón por la cual esta modificación no se abordó durante la discusión parlamentaria del Código de Aguas que duró 12 años. En su opinión, se está analizando un proyecto de ley, porque con anterioridad no se legisló en esta materia, por lo que agradeció al Honorable Senador señor Pérez la presentación de esta Moción.


A continuación, solicitó dejar constancia que esta materia se debió considerar en el proyecto de modificación del Código de Aguas que estableció una serie de procedimientos nuevos.


El Jefe de la División Legal de la DGA, señor Fernando Valdés, informó que el perfeccionamiento en esta materia está relacionado con el procedimiento que estableció la ley en relación con la adquisición, ejercicio y extensión de los derechos de aprovechamiento. El Código de Aguas de 1981, estableció un procedimiento sumario que consiste en un proceso contencioso en el cual deben concurrir dos partes para discutir una controversia que será resuelta por un tribunal. Sin embargo, en algunos casos ello no ocurre y se ha establecido una especie de “solución de conveniencia” porque el perfeccionamiento del título supone un derecho que no tiene algunas de las características que la legislación califica de “esenciales”, como el caudal no expresado en volumen por unidad de tiempo, sino que en acciones, regadores, tejas o la naturaleza del derecho. 


Cuando un particular tiene que perfeccionar ese derecho debe recurrir a un procedimiento contencioso y no hay a quién demandar porque no sabe quién se va a oponer, por lo tanto, se ideó una solución de compromiso en la cual se notifica al Director General de Aguas, que tampoco es parte porque no tiene interés pecuniario en la cuestión que se está debatiendo. 


Una vez notificada la demanda, se realiza un comparendo de prueba, en la práctica, el interesado notifica al Director General de Aguas y éste solicita un informe a la Dirección Regional respectiva, que es una pericia técnica, que dice relación con el caudal que se pretende reconocer. Estos informes, en algunas ocasiones se demoran porque se trata de situaciones que no son prioritarias para la DGA, con lo cual los juicios se resuelven sin estos informes, y teniendo en consideración que se trata de materias complejas en que no existe contraparte, ha ocurrido que los tribunales de justicia no han regularizado los derechos de aprovechamiento.


Como consecuencia de lo anterior, el Ejecutivo propone establecer un procedimiento similar al que está contenido en el artículo 2º transitorio del Código de Aguas, que tiene una naturaleza administrativa y jurisdiccional. Así explicó, que comienza con la solicitud de perfeccionamiento de un derecho de aprovechamiento que se formula a la DGA o a la Gobernación Provincial, en aquellos lugares en que no existe la DGA; dicha solicitud se publica en diversos medios para permitir el conocimiento de aquellas personas que pudieran sentirse afectadas en sus intereses y puedan deducir la oposición correspondiente. Una vez que ello ocurre, la DGA emitirá un informe técnico sobre el derecho en discusión y lo remitirá al tribunal competente de acuerdo a la ley.


El procedimiento será diferente dependiendo si ha existido oposición. En caso afirmativo deberá tramitarse en conformidad a las normas del procedimiento sumario. En caso de no existir oposición, se tramitará de acuerdo al procedimiento no contencioso que contempla el Código de Procedimiento Civil.


El procedimiento propuesto introduce una modificación a la letra d) del artículo 2º transitorio del Código de Aguas, en el sentido de que el procedimiento que se aplicará dependerá de la existencia de oposición a la regularización. Si existe oposición será contencioso, si no hay, se aplicará un procedimiento no contencioso o voluntario.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó cuál es la diferencia entre el perfeccionamiento y la regularización de un derecho de aprovechamiento.


Se explicó que el perfeccionamiento supone la existencia de un derecho de aprovechamiento que carece de los elementos que la ley establece como esenciales y la regularización supone la existencia de una figura muy similar a la prescripción, en el sentido de que se usa un derecho de aprovechamiento inscrito a nombre de un tercero.


Finalmente, el Jefe de la División Legal de la DGA, señor Fernando Valdés, en mérito a lo anteriormente expuesto, hizo entrega a la Comisión de una proposición de indicación del Ejecutivo, la que se acordó debatirla durante la discusión en particular de este proyecto de ley, siendo suscrita por los Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Pérez Varela. Asimismo, se acordó escuchar, durante el segundo informe, la opinión de la Sociedad Nacional de Agricultura.

El texto de la proposición de indicación es el siguiente:


“Artículo 1°. - Modificase el Código de Aguas, en la siguiente forma.


1.- Intercálase el siguiente Párrafo 4, nuevo, en el Título II, del Libro II, del Código de Aguas, a continuación del artículo 185 bis.

“4. Del perfeccionamiento de los títulos en que consten los derechos de aprovechamiento de aguas”

2.- Agréganse los artículos 185 bis 1, 185 bis 2 y 185 bis 3.

“Art. 185 bis 1. Las características esenciales del derecho real de aprovechamiento de aguas, son las siguientes:

1. El nombre del dueño del derecho de aprovechamiento

2. El nombre del álveo de las aguas superficiales y la provincia en que se ubican o recorren. Tratándose de aguas subterráneas, la comuna en que se encuentra la obra de captación, y el área de protección

3. La cantidad de agua que se autoriza a extraer expresada en volumen por unidad de tiempo

4. El o los puntos donde se captará el agua y el modo de extraerla

5. El desnivel y puntos de restitución de las aguas si se trata de derechos no consuntivos, y

6. La naturaleza del derecho, esto es, si es consuntivo no consuntivo, de ejercicio permanente o eventual, continuo o discontinuo o alternado con otras personas.

Art. 185 bis 2. Todos los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas constituidos o reconocidos en conformidad a la ley, cuyos títulos se encuentren incompletos por no contener las características esenciales de cada derecho, estarán obligados a perfeccionarlos de acuerdo con las presunciones establecidas en los artículos 24, 309, 310, 311, 312 y 313, previamente a su inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas.

Art. 185 bis 3. Dicho perfeccionamiento deberá efectuarse a través de una solicitud que se presentará ante la oficina de la Dirección General de Aguas del lugar, o ante la Gobernación respectiva, en conformidad a las siguientes reglas.


a) La solicitud se ajustará en su forma, plazos y trámites a lo estatuido en el párrafo 1°, del Título I del Libro II de este Código.


b) Los terceros que se sientan afectados podrán deducir oposición, la que se sujetará a las reglas señaladas en la letra anterior.


c) La Dirección General de Aguas, dentro del plazo de sesenta días contados desde la recepción de los antecedentes que le enviaren los Gobernadores o desde la contestación de la oposición o desde el vencimiento del plazo para deducir oposición o para contestar la oposición deducida, según corresponda, emitirá un informe técnico, que se estimará como base para una presunción judicial.


d) Vencidos todos los plazos legales, la Dirección General de Aguas, remitirá la solicitud, informe técnico y todos los demás antecedentes, más la oposición u oposiciones si las hubiere, al Juez de Letras en lo Civil que sea competente de acuerdo con las reglas del Código Orgánico de Tribunales.


Si se dedujo oposición a la solicitud de perfeccionamiento, el Juez competente, conocerá y fallará la cuestión sometida su consideración de acuerdo con el procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. En caso contrario, se tramitará conforme al procedimiento que contempla el Título I del Libro IV, de la mencionada codificación.”


3.- Reemplazase la letra d) del artículo 2° Transitorio, por la siguiente:


“d) Vencidos todos los plazos legales, la Dirección General de Aguas, remitirá la solicitud, y todos los demás antecedentes, más la oposición u oposiciones si las hubiere, al Juez de Letras en lo Civil que sea competente de acuerdo con las reglas del Código Orgánico de Tribunales.


Si se dedujo oposición a la solicitud de regularización, el Juez competente, conocerá y fallará la cuestión sometida su consideración de acuerdo con el procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. En caso contrario, se tramitará conforme al procedimiento que contempla el Título I del Libro IV, de la mencionada codificación.”


Artículo Transitorio. Las solicitudes de perfeccionamiento y de regularización cuya tramitación se hubiere iniciado antes de la publicación de la presente ley, continuarán rigiéndose por el procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, hasta la dictación de la sentencia judicial ejecutoriada.”.
- - - - - -
APROBACIÓN EN GENERAL



En mérito a lo anteriormente expuesto y teniendo principalmente en consideración los diversos antecedentes proporcionados a la Comisión, los que fueron debidamente ponderados por ésta y sirvieron de base para formar su opinión, se procedió a votar la idea de legislar.


-Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Ezquide.

- - - - - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Obras Públicas os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese, el artículo 119 del Código de Aguas, por el siguiente:


“Artículo 119.- Las inscripciones originarias deberán contener las siguientes menciones:


1. El nombre del dueño del derecho de aprovechamiento;


2. El nombre del álveo de las aguas superficiales y la provincia en que se ubican o recorren. Tratándose de aguas subterráneas se individualizará  la comuna en que se encuentra la  obra de captación, y el área de protección;


3. La cantidad de agua que se autoriza a extraer  expresada en volumen por unidad de tiempo;


4. El o los puntos donde se captará el agua y el modo de extraerla;


5. El desnivel y puntos de restitución de las aguas si se trata de derechos no consuntivos;


6. La naturaleza del derecho, esto es, si  es consuntivo o no consuntivo, de ejercicio permanente o eventual, continuo o discontinuo o  alternado con otras personas, y


7. Las especificaciones técnicas relacionadas con la naturaleza especial del respectivo derecho y las modalidades que lo afecten, que se establezcan en el título respectivo.”.
- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 20 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Longueira Montes, Sergio Romero Pizarro y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de la Comisión, a 23 de mayo de 2008.

vi. ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sustituye el artículo 119 del Código de Aguas.
BOLETÍN Nº: 5.818-09.

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: la Moción en informe tiene como objetivo reemplazar el artículo 119 del Código de Aguas, que establece las menciones que deben contener las inscripciones originarias de los derechos de aprovechamiento de aguas, por otra norma que señale con mayor precisión las menciones que debe contener dicha inscripción, haciéndola concordante con el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas, con lo cual se evitarán errores u omisiones al momento de efectuar la doble inscripción del derecho de aprovechamiento de aguas, tanto en el Registro de Propiedad de Aguas que lleva el Conservador de Bienes Raíces respectivo, como en el Registro Público de Aguas, que forma parte del Catastro Público de Aguas.

II. ACUERDOS: aprobado por unanimidad. (5x0)
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: está estructurado sobre la base de un artículo único que propone sustituir el artículo 119 del Código de Aguas por otro que mediante siete numerales establece de manera más precisa las menciones que deberán contener las inscripciones originarias del derecho de aprovechamiento.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.

V. URGENCIA: no tiene.
VI. ORIGEN INICIATIVA: Moción de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señor Víctor Pérez Varela.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: No tiene.

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: el 9 de abril de 2008, dándose Cuenta en la Sesión 11ª, ordinaria, de 14 de abril de 2008, pasando a la Comisión de Obras Públicas.
X. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.

XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: la iniciativa legal en informe se relaciona con los artículos 20, 150, 114 Nº 4, 122 y 119 del Código de Aguas y con el Decreto Supremo Nº 1220, del Ministerio de Obras Públicas, de 30 de diciembre de 1997, que aprobó el Reglamento del Catastro Público de Aguas.

Valparaíso, 23 de mayo de 2008.

vii. ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LONGUEIRA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL SENADO, A FIN DE CREAR LA COMISIÓN DE EQUIDAD SOCIAL

(S 1073-09)

Honorable Senado:

Antecedentes:

Todos los actores sociales de nuestro país, parecen estar de acuerdo en que la situación social que nos aqueja, es vergonzosa y requiere acciones urgentes. 

Los niveles de desigualdad existentes nos empinan dentro de los países con peores índices de distribución del ingreso en el mundo, por lo que resulta necesario avanzar en esta materia.

Lo más dramático de esta situación, es que los que siguen esperando son los más pobres del país, heredando las condiciones de desigualdad social a sus hijos por generaciones, las que siguen claramente demarcadas, unos con estándares de países desarrollados y otros viviendo en la indigencia.

La última encuesta CASEN 2006, que mide la pobreza a través del ingreso, estableció que 2.208.937 personas viven en situación de pobreza, de los cuales 516.738 son indigentes. 

Según la encuesta CASEN 2006, la pobreza tiene rostro de mujer, en 1990 un 20% de los hogares pobres era encabezado por una mujer, el 2003 un 28% y en el 2006 un 37%.  Para el caso de los hogares indigentes en 1990 alcanzaba un 22%, en el 2003 un 33% y en la última encuesta CASEN 2006 alcanzó el 44%. 
Podemos señalar que según la lectura de la CASEN 2006, el crecimiento económico y la generación del empleo es la mejor forma de reducir realmente la pobreza en nuestro país.

Por lo tanto, es importante recordar que para reducir la pobreza es necesario políticas públicas que impulsen un mayor crecimiento y que una mejora  en el mercado del trabajo. Ambos aspectos ayudarían a toda la sociedad, pero en particular a los más pobres.
En respuesta a esta situación, el 23 de agosto de 2007 se constituyó, el Consejo Asesor Presidencial para el Trabajo y la Equidad, bajo el lema "Hacia un Chile más justo". Este fue un espacio de discusión donde confluyeron las distintas visiones y opiniones de la sociedad, que tenia por objeto desarrollar políticas y propuestas más ecuánimes para el progreso y el desarrollo laboral de nuestro país. 

Esta Comisión nos dio un ejemplo concreto que considero importante destacar, pues priorizó los intereses de los chilenos por sobre nuestras diferencias, que a mi juicio es justamente la forma más adecuada hoy en día para construir los cimientos de un país que progresa y trabaja de cara al futuro, con resultados concretos que contribuyan directamente a las familias más vulnerables. 


Necesitamos un país más justo, y para ello se requiere un cambio de mentalidad, actitud y capacidad de llegar a grandes acuerdos; y la Comisión de Equidad, a pesar de las criticas que existen respecto de sus alcances, nos demostró que desde el punto de vista político, el sistema en Chile no está en crisis, y que es necesario entender el tema de la desigualad social como una visión de Estado, integrando las más diversas posturas, en función del bien común. 


El Consejo Asesor Presidencial para el Trabajo y la Equidad, estableció la necesidad de promover el diálogo económico y social permanente.

Según el informe del Consejo Asesor Presidencial para el Trabajo y la Equidad "los países desarrollados han establecido un conjunto de instituciones para articular y promover el diálogo social.... han entendido que la concertación social resulta fundamental en un mundo moderno, de forma que los agentes sociales logren acuerdos sobre temas fundamentales que beneficien a la sociedad en su conjunto".

Se lee en el informe que "el buen desempeño económico se supedita a las instituciones, a su credibilidad… y a la gobernabilidad del país.... El funcionamiento económico y el crecimiento de un país dependen simultáneamente de la superación de las restricciones y cuellos de botella existentes y de la eficiencia y eficacia de las instituciones para dirimir los conflictos sociales. 

Se establece que "una lección básica (para un país en desarrollo) sería que para implementar las políticas es fundamental un proceso de diálogo y convencimiento para lograr un consenso político y social”.

El Informe señala "En síntesis, el nivel de bienestar social y desempeño económico de un país dependen de manera sustantiva de los procesos e instituciones a través de los cuales se debaten, modifican, perfeccionan e implementan las “buenas políticas”. 

Por estas Razones, he creído necesario establecer una instancia permanente de dialogo en el Senado, creando una nueva  Comisión permanente que discuta los temas relacionados con la equidad social.  

Esta Comisión en el Senado, será la instancia donde se pueda discutir las políticas sociales y laborales que permitan que Chile, sea un país mas justo 

De conformidad al artículo 217 del reglamento del Senado vengo en presentar la siguiente:

MOCION PROYECTO DE ACUERDO

Artículo único.- Introdúzcase al Reglamento del Senado las siguientes modificaciones:

Modificase el artículo 27 de la siguiente forma:

1.- Agréguese como nuevo Nº 18: 

18ª De Equidad Social.

2.- Pase los números 18ª, 19ª y 20ª a ser 19ª, 20ª y 21ª respectivamente
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, ÁVILA, BIANCHI, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS DESTINADAS A EVITAR DISTORSIONES EN FIJACIÓN DE TARIFAS ELÉCTRICAS

(S 1074-12)

Honorable Senado:

Considerando

1. Que ha sido un hecho reconocido por el propio gobierno de la presidenta Bachelet el que existen distorsiones en los mecanismos de cálculo tarifario en distribución eléctrica. En efecto, con fecha 29 de enero de 2007 el actual Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía (CNE), por entonces recién asumido, Rodrigo Iglesias, señaló al Diario Financiero: “Hay temas en distribución que sin duda hay que mejorar. Hay temas que están instalados hace tiempo como problemas a resolver y ya no hay argumentos para seguir postergando las soluciones. Está en nuestra estrategia de trabajo hacer algunas modificaciones al procedimiento tarifario del segmento de la distribución.”;

2. Que lo anterior no guarda ninguna relación con la disponibilidad de energía eléctrica en el país, ni con la actual posibilidad de racionamiento eléctrico, ni con el alto costo que la energía ha llegado a tener a nivel de generación. Ello es materia de otro subsector en energía y no tiene que ver con el presente Proyecto de Acuerdo;

3. Que ya desde los primeros gobiernos de la Concertación se ha manifestado formalmente la necesidad de introducir cambios legales que corrijan los problemas existentes en el marco legal que establece los criterios y procedimientos de cálculo de las tarifas de distribución eléctrica. En efecto:

· El 14 de junio de 1991, mediante Oficio Ord. N°2355, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC) denunció a los Organismos de Defensa de la Libre Competencia la existencia de tarifas abusivas por los servicios asociados a la distribución eléctrica

· El 28 de enero de 1993, mediante Resolución N°844/120, la Comisión Preventiva Central Antimonopolios dictaminó que el gobierno debería promover cambios legales

· El 14 de octubre de 1998, mediante Oficio Ord. N°5133, la SEC insiste en la necesidad de que se legisle

· El 28 de octubre de 1998, mediante Resolución N°531, la Comisión Resolutiva Antimonopolios dispone que el gobierno debe presentar un proyecto de ley

· El 3 de mayo de 2000, mediante la Ley N°19.674, se realiza una modificación que abarca a los servicios asociados a la distribución eléctrica, pero que no aborda los demás problemas regulatorios de las tarifas de distribución eléctrica
· En noviembre de 2000, el entonces Triministro José de Gregorio publica el libro “Experiencias regulatorias de una década”. Allí, en sus páginas 140, 166, 167, 170, 174 y 239 entre otras, se insiste en la necesidad de introducir cambios regulatorios y se reclaman medidas por mayor transparencia en distribución eléctrica

· El 7 de mayo de 2002, la entonces Secretaria Ejecutiva de la CNE, Vivianne Blanlot, señala: “...la estrategia regulatoria diseñada por el Gobierno para el sector contempla lo siguiente: un cambio legislativo dividido en dos etapas, la Ley I (Ley Corta) que busca corregir las distorsiones más urgentes para la seguridad de suministro y las inversiones; y la Ley II, que busca la eliminación de distorsiones de efecto de largo plazo; como: el rediseño del sistema de tarifas de distribución,...”
· El 24 de octubre de 2003, el propio Gerente General de una de las distribuidoras eléctricas, SAESA, refiriéndose sólo a una de las distorsiones del marco regulatorio de tarifas de distribución eléctrica, señala ante el Congreso: “El procedimiento para determinar el Valor Agregado de Distribución es poco transparente. El mecanismo de 2/3 – 1/3 que hoy existe para ponderar los estudios es bastante perverso, pues hace que los estudios tiendan a divergir, en lugar de converger”. A continuación propuso: “que desaparezca la ponderación de los estudios 2/3 – 1/3 y que haya una comisión que resuelva la tarifa, similar a la existente para la fijación de tarifas de servicios sanitarios“
· El 15 de diciembre de 2003, el entonces Ministro de Economía Jorge Rodríguez G. señala ante el Congreso que se rediseñará el proceso tarifario de distribución “…con el objeto de incluir la intervención del Panel de Expertos en la resolución de los conflictos entre la Autoridad y las empresas.”
4. Que las distorsiones señaladas perjudican directamente a todos los consumidores de electricidad y lo han hecho desde la creación del marco regulatorio que establece los procedimientos de cálculo tarifario, es decir, desde 1982;

5. Que el perjuicio acumulado a los usuarios desde 1982 es de una magnitud casi imposible de dimensionar y en consecuencia ya no existe justificación alguna para postergar la introducción de cambios legales con la debida urgencia;

6. Que a modo de ejemplo, y en referencia a sólo una de las distorsiones que deben corregirse, el sólo hecho de que los Valores Agregados de Distribución se sigan promediando entre lo que calcula la CNE y lo que calculan las empresas en lugar de ser resueltos por un Panel de Expertos, ha generado en el último proceso tarifario (el que estableció las actuales tarifas) diferencias de hasta de un 133% entre ambas posiciones, lo que después de promediado se tradujo en que el Valor Agregado de Distribución en Baja Tensión definitivo que la ciudadanía está pagando es hasta un 44% superior al que la CNE consideraba como justo;

7. Que los organismos de defensa de la Libre Competencia ya han solicitado explícitamente al Supremo Gobierno la introducción de cambios legales a los procedimientos de tarificación en distribución eléctrica, cambios que el Supremo Gobierno no ha implementado aún. En efecto, el 21 de marzo de 2001, mediante Resolución N°592 la Comisión Resolutiva Antimonopolios señaló: “…sin perjuicio de la fijación de precios actualmente regulada en la Ley General de Servicios Eléctricos, resulta necesario que los ingresos generados por la prestación de algunos servicios por parte de las empresas eléctricas sean reconocidos como tales en el cálculo del Valor Agregado de Distribución (VAD)…En razón de estas consideraciones, esta Comisión estimará procedente solicitar una modificación de la Ley General de Servicios Eléctricos en el sentido señalado y en la forma establecida en la conclusión.” Consistentemente con lo anterior, en la Declaración Sexta de la misma Resolución N°592 se dispuso: “…en ejercicio de las atribuciones que le otorga el artículo 17, inciso segundo, letra d), del Decreto Ley N°211, de 1973, esta Comisión Resolutiva solicita al Supremo Gobierno promover la modificación de la Ley General de Servicios Eléctricos en el sentido de establecer que los ingresos originados por la prestación de servicios comprendidos en esta resolución y que se refieran a la utilización de elementos de infraestructura u otros costos fijos de las empresas distribuidoras de electricidad, deberán ser considerados para los efectos de la determinación de sus tarifas.” 

8. Que desde el 22 de noviembre de 2007 existe en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados el primer Proyecto Ciudadano de Ley, caratulado como Boletín N°5511, presentado para corregir las distorsiones señaladas el cual aún no ha sido aprobado en su primer Trámite Constitucional;

9. Que con fecha 11 de diciembre de 2007, en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados, el actual ministro de Energía coincidió con la necesidad de introducir cambios legales al sector. Asimismo, coincidió con la mayoría de los problemas que el Proyecto de Ley citado abordaba y con las soluciones que éste planteaba pues se limita a homologar los criterios de tarificación de distribución eléctrica a los que existen en los demás sectores regulados del país;

10. Que con fecha 31 de diciembre de 2007, el actual ministro de Energía declaró al diario El Mercurio que el Supremo Gobierno enviaría sus indicaciones al proyecto de ley durante enero de 2008, lo que a la fecha aún no sucede;

11. Que con fecha 14 de marzo de 2008, en seminario organizado por la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados y realizado en el Palacio Ariztía de Santiago, el Secretario Ejecutivo de la CNE comprometió la presentación de las indicaciones del Supremo Gobierno durante abril de 2008, situación que tampoco se ha producido;

12. Que este año nuevamente se determinarán tarifas de distribución eléctrica y tendrán una vigencia de 4 años adicionales, es decir, hasta el año 2012, configurando una situación de extrema gravedad.

EL SENADO ACUERDA:

Solicitar a la Presidenta de la República que a la brevedad posible presente las indicaciones que correspondan al Proyecto de Ley que corrige las distorsiones en los procedimientos de tarificación en distribución eléctrica (Boletín N° 5511-03), y le asigne suma urgencia al mismo considerando que el propio Ministro de Energía ya coincidió públicamente en sus ideas matrices y soluciones. 

Asimismo, solicitar a Presidenta de la República que adopte las medidas legales y administrativas que garanticen fehacientemente que las tarifas que se establecerán durante el presente año y que regirán hasta el año 2012 no contengan las manifiestas y reconocidas distorsiones ya comentadas y que atentan contra la ciudadanía toda.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH Y ZALDÍVAR, CON EL QUE PROPONEN MEDIDAS ESPECIALES PARA TRABAJADORES DE PLANTAS PESQUERAS QUE HAN QUEDADO CESANTES A RAÍZ DEL CIERRE DE EMPRESAS EN LA REGIÓN DE AISÉN

(S 1076-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:
1.- Que la Región de Aysén vive un fenómeno sísmico desde Enero del año 2007 a la fecha.

2.- Que se han producido graves derrumbes de magnitud con tsunamis locales que han costado la vida de 11 personas y graves daños a las actividades productivas del sector.

3.- Que la autoridad determinó en Abril del año pasado el cierre por un año del Fiordo Aysén, principal entrada y centro de actividades de la Región de Aysén.

4.- Que producto de ello se han visto imposibilitados el desarrollo productivo de pescadores artesanales, de acuicultura, actividades ganaderas y otros servicios relacionados.

5.- Que en el caso de la acuicultura una empresa tenía su mayor porcentaje de concesiones funcionando en el área, y no obtuvo en un plazo prudente la posibilidad de ejercerla en el mismo sector, descartando las áreas de riesgo o realizarla en otras áreas fuera del área de exclusión.

6.- Que recién en Marzo y Mayo de este año se le han entregado dos concesiones

7.- El que entre la instalación de un centro, hasta que inicia su actividad productiva pasan al menos 18 meses

9.- Por lo anterior, más una serie de otros factores, la empresa ha determinado abruptamente sin aviso previo, cerrar su planta dejando centenares de personas cesantes en la peor época del año (inicio del invierno).

Por lo anterior es que se propone el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO
PROPONE MEDIDAS ESPECIALES PARA TRABAJADORES DE PLANTAS PESQUERAS QUE REALIZAN SERVICIOS RELACIONADOS Y QUEDADO CESANTES PRODUCTOS DEL CIERRE DE EMPRESAS

1.- Prorrogar la situación de emergencia por riesgo sísmico y efectos de éste en el área afectada.

2.- Concurrir con apoyo de programas de empleo y capacitación a todas las personas mientras estén en condición de cesantía y hasta que puedan ser absorbidas por otras empresas o generen actividad propia en condiciones similares a las anteriores.

3.- El que se les de el beneficio que en su oportunidad se le otorgó con capacitación, empleo e ingreso a los pescadores artesanales.

4.- Que se realice una instancia de trabajo entre trabajadores, empresas del sector acuícola, pesqueras y otros servicios relacionados para establecer las bases para  el crecimiento de la actividad, la generación de empleo, el resguardo de las condiciones sanitarias de la Región y el que la gran mayoría de los productos de la pesca artesanal, industrial y de la acuicultura se procesen en la Región.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOMETE A CONSIDERACIÓN DEL SENADO EL NOMBRAMIENTO DE DON SERGIO PULIDO ROCCATAGLIATA COMO MIEMBRO DEL CONSEJO NACIONAL DE PESCA

(S 1065-05)

Honorable Senado:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del documento señalado en el epígrafe por el cual S.E. la señora Presidenta de la República, de conformidad con el artículo 146, Nº 5, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, solicita el acuerdo del Senado (tres quintos de sus miembros) para designar como integrante del Consejo Nacional de Pesca al señor Sergio Pulido Roccatagliata.

- - -


Por oficio N° 564, de 6 de mayo en curso, S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente al Senado que mediante los decretos supremos N°s. 208, 308 y 344, todos del año 2005, se oficializaron las nominaciones de seis de los siete integrantes del Consejo Nacional de Pesca de su designación, restando por nominar uno más que debe reunir las condiciones que señala el N° 5 del artículo 146 de la Ley de Pesca y Acuicultura, y ser nombrado con acuerdo del Senado.


Agrega el oficio mencionado que el nombramiento del consejero que falta es imprescindible para el correcto funcionamiento del Consejo Nacional de Pesca y para hacer efectiva la participación de todos los agentes del sector pesquero en las políticas de pesca y acuicultura, proponiendo al efecto al señor Sergio Pulido Roccatagliata.


Finalmente, expresa que atendida la conveniencia de contar a la brevedad con el acuerdo del Honorable Senado para proceder a nominar a la persona mencionada, solicita la urgencia para su despacho en los términos del inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Constitución Política.

- - -


Al aludido oficio N° 564 se adjunta un curriculum vitae de la persona propuesta, de profesión psicólogo, que actualmente se desempeña como Rector de la Universidad de Tarapacá.

- - -


En sesión de 20 de mayo en curso, esta Comisión recibió en audiencia al postulante señor Sergio Pulido Roccatagliata, quien, al iniciar su intervención, solicitó rectificar su curriculum en el sentido de precisar que actualmente es candidato a doctor en administración de empresas sin haber obtenido aún el grado correspondiente.


En relación con el nombramiento propuesto, expresó que su habilitación para integrar el Consejo Nacional de Pesca tiene respaldo en las investigaciones y estudios que ha emprendido desde el punto de vista de la psicología, en el campo de la dirección de empresas, públicas o privadas, particularmente en lo relativo a la toma de decisiones. Agregó que la experiencia lograda en esta área es perfectamente aplicable a entidades como el Consejo mencionado, siendo esa la razón por la que se ha propuesto su nombre para integrarlo.

- - -


Concluida la audiencia, la unanimidad de la Comisión, conformada con los Honorables Senadores señores Avila, Bianchi, Escalona, Horvath y Orpis (señor Arancibia), acordó informar a la Sala que el señor Pulido Roccatagliata reúne los requisitos legales para integrar el Consejo Nacional de Pesca.


Se adjunta a este informe un curriculum vitae del postulante señor Pulido, proporcionado por la Subsecretaría de Pesca.

- - -


Acordado en sesión de 20 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Escalona (Presidente), Avila, Bianchi, Horvath y Orpis (señor Arancibia).


Sala de la Comisión, a 20 de mayo de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, GARCÍA, HORVATH, MUÑOZ BARRA Y NÚÑEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EN LO RELATIVO A EXIGENCIA DE HABER CURSADO LA ENSEÑANZA MEDIA PARA SER CANDIDATO A ALCALDE

(5901-06)

Honorable Senado:

Fundamentos

El 17 de julio de 2004 se publicó la Ley Nº 19.958, que modificó Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el objeto de precisar o corregir normas sobre proceso electoral.   

El proyecto de dicha ley tuvo por objeto resolver, con vistas a los comicios electorales de 2004, ciertas imperfecciones conceptuales de orden práctico de la normativa orgánica constitucional de municipalidades, que se presentaban en las siguientes materias: acreditación de los requisitos para ser candidato en elecciones municipales, declaraciones de candidaturas y patrocinio, y cédulas electorales separadas.

Durante su tramitación se aprobó una indicación que propuso reemplazar el inciso segundo del artículo 57 por el siguiente: “Para ser candidato a alcalde se deberá acreditar haber cursado la enseñanza media o su equivalente y cumplir con los demás requisitos señalados en el artículo 73 de la presente ley.”. Se argumentó a favor de esta disposición la circunstancia de que recientemente había entrado a regir la reforma constitucional que hizo obligatoria y gratuita la enseñanza media. Además, se señaló que las crecientes responsabilidades sobre complejas materias que tenían que asumir los alcaldes requerían una mayor preparación de su parte. Por último, al operar el mecanismo de elección separada de alcaldes y concejales pareció lógico exigir más requisitos a quienes postulan al primer cargo referido.   

Por su parte el artículo transitorio de la Ley Nº 19.958 dispuso que la mencionada exigencia regiría a partir de las elecciones municipales que se verificarán en el año 2008. 

Sin embargo, el requisito incorporado se presta para confusiones por cuanto no existe claridad sobre la situación en que se encuentran quienes cuentan con certificado de validación de estudios para fines laborales. Al respecto, el Decreto Exento Nº 2.272, del Ministerio de Educación, de  14 de noviembre de 2007
, en su artículo 2 letra d) establece que se entiende por examen de equivalencia para fines laborales: el proceso a que deben sujetarse las personas mayores de 18 años que necesiten comprobar un determinado nivel de estudios de Educación General Básica o de Educación Media Humanístico-Científica para el sólo efecto de acceder al mundo laboral. Sobre la materia el Ministerio de Educación ha interpretado que la enseñanza media comprobada  por esta vía no habilitan para postular al cargo de alcalde por cuanto no se estaría acreditando “haber cursado” dicho nivel de estudios.    

Con todo, si el examen de equivalencia habilita a una persona para acceder al mundo laboral no parece razonable que no permita acceder al cargo de alcalde ya que se trata de un trabajo que se ejerce en el sector público.   

Así, con el objeto de no excluir de la posibilidad de ser elegido alcalde de una comuna a quienes detenten un certificado de validación de estudios para fines laborales, se propone modificar el inciso segundo del artículo 57 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Proyecto de Ley 

Artículo único.-  Reemplázase en el artículo 57 inciso segundo del D.F.L. N º1, de 2006 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, la frase “haber cursado la enseñanza media o su equivalente” por “licencia de enseñanza media o su equivalente”.     

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.-  José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador,.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador

� Que aprueba procedimientos para el reconocimiento de estudios de enseñanza básica y enseñanza media humanístico-científica y técnico profesional y de modalidad educación de adultos y de educación especial.   
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